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PRESENTACIÓN

Tengo el agradado de poner a disposición de los lectores nuestro octavo libro del pro-
grama Tesis País: Piensa un País sin Pobreza, el cual reúne 12 artículos escritos por 16 te-
sistas de pre y post grado de las más diversas disciplinas. Estos trabajos son una síntesis 
de los principales hallazgos, resultados y recomendaciones contenidas en sus respecti-
vas tesis de grado, magíster y doctorado.

Estos 12 trabajos de investigación, muy variados en su naturaleza, abordan aristas di-
versas y complementarias del fenómeno de la pobreza, tales como costo de la vida, sin-
dicalismo y trabajo, salud pública, estigmatización social, cultura y hábitat. Auscultan 
la realidad de grupos prioritarios como personas en situación de calle, mujeres, niños y 
jóvenes. También se presentan trabajos que analizan aspectos vinculados al diseño y la 
evaluación de políticas públicas y programas sociales.

Como es de conocimiento de nuestros lectores habituales, esta publicación se enmarca 
en el Programa de Tesis País de la Fundación para la Superación de la Pobreza; cuyo 
objetivo es incentivar la generación y divulgación de conocimiento sobre la pobreza, 
sus factores asociados y caminos de superación, por medio del apoyo a personas que 
están en su etapa final de estudios superiores y deben hacer su tesis o la han concluido 
y quieren compartir sus resultados y hallazgos. 

Con esta nueva entrega, esperamos seguir aportando a la discusión sobre pobreza y 
políticas públicas, en especial en una época como ésta, marcada por importantes pro-
cesos de cambio y transformación de la sociedad chilena, donde resulta impostergable 
la producción de ideas que vayan nutriendo el debate público y la toma de decisiones.

mauricio rosenblüth
Director Área de Propuestas País
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INTRODUCCIÓN

A lo largo de su trayectoria, la Fundación Superación de la Pobreza ha 
desarrollado un compromiso activo con el mejoramiento de las políticas 
sociales, tanto por medio de su programa de intervención social Servicio 
País, como también a través de la elaboración de estudios y propuestas 
en diversos ámbitos de la gestión social del Estado. 

El programa Tesis País surge bajo el sello de dichos propósitos, invitan-
do a jóvenes estudiantes de pre y post grado a desarrollar sus tesis en 
temáticas de pobreza, políticas sociales e integración social. Tesis País 
busca incidir en la formación de los estudiantes, estimulando que nue-
vos profesionales y especialistas se interesen por estudiar, comprender 
la pobreza y propongan recomendaciones que contribuyan a su supera-
ción, desde una mirada multidimensional. 

Durante el ciclo 2015-2016 participaron un total de 36 trabajos de tesis, 
en las dos modalidades que considera nuestro programa: de tesis termi-
nada y de proyecto de tesis. De dichos trabajos, 12 se convirtieron en los 
artículos que contiene esta publicación: seis a partir de tesis de pregrado 
y seis de investigaciones de post grado. En trazos generales, a continua-
ción presentamos sus contenidos:

El primer trabajo se titula Una mirada descentralizada al costo de vida 
en territorios extremos y su impacto en la medición de pobreza por in-
gresos, realizado por Valentina Ortiz Saini. Su investigación analiza el 
costo vida de los habitantes de la región de Aysén y sugiere que la me-
dición de la pobreza debe incluir un factor de corrección que permita 
capturar mejor la realidad regional. La autora sostiene que este tipo de 
adaptaciones en el sistema de indicadores sociales es fundamental para 
fortalecer la agenda de descentralización del país.

El siguiente artículo tiene por nombre Trabajo y participación social 
en comunidades costeras. El caso de mujeres recolectoras de algas en 
la comuna de Los Muermos, región de Los Lagos, de Daniel Rodríguez 
Fuentes. Su investigación analiza los procesos socio-históricos y cultu-
rales que han vivido las comunidades de pescadores artesanales en las 
localidades de Estaquilla y La Pampina (región de Los Lagos), interpreta-
dos a la luz del rol que las mujeres juegan en la reproducción y transfor-
mación de la cultura del trabajo, la organización y participación social.

INTRODUCCIÓN
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Roberto Orellana Vergara es el autor del artículo titulado El sindicalis-
mo y la economía social y solidaria, por una mejor calidad de vida. Este 
trabajo analiza cuatro sindicatos de empresas de los rubros industria, 
transporte y retail de la región Metropolitana. Bajo el enfoque de Man-
fred Max Neef, el tesista ausculta el papel que los sindicatos cumplen en 
la satisfacción de las necesidades de sus socios, más allá de los benefi-
cios económicos que perciben. 

Por su parte, Violeta Guajardo Romero es autora del artículo El efecto de 
la vulnerabilidad socio ambiental en la pobreza: la voz de los pesca-
dores artesanales sobre el impacto del complejo industrial Ventanas. 
Este trabajo aborda los efectos ecosistémicos (naturales, económicos, 
culturales, etc.) percibidos por los pescadores, derivados de las activi-
dades del complejo industrial localizado en la costa de la comuna de 
Puchuncaví, región de Valparaíso. 

El quinto artículo lleva por nombre ¿Mercado de la educación o merca-
do de la diferenciación?: el temor al “flaite” en la elección de escuelas, 
por las familias de grupos medios y vulnerables de la comuna de La 
Florida. Su autor, Juan Pablo Camps, investiga los efectos del modelo de 
mercado en la educación, en las estrategias y racionalidades que des-
pliegan las familias al momento de elegir un establecimiento educativo. 

Isabel Paz Yáñez Mena es autora de El sueño del hogar no cabe en una 
casa: una mirada a la producción cultural simbólica en la toma de Pe-
ñalolén. La autora estudia el sentido de la acción colectiva, organizada 
y fuera del marco establecido por la política de vivienda, que desarrolla-
ron los protagonistas de esta historia; visibilizando los recursos simbóli-
cos, culturales, sociales que forman parte de su estrategia.

Los dos artículos siguientes, abordan importantes problemáticas de sa-
lud pública. El paper Comportamientos y concepciones reproductivas 
en mujeres rurales que fueron madres entre 1965 y 2000 de Cecilia Paz 
Sotomayor Rogers, indaga los efectos que, tanto los procesos de moder-
nización de la sociedad como las políticas de planificación familiar, han 
tenido sobre las prácticas reproductivas de las mujeres. Por su parte, Iris 
Espinoza Santander es autora del artículo Inequidades en salud bucal 
de adultos: Conceptos claves y herramientas para monitorear el efecto 
de los programas y políticas de salud bucal en Chile. Su investigación 
se sostiene en el enfoque de determinantes sociales de la salud. Desde 
esta óptica plantea alternativas para monitorear el efecto de políticas y 
programas odontológicos en Chile, con el propósito de disminuir las in-
equidades en salud bucal.
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INTRODUCCIÓN

En una temática diferente, Marianne Daher Gray realiza una exhaustiva 
revisión sobre el sentido y los alcances de la evaluación de programas 
sociales. Analiza los principales problemas y barreras que obstaculizan 
su implementación y concluye presentando un modelo que permita 
subsanarlos. Su artículo lleva por nombre Promoviendo la evaluación 
integral: una contribución para programas sociales de intervención en 
pobreza. 

El siguiente artículo lleva por título Potenciales riesgos y oportunidades 
en la aplicación del enfoque de derechos en políticas públicas para el 
cumplimiento de derechos sociales. Estudio de caso: Chile - Guatemala 
de Emely Joan López. La tesista realiza un análisis comparativo del enfo-
que de derechos en el diseño las políticas públicas de ambos estados, a 
través del estudio de los programas Puente de Chile y Mi Bono Seguro 
de Guatemala. 

Vanesa Guerra Valdebenito, Oscar Tapia Peña y Ángel Villagrán Riquelme 
son parte de una tesis grupal, que se titula El Hip-hop como herramien-
ta de intervención social en contextos terapéuticos con adolescentes. 
Como su nombre lo indica, el artículo muestra cómo los significados de 
las canciones creadas por jóvenes, usuarios de programas terapéuticos 
provenientes de sectores marginales de la ciudad de Arica, contribuyen 
a la integración social y formación identitaria.  

El último artículo se titula Influencia de la situación de calle y consu-
mo de drogas en adolescentes de la ciudad de Arica. También es un 
trabajo de carácter grupal. Sus autores son Mario Rigoberto Carrión Sa-
mit, Jacklyn Grisel Ledesma Vila y Alejandra Teresa Quiñones Gajardo.  
El estudio se centra en la experiencia de adolescentes participantes del 
programa piloto Calle Niños, y sus aspiraciones de acceso a la educación 
superior, la independencia laboral y la estabilidad económica.

Esperamos que esta nutrida y variada colección de trabajos, contribuya 
a mejorar comprensión de la pobreza y a enriquecer el debate sobre sus 
posibilidades de superación. La invitación continúa abierta: a pensar un 
país sin pobreza, con más integración y equidad social.



UNA MIRADA DESCENTRALIZADA AL COSTO DE VIDA 
EN TERRITORIOS EXTREMOS Y SU IMPACTO EN LA 
MEDICIÓN DE POBREZA POR INGRESOS
Valentina Sofía Ortiz Saini1, Universidad de Chile
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VALENTINA SOFÍA ORTIZ SAINI

Resumen

Las líneas de pobreza por ingresos en Chile se estiman a partir del valor 
(precios promedio a nivel nacional) de canastas básicas de consumo ali-
mentario y no alimentario, idénticas para todo el territorio. Este artículo 
establece que, de considerarse los precios locales, los niveles de pobre-
za pueden sufrir variaciones importantes respecto de las estimaciones 
oficiales, como consecuencia de diferentes costos de vida. En el caso de 
la región de Aysén, zona extrema, se argumenta que producto del aisla-
miento, el costo de vida es mayor al promedio nacional, comprobando 
una subestimación importante en la cifras de pobreza por ingresos en la 
región. Lo anterior es profundizado con un análisis territorial respecto 
de otros factores relacionados con la pobreza, como aporte al diseño de 
políticas públicas descentralizadas, que busquen una mayor reducción 
de las desigualdades a nivel local.

Palabras clave: Pobreza por ingresos, Costo de vida, Canasta básica re-
gional, Descentralización, Análisis territorial.

1 Artículo elaborado a partir de la tesis para optar al título profesional de Geógrafa de la Universidad de Chile, 
titulado: “Variación geográfica del costo de vida y su impacto en pobreza en áreas extremas. El caso de la 
cuenca del Río Aysén, Región de Aysén”. Aprobada el año 2013. Tutor de tesis Dr. Luis Fernando Pino Silva.

12
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Introducción

La disminución de la pobreza por ingresos 
a nivel nacional muestra importantes lo-
gros a lo largo de las últimas décadas. Sin 
embargo, resulta interesante mirar con 
detención las cifras a nivel subnacional, 
ya que debido a la manera en que se ha 
medido la pobreza por ingresos en Chi-
le, mediante la valorización de canastas 
básicas, podría haber ciertos elementos 
no considerados que pudiesen estar afec-
tando las cifras oficiales, como son los di-
ferentes costos de vida de los territorios y 
otros determinantes locales.

Este artículo a modo transversal, invita a 
reflexionar, por un lado y desde una mira-
da descentralizada, sobre algunas impli-
cancias metodológicas en la medición de 
la pobreza por ingresos, tanto a nivel re-
gional como local y por otro lado, sobre la 
expresión territorial de la pobreza en te-
rritorios extremos o aislados, con el aná-
lisis de dos casos en  la región de Aysén. 

Lo primero permite cuestionar elementos 
metodológicos claves en la medición de 
la pobreza por ingresos en relación a los 
costos de vida, en contraposición con la 
estandarización nacional que actualmen-
te existe de las líneas de pobreza oficiales. 
Lo segundo permite una aproximación al 
análisis territorial, para distinguir otros 
factores que pudiesen estar incidiendo 
en la pobreza en zonas aisladas. Ambos 
elementos resultan claves al momento de 
pensar en la implementación de políticas 
públicas con una perspectiva de descen-
tralización, que busque generar un mayor 
equilibrio en la superación de la pobreza 

a nivel nacional, en un país sumamente 
diverso como es Chile. 

Así, es posible señalar que la medición de 
la pobreza cumple diversos propósitos: 
a un nivel político aporta datos valiosos 
para determinar el grado de desarrollo 
social alcanzado en un país y en un plano 
más técnico, genera información relevan-
te para que los hacedores económicos y 
sociales consideren medidas de mitiga-
ción de las carencias extremas y promue-
van estrategias integrales de desarrollo 
y superación (Fundación Superación de 
la Pobreza, 2014), por ello, nuevas cifras 
en las tasas de pobreza por ingresos pro-
ducto de ajustes metodológicos provocan 
impactos en diversas materias, como po-
líticas y programas sociales, además de 
afectar en la prospectiva y metas de los 
diversos territorios, como sugiere este es-
tudio.

En primera instancia, la medición de la 
pobreza por ingresos en Chile asume una 
canasta de consumo idéntica para todo 
el territorio (según tamaño del hogar) 
y toma en cuenta, para su valorización, 
precios promedio a nivel nacional. Esto 
implica que no se consideren ciertas rea-
lidades específicas de los territorios, tales 
como: la distinta composición en los pa-
trones de consumo y el costo representa-
tivo de vida local. Este último, resulta de 
gran relevancia debido a que los precios 
varían de territorio en territorio, por diver-
sos factores como las economías de esca-
la, de aglomeración o las distancias entre 
las localidades y  las ciudades o grandes 
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mercados (Henderson, 2005; Johanson & 
Quigley, 2004, y Pérez et al., 2013). Aque-
llas localidades más aisladas tendrían ni-
veles de pobreza más altos que los oficial-
mente reportados., debido a sus mayores 
costos de vida. 

La actualización metodológica de pobre- 
za por ingresos que entró en vigencia hace 
 un tiempo, y que estaba intacta hace 25 
años, ha replanteado y actualizado temas 
fundamentales. Dado los ajustes reali-
zados, ha impactado en un aumento en 
la línea de corte y en consecuencia en 
las cifras resultantes, imponiendo así 
“estándares más exigentes como país” y a su 
vez, reconociendo que “la pobreza no se 
relaciona sólo con la falta de ingresos, sino 
también con diversas carencias en otras di-
mensiones” (ministerio desarrollo social, 
2015). Sin embargo, esta actualización 
aún está lejos de poder representar las di-
ferencias territoriales en sus diversos fac-
tores metodológicos. Por ello, uno de los 
puntos en discusión en este artículo es jus- 
tamente la posibilidad de pensar en líneas 
de pobreza de corte regional, que consi- 
deren las diferencias en el costo de vida.

En segunda instancia, desde una perspec-
tiva analítica, la pobreza rural aparece hoy 
como una de las manifestaciones más 
inquietantes de las debilidades de los 
modelos de desarrollo (Krugman, 2008). 
La población rural, a modo general, se ca-
racteriza por poseer un trabajo estacional, 
mayor dificultad en el acceso a los servi-
cios, en muchos casos la existencia de gra-
dos de aislamiento geográfico y una baja 
diversificación del trabajo, entre otros 
factores, que genera presumiblemente 
que un hogar ubicado en una zona rural 
aumente las probabilidades de ser pobre 
(Dirven y Kobrich, 2007). Sin embargo, la 

escasa información desagregada sobre 
estas áreas han vuelto más complejo sus 
estudios.

En este sentido, si bien la nueva medi-
ción de la pobreza multidimensional ha 
permitido visibilizar nuevas realidades y 
factores que antes quedaban rezagados 
y ocultos a las políticas públicas y a las 
acciones de erradicación de la pobreza, 
aún no se ha logrado cabalmente generar 
indicadores o mecanismos de medición 
que permitan observar el nivel local y 
desagregar ciertos determinantes de esta, 
sobre todo en territorios en donde se con-
jugan realidades y situaciones diversas a 
las áreas más céntricas, como son los te-
rritorios rurales extremos o aislados.

La Fundación Superación de la Pobreza 
(2014) señala que existen factores contex-
tuales o características del territorio, que 
hacen más propensos a los individuos y 
familias a enfrentar circunstancias adver-
sas para su inserción social y desarrollo 
personal, aumentando el riesgo de em-
pobrecer. Debido a esto, las características 
locales del área de estudio sumadas a las 
percepciones de los propios habitantes, 
fueron importantes para detectar posi-
bles falencias o situaciones que estuvie-
sen agudizando tendencias en pobreza, 
que resultaron relevantes para el buen di-
seño de políticas públicas (Larraín, 2008).

Lo anterior apoya la nueva visión de Po-
lítica de Estado en descentralización y 
desarrollo territorial en Chile (Von Baer 
y Torralbo, 2012), que busca generar me-
canismos que permitan un desarrollo 
equilibrado y más equitativo entre las 
regiones, mediante una mayor detección 
de las problemáticas sociales. Es por esto, 
que el presente estudio propuso además 
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2 Incluyendo a las localidades de Ñireguao, Balmaceda, El Blanco, Valle Simpson, Los Torreones, Villa 
Ortega y Villa Mañihuales y las ciudades de Coyhaique y Puerto Aysén.

3 Los grupos de alimentos muestreados fueron 1) Pan y cereales, 2) carnes, 3) pescados, 4) productos lác-
teos y huevos, 5) aceites, 6) frutas, 7) verduras, legumbres y tubérculos, 8) azúcar, café, té, dulces y condi-
mentos, 9) bebidas y 10) comidas y bebidas fuera del hogar.

de una metodología desagregada de la 
medición de pobreza, un análisis de las 
condiciones locales que planteé también 
una reflexión sobre las características so-
ciales, económicas y territoriales de las di-
versas localidades rurales de la región de 
Aysén, permitiendo un acercamiento a los 
diversos niveles de desarrollo o bienestar 
de éstas.

Se tomó como área de estudio a la cuen-
ca del río Aysén2 (región de Aysén), que 
concentra  más del 80% de la población 
regional según cifras de proyección esti-
mada al 2013 (INE, 2015), y a su vez con-
centra los bienes y servicios regionales. La 
región es un caso interesante de análisis, y 
complejo desde un punto de vista socioe-
conómico y territorial. Según estudios de 
la SUBDERE (2011), casi la mitad de las co-
munas de la región se encuentran dentro 
de los primeros cuartiles de las más aisla-
das a nivel nacional. A modo de ejemplo, 
al 2008 el traslado desde Chaitén, en el 
límite norte de la región, hasta Cochrane, 
la capital de la Provincia de Capitán Prat 
de la región de Aysén, requería aproxima-
damente el mismo tiempo de viaje que 
trasladarse desde Puerto Montt a Antofa-
gasta, es decir, atravesar once regiones del 
país y recorrer cerca de 2.500 Km (Romero 
et al., 2007).

Además, la región extrema de Aysén, 
ha sido objeto de políticas que buscan 
la eficiencia, en el sentido de hacer más 
competitivos sus sectores económicos, 

siendo una región con relativamente bue-
nos resultados económicos a nivel país, 
como también con un alto nivel de sub-
sidiariedad que le permite aminorar los 
efectos del aislamiento. No obstante, las 
nuevas cifras en pobreza considerando 
el costo real de vida de diversos sectores 
y los resultados obtenidos producto de las 
encuestas realizadas, permiten reflexio-
nar sobre ¿qué es realmente lo que medi-
mos cuando medimos la pobreza? ¿Qué 
queremos saber, y cómo queremos actuar 
sobre ella?.

Método

Se utilizó un enfoque metodológico mix-
to, en donde la información cuantitativa 
se analizó mediante estadística descrip-
tiva, mientras que la información cuali-
tativa se basó en descripciones, obser-
vaciones, encuestas semiestructuradas y 
cartografía participativa. 

En primer lugar, la estimación de distan-
cias en tiempos de viaje hacia el centro 
urbano principal (Coyhaique), permitió 
aproximar la existencia de diferenciales 
de aislamiento de los poblados, dado que 
el dato oficial sólo llega hasta el nivel de 
comunas. Luego, para el cálculo del cos-
to de vida se muestrearon en distintos 
mercados y puntos de venta de las locali-
dades los precios de la canasta básica de 
alimentos3, considerando los productos 
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4  Tomando en cuenta la densidad de población en cada poblado, respecto al total del área de estudio.

VALENTINA SOFÍA ORTIZ SAINI

de mayor representatividad de los grupos 
alimentarios (no estacionales). La compa- 
ración entre los valores obtenidos en te-
rreno y el valor oficial de la canasta básica 
de alimentos fue demostrando la dife-
rencia en costos de vida. Con todos estos 
datos  fue posible ver la relación entre 
distancias y costo de vida4, y con ello, el 
efecto del aislamiento en los poblados, 
situación que no considera la metodolo-
gía oficial de medición de la pobreza por 
ingresos.

Posteriormente, se estimaron (mediante 
software estadístico Stata 11.0) nuevas 
líneas y tasas de pobreza a nivel regional 
y comunal, a partir del valor de la canas-
ta básica estimada a nivel local. La com-
paración entre el ingreso de los hogares, 
proveniente de la encuesta CASEN 2011, 
y estos nuevos umbrales generados des-
de la medición del costo de vida de las 
localidades, permitió determinar nuevas 
cifras para la región de Aysén respecto a 
la cantidad y porcentaje de población en 
condición de (1) “pobreza extrema” (Valor 
menor o igual a la línea de indigencia), 
(2) “pobreza no extrema” (Valor mayor a 
la línea de indigencia y menor o igual a la 
línea de pobreza) y (3) “no pobreza” (Valor 
mayor a la línea de pobreza).

Como segunda fase de la investigación, 
se profundizó el estudio con un análisis 
territorial, con el fin de indagar en otros 
determinantes o factores relacionados a 
la situación  de pobreza por ingresos. 

En primera instancia se incorporó en el 
análisis la percepción de los propios ha-
bitantes respecto a la pobreza, obtenida 

mediante una cartografía participativa. 
En segunda instancia se encuestó a un 
total de 220 hogares de manera aleato-
ria simple en siete localidades de la zona, 
obteniendo diversas variables y resulta-
dos en relación a la pobreza e inequidad, 
tanto a modo general como comparativa-
mente entre las localidades, posibilitando 
un análisis en cuanto a sus características 
sociales, económicas y territoriales, lo que 
permite detectar las relaciones y diferen-
cias entre estas y en el territorio.

Ambas fases de la investigación permitie-
ron, por un lado, cuestionar la implicancia 
que tiene el costo de vida en la medición 
y las cifras finales de pobreza por ingresos 
y además, mediante el estudio cualitativo 
local, reflexionar sobre ciertas condicio-
nes particulares de las localidades que 
estarían relacionadas con la pobreza.

Resultados y Hallazgos

La cuenca del río Aysén es una de las áreas 
con mayor integración vial de la región. 
Aun así presenta ciertas falencias, siendo 
las distancias geográficas un factor clave 
a tomar en cuenta para el desarrollo local, 
ya que en ciertos casos puede afectar a 
las diferencias de precios, los que no son 
previsibles en la medición oficial de la po-
breza por ingresos. En este estudio, las lo-
calidades presentaron diferentes tiempos 
de viaje hacia la ciudad principal, deter-
minados principalmente por la calidad y 
materialidad de los caminos.



17

Los menores costos de vida fueron re-
gistrados en las ciudades principales  
(Coyhaique y Puerto Aysén), mientras 
que dentro de las localidades rurales, el 
menor costo de vida se registró en Villa 
Mañihuales, de las más lejanas, pero con 
mayor tamaño poblacional, lo que jus-
tifica su mayor producción de bienes y 
servicios (Pérez et al., 2013). La localidad 
rural con mayor costo de vida promedio 
fue Ñireguao, que es coincidentemente 
la más distante de la capital regional. Por 
su parte, Balmaceda, tercera localidad 
más distante, fue la segunda en mayor 
costo de vida. En general, las localidades 
pequeñas presentaron, para ciertos casos, 
niveles de precios mayores, debido a sus 
menores economías de escala.

Respecto a las diferencias en el costo de 
vida, todas las localidades presentaron 
sobre un 18% más del valor de la canasta 
básica de alimentos respecto a la medi-
ción oficial, lo que señala un mayor costo 
de vida promedio de sus habitantes.  El 
promedio de las localidades rurales ob-
tuvieron un mayor costo de vida que la 
ciudad de Coyhaique, principal mercado 
regional, y área en donde se obtienen 
los valores regionales del IPC. Por lo tan-
to, el 9,8% de pobreza por ingresos en la 
región, según CASEN 2011, demostró una 
efectiva subestimación. 

Los resultados arrojan que la valorización 
de canastas básicas promedio a nivel na-
cional no evidencia realmente el costo 
real, que significa adquirir estos produc-
tos en la región de Aysén y en sus diver-
sas localidades, como se observa en la 
siguiente tabla.

“todos los recursos van para coyhaique, todas la oficinas están allí, los 
trámites se deben hacer ahí, las compras, etc. aunque quiera estar aquí, 
estoy obligada a estar viajando a coyhaique, y a veces el bus, por los cortes 
de camino no pasa en días”

(Pobladora Ñireguao)
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Tabla 1. Diferencia costo CBA oficial respecto a costo CBA 
                   reestimado en cada localidad

Al analizar comparativamente las dis-
tancias y los costos de vida, se evidenció 
que a medida que aumenta el tiempo de 
viaje desde las localidades rurales a la ca-
pital regional, aumentan los precios. Esto 
resultó relativamente claro para todas 
las localidades, salvo, para Villa Mañi-
huales, ya que su mayor tamaño pobla- 
cional (en relación a las demás localida-
des) permite la existencia de menores 
precios, actuando como un mercado en sí 
mismo, aminorando el costo de vida.

Al momento de ajustar los precios basa-
dos en la medición local y generar nuevos 
umbrales en la línea de corte de pobreza 
por ingresos, el cálculo demostró una di-
ferencia porcentual de un 19,2%, entre la 
canasta básica de alimentos  oficial y la 
canasta propuesta a la Región de Aysén,  
mayor esta última. Lo que quiere decir que 
de considerar precios locales, el umbral 
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de corte regional que determina quién es 
pobre y quién no lo es, resulta mayor. Por 
lo tanto, se requiere mayor cantidad de di-
nero en la región para satisfacer la canas-
ta básica oficial (CBA),  tanto alimentaria 
como no alimentaria. Además se obtuvo 
entre el valor oficial de la CBA y la de la 
comuna de Coyhaique una diferencia de 
un 18,5%, y respecto a la de la comuna de 
Puerto Aysén una diferencia de un 20,8%, 
siendo en ambos casos estas últimas más 
altas en sus precios o puntos de corte, 
como se evidencia a continuación.
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Tabla 2. Líneas de Pobreza y Pobreza Extrema CASEN 2011 y reestimadas

Al aplicar estos ajustes en la metodolo-
gía de cálculo de la pobreza por ingresos 
y dejando todas las variables intactas a 

Tabla 3. Diferencia pobreza por ingresos según cifras oficiales
                   CASEN 2011 y reestimadas

excepción de las nuevas líneas de corte de 
pobreza y pobreza extrema propuestas, 
se obtuvo lo siguiente:
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Esto evidenció para la región un 2,47% de 
personas en situación de pobreza extre-
ma, frente al 1,55% señalado oficialmente 
por la CASEN 2011, una diferencia de 918 
personas. Mientras que en el caso de los 
pobres no extremos, se muestra una di-
ferencia de un 4,29% entre la cifra oficial 
y la nueva cifra propuesta (traducido en 
4.274 personas). Resultando finalmente 
5.192 personas (5,21%) mal clasificadas, 
consideradas como “no pobres”, cuando 
debiesen haber clasificado como “pobres” 
o “pobres extremos” considerando los 
costos de vida locales. De esta manera la 
pobreza regional pasó de un 9,8% (9.740 
personas) reportado oficialmente en 
CASEN 2011 a un 15% (14.932 personas) 
reestimado en este estudio, lo que cons-
tituye  una cifra importante si se consi-
dera la baja cantidad de población de la 
región. De esta manera resulta relevante 
asumir los costos de vida regionales para 
mejorar el cálculo  de la pobreza por in-
gresos, ya que este cambio porcentual 
demostró que es posible la exclusión  de 
personas  en el acceso a  determinados 
programas sociales, debido a la clasifica-
ción obtenida.

Por otro lado, el análisis territorial en 
este estudio fue orientado a ampliar la 
comprensión de la pobreza, mediante la 
consideración de las características del 
entorno, los rasgos económicos, sociales 
y sus repercusiones territoriales, así como 
el análisis de  la percepción de las perso-
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nas consultadas, en base a los propios 
parámetros que los ayseninos tienen en 
relación a lo percibido o entendido como 
pobreza. Este tipo de análisis es parte sus-
tancial en los diagnósticos locales de po-
breza, que indican posibles factores que 
inciden en su persistencia.

La cartografía participativa permitió re-
flexionar si la distancia o cercanía geográ-
fica provoca una asociación en la percep-
ción de la gente respecto al acceso a más 
o menos recursos y hacia condiciones de 
vulnerabilidad. Este punto resulta rele-
vante  al momento de diseñar políticas 
sociales, ya que la percepción que los ha-
bitantes poseen de su entorno, proporcio-
na un primer acercamiento a las posibles 
áreas más prioritarias para generar me-
canismos o procesos de desarrollo más 
pertinentes. 

Los principales hallazgos resultantes de la 
realización de las cartografías participa-
tivas,  fueron que las localidades percibi-
das con mayor pobreza correspondieron 
a Balmaceda, El Blanco, Ñireguao y Villa 
Ortega. Las localidades son las más dis-
tantes de la capital regional y registran 
el  mayor costo de vida promedio. A su 
vez, la localidad que en mayor medida se 
auto identificó en situación de pobreza 
fue Balmaceda, donde casi la mitad de los 
encuestados, manifestó ser  habitante de 
una zona de bajos recursos y bajas opor-
tunidades de empleabilidad:

“antes balmaceda era solo un paso fronterizo con argentina, hoy no somos 
ni siquiera eso. la llegada del aeropuerto ha salvado, pero no ha curado la 
pobreza”

(Poblador rural)
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Figura 1. Percepción de la pobreza desde los propios habitantes

*”Percibida” desde fuera de la localidad y “autopercibida” desde la propia localidad.

Por otro lado, la percepción de los en-
cuestados frente a las áreas con mayor 
cantidad de recursos y menores niveles 
de pobreza, correspondieron a Coyhai-
que, Puerto Aysén y la localidad de Villa 
Mañihuales, respectivamente. Las simili-
tudes entre estas últimas localidades son 
que con la mayor cantidad de población 
respecto a la zona de estudio, un mayor 
mercado y mayores opciones de servicios 
y nivel de ingresos. 

Respecto a los resultados obtenidos de las 
encuestas a los hogares, a modo general 
fue posible distinguir una mayor presen-
cia de jefatura de hogar masculina (64%) 
que femenina (36%), pero las localidades 

donde esta diferencia fue más pareja, 
correspondieron a las más lejanas a Co-
yhaique y con mayores costos de vida pro-
medio (Balmaceda y Ñireguao). La edad 
promedio de las personas entrevistadas 
se ubicó entre los 41 y 60 años, siendo la 
tendencia al envejecimiento una condi-
ción regular en zonas rurales en las últi-
mas décadas.

Respecto a las características particulares 
del jefe(a) de hogar, el nivel de educación 
correspondió principalmente a Educa-
ción básica incompleta (37,3%), seguido 
por Educación básica completa (29,5%). 
Además primó la rama de actividad eco-
nómica Agricultura, caza y pesca (35,5%), 
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seguida de la actividad de Minas y cante-
ras (10,5%) y posteriormente Comercio 
(9,8%), representados con bajo nivel de 
ingresos. La principal categoría de ocu-
pación correspondió a Cuenta Propia 
(41,8%), seguida de Asalariado (28,6%). 
Además, un 65% de los hogares encues-
tados aseveró contar con algún tipo de 
subsidio (familiar, agua potable, vivienda, 
leña, entre otros), bono económico o pen-
sión (vejez, invalidez, etc.), demostrando 
ser localidades con alto grado de subsi-
diariedad.

Tomando en cuenta los resultados ante-
riores, se consultó respecto a los bienes 
alimentarios y no alimentarios más con-
sumidos por los hogares, de los cuales 
más del 68% de los encuestados rurales 
nombraron entre estos a la leña, harina, 
papa, hierba mate, carne de cordero y 
azúcar. Siendo la leña, yerba mate y ha-
rina alimentos de consumo de cada día. 
Dejando en evidencia la existencia de 
patrones de consumo diferenciales y pro-
pios de la región, en donde varios de estos 
productos mencionados por los habitan-
tes, no son considerados en la canasta bá-
sica alimentaria y no alimentaria, a pesar 
de que influyen en el gasto mensual de los 
hogares.

Analizando toda la información obtenida 
y de manera integral, es posible determi-
nar que las áreas o localidades más aisla-
das coinciden en haber sido   señaladas 
por los habitantes, como las áreas con 
mayor pobreza. Estas además presentan 
un predominio de la actividad econó-
mica ligada al sector primario o activi-
dad agrícola denominada como “trabajo 
de campo”, categoría de ocupación por 
cuenta propia, diversos tipos de subsidio, 
aumento de la jefatura de hogar feme-
nina (en muchos casos madre soltera), 
tendencia al envejecimiento, un ingreso 
promedio del hogar bajo y dependencia a 
los diversos tipos de servicios de la capital. 

Un ejemplo de estos son las localidades 
de Ñireguao, distante de la ciudad prin-
cipal y con algunas falencias socioeconó-
micas, y la localidad de Los Torreones que 
por su baja población y mercado interno, 
depende en mayor medida  de otros mer-
cados. Ambas localidades merecen aten-
ción a sus procesos de desarrollo, como 
por ejemplo en conectividad o mejoras 
del mercado interno con el fin de amino-
rar el costo de vida. 

“los torreones tuvo mucho, pero hoy han incluso cerrado la escuela, 
siendo ahora solo un lugar de paso hacia aysén”

(Comerciante, Los Torreones)
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El Blanco y Villa Ortega obtuvieron ciertas 
tendencias similares, como costo de vida 
medio, bajo nivel de ingresos y de escolari-

dad y baja oferta de servicios. En el caso de 
El Blanco una entrevistada manifestó que:

“las casas cerca de la carretera son buenas y grandes, todos creen que 
el blanco es eso, pero si suben y se meten hacia el interior, como pocos lo 
hacen, se dan cuenta que la población es muy pobre”

(Dueña de negocio, El Blanco)

Por su parte, Balmaceda presentó un ma-
yor costo de vida, además la población  
la señaló como una localidad de bajos 
recursos, pero con una buena oferta de 
servicios.

Por otro lado, las localidades con menores 
costos de vida correspondieron a las me-
nos aisladas, y son percibidas con menor 
pobreza, mayores ingresos, mayor canti-

dad de servicios y mayor nivel educacio-
nal, menos tendencia al envejecimiento 
y mayor presencia de profesionales, entre 
otros. Por ejemplo, en Villa Mañihuales 
se observó una mayor oferta de bienes y 
servicios, menores costos de vida, mejor 
nivel de educación, entre otros, depen-
diendo en menor sentido de la capital 
regional. En este caso un entrevistado 
señaló:

“en mañihuales hay trabajo, está la mina, el vivero, la forestal, hay 
servicios. estamos creciendo rápidamente”

(Trabajador Mina El Toqui)

Por  su parte se observó en Valle Simpson 
una mayor cercanía al mercado regional, lo 

que facilita los costos y acceso a servicios. 

“estamos cerca de coyhaique, por eso es fácil comprar y 
acceder a las cosas allá”

(Campesino, Valle Simpson)

Finalmente, tanto la reestimación de 
nuevas cifras de pobreza por ingresos en 
la región de Aysén basadas en los costos 
de vida en este territorio extremo, como 
el análisis territorial, permiten ampliar la 
mirada hacia el fenómeno de la pobreza 

y son en conjunto, relevantes en la gene-
ración de un marco teórico que logre ex-
plicar las diferentes dinámicas de genera-
ción de pobreza y el rol del territorio en las 
mismas en el Chile de hoy. , La medición 
de la pobreza en sus diferentes niveles es 
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una tarea difícil, se requiere una perma-
nente actualización debe ser abordada 
desde enfoques multidisciplinarios, con 
miras a una efectiva descentralización y 
así ser una aporte en el desarrollo territo-
rial a nivel país.

Discusión

Este estudio permitió la discusión y re-
flexión de diversos temas relacionados 
con los desafíos que presenta la supe-
ración de la pobreza para  el desarrollo 
territorial, tales como las distancias de 
las localidades a los grandes mercados, 
el aislamiento geográfico, las diferencias 
en los costos de vida, los retos de políticas 
públicas descentralizadas, la relevancia 
de un análisis territorial de pobreza y sus 
diferentes manifestaciones.

Respecto a esto último, y a pesar de que la 
medición de la pobreza en base a ingresos 
permite comparar y establecer tendencias 
en el tiempo respecto de su evolución, así 
como describir algunas de sus caracterís-
ticas materiales, estas mediciones dicen 
poco acerca de los procesos que viven las 
familias, de cómo perciben y enfrentan su 
situación, quienes ingresan o reingresan 
a la pobreza, o las diferentes condiciones 
del entorno, como el aislamiento.

Por ello, profundizar en la dimensión te-
rritorial de la pobreza, situación escasa-
mente debatida en el país (Ramírez et al., 
2009), es un aporte para que el plantea-
miento de las políticas y programas socia-
les sean articulado desde las realidades 
locales y  desde las necesidades humanas 
particulares de sus habitantes. 

En el caso de la región de Aysén, las di-
versas características de los hogares ana-
lizados en este estudio,  otorgaron infor-
mación relevante que permite un mayor 
acercamiento a la pobreza en las distintas 
localidades, y así  pensar en las diferentes 
intervenciones sociales que requeriría 
cada una, tal como lo promueve la “Es-
trategia de Desarrollo Regional de Aysén 
2009-2030” (ILPES-CEPAL y Gore Aysén, 
2009), mediante alternativas locales que 
respondan a realidades particulares.

Por su parte, a medida que las cifras de 
pobreza son menores, se precisan ins-
trumentos y análisis más específicos que 
logren un mayor grado de desagregación 
para poder hacer más efectivas las solu-
ciones sociales. Como se menciona en 
“voces de la pobreza: aysén” (fundación supe-
ración de la pobreza, 2013) la ausencia de 
un enfoque territorial y la unidimensio-
nalidad con que muchas veces se com-
prende la pobreza, no permiten indagar 
en “factores determinantes que la ocasionan y 
reproducen”. Por ello, resulta necesario un 
enfoque más integral. En este sentido, la 
actual medición multidimensional es un 
primer camino, permitiendo identificar la 
situación de pobreza de los hogares a par-
tir de sus “carencias en diversos indicadores, 
que son parte de dimensiones básicas del bien-
estar” (observatorio social, 2015).

Sin embargo, en el ámbito metodológico, 
a pesar de que la actualización realizada 
a la canasta básica el 2013 mediante la 
“vii encuesta de presupuestos familiares 2011-
2012” es un importante avance hacia la 
realidad del consumo nacional de los 
tiempos actuales, la reflexión debe in-
corporar las diferencias territoriales que 
pudiesen existir en las regiones y sus loca-
lidades, en donde los patrones y dietas de 
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consumo son variados, tanto por las dife-
rencias culturales como por la disponibili-
dad y acceso a los alimentos, entre otros.

Todo esto lleva a retomar las ideas de Von 
Baer y Torralbo (2012), en relación a la ne-
cesidad de aplicar un enfoque descentra-
lizado en la medición de la pobreza,  para 
la obtención de un mejor diagnóstico de 
las necesidades y realidades del país y de 
sus territorios, con el fin de generar visio-
nes integrales y contextualizadas a los 
problemas y soluciones presentes en cada 
territorio.

Conclusiones y recomendaciones

El costo de vida promedio puede ser un 
buen instrumento para medir la pobreza 
por ingresos a nivel de país, sin embargo 
no resulta apropiado para la medición a 
nivel regional, en este caso la región de 
Aysén. Para este estudio la línea de pobre-
za regional propuesta, según el costo de 
vida local generó un impacto en la cifra fi-
nal de pobreza, que pasó de un 9,8% (CA-
SEN 2011) a un 15% (reestimado), lo cual 
hace necesario considerar la variación 
geográfica del costo de vida, trazando 
una línea de pobreza y pobreza extrema 
que posea ciertos mecanismos de correc-
ción para diferentes territorios.

En este sentido, una línea de pobreza de 
corte regional es de utilidad para la reali-
zación de estudios específicos y la adop-
ción de políticas a ese nivel. Debido a que 
en este estudio se demostró que la línea 
nacional de pobreza por ingresos es insu-
ficiente para caracterizar la realidad so-
cioeconómica de la región de Aysén, esta 
propuesta se considera un método com-

plementario, que respondería a distintos 
fines y de distinto alcance y que permiti-
ría mejorar los análisis y diagnósticos en 
estos niveles y, por ende, incrementar la 
eficacia de las políticas territorialmente 
desagregadas.

Tanto las diferencias en costos de vida 
como en patrones de consumo, hacen 
pensar que canastas básicas diferencia-
das territorialmente generarían mayor 
representatividad de cada contexto, como 
por ejemplo en este caso de una región 
aislada. Ello sin implicar el reemplazo de 
la canasta nacional por estas nuevas ca-
nastas regionales, sino que la coexistencia 
de ambas y el uso diferenciado según la 
escala del análisis. Por ejemplo, productos 
consumidos en la región como la carne de 
cordero, hierba mate, alta cantidad de ha-
rina diaria, alto consumo de leña, poseen 
muy baja representatividad en la canasta 
oficial, lo que cuestiona metodológica-
mente la manera actual en que se tratan 
los patrones de consumo del país.

Por su parte, se observó que los costos de 
vida se acrecientan en las zonas más aisla-
das en la región. Una medida a tomar en 
este caso sería la mejora en el nivel de co-
nectividad o la red de caminos ya existen-
te, sobre todo en ripio, adocreto o tierra, 
con el fin de generar un mayor acceso y 
disminución de distancias a los mercados.

Respecto al análisis de las localidades al 
interior de la región, se identificaron a 
Ñireguao y Balmaceda como las áreas de 
mayor prioridad en cuanto a la búsqueda 
de mecanismos de desarrollo local, sien-
do características comunes de ambas, 
además del alto costo de vida, un  bajo 
nivel educacional, bajo nivel de ingresos, 
empleo prioritariamente agrícola y por 
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cuenta propia, y ser las áreas señaladas 
por los habitantes con mayor pobreza. 
En este sentido, las cifras de pobreza por 
ingresos obtenidas, en complemento a 
un análisis territorial, permiten una ma-
yor claridad de las diversas realidades, 
posibilitando políticas públicas y sociales 
descentralizadas y más arraigadas a las 
distintas necesidades. 

Finalmente, pensar la pobreza desde los 
distintos territorios hace comprender que 
este fenómeno además de ser multidi-
mensional, es territorial. Por ello, las me-
todologías que buscan detectar e identifi-
car la pobreza deben plantearse desde los 
diferentes contextos nacionales, como fue 
en este caso, desde territorios extremos.
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Resumen

La investigación analiza el papel que cumplen las relaciones y prácticas 
de solidaridad, confianza y reciprocidad en el desarrollo y desenvolvi-
miento socio-económico y cultural en una comunidad de pescadores 
artesanales. Se realiza un zoom al rol de las mujeres en la cultura de 
trabajo y la participación social en la historia de dicha comunidad. Asi-
mismo, relevan ciertos fenómenos que están erosionando la autonomía 
y autogestión comunitaria, debido a la introducción de mecanismos de 
intercambio hegemónicos basados en prácticas depredadoras del me-
dio ambiente, industrializadas, intensivas y extensivas en la explotación 
del ecosistema marino. Estas prácticas dificultan la generación de una 
cultura adecuada de participación social y de trabajo colectivo, que per-
mita mantener la funcionalidad de su modo de producción asociado a 
su modo concreto de vida.

Palabras clave: recolectoras de algas; trabajo; participación social; co-
munidades costeras; territorio.

1 Artículo basado en la tesis para optar al Grado de Magister en Ciencias Sociales, con mención en Estudios de 
Procesos y Desarrollo de las Sociedades Regionales. Universidad de Los Lagos-CEDER, marzo de 2014. La pre-
sente investigación es parte del Proyecto FONDEF AQ08I – 1011 “Masificación y escalamiento productivo del 
cultivo y repoblamiento de especies de algas nativas Gigartina skottsbergii y Sarcothalia crispata (luga roja 
y luga negra) en áreas de manejo de la X y XII Región”. Instituto de Ciencia y Tecnología (ICYT) Universidad 
Arturo Prat-Universidad de Magallanes.

2 Licenciado en Sociología. Universidad de La República. Montevideo, Uruguay. Magíster ciencias sociales Uni-
versidad de Los Lagos.
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Introducción

El estudio presentado en este artículo gira 
en torno a la caracterización de procesos 
socio-históricos y culturales de comuni-
dades de pescadores artesanales, ponien-
do énfasis en los mecanismos de inter-
cambio acontecidos en las últimas cuatro 
décadas, todo con el objeto de relevar el 
rol de las mujeres en la cultura del trabajo 
y la participación social en las localida-
des de Estaquilla y La Pampina, comuna 
de Los Muermos, Región de Los Lagos de 
Chile. Se presenta una caracterización 
del territorio analizado, que considera 
los ámbitos socioeconómicos, demográ-
ficos y cultural – históricos, durante el 
período investigado. Asimismo, se inda-
gó en el sentido de las transformaciones 
territoriales en la comunidad en estudio, 
considerando el grado de importancia de 
las actividades laborales y la participación 
social en las dinámicas territoriales. Fi-
nalmente, se exponen recomendaciones 
para el fortalecimiento de la autonomía 
socioeconómica y cultural de la organi-
zación sindical artesanal y del espacio 
costero de las comunidades investigadas, 
a partir de la información empírica cons-
truida en el proceso de investigación. 

Las localidades de Estaquilla y La Pam-
pina, en las cuales se desarrolla el estu-
dio, se encuentran en la comuna de Los 
Muermos, provincia de Llanquihue. La 
localidad de Estaquilla se ubica entre los 
41°23’ y 41,8’’ LS., y los 73º 50’ y 43,1’’LW. El 
sector de La Pampina a se ubica entre los 
41°22’ y 17,6’’LS y los 73º48’ y 43.8’’LW. Los 
lugares nombrados forman una unidad 
territorial cuyo centro se ubica entre los 
41°23’ y 1,6’’ LS y los 73º49’ y 24,9’’, LW. Es-
tas comunidades campesinas, de peque-
ños propietarios, han practicado la pesca 
artesanal sistemáticamente, y construido 
una cultura del trabajo y de organización 
social sobre esas prácticas durante cua-
renta años aproximadamente debido a la 
expansión de sus estrategias económicas 
comunitarias de subsistencia. 
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3 Fotografías de Andrea Grünewald Ahrens 2014. Localidad de Estaquilla-La Pampina.

Vista de la comunidad costera de Estaquilla-La Pampina3



32

DANIEL RODRÍGUEZ FUENTES

Estos campesinos-pescadores comparten 
su territorio con pescadores emigrantes 
que han llegado a estas localidades des-
de distintas comunas, urbanas y rurales 
del país: Los Vilos, La Serena, Santiago, 
Concepción, Lebu o La Unión, entre otras 
comunas. La calidad de vida de las pobla-
ciones de estas comunidades costeras ha 
mejorado durante las últimas décadas, 
debido a las características, demandas y 
precios de los productos que extraen del 
mar y a las distintas iniciativas del Estado 
por desarrollar la pesca artesanal. Tam-
bién debido a la sustentabilidad de los 
recursos marinos, el desarrollo comuni-
tario y la integración de empresas a es-
tos territorios. Sin embargo, se observan 
problemas estructurales no resueltos en 
términos de autogestión, autocontrol 
o autosostenibilidad socioeconómica y 
cultural, propios de estos grupos socia-
les, que son de carácter histórico (Salazar, 
1985; 1997; 2011) y que las políticas del Es-
tado de carácter asistencialista mal dise-
ñadas e implementadas han contribuido 
a prolongar en el tiempo y en algunos ca-
sos a acrecentar.

4 Autonomía como proceso de creación de mundos institucionales propios construidos a lo largo del tiem-
po, “sociedades e individuos que se crean a sí mismos”, “seres para sí”: autoconservación, autoorganización, 
autocreación, autogestión (Castoriadis, 1998). Autonomía que tiene antecedentes históricos en actividades 
productivas, empresariales y territoriales de los sectores populares en la historia social de Chile (Salazar, 1985; 
1992). En este ámbito, son fundamentales, las contribuciones de las experiencias vitales de las mujeres, como 
indica la literatura recién citada, en contextos de desarrollo comunitario, para superar situaciones contradic-
torias y promover la reintegración social en localidades costeras de Chile.

La pérdida de autonomía4 frente a los 
actuales mecanismos de intercambio, 
impuesto por el actual sistema socioe-
conómico imperante, dificulta la recrea-
ción de una cultura genuina de partici-
pación social y del trabajo, construida 
históricamente, que permita mantener 
la continuidad de sus formas productivas 
tradicionales comunitarias asociadas a 
su mundo de vida. En efecto, las relacio-
nes sociales de intercambio dominantes, 
orientadas esencialmente a la obtención 
de ganancia, desincentiva la generación 
de autogestión y un desarrollo económi-
co vital concreto que satisfaga sostenida-
mente las necesidades humanas locales, 
afectando con esto, fuertemente, la repro-
ducción social sostenida de las comuni-
dades costeras.

La falta de voluntad del Estado, en un 
contexto neoliberal, por generar políti-
cas públicas que originen autonomía co-
munitaria, que acompañe una necesaria 
auto-provisión de institucionalidad orga-
nizacional para la administración de los 
sistemas de recursos naturales comunes 
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5 Para la premio nobel, E. Ostrom (2000) institución es un conjunto de normas, que permiten la racionaliza-
ción de la división del trabajo en la extracción de recursos comunes. Esta extracción racional colectiva, po-
sibilita la retención de los excedentes generados y por tanto, el acrecentamiento estratégico del sistema de 
capital local. Para eso es fundamental, la generación propia de institucionalidad local, frente a imposiciones 
reglamentarias abstractas, “desde fuera y desde arriba” de las comunidades. Por lo tanto, la autogestión de 
recursos comunes y la auto-provisión de institucionalidad para administrar esos recursos, son esenciales para 
sostener la funcionalidad de las localidades costeras. Autogestión, en este contexto, es el control, por parte 
de las comunidades de productores, de los procesos y tiempo del trabajo; herramientas y equipos de trabajo; 
y ambiente en donde se efectúan las acciones productivas. En general, en las actividades económicas de la 
localidad rural artesanal investigada, estos supuestos de control productivo se verifican; pero este proceso 
debe ser desarrollado, si es que los objetivos comunitarios de las localidades costeras son mantener la repro-
ducción social y su identidad, esto es poder definir: ¿Quiénes somos?, ¿Dónde estamos?, y ¿en qué podríamos 
convertirnos?

(Ostrom, 2002)5 extraídos en localidades, 
como las analizadas en este escrito, ha 
afectado fuertemente la gestión sustenta-
ble de los sistemas de recursos naturales 
de uso común (RUC). 

Una economía productiva se regenera 
realmente en ámbitos de cooperación, 
reciprocidad comunitaria y siguiendo la 
historia de las tradiciones culturales loca-
les, y no en el terreno de la competencia 
individual orientada a la obtención de ga-
nancias. Dicho de otra manera, enseñar a 
personas de comunidades rurales coste-
ras, que tienen una rica tradición cultural 
de trabajo productivo cooperativo susten-
table, como las estudiadas, a ser maxi-
mizadores de ganancias individuales, es 
intentar apropiarse de formas socioeco-
nómicas y culturales muy diversas, me-
diante sencillos mecanismos irracionales 
de acumulación de recursos económicos 

por desposesión (Harvey, 2006). En otras 
palabras, como sostiene Gouldner (1980), 
es promover el proceso de transformación 
de la cultura en propiedad privada: “El ca-
pital individual es la apropiación privada 
de la cultura, el cercamiento privado de 
los bienes comunes” (Pp.56). 

Es probable que la economía intensiva en 
información del futuro pueda parecerse 
a pequeñas economías tradicionales de 
recolectores, que permanecen invisibles 
y devaluadas, más que a una gran eco-
nomía real monopólica incontrolable 
(Bowles, 2004; Max-Neff, et al 1986; Sas-
sen, 2007; Polanyi, 1994), fundamental-
mente, porque la producción, circulación 
y consumo tradicional, tiende a la satis-
facción de necesidades vitales, en un pro-
ceso que incluye a todas las instituciones 
sociales de una comunidad, como sostie-
ne la literatura citada.
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6 Diferenciación funcional, para cierta literatura sociológica, es definida como una suerte de autonomía y es-
pecialización de las funciones sociales de las instituciones de una sociedad de clases moderna, en contrapo-
sición a una organización social de tipo estamental tradicional. En todo caso, la definición de funcionalidad, 
utilizada aquí, está referida a la reproducción de los sistemas vivos: un sistema es funcional en la medida que 
permite la reproducción de los sistemas sociales y su entorno natural. Además, como sostiene Adorno (2000) 
un sistema funcional tiende a la integración social en la medida que la división de su sistema de trabajo es 
controlado racionalmente, es decir, los medios se corresponden con los fines, lo cual significa que la finalidad 
de la división del trabajo de una sociedad es la conservación concreta de los seres vivientes de esa sociedad. 
La diferenciación funcional, siguiendo la teoría sociológica de T. Adorno, es el desarrollo de las potenciali-
dades humanas particulares, objetivas y subjetivas, del trabajo individual (polivalencia). Actualmente, las 
relaciones sociales de intercambio hegemónicas, presentaría rasgos de disfuncionalidad en la medida en 
que la división del trabajo y la diferenciación funcional, implícita en esta división de tareas, no expresan una 
racionalidad productiva sostenida global (Stiglitz, 2012; Piketty, 2014) para la mantención y desarrollo de los 
sistemas vivos, sean estos sociales o naturales. Esta es la contradicción fundamental, que impacta el desarro-
llo sostenido de las comunidades analizadas en este estudio.
7 Si bien la sociedad es un contexto de funciones entre individuos socializados como sostiene 
Adorno (2001); la sociedad actual, está determinada esencialmente por un sistema de relaciones 
de intercambios abstracto, en el cual, como sostiene el autor citado, la abstracción se refiere a que 
se ignora la naturaleza cualitativa del trabajo del productor, del potencial consumidor de bienes 
y las necesidades vitales de ambos; además, se ignora la cualidad del objeto de intercambio; lo 
principal sería la ganancia. Además, y esto es lo problemático, esta abstracción es una forma es-
pecífica del hecho social fundamental a través del cual se produce la socialización. Por lo tanto, 
podría sostenerse que la abstracción de las relaciones sociales de intercambios, es un objeto so-
ciológico esencial.

Otro factor relevante que afecta fuerte-
mente a los procesos de desarrollo local 
es que a nivel nacional no se ha logrado 
consolidar una estructura de clases mo-
derna; a tal punto que hoy por hoy se 
caracteriza la estructura social chilena en 
tránsito de una “jerarquización estamental” 
a una “diferenciación funcional”6, todavía 
muy incipiente (Morandé, 2003) y con di-
ficultades para establecer una integración 
social, especialmente por distinciones 
socioeconómicas y culturales de clase, 
fundamentalmente simbólicas, en el país 
(Touraine, 2013). Planteado de otra forma, 
la estructura social chilena, al mostrar 
rasgos de disfuncionalidad, presentaría 

dificultades para establecer una estructu-
ra socioeconómica moderna, que garan-
tice la reproducción de las comunidades 
locales. Situación que se reproduce en 
los asentamientos costeros artesanales, 
como es el caso de los sectores en estu-
dio. Esto se explica porque las relaciones 
sociales de intercambio7, reproducidas en 
Chile, ha dado al lucro la función social 
de reproducir el sistema social (Faletto, 
1999). El riesgo de esta situación, de carác-
ter disfuncional, como sostiene Faletto, es 
que habría grupos sociales integrados, y 
por otra parte, sujetos y comunidades no 
incluidos en esta economía abstracta de 
la ganancia.
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8 Los procesos comunicativos intensivos “cara a cara”, como señala Ostrom (2000), permite a los usuarios de 
recursos comunes, obtener beneficios, por una parte, socioeconómico conjuntos mayores y por otra parte, 
fortalecer sus vínculos comunitarios que posibiliten la generación de sistemas institucionales integrales loca-
les. En efecto, es precisamente el aumento sostenido de los actos comunicativos en la localidad en estudio, lo 
que permitió a sus pobladores estructurar un proceso de desarrollo comunitario autogestionado, los cuales 
por un periodo de varios años fue muy intenso. En este proceso de desarrollo local, las mujeres del sector 
tuvieron un rol fundamental.

Estas relaciones sociales de exclusión, de 
carácter histórico, afectan los procesos 
comunicativos de construcción de signifi-
cados intersubjetivos e imaginarios socio-
culturales, entre los grupos sociales que 
constituyen comunidades, incluyendo 
los sectores costeros. Además, esta falta 
de comunicación8 tendría un impacto en 
la reproducción del sistema de capital de 
estas localidades del litoral chileno, com-
prometiendo su desarrollo comunitario 
y además, afectaría los procesos de par-
ticipación social para la construcción de 
sentido. 

Consecuentemente, los problemas ante-
riores dan cuenta de una pérdida siste-
mática de la continuidad histórica de las 
tradiciones culturales locales costeras, 
esto es, la pérdida progresiva de territo-
rialidad, debido fundamentalmente a las 
limitaciones que tienen los habitantes 
de estas localidades de autogestionar la 
producción, distribución y utilización de 
su sistema de capital (capital económi-
co, capital social y capital cultural), para 
generar la reproducción funcional de sus 
comunidades.

El proceso progresivo de desestructura-
ción comunitaria que frena la generación 
de entramados sociales locales signifi-
cativos imposibilita la construcción de 
identidades individuales y colectivas; 
identidades que se constituyen, esencial-

mente, mediante las representaciones 
sociales y las expresiones de las narrativas 
(Hall, 2003) del imaginario sociocultural; 
el cual, tiene su fundamento, precisamen-
te, en el sistema del capital comunitario 
(Bourdieu, 2000, 2002).
  
Por antecedentes basados en observacio-
nes y entrevistas realizadas en localidades 
del litoral de la provincia de Llanquihue 
(FONDEF, 2008a; FONDEF, 2008b), se 
puede señalar que el capital socioeconó-
mico y cultural específico producido por 
las pescadoras artesanales recolectoras, 
ha contribuido a mantener la autogestión  
constructiva de la cultura del trabajo y 
participación social de sus organizacio-
nes territoriales. Esta situación sería la 
base para la reproducción de un sistema 
de capital local, fundado sobre relaciones 
de intercambio, que satisfagan realmente 
las necesidades de las comunidades. La 
particular visión integral de las mujeres 
artesanales de las localidades costeras 
analizadas, contiene una interpretación 
sistémica de la realidad socioeconómica y 
cultural de las localidades (Turaine, 2007) 
y por tanto, unas prácticas que contribu-
yen a revertir los efectos disfuncionales 
del impacto del sistema abstracto de in-
tercambio en su territorio. 
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9 Junto con las entrevistas en profundidad se utilizó la observación etnográfica e información secundaria de 
censos y publicaciones de organismos públicos y privados.

Método

Esta investigación pretende conocer pro-
cesos socio-históricos y culturales en co-
munidades de pescadores artesanales, 
acontecidos en las últimas cuatro déca-
das, relevando el rol de las mujeres en la 
cultura del trabajo y la participación so-
cial en las localidades estudiadas. Se ha 
optado por la reconstrucción de las expe-
riencias, expresadas de forma oral, de tra-
bajo artesanal y organización social de los 
pescadores. Es un lapso de tiempo que se 
puede reconstruir con relativa facilidad, 
dado que en la comunidad investigada 
existe un número significativo de perso-
nas que vivieron durante este período y 
pueden dar testimonio sobre el tiempo 
estudiado (Burke, 1996). 

Este es un estudio cualitativo, que sigue 
el protocolo de investigación de Sautu 
(2005), donde se privilegia el punto de 
vista de los agentes sociales o interpreta-
ción de la agencia humana. Esto implica 
una investigación de tipo comprensiva y 
fenomenológica en búsqueda de signi-
ficados intersubjetivos (Taylor y Bogdan, 
1987) que construyen, en el caso analiza-
do, sentidos comunitarios vitales. 

Dentro del mismo paradigma de in-
vestigación el estudio se inscribe en el 
programa hermenéutico, que pretende 
comprender los significados e imagina-
rios sociales abriendo mundos posibles 
(Gouldner, 1979) mediante el diálogo, a 

través, de los actores sociales vinculados 
a la pesca artesanal, tratando de enten-
der los significados particulares de estos 
sujetos y su aporte a la construcción y 
mantención de procesos funcionales de 
autogestión territorial, para las localida-
des costeras investigadas.

El caso de estudio es la localidad de Esta-
quilla-La Pampina y la unidad de análisis 
son los pescadores artesanales de ambos 
sexos, sindicalizados y no sindicalizados 
que realicen esta actividad en la localidad 
en estudio. 

La técnica de relevamiento de informa-
ción principal fue la entrevista en profun-
didad9, de carácter autobiográfica. En las 
entrevistas realizadas los miembros de la 
comunidad estudiada narraron la forma-
ción y desarrollo de su localidad. Además, 
contextualizaron en el tiempo sus prácti-
cas productivas de trabajo y de participa-
ción social. En total se realizaron veinte 
entrevistas. La estrategia para definir este 
número de entrevistas se basó funda-
mentalmente en el criterio de definición 
de la muestra, empleado en la investiga-
ción. Un segundo criterio guarda relación 
con el tipo de información. Esto es: con las 
siete primeras entrevistas se cumplía el 
criterio central de la muestra para definir 
los aspectos objetivos de la formación de 
la localidad rural. Las demás entrevistas 
fueron efectuadas para contrastar los as-
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pectos más subjetivos sobre la organiza-
ción del trabajo artesanal y las formas de 
participación social de la comunidad cos-
tera10. Del total de personas entrevistadas, 
trece fueron mujeres y siete hombres. El 
tiempo promedio de las entrevistas efec-
tuadas fue de una hora y treinta minutos. 
Los encuentros con los informantes se 
efectuaron en los hogares de estos en el 
sector rural de Estaquilla-La Pampina y en 
el radio urbano de Los Muermos y Puerto 
Montt, durante parte del año 2013 y vera-
no del 2014.

El tamaño de la muestra se estableció 
mediante criterio de saturación de infor-
mación. Esto se cumple cuando: a) no 
haya datos nuevos importantes que pa-
rezcan estar emergiendo en una categoría 
b) las categorías utilizadas estén descritas 
detalladamente c) las relaciones entre ca-
tegorías estén bien establecidas (Strauss y 
Corvin, 2002; Bertaux, 1999). 

1. El asentamiento costero: una    
historia de autoconstrucción

El territorio de Estaquilla-La Pampina se 
encuentra a 45 kilómetros del centro ur-
bano de Los Muermos. Esta comunidad 
constituye una unidad económica terri-
torial agropecuaria-silvícola y pesquera 
de subsistencia, vinculada a actividades 
productivas formales de procesamiento 
industrial de moluscos y de algas “luga ne-
gra” (Sarcothalia crispata).

Estaquilla es un caserío de 225 personas 
aproximadamente, que se constituye de 
45 familias. Estas personas han construi-
do a lo largo del tiempo sus casas habi-
taciones, locales comerciales, centros de 
reunión, bodegas y corrales sobre lomas, 
llanos y terrazas distantes o cercanas al 
borde del mar. En este lugar se combina 
un estilo de construcción rural disperso, 
con un estilo de poblamiento concentra-
do. La construcción de la localidad ha sido 
un proceso comunitario autogestionado, 
en el cual han participado mujeres, hom-
bres, niños, jóvenes y ancianos.

En este escenario territorial se ha forma-
do una comunidad estable de pescadores 
artesanales llamada Caleta Estaquilla. Los 
habitantes de esta localidad son de origen 
campesino y emigrantes de distintos cen-
tros urbanos de Chile, que comenzaron a 
llegar a mediados de la década de 1970. 
Los motivos son diversos: desde búsque-
da de fuentes de trabajo y subsistencia, 
pasando por gente que quería salir de 
Santiago por secuelas de violencia políti-
ca, durante los años que duró el Gobierno 
Militar, hasta mujeres que acompañaron 
a sus maridos que venían a trabajar y se 
quedaron. 

Don José Núñez (72 años), nacido en 
Constitución, localidad de la zona central 
de Chile, es uno de los primeros inmigran-
tes que llegaron al sector de Estaquilla a 
mediados de la década de 1970. Este an-
tiguo poblador describe el lugar en esa 
época y sintetiza el proceso de construc-
ción de la comunidad artesanal:
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“llegué en 1975. en esa época había tan poco, resulta que no habían caminos; había 
un caminito que llegaba de a pie. no existían casas, puras ranchitas de nylon y 
vivían como tres o cuatro personas que trabajaban en la recolección de algas luga. 
tenían esas ranchas para almorzar y en la tarde se iban para su casa, no vivían en 
este lugar. prácticamente yo fui el primer habitante, pero éramos dos, era don josé 
monroy, él llego un año antes que yo. nosotros llegamos con embarcación, incluso 
después le convidamos con pega a él, lo sacábamos al mar, le dábamos pega en la 
embarcación. yo llegue con dos pescadores amigos, después trabaje unos días aquí 
y vino mi señora para acá, el mismo año 1976. mis hijos ya estaban grandes, dos 
estaban aquí y los otros en santiago. las personas que estaban cuando nosotros 
llegamos trabajaban sólo en la luga. nosotros llegamos a la pesca, entonces como 
llegamos a la pesca se puede decir que le enseñamos a trabajar a ellos, porque 
ahora son todos pescadores, fuimos como profesores nosotros para ellos, apenas 
metían los pies al agua en la orillita. en esos años no éramos más de 6 familias, 
después se fue agrandando la caleta. al otro año, en 1977, se arregló el camino, 
ya pudimos salir para arriba con vehículo y pudimos sacar más mercadería, ahí 
empezó a llegar más gente, por ejemplo, la misma luga tenía que sacarla al hombro 
para arriba, entonces llegando vehículo fue más fácil, y como no era tan mala la 
fuente de trabajo, se ganaba algo de plata, entonces nos acostumbramos, porque 
resulta que cuando recién llegamos no podíamos sacar más de mil locos diarios, 
porque no teníamos que sacarlo arriba al hombro o con carreta también, había que 
arrendar las carretas. al segundo año ya se arregló, en 1978, porque llegaron 
compradores aquí a comprar la mercadería. después empezaron a llegar más 
embarcaciones y fue creciendo esta cuestión. el año 80 o 82 trabajábamos más de 
500 personas en la caleta, entonces llegaron compradores de locos, aquí el loco 
estaba de más y empezaron a llegar embarcaciones de otras caletas y empezamos 
a trabajar aquí en grande, ¡si trabajábamos en grande!; había unas rumas de 
locos por aquí, otras allá arriba, ¡unas tremendas rumas de locos!, acarrear y 
acarrear los compradores, habían hartos compradores. después de 1982, todos 
los años seguíamos trabajando en lo mismo, era una pesca por temporada, no 
era permanente, por ejemplo el loco se trabaja entre mayo y julio, puede ser hasta 
agosto, después el loco comienza a desovar. año por años se fue sumando gente, 
familias. la mayor cantidad de familias llego alrededor del año 1998. fue creciendo 
estaquilla, porque empezaron a llegar gente y pidieron permiso para hacer sus 
casitas. pero todavía no somos muchos, somos en este momento 42 familias. los 
otros pescadores viven para arriba, ellos tienen campo. en el año 92 en estaquilla 
había 20 familias, y entre esa fecha a la actualidad se completaron las 42 familias. 
nosotros llegamos con respeto pidiendo permiso, todo el cuento, no vinimos como a 
expropiar, vinimos a trabajar y todavía estamos trabajando, porque fue una fuente 
de trabajo que chile no la tenía“
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En 1987 el matrimonio de Genoveva Na-
varro (56) y Pablo Valenzuela (57) llegan a 
Estaquilla con su hija, ya vivían en forma 
estable en la caleta 8 familias. Llegaron a 
la localidad desde la ciudad de Santiago 
buscando un sitio tranquilo en donde vi-

vir y porque en Estaquilla tenían familia-
res y posibilidades de trabajo. Genoveva y 
Pablo cuentan su llegada al sector costero 
y su visión sobre la formación de la comu-
nidad pesquero-artesanal rural. Esto es lo 
que relatan,

“cuando nosotros llegamos en 1987 vivían aquí 8 familias, actualmente existen 
45 familias. estos grupos familiares estaban formados entre pescadores y señoras 
del sector; había algunos matrimonios que venían casados de afuera. la gente que 
estaba aquí nos fuimos relacionando, en todo caso nos aceptaron a nosotros, 
si bien, porque de una u otra manera, veníamos de afuera, de distintos lugares. 
las relaciones han ido mejorando, más que antes, porque antes ellos allá y 
nosotros acá, pero ahora nosotros estamos más integrados, por la actividad de 
la pesca y sobre todo por las áreas de manejo. las áreas de manejo nos obligaron 
a que nosotros tuviéramos mejores relaciones entre campesinos y personas que 
vivimos en la caleta propiamente tal. la gente de los campos venía a pescar antes 
de las áreas de manejo a este sector, pero cada uno por su lado. no había grandes 
problemas, pero ahora tuvimos que complementarnos más, porque al estar los 
sindicatos con áreas de manejo, tenemos que compartir;  estamos obligados 
a compartir todo. lo que ganamos lo compartimos, entonces por lo tanto, 
compartimos las reuniones, compartimos lo social cuando hay alguna festividad, 
todo eso tenemos que compartirlo“

El caserío de Estaquilla es una salida al 
mar que construyeron y comparten pesca-
dores artesanales, con campesinos de sec-
tores interiores del territorio. El conjunto 
de estas personas ha logrado construir 
una cultura del trabajo y una estructura 

productiva que combina la agricultura, 
la lechería, actividades forestales y la 
pesca artesanal extractiva de moluscos y 
de recolección de algas Luga en Áreas de 
Manejo de Extracción de Recursos Bentó-
nicos (AMERB).
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El asentamiento costero, propiamente tal, 
se halla emplazado en terrenos fiscales, 
cerca de la costa, distribuyéndose sobre 
un sistema de terrazas naturales. La pri-
mera terraza se encuentra a orillas del 
mar en donde se levantan viviendas, bo-
degas y agrupamientos de botes. En una 
segunda terraza se levanta el grueso de 
las edificaciones que se distribuyen irre-
gularmente sobre el plano y en las lade-
ras de los cerros. La mayoría de las cons-
trucciones son de maderas forradas de 

latas de uno o dos pisos, en su mayoría sin 
pintar. Pueden observarse en este espacio 
social hogares, negocios, sedes sindicales 
e iglesia. 

Una de las primeras referencias de los 
pobladores con respecto a sus hogares 
tiene que ver con el enorme esfuerzo que 
significó levantar capacidad productiva 
artesanal unida, siempre para lograr la 
propiedad del terreno y el mejoramiento 
progresivo de su infraestructura habita-

Caleta Estaquilla. Preparación de embarcaciones trabajo para la extracción de recursos hidrobiológicos desde 
un AMERB de Caleta Estaquilla.
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cional; todo con un solo objetivo: lograr la 
tan anhelada estabilidad y arraigo.

Otro rasgo característico de gran parte 
de las edificaciones del lugar es que son 
colectivas y su distribución es funcional. 
Tanto sus sedes sindicales como sus gal-
pones de acopio, juntas de vecinos, igle-
sias, infraestructura deportiva o escuelas, 
han sido planificadas con la intervención, 
de alguna forma, de la organización social 
local, como sindicatos, juntas vecinales, 
comités de fomento o grupos religiosos. 
Estas iniciativas han tenido siempre en 
cuenta la disposición y regulación del 
espacio, su uso práctico y la relación que 
tendrá con otras edificaciones posteriores 
del lugar. En este ámbito se observa auto-
nomía para edificar y capacidad de auto-
gestionar su territorio. 

Uno de estos ejemplos, guarda relación 
con el suministro de agua, que en su mo-
mento construyeron los propios vecinos y 
que abastece, actualmente, sobre el 80% 
de la población de la caleta. En efecto, el 
territorio ha ido adquiriendo servicios 
básicos a lo largo del tiempo gracias a la 
iniciativa de sus propios vecinos. Al día 
de hoy cuenta con electricidad domicilia-
ria, alumbrado público, una red, parcial, 
de agua potable rural sin alcantarillado 
y caminos que, al igual que mucha de la 
infraestructura de servicios, son producto 
de la capacidad de la iniciativa y trabajo 
de los habitantes de estos lugares.

2. Las prácticas productivas 
artesanales algueras

La forma que adquiere la organización 
productiva de algas en la unidad territo-
rial Estaquilla-La Pampina es definida, 
por los pescadores algueros, como un 
trabajo pesquero artesanal familiar, de 
carácter comunitario, organizado y prac-
ticado principalmente por las mujeres de 
la localidad y sus hijos de ambos sexos. Si 
bien los hombres participan en la reco-
lección de algas, su participación tiende a 
ser puntual para algunas actividades que 
tienen que ver con tareas de traslado y al-
macenamiento de las algas11. 

La extracción de algas luga en el territorio 
de Estaquilla-La Pampina es un trabajo 
que se ha realizado, durante mucho tiem-
po, en temporadas anuales y que se ex-
tienden de enero a marzo de cada año. Las 
faenas comienzan durante la baja marea 
de la madrugada y pueden prolongarse 
durante la tarde o bien, realizarse durante 
las noches de verano en que se dan con-
diciones apropiadas para el trabajo arte-
sanal. 

Este proceso productivo ha tendido a 
mantenerse inalterable desde sus co-
mienzos hasta el día de hoy, según tes-
timonios de los habitantes del territorio 
de Estaquilla-La Pampina. Tiene un ciclo 

11 Esta división del trabajo por sexos, es una práctica de muchas décadas que, según testimonios de los habi-
tantes del sector, se remonta a comienzos del siglo XX, y que tiene sus orígenes, entre otras actividades, en la 
producción de madera de alerce de la zona. En estas labores, los hombres realizaban la extracción de madera 
de los bosques y las mujeres la transportaban, con ayuda de animales, hasta determinados sectores. Además, 
actualmente, en la extracción de loco del sector, los hombres recolectan los moluscos del mar y las mujeres 
realizan las labores de conteo, pesaje y preparación para traslado de los recursos a las plantas procesadoras.
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anual de cuatro a cinco meses, que com-
prende las estaciones de primavera, vera-
no y parte del otoño. Por otra parte, estas 
actividades son gestionadas, fundamen-
talmente, según las mareas y la forma de 
recolección o extracción de algas. 

La recolección puede ser efectuada en la 
orilla de playa, en el período de marea 
baja, cuando el alga está varada, o ex-
traerla desde praderas marinas cercanas, 
mediante acciones de buceo y trasladada 
hasta el borde de playa. Pero la forma pre-
dominante de producción de algas es la 
recolección de orilla realizada por los gru-
pos familiares de la localidad. El trabajo 
artesanal de recolección se estructura en 
periodos diarios de la siguiente manera:

Mañana. La actividad de recolección de 
algas comienza a partir de la baja marea, 
durante la madrugada, hasta el momen-
to en que la marea está alta a las diez de 
la mañana, aproximadamente. Durante 
este proceso, las personas se distribuyen 
por el borde de la playa recolectando el 
recurso y depositándolo en bolsas o algún 
tipo de recipiente. Como se comentaba, 
este proceso concluye, en su fase matinal, 
cuando la marea sube. Es en este mo-
mento en que se tiende la Luga sobre la 
superficie de la playa o alguna área verde 
cercana para que ésta se seque. Posterior-
mente, los grupos familiares desayunan y 
las mujeres realizan actividades domésti-
cas, si están cerca del área de recolección. 
Si las familias están alejadas de sus casas, 
se reúnen en grupos para conversar o ju-
gar con los niños, esperando el medio día 
para poder merendar. Estas tareas ma-
tinales son combinadas con actividades 
organizacionales, para analizar o tomar 
decisiones sobre la producción y comer-
cialización de las algas, informar sobre 

trámites que se tienen que realizar o fue-
ron realizados en los distintos servicios 
públicos, y resolver problemas internos 
del sindicato artesanal al cual pertenecen.

Medio día. A esta hora los grupos fami-
liares se reúnen para almorzar. Este es un 
momento en que preparan y comparten 
alimentos. Al igual que el desayuno, la 
comida del medio día puede ser en los 
hogares estables de los pescadores o en 
las playas más alejadas de los caseríos o 
predios familiares de la comunidad de Es-
taquilla-La Pampina. En estos lugares más 
apartados, los grupos familiares, funda-
mentalmente mujeres y niños, almuerzan 
por separado. Esta actividad la realizan en 
la playa o en un tipo de construcción im-
provisada que denominan “rancha” que 
es utilizada usualmente para acopiar el 
alga. Además, este horario de comida es 
utilizado por los grupos familiares de pes-
cadores algueros, al igual que la mañana, 
para jugar activamente con los niños. 

Tarde. Durante la tarde, inmediatamen-
te después de almuerzo, si el alga de la 
mañana está seca, se acopia la Luga en 
sacos. Esta actividad se realiza después 
de almuerzo, cerca de las dos de la tar-
de. Posteriormente se espera que baje la 
marea en la tarde, para continuar reco-
lectando Luga hasta que nuevamente la 
marea sube. Una vez que ya no es posible 
recolectar en la tarde, se deja apilada para 
ser extendida y secada al día siguiente. 
El alga seca y ensacada es depositada en 
las bodegas o ranchas. Una vez concluida 
esta tarea la gente regresa a sus hogares 
y los que vienen de más lejos o quieren 
quedarse en la playa, utilizan las ranchas 
para pasar la noche. Al igual que en el 
periodo matinal, los pescadores utilizan 
algún momento de la jornada de la tarde 
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para poder realizar reuniones de la orga-
nización sindical artesanal.

Noche. Las noches, en general son uti-
lizadas por los pescadores para descan-
sar, pero igualmente, si las mareas son 
apropiadas para recolectar el alga, ésta 
es extraída durante la fase nocturna. Los 
grupos organizados y motivados por las 
pescadoras trabajan durante la madru-
gada hasta las siete de la mañana aproxi-
madamente. Las mujeres se juntan una a 
una y organizan grandes grupos en donde 
reúnen a los matrimonios y los hijos, que 
forman una gran cantidad de personas 
que se conocen entre ellas y que tienen 
vínculos familiares y de trabajo para el 
sustento comunitario. En estas recolec-
ciones nocturnas, según los testimonios 
de algueros, se extraen grandes cantida-
des de Luga.

3. Las prácticas participativas 
de las organizaciones artesanales

Las prácticas organizativas surgen a partir 
de actividades comunitarias participa-
tivas, muy relacionadas con fuertes vín-
culos familiares y de amistad que se han 
mantenido desde hace varias décadas. 
Estas relaciones de amistad están entre-
lazadas con las acciones de autogestión 
de las personas de la comunidad, espe-
cialmente mujeres, que a su vez surgen en 
situaciones de actividades festivas religio-
sas como lo es la celebración de la pascua 
cristiana o los cumpleaños. Es en estos 
contextos que surge la conversación, los 
intercambios de significados que rela-
cionan y que dan sentido a las acciones 
colectivas que desarrollan como comuni-
dad. Es en este proceso comunitario que 

las mujeres de la localidad organizan el 
trabajo de producción de la Luga. Además 
en este proceso, los grupos de mujeres 
se educan en la formación de organiza-
ciones sindicales, gracias a que entre los 
grupos de inmigrantes se encuentran an-
tiguos dirigentes sindicales y de organiza-
ciones barriales de áreas rurales y urbanas 
del país.

Uno de los logros más importantes es la 
heterogeneidad de las organizaciones 
sindicales. Si bien los sindicatos fueron 
formados por hombres, éstos desde un 
comienzo fueron mixtos, con un alto gra-
do de participación de las mujeres, que se 
han mantenido activas con el correr del 
tiempo, cumpliendo un rol clave en la for-
mación, administración y dinamización 
de las organizaciones productivas. 

La organización sindical es considera-
da como un espacio de encuentro y de 
participación democrática. Las personas 
perciben al sindicato como un lugar en el 
cual persiste un espíritu de unidad, que se 
manifiesta en varias acciones, como ayu-
das personales en caso de enfermedad, 
aportes a las familias por el fallecimiento 
de algún miembro de la organización y 
fondos para pagar los gastos de estudio 
de los hijos de miembros del sindicato.
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4. Construcción de sentido de las 
dinámicas territoriales

Una comunidad es siempre síntesis de 
la historia de sus luchas por la apropia-
ción de sus recursos territoriales y por 
la expresión de su identidad material y 
simbólica.  En ese sentido, la comunidad 
de Estaquilla-La Pampina tiene una rica 
historia de experiencias de autogestión 
en la construcción de su territorio. En este 
proceso de reproducción comunitaria, de 
habitar, la pesca artesanal de algas ha te-
nido un rol fundamental. El desarrollo del 
asentamiento artesanal y de las comuni-
dades campesinas del sector se debe, en 
gran parte, a la evolución progresiva de 
la práctica de recolección de estas algas. 
Además, esta recolección de algas ha sido 
organizada y efectuada, fundamental-
mente, por las mujeres de la localidad y 
sus familias.

Al revisar los testimonios de las personas 
entrevistadas se puede constatar que las 
acciones, guiadas por una perspectiva 
determinada hacia un fin preconcebido, 
se fueron construyendo, anticipando con-

diciones futuras y dirigiendo su atención 
hacia objetivos o metas claras. Esto tiene 
su momento de síntesis vivencial en el 
territorio en estudio, cuando las mujeres 
artesanales en sus espacios de trabajo se 
reúnen para definir actividades solidarias 
para el mejoramiento de la calidad de 
vida de la localidad y para contribuir a la 
dinamización y administración de las or-
ganizaciones sindicales y productivas de 
la comunidad. 

Las acciones generaron transformacio-
nes que mejoraron sustancialmente la 
comunidad territorial. Estas acciones se 
produjeron en base a esquemas éticos 
que se tornaron con el tiempo más com-
plejos: celebración de fiestas para niños, 
reorganización sindical, mejoramiento 
productivo, aumento de la participación y 
autogestión para la construcción de servi-
cios básicos. Esta situación está muy bien 
expresada en los significados e imágenes 
colectivas del siguiente relato,

“conversábamos de muchas cosas, mire por ejemplo, haber (...) nos vamos a saltar 
un poquito (...) por ejemplo, nosotras (...) resulta que había tanto niño, como yo 
le cuento, tanto niño que trabajaba, porque ya después cuando fue llegando más 
cantidad de gente y fueron a radicarse ahí, porque vieron que ahí estaba como 
quien dice la papa, ya se fueron a vivir muchos, a hacer ranchas, instalarse y vivir 
ahí. pero como había esto que en todas partes a veces esta desatado, el enemigo, 
había mucha tomadura, mucho alcohol y nadie miraba los niños, nadie. para la 
navidad por ejemplo, no se preocupaba nadie de decir, oye hagamos algo para 
darles un regalito a los niños, nadie; yo creo que sonia también dirá lo mismo y 
muchos (...) y yo un reuní a varias y les dije: saben que, nosotras ¿qué es lo que 
estamos haciendo?, estamos flojeando, soleando, botándonos aquí en la playa, 
descansando; ¿y por qué no trabajamos y formamos, les dije yo, un comité de 
navidad y trabajamos para los niños?; pidámosle a los pescadores que nos den 
locos y vendámoslos y hagamos dinero y vamos a comprar juguetes para los 
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niños y les vamos a hacer una once preciosa, como ellos se merecen. acataron 
inmediatamente (...) y yo les dije, y ya, y tú vas a ser la presidenta, y tú la secretaria, 
así que así, así no más (...) y trabajamos de maravilla tres años, pero con decirle que 
maravillosamente, hicimos unos regalos, y unas fiestas navideñas, pero preciosas, 
preciosas, preciosas; con pascuero y todo. al pasar del tiempo, el sindicato se vino 
abajo, en el hecho que se vino abajo me refiero de que ya no se asistía a reuniones, 
ya nadie tomaba interés por nada; además  había mucho que hacer por la caleta, 
cuando estaba mal el sindicato, estaba mal la localidad. entonces, nosotras entre 
las mujeres, empezamos a conversar. entonces cuando nos dimos cuenta que el 
sindicato ya no funcionaba, entonces nos reunimos una tarde y conversando, 
sentadas en la playa, mientras nuestra luga se secaba, volvimos a retomar el 
sindicato y de ahí que partimos. además, nos empezamos a dar cuenta de que en vez 
de ir con un balde a buscar agua a un pozo, o a una vertiente y venir con el balde 
apenas hasta la casa, mejor era tirar mangueras, tirar mangueras de la vertiente, 
limpiar la vertiente, hacer el trabajo, entonces, nosotras entre las mujeres 
empezamos a conversar para sacar esto adelante. nosotras para poder crecer y 
entender todo este mundo en que nos estábamos metiendo y poder alegar nuestros 
derechos y todo lo demás. en la caleta sino hubiera sido por nosotras las mujeres 
que anduvimos, hemos movido todo en el sector, para que llegue todo lo que ha 
llegado, ha sido en base a la unión de las mujeres, hemos sido participe de todas las 
decisiones que se han tomado, entonces hemos tenido la voz cantante de llegar a 
acuerdo y decir hagamos esto, vamos a hablar con tal persona, hagámoslo y nunca 
nos hemos quedado“

Por lo tanto, la estructura de sentido, que 
se produce en la generación de significa-
dos, construye comunidades de vida que 
se hacen más complejas en la medida 
en que los esquemas de valores se desa-
rrollan progresivamente. Esto dependerá 
del trabajo humano empleado y de los 
mecanismos auténticos de participación 
social invertidos en el desarrollo legítimo 
de la sociabilidad comunitaria de la loca-
lidad. Además, al generarse estos proce-
sos sistemáticos y activos de participación 
comunitaria de los miembros de la locali-
dad, se produce una construcción signifi-
cativa de sentido, pues el sentido mismo 
es la participación de los sujetos (Nancy, 
2006).

En efecto, como señala este autor, el sen-
tido comienza allí donde la presencia no 
es pura presencia; el ser no puede ser más 
que siendo-los-unos-con-los-otros, en 
una co-existencia singularmente plural. 
Pero esta co-existencia plural, en la locali-
dad de Estaquilla-La Pampina, siempre ha 
sido una construcción solidaria de repro-
ducción comunitaria muy concreta. Esto 
es, si las personas de la localidad no parti-
cipaban y no se movilizaban activamente 
no tendrían agua, perderían sus terrenos, 
no conseguirían sus herramientas de tra-
bajo, entre muchas otras cosas y además, 
dejarían de ser pescadores artesanales 
con todos los beneficios objetivos y sub-
jetivos que esto siempre ha significado 
para los habitantes artesanales del lugar, 
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especialmente para los que emigraron de 
grandes zonas urbanas, que traían consi-
go una historia de pobreza, sobrevivencia, 
ocupaciones precarias y bajos ingresos.

Son estas personas, especialmente las 
mujeres, que organizaron un sistema co-
munitario participativo en torno al traba-
jo artesanal alguero, muy relevante, en el 
cual niños, jóvenes, adultos y ancianos, 
se dedicaban a producir algas. Estas ex-
periencias de sustento permitieron man-
tener y consolidar la co-existencia plural 
de la localidad en estudio. Este sentido de 
la participación, que posee una densidad 
ética importante, no es homogénea en el 
tiempo, pues se verifican momentos de 
mayor y menor participación a lo largo de 
su historia de más de cuatro décadas.

5. El rol de la mujer en la 
reproducción territorial de 
Estaquilla-La Pampina

El rol de la mujer en el territorio de Esta-
quilla-La Pampina, como se aprecia en el 
discurso de sus habitantes, ha sido funda-
mental para el desarrollo de la localidad. 
Al igual que los datos empíricos de infor-
mes internacionales sobre el desarrollo 
(FAO, s/f), y las reflexiones sobre la histo-
ria social chilena (Salazar, 1992), las mu-
jeres del territorio Estaquilla-La Pampina 
han acumulado una rica experiencia en la 
creación y mantención de una economía 
productiva de sustento, sostenida por una 
sensibilidad social y solidaridad comuni-
taria. Han desarrollado a lo largo de este 
proceso una gran capacidad de liderazgo, 
con acentuados rasgos que pueden ser 
definidos como matrísticos (Maturana y 
Verden–Zoller, 1994), en la generación de 

imágenes, significados muy emotivos y 
por tanto, llenos de sentido de vida en la 
coordinación de acciones concretas. 

Estas acciones, siguiendo a los autores ci-
tados, no se dan en la competencia, sino 
en la conversación, y constituyen coor-
dinaciones de acciones emotivas reales 
de cooperación, participación, inclusión, 
solidaridad y acuerdos consensuados por 
parte de todas las personas de la locali-
dad costera. Estas acciones matriciales 
de organización y cooperación surgen en 
la realización de festividades paralelas al 
mundo de la autogestión de la construc-
ción de hogares, caminos, sedes vecinales, 
iglesias y campos deportivos. Además, es-
tas acciones colaborativas generadas por 
las mujeres se amplían al trabajo extrac-
tivo de la pesca artesanal de la localidad, 
dándole una nueva forma organizativa. 

Estas acciones propiciadas por las muje-
res se sostienen gracias a uno de los com-
ponentes más vitales y esenciales en la 
historia social: la reciprocidad. Reciproci-
dad que persiste en un mundo comparti-
do de valores, fundados en el compromi-
so responsable entre personas, para otras 
personas. Estas tradiciones, se arraigan 
en las tradiciones culturales de la minga 
(Fals Borda, 1985) y se mantienen a través 
del tiempo en las creativas estrategias de 
sobrevivencia de los sectores populares y, 
como nos recuerda Salazar (1992, 2011), 
son las mujeres, especialmente en Chile, 
las que han generado muchas de estas 
estrategias, demostrando un imaginario 
muy innovador.

Los pobladores de Estaquilla-La Pampina, 
a pesar de construir situaciones matrísti-
cas, han estado rodeados por un contexto 
de competencia que genera la forma de 
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intercambio de la economía de merca-
do neoliberal dominante, que en lugares 
apartados como esta localidad, mantuvo 
por largos períodos procesos empresa-
riales individuales muy aventureros y de-
predadores. Este sistema de intercambio 
abstracto, que se reproduce y opera en 
un campo social estratificado (Bourdieu, 
1997; 2002), justifica de manera racional 
la obtención de ganancia, en un escena-
rio de constantes conflictos. Este tipo de 
intercambio, que se establece a partir de 
lazos fríos e impersonales de una eco-
nomía de mercado (Masuda, 1982) y que 
además, pierde continuidad funcional 
en el tiempo, tiende a socavar el sistema 
de vínculos sociales locales, internos del 
territorio, debilitando la reciprocidad y si-
metría de la red de relaciones de sociabi-
lidad, propio de un sistema comunitario. 
Un sistema que en este caso investigado 
ha sido generado por grupos familiares 
de la localidad a lo largo del tiempo y 
acrecentado por las mujeres del sector. 

Además, el modelo de modernización 
neoliberal, de carácter abstracto, refuerza 
en el largo plazo los valores de competen-
cia entre las personas de la comunidad, 
excluyendo todos los elementos matrís-
ticos que pueda poseer el territorio. Esto 
es, desconocer como esenciales los actos 
cooperativos en el mundo social cotidia-
no; cooperación que es la base de la ge-
neración y representación del sistema de 
capitales de un lugar y por tanto, su posi-
bilidad de desarrollo territorial. 

Por tanto, se podría sostener que la lo-
calidad en estudio se sitúa en un campo 
de relaciones sociales de carácter estrati-
ficado, que ha convivido con expresiones 
de relaciones matrísticas, que probable-
mente puedan producir en el tiempo un 
campo relacional matrístico estable. En la 
figura 1 se representa esta vinculación en-
tre el campo de relaciones sociales estra-
tificado y el campo de relaciones sociales 
definido como matrístico.

Figura 1. Campos de relaciones sociales
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creta de la comunidad costera, en el cual 
las relaciones morales definen los límites 
del mundo socioeconómico (Wallerstein, 
2006), posibilitando la integración fun-
cional de la localidad de Estaquilla-La 
Pampina. En efecto, estas acciones colec-
tivas, lejos de fraccionar el sistema orga-
nizacional y su institucionalidad, contri-
buyeron a su mantención integral. Esto es 
especialmente palpable al observar que 
las actividades extractivas y comerciales 
de recursos marinos y su organización, en 
la localidad estudiada, nunca han esta-
do separadas del todo en la práctica, del 
mejoramiento colectivo de la infraestruc-
tura comunitaria y de la tendencia a la 
auto-conservación de los habitantes del 
sector. Esta unidad funcional de las insti-
tuciones económicas, sociales y culturales 
de la localidad construida y mantenida 
en el tiempo por los habitantes del sector, 
es percibida, por estas mismas personas, 
como una expresión de desarrollo y bien-
estar social.

Ciertamente, la generación de un cam-
po alternativo de relaciones sociales da 
cuenta de la existencia de un capital so-
cioeconómico y cultural diverso, altamen-
te funcional, que por lo mismo, no puede 
ser ignorado o condenado a la no existen-
cia, pues este sistema de capital, que es 
un complejo y delicado tejido de visiones 
éticas, normas sociales y reciprocidades, 
es el fundamento de la integración del 
sistema institucional comunitario de la 
comunidad costera estudiada. 

Además, habría que hacer notar, que esta 
integración socioeconómica y cultural se 
concentró en un contexto local para la 
sobreexplotación de especies marinas, 
fundamentalmente bentónicas, causada 
por actividades empresariales lucrativas. 

Estas experiencias matrísticas han sido 
generadas por grupos de mujeres de la 
localidad en estudio, a partir de expe-
riencias económicas que podíamos de-
nominar morales de sustento o de ética 
de la subsistencia (Thompson 1984; Scott, 
1976), orientada, esencialmente, por con-
versaciones reflexivas sobre el bienestar 
general de la comunidad. Estas situacio-
nes de diálogo se fueron gestando pro-
gresivamente en el proceso práctico de 
construcción de la comunidad campesi-
na- pesquero artesanal, que se ha produ-
cido en el sector, de manera sistemática, 
por más de cuatro décadas. Efectivamen-
te, en este territorio se generó un imagi-
nario sociocultural o entramado ideoa-
fectivo (Ther, 2008), que se forjó durante 
este período de construcción comunitaria 
rural costera y que fue complementado 
con el capital cultural de experiencias de 
organización y trabajo para la subsisten-
cia, aportado por sujetos provenientes de 
otras zonas pesquero-artesanales e inmi-
grantes desde áreas urbanas. Estas expe-
riencias constructivas resultaron ser muy 
funcionales para mantener el sistema co-
munitario local. 

Por lo tanto, se cristalizó un imaginario 
sociocultural de obligaciones sociales en 
torno al trabajo y la organización parti-
cipativa comunitaria. Esta reciprocidad 
local o “minga”, si bien se aprecia en el 
sector estudiado como un capital social 
colectivo, está vinculada por sobre todo 
a las mujeres, quienes contribuyeron ac-
tivamente a su desarrollo y conservación, 
mediante diálogos reflexivos grupales y 
constantes, que no están disociados de 
las prácticas cotidianas de reproducción 
social. Por lo tanto, son las mujeres del 
territorio estudiado quienes mantuvieron 
y desarrollaron una forma de habitar con-
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Estos emprendimientos económicos po-
seen, en varios momentos, un carácter 
muy aventurero, que afectó fuertemente 
el entorno natural y social de la localidad. 
Las actividades productivas y su racio-
nalidad económica dominante, estaban 
orientadas fundamentalmente, expresa-
do en términos de Weber (2001), a la ob-
tención de ganancia y no a la creación de 
instituciones económicas consuntivas, ta-
les como cooperativas, comités de trabajo 
u organizaciones productivas sustenta-
bles, que privilegiara la reproducción vital 
de la comunidad costera analizada. Es en 
este ámbito en donde surgen las reflexio-
nes éticas de subsistencia concretas que 
le dan un sentido vital y propician el cam-
po de relaciones sociales matrísticas des-
crito, que contribuye sustancialmente a la 
cohesión del sistema institucional local. 

Por lo tanto, el sistema de capital socioe-
conómico y cultural específico, producido 
por los miembros de la localidad de Es-
taquilla-La Pampina a lo largo de varias 
décadas, y profundizado por mujeres 
recolectoras de algas, ha contribuido a 
mantener y fortalecer en el tiempo la re-
producción social de su comunidad. 

 Mantener este proceso significa acrecen-
tar el sistema de capital del lugar y por 
tanto, un aumento sostenido de la ener-
gía social de la localidad en estudio. Esto 
es, el fortalecimiento de un sistema pro-
ductivo y económico comunitario para el 
desarrollo humano. Además, este proceso 
debe contar con un sistema de participa-
ción de las organizaciones naturales del 
territorio, que mediante mecanismos co-
municativos simétricos, puedan realmen-

te fomentar una creación simbólica de-
mocrática y no violenta, capaz de generar 
interacciones sociales que contribuyan a 
la creación de vínculos cooperativos fun-
cionales, propios de una sociedad moder-
na desarrollada.

6. Conclusiones: Intervención 
para la autogestión comunitaria 
pesquero- artesanal de 
Estaquilla-La Pampina

Del estudio realizado surgen datos que 
revelan que es importante fortalecer la 
experiencia de autogestión socioeconó-
mica y cultural de los sindicatos construi-
da por más de cuatro décadas en la co-
munidad costera investigada. En efecto, 
es necesario promover una estrategia de 
fortalecimiento de las actividades artesa-
nales familiares y comunitarias del sector 
para mantener la funcionalidad socioe-
conómica y cultural de la localidad. La 
funcionalidad se encuentra enraizada en 
las prácticas tradicionales de trabajo co-
munitario participativo y solidario de los 
habitantes de estos sectores. Así, el estu-
dio realizado sugiere que el desarrollo de 
la localidad dependerá entonces del man-
tenimiento de esta forma de organizar los 
procesos de trabajo comunitario.

Lo anteriormente dicho es posible lograr 
mediante la promoción sistemática de 
una cultura de trabajo sostenible, con los 
recursos hidrobiológicos de uso común 
más significativos de la localidad, que en 
el caso de la comunidad de Estaquilla-La 
Pampina es el alga Luga12. 

12 La extracción de esta alga, se ha convertido, al día de hoy, en una de las principales actividades económicas 
de sustento de la comunidad de Estaquilla-La Pampina.
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Esta cultura de trabajo, en el caso de la 
localidad en estudio, se sostiene funda-
mentalmente como se comentaba en la 
introducción, en el control de los procesos 
de trabajo, en el ambiente laboral y en la 
posesión de las herramientas y equipos 
disponibles para recolectar y procesar las 
algas. Estos elementos descritos son, esen-
cialmente, los componentes que consti- 
tuyen la autogestión de las actividades ar-
tesanales de la localidad analizada, para 
su desarrollo comunitario.

Este trabajo con algas genera una cultu-
ra de trabajo que comprende prácticas y 
valores que los algueros adquieren, con-
servan y recrean a partir de sus tareas co-
tidianas, en el proceso de trabajo de reco-
lección y manejo de algas.

Además, esta forma local de construir un 
modo de trabajo determinado está en 
íntima relación con el espacio ecológico 
de los lugares en donde los pescadores 
despliegan sus actividades. Una cultura 
del trabajo con algas considera como in-
separables las actividades de la sociedad 
y el entorno natural en la cual viven los 
pescadores artesanales. 

Por otra parte, estas actividades de re-
colección de algas pueden y deben ser 
compartidas y mejoradas en forma con-
tinua. Lo anterior, como lo demuestra la 
historia del lugar, se efectúa mediante 
una reflexión participativa grupal sobre el 
mejoramiento constante de las prácticas 
del trabajo artesanal con las algas para 
mejorarlas. 

Los sistemas organizacionales de partici-
pación están claramente representados 
en el territorio de Estaquilla-La Pampina. 
El conjunto de juntas de vecinos, clubes 

deportivos, organizaciones religiosas, 
centros educativos y sindicatos artesana-
les son los espacios de sociabilidad que 
los habitantes del territorio han construi-
do durante décadas, mediante acciones 
coordinadas de autogestión, para satis-
facer sus necesidades vitales de sustento, 
sociales y espirituales. Estas organiza-
ciones forman una unidad, un sistema 
organizacional que es producto de las 
tradiciones de reciprocidad (ayuda mu-
tua) de los grupos sociales, que llegaron 
a este lugar de distintas zonas urbanas o 
rurales de Chile. Estos grupos familiares 
construyeron todo lo que existe en estos 
lugares, apoyados en sus organizaciones 
socioeconómicas y culturales. Organiza-
ciones en las cuales la gente definió, por sí 
misma, sus reglas de trabajo interno. Esta 
construcción organizacional de carácter 
familiar tiende a ser un todo sinérgico, 
en el cual cada una de las organizaciones 
funciona como una parte que está rela-
cionada con el conjunto de las otras par-
tes-organizaciones. En efecto, la mayoría 
de las personas de la localidad participa 
en varias agrupaciones comunitarias al 
mismo tiempo. Por tanto, es conveniente 
tener presente que todas las actividades 
productivas artesanales, para que sean 
duraderas, tienen que sostenerse en el 
trabajo conjunto de las organizaciones 
funcionales y legitimas de la localidad. 
Esta es, en definitiva la experiencia con-
creta de reproducción social de las unida-
des domesticas de Estaquilla-La Pampina. 

Finalmente, los componentes esenciales 
descritos, que constituyen la totalidad 
de un modelo estratégico integral para el 
fortalecimiento y autogestión de la pesca 
artesanal alguera de la localidad en estu-
dio, son los que se aprecian en la figura 2.
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Figura 2. Estrategia de fortalecimiento para la autogestión de la pesca 
                      artesanal alguera de Estaquilla-La Pampina13.

13 Esquema adaptado de Ávila, M. Godoy, C. y D. Rodríguez., 2012. Manual para la repoblación de algas: desde 
la extracción hacia la agronomía marina. Resultados y lecciones. Serie Programa Educativo Participativo para 
la Pesca Artesanal. I La repoblación de lugas. Puerto Montt: Universidad Arturo Prat.
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Resumen

La presente investigación es un análisis referente a las oportunidades 
que otorgan los sindicatos de empresas para sus socios y las familias 
de éstos, mejorando su calidad de vida, a través de acciones colabora-
tivas concretas para satisfacer las necesidades específicas de sus inte-
grantes, transformándose de esta manera, en un efectivo instrumento 
de mejoramiento en la calidad de vida. La investigación se enfrenta el 
paradigma de acción de los sindicatos en Chile, donde la idea arraiga-
da en la sociedad respecto a este tipo de organizaciones asociativas, es 
que responden y se administran según una lógica partidista política que 
omite cualquier acción adicional, como por ejemplo ser un coordinador 
de satisfactores de necesidades concretas que van más allá de aspectos 
laborales. 

A partir de los datos recolectados a través de un estudio de caso que 
consideró a cuatro sindicatos de empresa de la Región Metropolitana, se 
puede vislumbrar que los sindicatos con lógicas participativas eficien-
tes y gestión eficaz, logran satisfacer de forma efectiva las Necesidades 
Axiológicas de sus socios en temáticas tan sensibles e importantes para 
la sociedad chilena como: salud, educación, protección laboral, vivien-
da, acceso al crédito, recreación y participación civil, entre otras. Para 
que más sindicatos trabajen bajo esta lógica debe realizarse una labor 
de colaboración entre los tres actores principales: los Sindicatos de Em-
presa, la Sociedad (a través de organizaciones sociales de carácter comu-
nitario) y el Estado, configurando relaciones virtuosas entre ellos como 
son: Sindicato-Sindicato, Sindicato-Sociedad y Sindicato-Estado.

Palabras clave: Sindicatos, Economía Social y Solidaria, Calidad de Vida, 
Negociación Colectiva, Pobreza Multidimensional

1 El presente artículo se basa en la Tesis “Sindicalismo y Economía Social. El sindicato como herramienta en 
el mejoramiento de la calidad de vida de sus asociados” para optar al grado de Licenciado en Ciencias de la 
Administración Pública de la Universidad de Santiago de Chile. Profesor guía: Mario Radrigán Rubio. Santia-
go, 2012
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Introducción

Dentro de una lógica de pobreza multi-
dimensional, los sindicatos en Chile con 
una tasa de sindicalización del 14,2%2 
para el año 2013, han servido como una 
oportunidad real de satisfacción de las 
Necesidades Existenciales y Axiológicas3 
de sus asociados y las familias de estos, 
especialmente en estas últimas. Desgra-
ciadamente desde la década del 90’ en 
adelante se ve a los sindicatos, casi exclu-
sivamente, como reivindicadores y protec-
tores de los derechos de los trabajadores, 
sin embargo la realidad ha demostrado 
estar tan alejada de la teoría, que se ha 
planteado otra perspectiva distinta, pero 
no excluyente, en el que  los sindicatos 
funcionan como efectivos instrumentos 
en el mejoramiento en la calidad de vida 
de sus socios y sus familias, a través de un 
modelo asociativo. 

2 Considera a los Asalariados del sector privado (excluye asalariados Administración Pública) más el personal 
de Servicio y trabajadores por cuenta propia, su cálculo está en función a la Población Afiliada a Sindicatos 
Activos/Fuerza de Trabajo Asalariada sector privado. Fuente: Unidad de Análisis estadístico, Departamento de 
Estudios, Dirección del Trabajo. Capítulo I: Organizaciones Sindicales. Chile. Página 11.

3 Las necesidades humanas pueden desagregarse conforme a múltiples criterios. La desagregación que se 
plantea es de Categoría Existencia y Categoría Axiológica. A través de la Categoría Existencial, se muestran, 
las necesidades de Ser, Tener, Hacer y Estar. Por su parte, a través de la Categoría Axiológica, se aprecian, las 
necesidades de Subsistencia, Protección, Afecto, Entendimiento, Participación, Ocio, Creación, Identidad y 
Libertad, entre otras. Esto en base a: Max-Neef, Manfred (Coordinador), Elizalde, Antonio (Colaborador) y 
Hopenhayn, Martín (Colaborador). 1993. P. 41.

4 Subsistencia, Protección, Afecto, Entendimiento, Participación, Ocio, Creación, Identidad y Libertad.

Siguiendo la idea del párrafo anterior, la 
pobreza en Chile es abordada desde dis-
tintas perspectivas. Desde una represen-
tación absoluta centrada en el ingreso y, 
por tanto, la capacidad de consumo que 
tenga la persona; desde la perspectiva 
relativa, donde la línea de pobreza se 
calcula en función del promedio de in-
greso; y, la perspectiva subjetiva, en que 
la pobreza es conceptualizada como un 
conjunto de necesidades no satisfechas: 
Existenciales y Axiológicas. Será esta úl-
tima perspectiva donde nos centraremos, 
entendiendo que encierra la multiplici-
dad del ser humano, al abordar las nueve 
categorías Axiológicas4  esenciales para el 
desarrollo humano.
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Es sumamente relevante entender que 
el contexto laboral en Chile demuestra 
que la situación laboral es, como míni-
mo, compleja. De un total de 6.600.648 
trabajadores tan solo 940.2225 están 
sindicalizados, representando el 14,2%. 
Esta situación implica que los trabaja-
dores efectivamente beneficiarios por la 
negociación colectiva son menos de un 
cuarto de la fuerza de trabajo ocupada6.
Este dato no tendría tanta relevancia por 
sí solo, sino fuera porque adquiere un ca-
riz diferente cuando profundizamos en 
los aspectos históricos y en la capacidad 
de equidad en la distribución del ingreso 
a la que se podría optar en Chile, a través 
del sindicalismo y su más poderosa herra-
mienta de acción, la negociación colectiva. 

En los casos exitosos los sindicatos7 per-
miten no tan solo aumentos reales en los 
ingresos de sus asociados, sino también 
el otorgamiento de seguros de salud, 
subsidios habitacionales, becas de edu-
cación superior, acceso a actividades de 
recreación familiar y préstamos con cero 
porcentaje de interés, entre los beneficios 
disponibles relacionados con el mejora-
miento de  los ingresos.

Por ello, es fundamental conocer las ca-
racterísticas que sustentan a los sindi-
catos como un ente satisfactor de la po-
breza en términos subjetivos; entender  

5 Población afiliada a Sindicatos Activos.

6 Con potencial de sindicalización.

7 En el caso de la investigación realizada, los casos de los Sindicatos de Empresa.

8 Entendida como “…relaciones persistentes, de dos individuos diferentes, en las cuales ambos organismos 
obtienen beneficios” traducción propia. Fuente: Douglas, Angela E. The symbiotic habit. 2010. New Jersey: 
Princeton University Press. Chapter 1.

9 Se analizaron cuatro sindicatos pero fueron utilizados datos de solamente tres de ellos.

por qué y cómo estas organizaciones de 
trabajadores podrían constituirse en ac-
tores relevantes en el diseño, ejecución y 
evaluación de políticas públicas, a través 
de una relación simbiótica8 Estado-Socie-
dad; comprender cómo su pertenencia 
dentro de la Economía Social y Solidaria, 
es un elemento que logra explicar satis-
factoriamente esta perspectiva y logra 
plantear un enorme potencial no aprove-
chado hasta este momento histórico. Es 
decir, visibilizar los sindicatos como efec-
tivos instrumentos de mejoramiento en la 
calidad de vida en nuestro país. 

1. Método

Dentro de las técnicas de investigación 
se utilizaron una muestra de cuatro en-
trevistas en profundidad a Sindicatos de 
Empresa y se aplicó la técnica de  Análisis 
Comparado, con el objetivo de recabar 
antecedentes cualitativos9. Este método 
permite contrastar la acción de los sindi-
catos bajo un mismo periodo de tiempo, 
en un mismo territorio pero en organi-
zaciones y complejidades organizativas 
distintas entre sí, haciendo hincapié en 
los beneficios que estos persiguen, como 
en la importancia que otorga cada orga-
nización sindicalista a los mismos benefi-
cios. Ello permite obtener la información 
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cualitativa necesaria para dar sustento a 
la investigación, aportando la praxis de 
los mismos sindicalistas y los datos re-
ferentes a los resultados de su actuar. En 
términos espaciales y temporales la inves-
tigación se realizó en la Región Metropoli-
tana, entre los años 2011 y 2014.

El análisis comparado tuvo una doble 
aplicación. En primer lugar, se comparó 
la realidad de tres de los cuatro sindicatos 
de empresa entrevistados, que funcionan 
dentro de la Región Metropolitana en los 
siguientes rubros: Industria (Sindicato A), 
Transporte (Sindicato B) y Retail (Sindi-
cato C). En segundo lugar se realizó una 
comparación cuantitativa (en términos 
relativos) respecto a la incidencia del gas-
to de tres de los sindicatos estudiados y el 
Estado chileno en cinco temas abordados 
de forma general: Protección Social, Edu-
cación, Salud, Recreación y Vivienda.

2. Economía Social y Solidaria y 
su relación con el Sindicalismo

Mientras la Revolución Industrial se en-
contraba en su apogeo, a mediados del 
siglo XIX, los efectos negativos como la 
enajenación del trabajo, los abusos labo-
rales, la calidad de los puestos de trabajo, 
falta de seguridad y accidentes laborales, 
surgieron las primeras formas organizati-
vas de los trabajadores, que tenían como 
objetivo paliar las externalidades negati-
vas en el trabajo que la industrialización 
había generado.

Junto con el surgimiento de la industria-
lización y sus externalidades negativas 
nació el campo teórico de la Economía 
Solidaria y la Economía Social. La Econo-

mía Solidaria se orienta hacia el cambio 
social y la satisfacción de las necesidades 
humanas fundamentales, a través de la 
construcción de modelos organizativos 
con control de las bases, autónomos y que 
buscan satisfacer necesidades fundamen-
tales sin necesariamente participar en el 
mercado, es aquí donde principalmente 
tenemos a los Sindicatos, Organizaciones 
Comunitarias (territoriales y funcionales), 
Organizaciones No Gubernamentales y 
Fundaciones. Principalmente la economía 
solidaria se centra en la reivindicación de 
derechos, la superación de la pobreza y la 
inclusión social, donde se requiere satis-
facer especialmente necesidades relacio-
nadas con la subsistencia y protección de 
los individuos. Por su lado, el concepto de 
Economía Social se expresa mayoritaria-
mente en las corporaciones, mutuales y 
las cooperativas, apuntando hacia el me-
joramiento de las condiciones de vida una 
vez ya satisfechas las necesidades básicas, 
ampliando así el enfoque arraigado en la 
subsistencia y en la protección. De esta 
manera se dirigen los esfuerzos al mejo-
ramiento de las condiciones básicas ya 
adquiridas y a la ampliación de servicios. 

En función al párrafo anterior, se deduce 
que ambas perspectivas asumen orien-
taciones distintas dentro de un mismo 
enfoque. Mientras la Economía Solidaria 
persigue la satisfacción de las necesida-
des básicas de las personas, la Economía 
Social busca el mejoramiento de las con-
diciones de vida básicas ya adquiridas y 
la relación entre producción y medio am-
biente. Por lo anterior, es posible apreciar 
que ambas corrientes son complementa-
rias y no excluyentes entre sí, donde crite-
rios como la sustentabilidad, el desarrollo 
económico local y la democracia efectiva 
son fundamentales para el correcto fun-
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cionamiento de las organizaciones que se 
encuentran bajo su alero. 

En relación con lo anterior, la Economía 
Social y Solidaria10 será entendida en los 
siguientes términos para esta investiga-
ción: “conjunto de empresas privadas organi-
zadas formalmente, con autonomía de decisión 
y libertad de adhesión, creadas para satisfacer 
las necesidades de sus socios a través del mer-
cado, produciendo bienes y servicios, asegu-
rando o financiando y en las que la eventual 
distribución entre los socios de beneficios o 
excedentes, así como la toma de decisiones, 
no están ligados directamente con el capital 
o cotizaciones aportados por cada socio, co-
rrespondiendo un voto a cada uno de ellos 
(…)” (Pérez, Juan C. Etxezarreta E., Ene-
koitz. Guridi A., Luis, 2012, P. 10). Por otro 
lado, también considera a las entidades 
privadas formales, que cumpliendo con 
los mismos principios, producen servicios 
de no mercado donde los excedentes, de 
existir, se reinvierten en el objetivo social 
de la organización. Los servicios de no 
mercado encierran los servicios de aseso-
rías, investigación mayoritariamente que 
se entregan a las familias que lo necesiten 
que aunque pudiesen comercializarse en 
el mercado lo hacen a precios económi-
camente no significativos, consiguiendo 
mayoritariamente sus gracias a donacio-
nes, cuotas de socios, subvenciones, etc. 
(pérez, juan c. etxezarreta e., enekoitz. guridi 
a., luis, 2012, p. 11).

10 Vistas como un todo.

11 Las cuotas ordinarias son para mantener el normal funcionamiento de los Sindicatos. Las Cuo-
tas Extraordinarias tienen como fin financiar proyectos o actividades determinadas por la Asamblea. 

12 Este fondo se consigue a través de los procesos de Negociación Colectiva.

Cuando se habla de sindicato, se está ha-
blando de un tipo de Empresa Social que 
busca beneficiar a la comunidad que la 
constituye, en un trabajo complejo de 
identificación de necesidades y partici-
pación de sus afiliados en la gestión orga-
nizacional así como en la priorización de 
necesidades generales, específicas, eta-
rias y/o territoriales.

El capital proviene de las Cuotas Ordi-
narias Mensuales y Extraordinarias11, así 
como del Fondo Solidario12 que se con-
forma a través de fondos provistos por 
el empleador y por el mismo Sindicato. 
Efectivamente los sindicatos se encuen-
tran sujetos a limitantes legales, ya que 
en caso de haber excedentes no pueden 
ser repartidos entre los socios, sino que 
deben ser invertidos en algún tipo de be-
neficio u actividad para los socios. 

Respecto a los principios de la Economía 
Social, fueron recientemente delimitados 
en el año 2002 en la Carta de Principios 
de la Economía Social, promovida por la 
Conferencia Europea Permanente de Coo-
perativas, Mutualidades, Asociaciones y 
Fundaciones. Señalándose los siguientes 
principios universales, relacionados con 
el sindicalismo (pérez, juan c. etxezarreta 
e., enekoitz. guridi a., luis, 2012, p. 12):
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1. Primacía de la persona y del objeto 
social sobre el capital: los sindicatos bus-
can, satisfacer necesidades fundamenta- 
les, por lo cual no buscan crear o conse-
guir recursos como fin último de la orga-
nización.

2. Adhesión voluntaria y abierta: en Chile 
no es obligatorio afiliarse a un sindicato. 

3. Control democrático por sus miem-
bros13: la Asamblea General de Socios tie-
ne control total de las acciones del Direc-
torio del sindicato. Por ello, el Directorio 
debe rendir cuentas al menos una vez al 
año, pudiendo realizarse esta rendición 
en más de una ocasión si es solicitada por 
la misma Asamblea, de acuerdo a los pro-
cedimientos señalados en los Estatutos 
Sociales.

4. Conjunción de los intereses de los 
miembros usuarios y del interés general: 
lo cual apunta a necesidades generales 
distribuidas en categorías específicas, que 
permiten que en buena medida el interés 
particular sea representando en el interés 
general.

5. Defensa y aplicación de los principios 
de solidaridad y responsabilidad: los 
sindicatos realizan ayudas solidarias a 
grupos desvalidos ajenos a los socios del 
sindicato, apoyo a familiares del sindicato 
e inclusive prestan ayuda solidaria ante 
los desastres naturales.

6. Autonomía de gestión e independen-
cia respecto de los poderes públicos: His-
tóricamente los sindicatos en Chile han 
mantenido su autonomía e independen-
cia tanto a los poderes públicos como a 
intereses partidistas.

7. Destino de la mayoría de los exceden-
tes a la consecución de objetivos a favor 
del desarrollo sostenible, del interés de 
los servicios a los miembros y del interés 
general: en los sindicatos no es posible 
utilizar los excedentes para su repartición 
entre los socios en dinero, sino que se in-
vierten en los beneficios, ayudas sociales 
y/o acciones solidarias a terceros que va-
yan en conjunción con los objetivos socia-
les del sindicato.

8. Desarrollo Local: los sindicatos bien 
gestionados y con presencia regional, pue- 
den influir en el Desarrollo Local de los 
territorios apoyando iniciativas, investiga-
ciones locales y préstamos para iniciativas 
emprendedoras de los socios en el mismo 
territorio, esto con mejores condiciones 
crediticias que las posibles de acceder en 
el mercado financiero.

13 Excepto en el caso de las Fundaciones donde no existe la figura de socio.
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3. Caracterización de los   
sindicatos estudiados

Si bien es cierto que los tres sindicatos es-
tudiados han solicitado que su identidad 
se mantuviese en reserva, sí se ha permiti-

Tabla 1. Caracterización de los Sindicatos de Empresas Estudiados

do que los datos e información sean utili-
zados libremente.
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Tabla 2. Caracterización de los Afiliados

Respecto a sus afiliados, la información 
puede sintetizarse en la siguiente tabla:

Es importante indicar que dos de los sin-
dicatos estudiados tienen una historia 
común, pues operan en empresas del 
Estado que fueron privatizadas comple-
tamente entre los años 87’ y 89’, mientras 
que el tercer sindicato fue alguna vez una 
Cooperativa de Abastecimiento que “que-
bró” en periodo de dictadura y que fue ad-
quirida por privados, transformándola en 
Sociedad Anónima en el año 82’. Las tres 
empresas donde funcionan estos sindica-
tos cuentan, en la actualidad, con presen-
cia internacional.

14 Para el año 2011 el Sueldo Mínimo legal fue de $182.000.-
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4. Calidad de Vida y su Relación 
con la Calidad en el Empleo, 
acción y gestión sindical

La Calidad de Vida afecta en toda la ac-
ción del ser humano y en todo su proceso 
de crecimiento y desarrollo. Esta percep-
ción es subjetiva, pues no está directa-
mente relacionada a un único elemento 
cuantificable, sino que es concerniente a 
una lectura personal de lo que se quiere 
y merece individualmente, realizando 
una valorización de carácter comparativa, 
que surge de la relación que se hace de lo 
que los demás tienen y lo que el individuo 
posee. En términos prácticos, el efecto de 
esta evaluación individual puede tener 
tres potenciales resultados: será positiva 
cuando las propias condiciones de vida 
objetivas son mejores que la de los de-
más, será aceptable cuando la compren-
sión de la realidad de los otros sea similar 
a la del individuo o será inferior cuando el 
resultado de la evaluación sea negativo en 
relación con los demás. Sin embargo, esto 
nos lleva a comprender que la Calidad 
de Vida de un individuo evaluada por un 
tercero puede ser distinta, pues el análi-
sis de un tercero estará sujeto a lo que en 
su contexto social es considerado común 
y aceptable, no siendo necesariamente 
igual a los parámetros del individuo ana-
lizado.

Aplicando lo anterior a lo laboral, vemos 
que los factores que pudiesen permitirnos 
verificar la Calidad de Vida de los socios 
de sindicatos se dividen en cinco aspec-
tos: lo económico (ingresos), los benefi-
cios laborales intrínsecos, la seguridad la-
boral que otorga, las funciones laborales y 
el renombre social de la empresa.

La acción sindical15 permite no tan solo 
mejorar la calidad del puesto de trabajo, 
que esencialmente está supeditada al 
mejoramiento del proceso productivo, 
especialmente al uso de los tiempos y la 
organización del trabajo, también permi-
te que los trabajadores a través de relacio-
nes colectivas influyan en: el ingreso, la 
jornada laboral, la situación contractual y 
la dinámica de participación de los traba-
jadores en el plan de producción e inclu-
sive, en acciones distintas a las realizadas 
por parte de los procesos productivos de 
la empresa donde desarrollan actividades 
laborales.

Esto último se plasma en las organiza-
ciones sindicales, en las que es posible 
apreciar que su quehacer está asociado 
al “bienestar”16. Subsanando aquellos as-
pectos que no es capaz de satisfacer el 
Estado, a través de sus prestaciones o ac-

15 Entendida como las actividades tanto remitidas a la protección y reivindicación de derechos laborales y 
proveer servicios y/o productos necesarios para los trabajadores sindicalizados.

16 Se otorga este concepto entendiendo que el sindicato otorga servicios, productos y/o oportunidades en 
relación a los principios y derechos inalienables como trabajadores y personas, entendibles inclusive a su 
grupo familiar directo.
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17 Para efectos de este documento el concepto efectivo se entenderá por la consecución de un objetivo (efi-
cacia) a través de una lógica de maximización de los recursos económicos, financieros, humanos y el tiempo 
que se requiere para su realización (eficiencia).

ciones en el segmento económico al que 
pertenecen los socios de los sindicatos es-
tudiados, mejorando los servicios o reem-
plazándolos por prestaciones diseñadas 
a la medida de los requerimientos de sus 
asociados. 

5. Resultados desde una 
perspectiva de satisfacción a las 
necesidades Axiológicas 

Es importante plasmar los resultados ob-
tenidos en la investigación, a través de la 
perspectiva axiológica de las necesidades 
fundamentales humanas propuestas por 
Manfred Max-Neff. 

Al estudiar a las organizaciones de la 
Economía Social y Solidaria es común 
presenciar un conjunto de acciones, que 
apuntan directamente a la satisfacción 
de necesidades concretas y en la medi-
da suficiente, para que el satisfactor sea 
efectivo17, y logre reducir las carencias que 
provocan situaciones de pobreza en los 
individuos que fueron beneficiados por 
parte de la organización. Con esto, las or-
ganizaciones de la Economía Social y Soli-
daria, logran que los socios sean parte de 
la organización, gestores y beneficiarios 
de la misma.

Por su parte, en el mundo sindical, al me-
nos en Chile, es difícil ver otros satisfacto-
res distintos a aquellos que apuntan a la 
reivindicación y protección de los dere-
chos laborales, así como la representación 
de sus asociados frente a la empresa. La 
perspectiva planteada por Max-Neff per-
mite terminar con aquella visión histórica 
y pasar de los supuestos a la realidad, con 
un método lógico y concreto que permite 
vislumbrar las acciones, las formas y los 
beneficiarios.

Las labores llevadas a cabo por los sindi-
catos estudiados apuntaban a la satisfac-
ción de necesidades generales, conside-
rando mínimos y máximos de cobertura 
en función del estudio de la situación eco-
nómica de los socios. Los requerimientos 
fueron definidos colectivamente en las 
asambleas y actividades similares y en 
los ingresos de sus socios para aportar 
beneficios equitativos, es así como logran 
realizar un trabajo redistributivo efectivo 
entre sus socios. Esto se constata en las 
mejoras considerables de los asociados, 
tanto en términos pecuniarios como no 
económicos, ambos conseguidos mayori-
tariamente a través de procesos de nego-
ciación colectiva. 

Los resultados propuestos, según el en-
foque planteado por Manfred Max-Neff, 
son:
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5.1. Subsistencia

En Chile los sindicatos son formados por 
personas que se encuentran entre el III y 
el IV quintil18, no es extraño que las ne-
cesidades Axiológicas de subsistencia y 
protección sean las que mayormente con-
centran acciones concretas por parte de 
los Sindicatos.

Por lo anterior, es que la presente necesi-
dad ha sido dividida en tres subcategorías 
de análisis: sueldos, indemnizaciones y 
vivienda. Cada una abordada con el enfo-
que propuesto en este estudio.

En términos de sueldos y reajustes sala-
riales, los sindicatos estudiados llevan 
la delantera. Al contrastar el ajuste real 
salarial para el periodo 2011 donde se lo-
gró un 2,91% respecto al año anterior, se 
observa que en los sindicatos estudiados 
la situación en términos de reajuste real 
fue la siguiente: El Sindicato A, obtuvo un 
5,81%, el Sindicato B logró un 9,50% y el 
Sindicato C consiguió un 3,88%, siendo en 
todos los casos mejores al reajuste nacio-
nal. Ante estos hechos, no cabe la menor 
duda que los sindicatos estudiados consi-
guieron mejores ingresos respecto al nivel 
nacional, a través de su autogestión y su 
capacidad de negociación.

Un aspecto interesante es que los aumen-
tos efectivos en las rentas de los socios se 
ajustan, principalmente según el tipo de 

15 BAZORET, Emmanuelle. “Qué significa hoy ser clase media en Chile”. Página 1. (http://www.facso.uchile.cl/
sociologia/1060225/docs/not/noticiaterra.pdf) Fecha de visita: 15-03-2012.

jornada laboral y la antigüedad. A la vez, 
las mejoras en las condiciones mínimas 
estipuladas en el Código del Trabajo re-
feridas a la indemnización por años de 
servicio también son interesantes, sin ir 
más lejos el Sindicato A logró un aumen-
to proporcional en las indemnizaciones 
de sus afiliados, mientras que el Sindicato 
B, logró que no existiese tope de años de 
servicio para el cálculo de la indemniza-
ción cumpliendo una condición previa de 
ingreso a la empresa, en el Sindicato C no 
se observaron cambios en este aspecto.

La situación en los tres casos estudiados 
respecto a sus acciones mediante instru-
mentos colectivos, se traducen en los si-
guientes beneficios otorgados:

• Sindicato A presenta dos tipos de bene-
ficios. El primero reside en una asignación 
mensual y bonificación consistente en 
ayudas económicas en la compra de algu-
nos materiales de construcción. Pudiendo 
acceder el 100% de los socios al total de 
los recursos destinados a este ítem, lo que 
asciende a $1.001.550. Por otro lado, no 
deja de llamar la atención, la asignación 
mediante la cual es posible cancelar par-
te de las cuotas de un crédito hipotecario. 
De esta manera esta acción es una ayuda 
directa en el ámbito de soluciones habi-
tacionales a los trabajadores adscritos al 
Convenio Colectivo, apuntando con esto 

http://www.facso.uchile.cl/sociologia/1060225/docs/not/noticiaterra.pdf
http://www.facso.uchile.cl/sociologia/1060225/docs/not/noticiaterra.pdf
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19 Este beneficio excluye a los socios bajo lo que se conoce como “Aporte Ley”. Lo que podría incentivar a afi-
liarse al Sindicato.

último a una acción preventiva ante po-
tenciales dificultades económicas de los 
asociados.

• Sindicato B cuenta con un beneficio que 
consiste en un préstamo habitacional 
proporcionado por la empresa sin ningún 
tipo de interés, pero con características 
que lo transforman en insuficiente con 
tan solo 20 cupos anuales. No es posible 
volver a beneficiarse de dicha iniciativa y 
solo puede ser utilizado exclusivamente 
para aportar con el pie de un crédito hipo-
tecario y no para ayudar a cancelar cuotas 
hipotecarias atrasadas19.

Con la cantidad de cupos para este bene-
ficio tendrían que pasar 75 años para que 
todos los socios del sindicato pudiesen 
beneficiarse de dicha iniciativa.

• Sindicato C, a través de lo estipulado en 
el contrato colectivo se entregan los si-
guientes cuatro tipos de beneficios: asig-
nación, dos bonos y un préstamo por tra-
bajador, los que están condicionados en 
su uso a una antigüedad mínima. Signi-
fica que en términos absolutos todos los 
beneficiarios tendrán derecho a percibir 
aproximadamente $1.858.758, pagaderos 
una única vez.

5.2. Protección
El sistema de salud chileno presenta un 
eje estructural clave, el 76,8% de la po-
blación se atiende en FONASA y sólo un 
13,5% lo hace con la modalidad de las ISA-

PRES. De la misma manera, si se desagre-
ga dicha información según decil de in-
gresos, se puede observar que los grupos 
con menores ingresos son asistidos por el 
sistema público y los grupos con mayores 
ingresos por el sistema de ISAPRES.

Es por ello, que las prácticas de los sindi-
catos estudiados, apuntan al fortaleci-
miento de las necesidades de protección 
remitidas a los esquemas de salud exis-
tentes e inclusive el mejoramiento de es-
tos a través de iniciativas propias. 

En los tres sindicatos estudiados se man-
tiene una lógica asistencialista, permi-
tiendo que los socios no sufran dismi-
nuciones salariales por el no pago de 
licencias médicas dentro de los primeros 
tres días de licencia, sin embargo el Sin-
dicato C tiene otras acciones que se nom-
brarán más adelante. Adicionalmente, 
se encargan de subsidiar los costos mé-
dicos que no están cubiertos por planes 
de salud contratados por el trabajador, y 
se realizan préstamos que no presentan 
reajuste ni intereses para los trabajado-
res de menores ingresos en la respectiva 
empresa. Esto sugiere que los sindicatos 
han buscado, a través de los instrumentos 
colectivos, disminuir las deficiencias del 
sistema de salud que han identificado al 
escuchar, debatir e identificar las necesi-
dades concretas de sus asociados en este 
aspecto.
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En el caso del Sindicato C, no satisfechos 
con las acciones de subvención, han sido 
innovadores y han conformado la Coope- 
rativa de Servicios Médicos (SERME-
COOP20), una cooperativa de servicios mé-
dicos y dentales fundada en el año 1967, 
que ofrece un servicio de salud comple-
mentario con el que se accede al reembol-
so adicional por los gastos médicos y cuyo 
copago no fue cubierto por el sistema de 
salud del trabajador. Hay que agregar que 
este mismo sindicato ofrece, en su propia 
infraestructura, hospitalidad totalmente 
gratuita para todos los socios y familia 
directa, que provengan de regiones y que 
deban realizarse alguna atención o revi-
sión médica en la Región Metropolitana.

5.3. Entendimiento

En Chile los costos para cubrir la educa-
ción en su etapa primaria, secundaria 
o terciaria son altos. Las familias perte-
necientes a los quintiles III y IV estudian 
mayoritariamente en colegios subvencio-
nados21 y establecimientos de educación 
superior privadas22, ya sean estas últimas 
Centros de Formación Técnica, Institutos 
Profesionales o Universidades Privadas, 
en el CRUCH o fuera de este, consideran-
do que este tipo de instituciones suelen 

20 Cooperativa constituida por Decreto Legal N°1445 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción 
el 27 de noviembre de 1967.

21  MINDES. CASEN 2011. “Distribución de la población de 24 años y menos que asiste a un establecimiento 
educacional por quintil de ingreso autónomo nacional según tipo de estudio, dependencia administrativa 
del establecimiento”.

22 Extrapolación del autor en relación a los datos presentados en: www.latercera.com/noticia/nacio-
nal/2015/06/680-635973-9-radiografia-del-sistema-de-educacion-superior-chileno-a-meses-del-inicio-de-
la.shtml. Visitado el 10 de junio del 2016.

tener un mayor costo, tanto en la matrícu-
la como en el arancel o pago mensual, los 
sindicatos estudiados consideraron esta 
situación como una necesidad axiológica 
no satisfecha que debía ser subsanada a 
la brevedad, en especial con aportes des-
de las organizaciones asociativas como 
los sindicatos a sus socios.

En su mayoría, los sindicatos estudiados 
se remiten a la entrega de bonos anuales, 
exceptuando los bonos de sala cuna que 
se entregan mensualmente.

Dos de los tres sindicatos tienen becas 
para los trabajadores o sus hijos, que se 
encuentren cursando estudios en cual-
quiera de sus niveles. Tan solo en el Sin-
dicato A se aprecia una clara orientación 
para financiar la educación de nivel supe-
rior. En el caso del Sindicato C, este bene-
ficio puede ser aplicado de forma diferen-
ciada según el nivel educativo en el que se 
encuentre el estudiante. 

Si bien la mayoría de estos beneficios no 
son cuantiosos ni mucho menos aplica-
dos de forma mensual, sí implican una 
ayuda para las familias en los momentos 
en donde son realizados la mayor canti-
dad de gastos: listas de materiales esco-
lares, matriculas, uniformes escolares y 
similares. Por otro lado, son premiados los 

http://www.latercera.com/noticia/nacional/2015/06/680-635973-9-radiografia-del-sistema-de-educacion-superio
http://www.latercera.com/noticia/nacional/2015/06/680-635973-9-radiografia-del-sistema-de-educacion-superio
http://www.latercera.com/noticia/nacional/2015/06/680-635973-9-radiografia-del-sistema-de-educacion-superio
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mejores estudiantes transformándose, en 
un incentivo también para los padres, ha-
ciéndose parte del desarrollo educativo 
de sus hijos. Es así como el acceso de los 
asociados beneficiados es el siguiente por 
Sindicato: en el Sindicato A es del orden 
del 89,99% de los asociados; mientras 
que en el Sindicato B, es igual al 52,64% 
de los asociados y, finalmente, en el Sin-
dicato C aquella proporción es variable, 
desde el 7,69%-15,38% de los asociados 
son beneficiados.

El beneficio que representa este tipo de 
acciones radica en evitar la solicitud de 
créditos de consumo en el sistema finan-
ciero chileno. Todos estos tipos de inicia-
tivas tienden a disminuir los gastos, ya 
sea de forma temporal (bonos anuales) o 
permanente (becas y sala cuna), y lograr, 
de esta manera, disponer de una mayor 
cantidad de recursos que permitan ob-
tener otros tipos de productos, acceder a 
nuevos o mejores servicios u optar por la 
inversión o el ahorro. 

5.4. Participación

Este proceso es llevado a cabo por el con-
junto de afiliados y no tan solo por un 
grupo reducido de personas, propendien-
do a subsanar necesidades de participa-
ción e identidad. La Asamblea en pleno, 
la máxima instancia de los sindicatos, es 
la que define la orientación, aunque es el 
directorio de los sindicatos el encargado 
de elegir el procedimiento, o el camino a 
seguir, para lograr el cumplimiento de las 
acciones decididas por la mayoría, e in-
clusive en muchos casos con el apoyo de 
un staff de profesionales, que permiten 
identificar y evaluar puntos de equilibrio 

microeconómicos, identificación de be-
neficios sociales y asistencia legal espe-
cializada en negociación efectiva, princi-
palmente.

Quizás estos hechos puedan indicar una 
tendencia según las características de 
cada sindicato, en función a ello se podría 
decir lo siguiente: 

i. En el caso de los sindicatos pequeños 
donde todos los afiliados desempeñan 
sus funciones laborales en el mismo 
lugar de trabajo, es comprensible que no 
sea necesaria una asamblea masiva pues 
la información es transmitida de forma 
directa y rápida. Como mencionábamos, 
en una organización pequeña los afiliados 
que no estén de acuerdo pueden plantear 
su posición de forma personal ante el 
directorio, que en base a la información 
tomará una decisión. Este es el caso del 
Sindicato A.

ii. Para los sindicatos grandes que dis-
tribuyan a sus afiliados tan solo a nivel 
provincial y no nacional, guarda cierta 
lógica que puedan realizarse asambleas 
por sector, siempre presididas por algún 
integrante del directorio. Es así que los di- 
rectores delegados transmiten la informa-
ción al directorio los que a su vez analizan 
la información y toman una decisión en 
base a la mayoría absoluta. Este es el caso 
del Sindicato B.

iii. En los sindicatos grandes que tienen 
presencia nacional es posible entender 
que sea demasiado engorroso realizar 
asambleas por local, organizadas por los 
delegados de local y presididas por algún 
director, por lo tanto son los delegados 
por local, los responsables de recabar 
la mayor cantidad de información de 
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los afiliados y después entregar dicha 
información al directorio, que es el que 
tomará la decisión final. No obstante en 
el transcurso de este proceso, los afiliados 
pueden intervenir en cualquier momento, 
a través del delegado y las asambleas que 
se realizan en sus respectivos sectores. 
Este es el caso del Sindicato C.

En síntesis, para los sindicatos no tan solo 
es importante aumentar los ingresos de 
las personas, sino que también es impor-
tante cómo se consigue. Han aprendido 
que el aumento de ingresos no es sufi-
ciente, sino que se requiere trabajar en 
la satisfacción de las necesidades en las 
personas fuera del campo laboral de sus 
asociados. 

Para esto los Sindicatos estudiados han 
entendido que además de saber cuál es 
el objetivo y manejo de un discurso, es 
necesario poder conversar en términos 
técnicos con sus empleadores e inclusive, 
representar al movimiento sindical en la 
incidencia de políticas públicas relacio-
nadas con lo laboral, a través de organiza-
ciones de segundo y tercer nivel23. Por ello 
se hace imprescindible conocer el estado 
actual de los socios y sus familias, referen-
te a las necesidades que estos necesitan 
satisfacer. Con este fin, los sindicatos es-
tudiados han realizado estudios de levan-
tamiento de necesidades a través del mis-
mo equipo de profesionales a su cargo.

23 Federaciones y Centrales Unitarias, respectivamente.

24 Sus socios tienen mejores condiciones económicas con una menor brecha entre los sueldos, a la vez que un 
sueldo promedio mayor que los tres sindicatos.

25 Es el sindicato que presenta una peor condición económica entre sus socios existiendo una mayor brecha 
entre los sueldos, a la vez que el menor sueldo promedio entre los tres sindicatos estudiados.

5.5. Ocio

El ocio se ha convertido en una necesidad 
cada vez más arraigada en la sociedad 
chilena. Esta misma lectura han realizado 
los sindicatos estudiados, exigiendo a tra-
vés del Convenio Colectivo a las empresas, 
que se hagan responsables hasta cierto 
punto de facilitar o propiciar las activida-
des recreativas de sus trabajadores, ya sea 
de forma directa (fiestas o paseos de em-
presa), como de forma indirecta (a través 
de bonos y préstamos sin intereses, para 
el gasto en este tipo de actividades). 

En este aspecto los sindicatos se encuen-
tran muchísimo más avanzados que el 
Estado chileno, el cual aporta alrededor 
de un 1% de su gasto social en recreación 
y cultura. Por su parte los sindicatos estu-
diados, a través de negociación colectiva, 
han logrado que las empresas aporten 
montos considerables de los fondos acor-
dados. Cabe destacar que en los sindica-
tos estudiados el porcentaje de incidencia 
es de entre el 8,01% al 14,25% de los re-
cursos.

A la vez, aquí se plantea un componente 
adicional de análisis, pues el sindicato 
B24, que es el que mejores condiciones 
económicas presenta entre sus socios, in-
vierte un 14,25% de sus recursos en ocio 
y recreación para sus socios, mientras el 
Sindicato C25 destina tan solo el 8,01% de 
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26 En relación a la información cualitativa aportada por los sindicatos obtenido en el Seminario de título en 
cuestión.

27 En la investigación original la rotación laboral para el año 2011 era de dos años. Los datos han sido actua-
lizados para el presente documento y extraídos desde: http://www.randstad.cl/tendencias360/archivo/rota-
cion-laboral-sigue-bajando-en-chile-y-aumenta-el-miedo-a-perder-el-empleo_140/

los recursos. En función de lo anterior, se 
puede extrapolar, a partir de las entrevis-
tas con los sindicalistas, que en el primer 
caso ya se tienen satisfechas las necesida-
des axiológicas de carácter fundamental 
(principalmente relativas a la subsistencia 
y la protección), a través de sus ingresos 
propios. Por su parte, el segundo sindicato 
requiere satisfacer necesidades funda-
mentales de protección. Así, es posible 
deducir que las acciones de los sindicatos 
están directamente relacionadas con los 
requerimientos urgentes de sus asocia-
dos, donde el colectivo elimina las solici-
tudes extremas que escapan a las exigen-
cias comunes de los socios. Concentrando 
su actuar en las necesidades comunes de 
los individuos y sus familias.

5.6. Identidad

La necesidad de Identidad está profun-
damente ligada a la cultura. Los sindica-
tos, y el sindicalismo bien implantado, 
consiguen a través de la identificación de 
la identidad con la organización, que se 
produzca el arraigo y se logre la partici-
pación política efectiva de sus asociados. 
Por tanto, para satisfacer la necesidad 
axiológica de participación es necesario 
primero satisfacer la necesidad axiológica 
de identidad26.

Los valores, principios y costumbres gru-
pales reflejadas en el sindicato son com-
partidos y/o aceptados por cada individuo 
que es parte de él, siendo parte de una 
misma identidad. Generan el sentido de  
pertenencia y se fortalecen a través de ins-
tancias de participación. 

Dentro de los sindicatos estudiados, los 
directores no buscan que sus posiciones 
políticas individuales sean las que pre-
dominen, sino que se reúnen en función 
a las necesidades comunes de los asocia-
dos. De esta forma, evitan congregarse 
entorno a aquello que los divide, sino que 
lo hacen en función de aquello que los 
reúne. 

Para participar políticamente dentro del 
sindicato, no es obligatorio tener forma-
ción política previa (tan solo el sindicato C 
tenía entre sus directores a personas con 
formación partidista), sino que se debe 
tener el interés de participación activa y 
ser capaz de identificar un estado general 
de la situación de los trabajadores (sus 
compañeros),  unido con una visión a lar-
go plazo referente a la situación laboral 
del común de los asociados.

Antes los trabajadores ingresaban en un 
trabajo donde esperaban jubilarse varias 
décadas después, un trabajador piensa 
dónde irá a buscar trabajo en un plazo 
máximo de cuatro años a contar de la fe-
cha de ingreso27. Esto, probablemente un 
elemento característico de una nueva ge-
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neración de trabajadores, ha significado 
un desafío que aún no encuentra solución 
concreta por parte de los sindicatos, pues 
implica que pierde socios constantemen-
te y debe, al mismo tiempo, ser capaz de 
incluir nuevos asociados. 

Adicionalmente, en la actualidad, los tra-
bajadores no tienen interés en participar 
en una organización de la que no perciben 
beneficios directos ni atingentes a sus ne-
cesidades materiales, la participación po-
lítica también es algo que se aplica a esta 
lógica pues las personas que vivieron una 
infancia y/o adolescencia en dictadura 
parecen estar más influenciados respecto 
a guardar sus opiniones y a enfrentarse 
solos y solas a las situaciones que afecten 
su desarrollo. En parte, por estas situacio-
nes es que los sindicatos han aprendido a 
adaptarse para no morir.

6. Conclusiones

En una lectura inicial podríamos decir que 
los sindicatos de empresas tienden a me-
jorar la calidad de vida de sus asociados, 
e inclusive extender aquellos beneficios a 
los familiares de estos. Ahora si nos pre-
guntamos ¿por qué una organización so-
lidaria apuntaría a grupos humanos, que 
pertenecen mayoritariamente a los quin-
tiles III y IV? La respuesta no es sencilla. 
Cuando hablamos de pobreza, podemos 
hablar de la pobreza visibilizada y la po-
breza invisibilizada. Aquella pobreza vi-
sibilizada está caracterizada, en términos 
gruesos: por un territorio determinado, 

un margen de ingreso económico y nivel 
de consumo. Normalmente esta pobreza 
va acompañada con servicios básicos de 
baja prestación en lo que refiere a la vi- 
vienda, salubridad, seguridad, ilumina-
ción, salud, acceso a la educación y espa-
cios de recreación, principalmente. Para 
este tipo de pobreza existe un presupues-
to público asignado y personal especiali-
zado que conoce profundamente este “fe-
nómeno”, hay caracterización y estrategias 
que permiten definir áreas de mayor in-
terés, así como mejores intervenciones en 
función a sus realidades específicas. Esta 
pobreza es representada especialmente 
por los quintiles I y II de nuestra sociedad, 
de la que el Estado busca hacerse cargo, 
teniendo institucionalidad pública con 
profesionales y recursos disponibles per-
manentemente. 

Por su parte aquellas personas que se 
encuentran en la pobreza invisibilizada, 
acceden a educación, salud y vivienda, a 
través del crédito en instituciones finan-
cieras que usualmente no les ofrecen las 
mejores tasas del mercado crediticio. Con 
el tiempo, el crédito es de uso constante 
y aunque efectivamente se accede a ma-
yores niveles de educación no se logra 
conseguir un aumento significativo en los 
ingresos ni en la calidad de vida, pues una 
parte importante de estos ingresos deben 
ir a apalancar los préstamos para la mis-
ma educación, salud y vivienda. Teniendo 
una constante carga sobre sus hombros, 
que no les permite avanzar hacia una me-
jor calidad de vida desde una perspectiva 
Axiológica28. Este tipo de pobreza, está 
representada mayoritariamente por los 

28 Extrapolación realizada a partir de la lectura del documento: BAZORET, Emmanuelle y FIERRO, Jaime. SERIE 
DE ESTUDIOS N°4. Clase Media en Chile, 1990-2011: algunas implicancias sociales y políticas. Konrad-Ade-
nauer-Stiftung. Chile. 2011. Páginas 28-31.
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29 Esto recordando las enormes falencias que tienen las políticas públicas en Chile en este aspecto.

quintiles III y IV  de la sociedad chilena, 
que no cuenta con institucionalidad pú-
blica, recursos ni especialistas que bus-
quen mejorar sus condiciones de vida.

A través del sindicalismo que va más allá 
de la reivindicación y protección de los 
derechos laborales de sus asociados, se 
pueden logran no tan solo subsanar ne-
cesidades cualesquiera que sean, sino 
que se logra ser parte del proceso que 
las satisface. El tener la oportunidad y el 
derecho de participar directamente en 
la configuración y entrega del satisfactor 
permite una eficiencia sin precedentes y 
una eficacia envidiable por la institucio-
nalidad del Estado. Esto tiene cabida en 
una multiplicidad de factores, desde una 
mayor cercanía y procesos de participa-
ción directos y vinculantes, que permiten 
identificar con prontitud las necesidades, 
a la vez que construye satisfactores más 
efectivos, como la menor burocracia exis-
tente en los sindicatos para atacar una ne-
cesidad urgente y específica.

Los sindicatos bien gestionados en mu-
chas ocasiones, sin lugar a dudas, enfren-
tan de forma magistral la situación de 
invisibilidad e indefensión ante la que se 
encuentra la denominada clase media. 
Seguir mirándolos como un ente sin im-
portancia social, política ni económica es 
no tan solo tener ceguera autoimpuesta 
sino que es antinatural. Los sindicatos de-
ben revalorizarse por parte de la sociedad, 
el Estado y los mismos trabajadores. Para 
ello, los mismos sindicatos que realizan 
un buen trabajo deben comenzar a difun-
dir su actuar fuera de su esfera de acción 
tradicional, llegando a las comunidades y 

apoyando su desarrollo desde sus propias 
capacidades e identidades; deben respal-
dar y ayudar a los sindicatos que no están 
en buen pie, sin olvidar el principio de au-
tonomía e independencia que tienen este 
tipo de organizaciones, mostrando, a los 
socios y al sindicato mismo, los niveles de 
mejora que puede tener para sus asocia-
dos; deben aportar en el diseño y evalua-
ción de políticas públicas porque de esta 
manera, el Estado consigue tener un ni-
cho estable de personas a las cuales poder 
hacer seguimiento para evaluar correcta-
mente el impacto de sus programas29  y 
permite que instalen una línea directa 
de comunicación con la institucionalidad 
pública para instalar sus requerimientos 
históricos y estratégicos como entidad 
colaborativas.

Para esto, es necesario tener una estrate-
gia de tres frentes: Sindicato-Sindicatos, 
Sindicato-Sociedad y Sindicato-Estado. 
Bajo la línea, Sindicato-Sindicatos, las 
organizaciones de trabajadores deben 
buscar fortalecer e influir, de forma po-
sitiva, en los grupos de trabajadores que 
recién se están sindicalizando para apor-
tar desde su conocimiento y experien-
cia de trabajo sindical, también deben 
aportar desde una visión de ser custodios 
de un trabajo sindical ético y de alta esti-
ma social, por lo que deben buscar crear 
mecanismos que eviten y castiguen a las 
personas que, a través de cargos de poder 
sindicales hagan mal uso de sus privile-
gios como dirigentes; en la lógica de Sin-
dicato-Sociedad, se debe apuntar a forta-
lecer el trabajo entre las organizaciones 
comunitarias funcionales y territoriales 
educando en materias laborales y de pre-
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visión,  enseñando oficios a partir de los 
conocimientos adquiridos por los trabaja-
dores en sus puestos de trabajo, para ello 
unos cuentan con el conocimiento y los 
otros con la infraestructura necesaria. Así 
la sociedad chilena, poco a poco, volverá 
a mirar con mejores ojos al sindicalismo; 
finalmente, en la línea Sindicato-Estado, 
se debe apuntar a una colaboración en 
el tiempo que logre, por parte del Esta-
do contar con una constante y fidedigna 
fuente de información de la incidencia de 
sus políticas públicas a lo largo del país y 
por parte los sindicatos, un espacio para 
plantear sus inquietudes, exigencias y 
visiones de forma directa y permanente 
que logre, en un mediano plazo, transfor-
marse en un elemento necesario para la 
mejora de prestaciones en barrios, comu-
nidades, territorios, comunas, provincias y 
regiones.

Sin lugar a dudas, es necesario salir de su 
esfera tradicional, pero por sobre todo es 
necesario pasar de la etapa de la reivin-
dicación y protección de derechos de los 
trabajadores a una etapa de mejoramien-
to en la calidad de vida de sus asociados, 
a través de una participación directa en la 
satisfacción de necesidades en los aspec-
tos más relevantes para sus socios.
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Resumen

El  artículo presenta una investigación de tipo cualitativa desarrollada 
el año 2012, que tuvo por objetivo analizar los significados compartidos 
por el Sindicato de pescadores artesanales de la caleta de Ventanas, so-
bre los cambios socioambientales derivados del proceso de industriali-
zación de la Bahía de Quintero. En este trabajo se profundizó en la forma 
cómo el pescador artesanal ha experimentado dichos cambios. Así, es 
posible observar cómo la amenaza de la contaminación ambiental va 
configurando un escenario de riesgo para el desarrollo de la pesca ar-
tesanal y determina el deterioro de los recursos culturales, financieros, 
sociales y humanos, forjados al interior del sindicato. La vulnerabilidad 
presente en el territorio hace que la amenaza sea difícil de enfrentar por 
el pescador. Esto pone en riesgo su propio desarrollo, que se puede  tra-
ducir en una caída en el nivel de bienestar, donde también está en juego 
la sostenibilidad de las prácticas culturales asociadas a su actividad.

Palabras clave: pescadores artesanales, recursos naturales, industrializa-
ción, medioambiente, riesgo,  amenaza, vulnerabilidad socioambiental. 

1 Socióloga. El presente artículo se basa en la Tesis de pregrado “La tradición frente a la globalización: relato 
de los significados compartidos por los pescadores artesanales frente a la industrialización de la Bahía de 
Quintero”, para optar al grado de Socióloga de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación.  
Valparaíso, 2012.
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Introducción

A partir de la década de 1930 se empieza 
a desarrollar un proceso de industrializa-
ción, con el establecimiento de empresas 
y corporaciones de corte estatal, orien-
tadas a impactar en las actividades eco-
nómicas consideradas prioritarias para 
el desarrollo económico de Chile. En este 
contexto, se crea la  Corporación de Fo-
mento de la Producción (Corfo) con el 
objetivo de  impulsar actividades como 
la minería, la electrificación del país y la 
agricultura. Ello permitió una mayor in-
versión y expansión de empresas estata-
les como la Empresa Nacional de Minería 
(Enami), que en  1950 empieza la cons-
trucción de un plantel industrial en la lo-
calidad de Ventanas, ubicada en la comu-
na de Puchuncaví al norte de la Región de 
Valparaíso. En 1964, se inaugura la planta 
de Enami Fundición y Refinería División 
Ventanas (actualmente Codelco), junto 
con la Central Chilectra Generación  pro-
piedad de Aes Gener S.A.

Las comunas de Quintero y Puchuncaví 
antes de la instalación de este complejo 
industrial, se caracterizaban por el desa-

2 En 1952 existían 1.426 personas ocupadas en la actividad. En 1970, la cantidad de personas registradas es de 
solo 895 (Malman, Sabatini y Geisse, 1997). Cabe destacar que no se puede establecer una relación causal, 
basada en la evidencia científica existente, entre la disminución de la actividad agrícola y la contaminación 
proveniente de los efluentes del complejo industrial, pero se evidencia un retroceso de la economía tradicio-
nal, posterior a la instalación del complejo. 

3  Se determina la presencia de hidrocarburos y metales pesado como: plomo, cobre, cadmio, mercurio y arsé-
nico en organismos marinos, agua y sedimentos. El Servicio de Salud Viña del Mar - Quillota, detecta en el año 
1999, metales pesados sobre la norma permitida en los cultivos y áreas de manejo del sindicato (Fernández, 
2007).

rrollo de actividades productivas de tipo 
tradicional como la agricultura, donde 
destacaba la producción de trigo y le-
guminosas (Malman, Sabatini y Geisse, 
1997); la pesca artesanal, que se realizaba 
principalmente en siete caletas (perte-
necientes a las localidades de: Quintero, 
Loncura, Ventanas, Horcón y Maitencillo) 
y el turismo estacional, que se veía favo-
recido por el valor paisajístico y atractivos 
naturales presentes en la zona.

A partir de la década de 1970, algunas 
de estas actividades comienzan a perder 
dinamismo. La actividad agrícola, por 
ejemplo, sufre una importante disminu-
ción respecto de las personas ocupadas 
en ella2.Por su parte, la actividad pesque-
ra se ve directamente amenazada por la 
presencia de metales pesados en los re-
cursos marinos en la Caleta de Ventanas y 
posteriormente se determina el cierre de 
cultivos del sindicato3. El deterioro en es-
tas zonas también se manifiesta en otros 
aspectos de la calidad de vida. Por ejem-
plo, se puede observar que Puchuncaví es 
una de las comunas con mayores índices 
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de nacimientos con malformaciones a ni-
vel nacional4. Además, presenta una alta 
incidencia de muertes por cáncer, prin-
cipalmente en trabajadores de Codelco 
(CEPQ, 2003, en CEPQ, 2006)5. A pesar de 
esta situación, no existe información ofi-
cial, acerca del panorama epidemiológico 
de estas comunas ni de la posible relación 
de éste con la contaminación ambiental.

Desde el punto de vista de la situación 
socioeconómica, se podría pensar que 
el panorama pudiese ser algo diferente, 
dada la gran cantidad de industrias y la 
generación de empleos, pero la situación 
no es más alentadora. Puchuncaví tiene 
una tasa de pobreza de un 16,9%, mien-
tras que Quintero presenta un 14,8%, am-
bas comunas con porcentajes mayores a 
la tasa a nivel nacional de un 14,4% para 
el año 2011 (MDS, 2013).

El propósito de este artículo, es dar cuenta 
de las transformaciones percibidas por los 
pescadores en su oficio y sistema de vida, 
que estarían relacionados con la instala-
ción del complejo industrial en la zona y 
que en la actualidad los exponen a una 
profunda situación de vulnerabilidad so-
cioambiental.

A continuación se presentan  anteceden-
tes sobre la pesca artesanal y la forma 
como se desarrollaba el oficio antes de 
la instalación del complejo industrial. 
Luego, se analizarán las transformaciones 
percibidas por los pescadores desde los 
significados que ellos le atribuyen a esta 
situación y finalmente, se expone la pro-

puesta de una estructura de vulnerabili-
dad del territorio, consignando en ello las 
principales  actorías y responsabilidades 
atribuidas a este proceso.

Método
 
La investigación sobre la que se basa el 
presente artículo, se desarrolló bajo el pa-
radigma cualitativo interpretativo (Taylor, 
Bodgan, 1992). Por medio de éste, se ana-
lizaron los significados compartidos por 
los pescadores en relación a las transfor-
maciones socioambientales percibidas, 
luego de la instalación del complejo in-
dustrial en la Bahía de Quintero durante 
el año 2011. Se trata de un estudio de or-
den narrativo que permitió estudiar los 
procesos humanos y relaciones sociales 
derivados de éstos. En investigaciones de 
esta naturaleza, se escruta la experiencia 
subjetiva de los actores, a través del rela-
to con un fuerte contenido de memoria 
y relato en las historias de vida (Galindo, 
1998).

Para la recolección de la información se 
utilizó la técnica de la entrevista en pro-
fundidad. Los participantes de la investi-
gación fueron pescadores del Sindicato 
de Pescadores Artesanales de Ventanas. 
La muestra fue intencionada, tomando en 
cuenta los siguientes criterios: en primer 
lugar, se seleccionaron a los sujetos ma-
yor edad dentro del grupo de pescadores, 
pues se consideró que podían tener un 
mayor conocimiento, sobre los cambios 

4 Director de Salud de la Municipalidad de Puchuncaví, Sr. José Acevedo, citado en CEPQ, 2006.

5 Causas de defunción en la comuna de Puchuncaví.  
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que ha experimentado el sector pesque-
ro, debido a que han vivido más tiempo 
como pescadores artesanales y contar 
con mayor información de la forma cómo 
se desarrollaba la actividad en años ante-
riores a la instalación del complejo indus-
trial. En segundo lugar, se seleccionaron 
todos los sujetos que tenían algún cargo 
en la directiva del sindicato, pues se consi-
deró que éstos podían contar con más an-
tecedentes de las problemáticas que afec-
tan al sector productivo en la actualidad, 
debido a su mayor relación con las insti-
tuciones estatales y otras agrupaciones si-
milares. Finalmente muestra final fue de 
7 sujetos y este número fue determinado 
por la saturación de la información.

Aspectos conceptuales

Este trabajo se apoya conceptualmente 
en la noción de desarrollo endógeno, que 
ayuda a comprender los vínculos que es-
tablecen las comunidades locales con sus 
territorios naturales, sociales, producti-
vos, culturales para subsistir y agenciar 
su presente y futuro. En estos procesos 
influyen tanto prácticas de innovación 
como también de tradición y costumbre. 
De acuerdo con lo planteado por Macías y 
Saavedra (2011, p37) para que se verifique 
un proceso de estas características es ne-
cesario que: “la subjetividad local desempeñe 
un rol hegemónico (aunque no necesariamente 
exclusivo) en la construcción del sistema pro-
ductivo local, que las prácticas y las lógicas 
de funcionamiento económico locales jueguen 
un papel activo y decisivo en el proceso de de-
sarrollo y, más en general, que exista un sen-
tido de vida propio que sea capaz de orientar 
el esfuerzo colectivo de las comunidades en el 
largo plazo”. Así, esta perspectiva, permite 

auscultar las estrategias que despliegan 
los grupos humanos para el desenvolvi-
miento y consolidación de un sistema de 
producción local. Este tipo de desarrollo 
implica además otro tipo de saberes y for-
ma de racionalidad que permiten la ex-
ploración y explotación de recursos natu-
rales de manera más sustentable. Desde 
esta perspectiva adquiere importancia el 
concepto de saberes pesqueros (Ceballos 
y Ther, 2011), como una forma de enten-
der el mar y los recursos. El concepto de 
saberes pesqueros tiene mucha relevan-
cia, debido a que su comprensión conlle-
va el conocimiento de la forma cómo los 
pescadores artesanales se enfrentan con 
su medio físico. Sobre esta idea, García 
Allut propone que: “La necesidad de co-
nocer por parte del pescador la dinámica 
del medio marino, supone en última ins-
tancia una práctica de subsistencia que 
sirve tanto para incrementar  su seguri-
dad física sobre un medio peligroso, como 
para administrar los recursos que son im-
prescindibles para su alimentación” (1997, 
citado en Ceballos y Ther, 2011, p10). 

De esta forma el saber pesquero también 
es considerado como un saber ambien-
tal, pues la práctica y el imaginario de los 
pescadores artesanales, tiende al manejo 
sustentable de sus propios recursos. 

En la actualidad, las comunidades locales 
que se caracterizaban por este tipo diná-
micas económicas y culturales, se han vis-
to enfrentadas a las pautas de un desarro-
llo hegemónico impuesto desde afuera; 
donde los procesos de industrialización 
acelerada y racionalidad económica han 
provocado profundos cambios en sus es-
tilos de vidas y en su ecosistema. De esta 
forma adquieren relevancia los estudios 
sobre conflictos socioambientales, como 

ANGEL VIOLETA GUAJARDO ROMERO



81

un esfuerzo por evidenciar la problemá-
tica forma que ha tomado el desarrollo 
industrial en nuestro país. Tras el análisis 
de casos como éstos, surge la noción de 
“zonas de sacrificio del estado chileno”6, que 
como categoría conceptual busca repre-
sentar aquellos lugares que se caracte-
rizan por la concentración de una gran 
cantidad de industrias contaminantes y 
una comunidad local altamente vulne-
rables a las externalidades negativas de 
dichas industrias. Por lo general, se trata 
de zonas donde sus habitantes viven en 
situación de pobreza y carecen de redes 
políticas para defenderse de la instala-
ción de nuevas empresas. Así es como se 
propone una mirada analítica de segundo 
orden, puesto en la estructura de vulnera-
bilidad (Rubio, 2012) idea que sitúa a to-
dos los actores, institucionales y sociales, 
como copartícipes (por omisión o acción) 
de la construcción de amenazas y riesgos 
socioambientales. 

1. La pesca artesanal como 
actividad constituyente de 
un sistema económico local 
sustentable

Para poder entender la magnitud del 
impacto que tuvo el emplazamiento del 
complejo industrial en la vida de los ha-
bitantes de la Bahía de Quintero y en es-
pecial para los pescadores, es necesario 
comprender que las comunas de Quinte-
ro y Puchuncaví se caracterizaban por un 

6 Mapa de Conflictos Socioambientales en Chile (INDH, 2012); Bahía de Quintero Zona de Sacrificio Ambien-
tal: Obligaciones Internacionales del Estado en materia de Derechos Humanos y Medio Ambiente. Análisis 
de la normativa ambiental de Derecho Interno (Godoy, Tapia y Carrera, 2013); Sacrificando a Chile por la In-
versión (Fundación Terram, 2014); Una escuelita en zona de sacrificio (Serrano, 2011).

sistema de vida de tipo tradicional, antes 
de la industrialización de la bahía.

Hacia principios del siglo XX, el balneario 
de Puchuncaví se encontraba poblado por 
pescadores artesanales y agricultores que 
lograron asentarse interviniendo el lugar, 
a través del trazado de calles, construc-
ción de casas y la ubicación de sus esta-
blecimientos de trabajo (fundos, parcelas 
y caletas de pescadores) (Inzunza, 1996).

El desarrollo agrícola de la comuna de Pu-
chuncaví se caracterizaba por  los cultivos 
de lentejas y trigo principalmente, des-
tacándose la producción y exportación 
de las leguminosas (Malman, Sabatini y 
Geisse, 1997). Además es posible señalar, 
que esta actividad también se desarrolla-
ba a pequeña escala, aportando produc-
tos de autoconsumo familiar. De acuerdo 
al relato de los pescadores, en muchos 
casos la agricultura y la pesca artesanal 
se realizaban en forma complementaria 
y/o paralela, permitiendo el sustento fa-
miliar, en épocas en que las condiciones 
climáticas desfavorecían el desarrollo de 
esta última.

La tradición pesquera de la Bahía de Quin-
tero es de larga data. Desde sus orígenes 
su historia ha estado unida al mar, como 
lo demuestran indicios arqueológicos que 
evidencian el asentamiento de grupos 
étnicos que desarrollaban la pesca arte-
sanal, como es el caso de la cultura de El 
Bato (Carvajal, 2004, citado en Ramírez, 
2006). Pero los registros más actuales los 
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encontramos con el establecimiento de 
comunidades de pescadores en las cale-
tas de Loncura y Ventanas, hacia finales 
del siglo XIX.

Lo anterior se explicaría por la diversidad 
y abundancia de recursos tanto pelágicos 
como bentónicos, que podían encon-

trarse mar adentro como es el caso del 
congrio, la corvina y la albacora; y en los 
bancos naturales, denominación que da 
el pescador artesanal, para aquellos lu-
gares específicos e identificables en don-
de se reproducían los mariscos de forma 
constante, principalmente machas, locos 
y erizos.

“…yo empecé  como ayudante de buzo en la década del 70, habían en esos 
años todavía bancos naturales de varias especies, especialmente la macha 
que fue el fuerte de los buzos…porque en esa época habían solamente 
bancos naturales de distintas especies, cada una con los sustratos que le 
corresponden, en el caso de la macha es la arena, la playa, y en el caso del 
loco es la piedra, la roca, igual que la lapa, el erizo…“

(Entrevista Nº3)

“…nosotros somos hijos de buzos escafandra, que eran de los más antiguos 
de esta comunidad, vengo de una familia de pescadores, mi madre es de una 
familia arraigada a la comunidad y mi padre también y somos 6 hermanos de 
los cuales… somos 3 buzos, los tres seguimos el sendero de mi padre…“

(Entrevista Nº1)

Para los pescadores, el oficio pesquero 
era parte de su tradición familiar, que era 
aprendido y traspasado de generación en 
generación. De esta forma, los saberes 
pesqueros (Ceballos y Ther, 2011), además 

de ser la base cultural del oficio, posibili-
taron una forma de entender el mar y sus 
recursos que dada la estrecha relación 
que se establece con el medio físico, ten-
dió al manejo sustentable de los recursos.

ANGEL VIOLETA GUAJARDO ROMERO
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Sobre la base del relato de los pescadores 
es posible deducir un manejo sustentable 
de los recursos. Los pescadores de las dis-
tintas caletas de la bahía lograron organi-
zarse de forma espontánea, obedeciendo 
únicamente a los ciclos reproductivos de 
las especies. De esta manera, la extracción 
de los recursos se desarrollaba de forma 
rotativa, permitiedo la reproducción cons- 

tante de las distintas especies. El conoci-
miento del mar y de los ciclos reproduc-
tivos y migratorios de los recursos de la 
zona, le proporcionaba al oficio cierta ver-
satilidad, que le permitía a los pescadores 
alternar entre el buceo; técnica requerida 
para la extracción de mariscos (principal 
actividad en la Caleta de Ventanas) y la 
pesca propiamente tal o caza de peces.

“…nos íbamos cambiando de sectores, por decir, trabajábamos en ritoque, se 
agotaba ritoque nos íbamos a pullalli nos íbamos a maitencillo, a cachagua… 
y ya se estaban reproduciendo y crecían por cantidades otra vez...“

(Entrevista Nº1)

El conocimiento del mar y la identifica-
ción con el oficio, desarrolla en los pes-
cadores un sentido de pertenencia hacia 
su caleta y comunidad, que los impulsa 
a orientar sus acciones hacia el beneficio 
colectivo. Es así como se organizan a tra-
vés de la figura de sindicato, con el pro-
pósito de regular el sistema de trabajo y 
la extracción de los recursos, desarrollar 
proyectos y comercializar los productos 
de forma cooperativa.

La organización en torno a la comercia-
lización posibilitó regular las ventas y 
aumentar los precios, absorbiendo la de-
manda de los principales centros comer-
ciales de Valparaíso y Santiago. El aumen-
to de los ingresos económicos a su vez les 
permitió mejorar sus condiciones labora-
les, pues les dio la posibilidad de adquirir 
nuevos equipamiento y embarcaciones. 

“…el comercio acá lo teníamos regulado, entonces eso significó que 
los precios iban subiendo y habían  muy pocas partes del país donde  se 
encontraban machas, estamos muy cerca de los  centros comerciales  de 
valparaíso y santiago entonces teníamos mucha demanda y muy buena 
demanda, era muy bueno en ese tiempo, todos renovábamos nuestros 
equipos con facilidad, comprábamos motores, renovamos nuestros botes...“

(Entrevista Nº1)



84

Por otra parte, es importante destacar que 
para los pescadores, la actividad turística 
en la Bahía de Quintero es significativa 
pues impulsa el desarrollo de otras activi-
dades (comercio y servicios) e incrementa 
las oportunidades de empleo en las épo-
cas estivales. El aumento de la población 
flotante en los meses de verano es un fac-
tor importante para el fomento de la pes-
ca artesanal, ya que en esta época del año 
se incrementaban las ventas de los pro-
ductos marinos provenientes de la caleta 
de Ventanas, no solo en la misma locali-
dad, sino también en balnearios aledaños 
como Marbella y Maitencillo.

La conjugación de todos estos factores 
posibilitó un periodo de auge de la pesca 
artesanal en la caleta de Ventanas desde 
mediados de la década de 1980 hasta 
aproximadamente finales de 1990. Esto 
se expresaría en el aumento considerable 
pescadores y embarcaciones, así como 
en la generación de empleos indirectos 
asociados a la cadena productiva de la 
pesca artesanal. Es decir a la extracción, 
transformación y comercialización de los 
productos.

“…también tomaban parte en la actividad, los encarnadores, las

personas que ayudaban a sacar los productos del bote, los cargadores y
eso una cadena… si al final de cuentas, en un lugar donde hay ingresos 
todo se mueve...“

(Entrevista Nº4)

“…teníamos una buena calidad de vida, nos permitía alimentarnos educar a 
nuestros hijos y vivir en nuestra comunidad...“

(Entrevista Nº7)

Ese dinamismo de la actividad pesquera 
artesanal era percibida en forma muy po-
sitiva por los pescadores, quienes relatan  
cómo el aumento de los ingresos permitía 
el desarrollo laboral  en un lugar que sen- 

tían como propio (la caleta) y que favore-
cía a la comunidad. Asimismo, existía la 
posibilidad de dar a los hijos una mejor 
proyección educativa.

ANGEL VIOLETA GUAJARDO ROMERO
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De acuerdo a lo anterior es posible iden-
tificar una serie de recursos presentes en 
el desarrollo de la pesca artesanal en la 
Caleta de Ventanas. Por un lado, están los 
recursos naturales que se encontraban en 
el territorio, y por otro, los forjados por la 
comunidad de pescadores, que permiten 
analizarla desde lo que Macías y Saavedra 

(2012) consideran como la consolidación 
de una economía pesquera artesanal, con 
fuerte arraigo histórico cultural, constitu-
tiva de un sistema de producción local. A 
continuación se presenta un cuadro en el 
que se categorizan los recursos identifica-
dos a través del relato de los pescadores:

Cuadro 1. Categorización de los recursos presentes en el desarrollo de la  
                        pesca artesanal en la Caleta de Ventanas.
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2. La vulnerabilidad socio 
ambiental en la actividad 
pesquera

En forma posterior a la consolidación de 
la pesca artesanal como un sistema eco-
nómico de base local, los pescadores em-
piezan a percibir una serie de cambios en 
el ecosistema marino que posteriormen- 
te tendría profundas consecuencias en el 
desarrollo de la actividad. Entre sus rela-
tos puede percibirse la coincidencia de 
hitos históricos que iban de manera para-
lela, pero que ciertamente estaban vincu-
lados entre sí.

Los pescadores identifican un episodio 
significativo que marca un antes y un 
después, para la actividad pesquera en 
la bahía. De forma repentina, observa-
ron un acontecimiento completamente 
inédito: la mortandad masiva de crías de 
machas alrededor de los bancos natura-
les, seguido por una notable disminución 
de los recursos marinos. En una primera 
instancia, aluden al hecho de poca infor-
mación fehaciente que explicara estos 
fenómenos,  y ante este escenario de in-
certidumbre los pescadores reflexionaron 
acerca de su responsabilidad sobre estos 
acontecimientos. Resulta comprensible 
esta reacción, ya que las transformaciones 
observadas fueron consideradas como 
una amenaza para la sostenibilidad de la 
actividad. 

Ante la amenaza percibida los pescadores 
desarrollan un proceso de cambio en su 
cultura netamente extractiva a otra con 
mayor regulación, en donde se empieza a 
desarrollar un proceso de autorregulación 
normada a través del establecimiento de 
áreas de manejo y un sistema de cuotas 

de extracción y de días de trabajo. De for-
ma paralela se desarrolla un proyecto de 
hidrocultivos con especies introducidas. 
Paradójicamente esta significativa inicia-
tiva está relacionada con un episodio que 
marca el declive de la actividad pesquera 
en la Caleta de Ventanas. Los cultivos de 
ostras japonesas, los cuales son clausu-
rados en el año 1999 tras varios casos de 
intoxicación por consumo de mariscos 
contaminados, provenientes de la Cale-
ta de Ventanas. Los análisis son tajantes: 
alta concentración de cobre, tanto en los 
recursos de los cultivos, como de las áreas 
de manejo. 

Por primera vez los pescadores toman 
conciencia de que se encuentran en una 
zona de alto riesgo, desde el punto de 
vista de la exposición a los afluentes del 
complejo industrial. Por otra, parte la evi-
dencia de la contaminación disminuye 
notoriamente la demanda de pescados 
y maricos provenientes de la Caleta de 
Ventanas y como consecuencia muchas 
personas pierden su fuente laboral. En 
primera instancia casi la totalidad de los 
empleos relacionados indirectamente a 
la actividad se ven afectados, pero paula-
tinamente se empiezan a ver estos efectos 
en el propio gremio. 
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“…después el servicio de salud nos dijo que no podíamos seguir vendiendo, 
porque las ostras estaban contaminadas con altos índices de cobre, eso 
verde era cobre, así es la historia de las ostras, así de crudo  y así de fácil fue 
para el servicio de salud, decir aquí se cierra, ustedes no pueden vender más 
porque aquí hay contaminación, hay un alto índice de cobre en este caso y 
cadmio y también en los choritos, ostiones y después en el piure también, que 
también el piure, se, se crío en las líneas de cultivos...“

(Entrevista Nº4)

“…yo creo que hace unos 15 años atrás que se empezó a ver una pobreza, 
no marginal, pero si en algunas partes fue marginal, uno fue viendo que 
la calidad de la vivienda por ejemplo, muchos pescadores que quedaron 
sin poder educar a sus hijos, la calidad de vida de ellos mismos fue muy 
complicada, no tenían ni para pagar la luz, yo tengo unos vecinos, que 
los había visto cocinar a leña, el gas ya no era parte del presupuesto, yo 
no me puedo meter dentro de la olla pero…muy mala lamentable, ahora 
que yo te digo, con este proyecto de algas concreto, que apareció hace un 
año, ocho meses, ha mejorado un poquito, pero de aquí antes de eso era 
muy complicado, complicadísimo… y se empobreció la organización, se 
empobrecieron los pescadores… ahí vi yo empobrecerse a mi comunidad...“

(Entrevista Nº1)

La estabilidad económica y laboral des-
aparece y los pescadores empiezan a ex-
perimentar un proceso de precarización 
de sus condiciones laborales. De ser la 
base de la economía local de la Caleta de 
Ventanas, la actividad pesquera pasa a 
ser una actividad poco significativa. Así, 

disminuye notablemente la cantidad de 
embarcaciones y de personas dedicadas 
a la actividad. Muchos pescadores se ven 
obligados a migrar hacia otras caletas o 
simplemente a desarrollar otras activida-
des laborales.
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“…el futuro lo veo incierto, impredecible, no sé, 10 años más... no sé si 
será malo pensar que no va a existir más la caleta, que las generaciones 
se van terminando, hay muchos ancianos, si yo te digo que hace 30 años 
atrás muchos pescadores de 50, 40 años, hoy en día tiene 80, entonces y 
nadie viene detrás, no viene una nueva generación que esté inserta ahí con 
nosotros...“

(Entrevista Nº4)

El efecto de contaminación en el eco-
sistema marino, conlleva una serie de 
consecuencias para la actividad que van 
desde la pérdida de su fuente laboral a 
profundas transformación en su sistema 
cultural.

A nivel organizacional empiezan a gene-
rarse una serie de conflictos al interior del 
sindicato. Muchos socios manifiestan la 
necesidad de emprender acciones legales 
en contra de las empresas responsables 
del daño ambiental en la bahía. Sin em-
bargo, existe también un grupo que no 
apoya esta iniciativa, principalmente por-
que una parte considerable de la comu-
nidad trabaja o tiene algún familiar que 
trabaja en la empresa. 

Desde el ámbito cultural, todas estas 
transformaciones son percibidas por los 
pescadores como una amenaza para la 
continuidad de la tradición pesquera en 
la caleta. Ello debido a la disminución 
en la cantidad de personas dedicadas al 
oficio, causada  por la migración obliga-
da de muchos socios hacia las caletas del 
sur y la reconversión laboral de otros. De 
esta manera, las dificultades para poder 
seguir desarrollando la actividad en la 
caleta, imposibilitaron de alguna manera 
el traspaso de los saberes pesqueros a las 
generaciones más jóvenes. Estas transfor-
maciones en el ámbito cultural, también 
afectan lo más profundo de la identidad 
del pescador artesanal y amenazan su 
subsistencia. Desde lo exógeno, se sub-
estima el valor productivo de una activi-
dad con fuerte arraigo histórico cultural 
y desde lo endógeno, se pierden las direc-
trices y motivaciones, ante un escenario 
medioambiental tan adverso.

ANGEL VIOLETA GUAJARDO ROMERO
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Por otra parte los pescadores consideran 
que desde que se evidenció el impacto de 
la contaminación en la bahía, en la cale-
ta de Ventanas se ha experimentado un 
fenómeno de segregación socio espacial, 
determinado por la migración de los an-
tiguos veraneantes pertenecientes a una 
clase social más acomodada y la posterior 
devaluación de los terrenos. Este fenóme-

no tendría un impacto negativo en su con-
dición de habitabilidad, principalmente 
en los meses de verano, ya que creen que 
al bajar los precios de los terrenos, estos 
fueron adquiridos por personas de una 
clase social más baja, lo que relacionan 
con el aumento de la delincuencia y una 
creciente sensación de inseguridad res-
pecto del lugar que se habita.

“…hace un par de años no más, no hace tanto, y después no quisieron venir 
más y ahora veranean pa allá en la laguna de zapallar, porque allá es más 
ordenado que acá, acá en cambio en el verano se pone complicado, mire acá 
uno tiene que vivir encerrado con rejas, nunca en mi vida aquí en ventana,…
yo lo quiero harto porque nací aquí y voy  a morir aquí, pero así están las 
cosas ahora… empezó a llegar esto, empezó a contaminar y chao. a la gente 
que tiene sus recursos no le gusta estas cosas...“

(Entrevista Nº1)

Desde la perspectiva de los estudios sobre 
desastres medioambientales,  aparece  el 
concepto vulnerabilidad, el cual es útil 
para la comprensión de la situación ac-
tual del pescador artesanal y el impacto 
que tuvieron para la actividad, las trans-
formaciones experimentadas en el eco-
sistema marino, producto de la industria-
lización de la bahía.

De acuerdo a la Cepal (2001), la vulnera-
bilidad ambiental es un concepto multi-
dimensional integrado por los siguientes 
componentes; i. el grado de exposición, 
entendido como el tiempo y modo de so-
metimiento de un ecosistema a un cam-

bio externo; ii) la sensibilidad o grado de 
afectación del sistema, sometido a un 
cambio externo o la magnitud de la res-
puesta de un sistema a un evento externo; 
y iii) la capacidad de adaptación, como la 
capacidad del sistema a ajustarse al cam-
bio externo, moderar los daños potencia-
les, aprovechar las oportunidades o hacer 
frente a las consecuencias. Es posible ob-
servar en esta definición una compleja 
relación entre el elemento externo y la 
capacidad de enfrentamiento de una de-
terminada comunidad a un riesgo deter-
minado (probabilidad de sufrir daño por 
la presencia de alguna amenaza7)

7 Se entenderá por amenaza a la probabilidad latente de ocurrencia de un fenómeno potencialmente desas-
troso, ya sea de origen natural o antrópico (Cepal, 2001).
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De acuerdo con lo anterior, es posible ob-
servar dos hechos que contribuyen a in-
crementar la situación de vulnerabilidad 
socioambiental de la comunidad local y 
de los pescadores. El primero está relacio-
nado con la falta de legislación ambiental 
en la época de la instalación del comple-
jo industrial. El segundo, en tanto,  tiene 
que ver con la falta de información sobre 
los impactos eventuales de un proyecto 
de esta envergadura, al menos por parte 
de la comunidad local, ya que el discurso 
oficial aseguraba que el proyecto no cau-
saría daños al medioambiente local. Los 
informes técnicos de la época considera-
ban que la zona de Ventanas presentaba 
mejores condiciones para dispersión de 

los gases (Sabatini, 1996), pero no existía 
información sobre los posibles impactos 
en el ecosistema terrestre ni marino. Tres 
décadas más tardes la bahía es tipificada 
como zona saturada de SO2 y material 
particulado respirable, y por otra parte, se 
evidencia la contaminación del ecosiste-
ma marino.

Al recorrer el relato de los pescadores es 
posible identificar los elementos que se 
encuentran expuestos al riesgo de la con-
taminación, que corresponden al análisis 
de los recursos efectuado en el primer ca-
pítulo, pero además se puede reconocer 
la percepción del daño que sufre la activi-
dad pesquera. 

Esquema 1. Recursos expuestos a la contaminación ambiental y daños percibidos

ANGEL VIOLETA GUAJARDO ROMERO
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La forma como los pescadores significan 
su realidad surge de la reflexión acerca 
de los daños percibidos, en los diversos 
recursos que se vieron expuestos, y a la 
amenaza que resultó ser para la actividad 
pesquera la instalación del complejo in-
dustrial.

La contaminación del ecosistema afectó 
de manera directa a la biodiversidad ma-
rina, recurso indispensable para el desa-
rrollo de la actividad, pero también puede 
sostenerse que el daño se extiende tam-
bién al resto de los recursos que forman 
parte del sistema económico pesquero  
en la caleta. 

La apreciación de los daños está bastan-
te extendida y da cuenta de la limitada 
capacidad que tienen las comunidades 
locales para hacer frente a los riesgos que 
son manejados por otros actores con ma-
yor poder dentro del territorio. Lo anterior 
aun considerando los recursos que dentro 
de la comunidad fueron activados. Esta 
limitación también está relacionada con 
la imposibilidad de decidir su propio de-
sarrollo y del territorio en el que habitan. 
Y además, la incapacidad de enfrentar el 
riesgo por parte de los pescadores, dañan-
do los recursos que posibilitan el desarro-
llo de la actividad.

3. La vulnerabilidad 
socioambiental de la Bahía de 
Quintero, como producto de un 
proceso estructural

En los relatos de los pescadores es posible 
también identificar las responsabilidades 
que son asignadas a los distintos actores 
involucrados en el conflicto ambiental de 
la bahía.

En primer lugar se establecen las respon-
sabilidades políticas, que para los pesca-
dores, han puesto en riesgo el desarrollo 
de la actividad pesquera en la Caleta de 
Ventanas. Esta percepción está sin duda 
también condicionada por una serie de 
siniestros medioambientales recientes, 
como la masiva intoxicación de alumnos 
de la escuela de la Greda por dióxido de 
azufre el año 2011 y el derrame petróleo 
el año 2014 y 2015, que perfilan al Estado 
– Gobierno como el actor clave y prepon-
derante en el control de las variables fun-
damentales de las amenazas. 

En este sentido, el pescador considera que 
ha sido directa y profundamente afectado 
por la forma que ha tomado el desarrollo 
en la zona, ya que cree que se ha exacer-
bado la industrialización de estas locali-
dades, sin que se haya avanzado en otros 
aspectos del desarrollo como la calidad 
de vida, la protección del medio ambiente 
y de la salud humana. Ante este escenario, 
es la comunidad la que paga los mayores 
costos en pos del desarrollo del país8.

7 El proyecto de industrialización de la Bahía de Quintero se enmarca dentro de la lógica estatal de desarrollo 
energético e industrial del país, proyecto que se gestó bajo el alero de un vacío institucional que además per-
mitió la expansión del complejo industrial. Esto último a pesar de que en 1993 la bahía fue declarada como la 
primera zona saturada para dióxido de azufre y material particulado respirable del país (Conama, Seremi de 
Salud y Sag, 2007), llegándose a concentrar en la actualidad, más de diez empresas con faenas industriales.
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“y nos siguen metiendo industrias y nos siguen metiendo cuento, 
el país se desarrolla, yo creo que como chileno se tiene que seguir 
desarrollando porque chile lo necesita, pero lo que no me convence a mí 
como chileno y como ventanino es que se exagere en un lugar determinado 
que perjudica a tanta gente, yo ese es el dolor que tengo, el país se tiene que 
seguir desarrollando, pero no puede ser en un lugar estratégico donde 
tengamos que pagar los costos tan altos del desarrollo y ver como se 
desmorona todo lo que existía“

(Entrevista Nº3)

“…estratégicamente creo que se piensa que esta caleta debe desaparecer, 
no me queda otra alternativa que pensar, porque a la edad que tengo con 
la experiencia que tengo como dirigente, se han hecho todas las gestiones 
para lograr una infraestructura, para lograr una inversión del estado en 
caleta de ventanas, se han hecho todas las gestiones para que se invierta en 
la caleta y nos parecía extraño que en las caletas vecinas se invierta tanta 
plata y acá no...“

(Entrevista Nº1)

Con respecto al rol del gobierno local, se 
considera que ha existido un manejo in-
adecuado de la problemática ambiental, 
ya que por mucho tiempo no contó con el 
asesoramiento técnico necesario para ve-
lar por la protección del medioambiente y 
la salud humana, lo cual es especialmente 
relevante en una comuna con un empla-
zamiento industrial de estas caracterís-
ticas. Además existe la percepción de un 
desentendimiento de las responsabilida-
des por parte de la empresa Codelco, ya 
que cuando se produce el traspaso desde 
Enami, ésta no reconoce el daño histórico 
a la comunidad y al ecosistema.

Los pescadores consideran que el retro-
ceso de la actividad es un hecho de co-
nocimiento público y que a pesar de ello 
no se ha recibido la atención necesaria 
por parte de las instituciones estatales. 
De acuerdo a sus relatos, esto se debería 
al hecho de que se pretende erradicar la 
actividad pesquera de la zona, lo que se 
evidenciaría en la reducción del espacio 
costero destinado a la actividad y a la nula 
inversión estatal en el sector.
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En segundo lugar se identifica que las em-
presas emplazadas en la zona, además de 
su responsabilidad en cuanto a la conta-
minación ambiental del ecosistema, am-
parada en la legislación ambiental  chi-
lena con estándares muy bajos9, tendría 
una influencia importante sobre la co-
munidad. Para los pescadores existiría un 

manejo de esta por parte de las empresas, 
quienes con la ayuda de asesoría externa 
se han acercado a las organizaciones de 
base comunitaria  con el afán de dividir 
a la comunidad y desviar la atención del 
problema de la contaminación del que 
son responsables.

“la capacidad que han tenido ellos como empresa con sus asesorías, 
con sus consultorías externas, han logrado de alguna manera opacar o 
entre comillas querer manejar mejor la comunidad y no me cabe ninguna 
duda que así ha sido, han querido sentarse a conversar..., han tenido la 
capacidad de acercarse a las juntas de vecinos a los dirigentes a lugares 
muy especiales de distracción...“

(Entrevista Nº2)

“...ahí nosotros no quisimos hacer demandas porque estaba buena la venta 
del loco, entonces no quisimos hacer tanta alarma y no hicimos nada, 
quedamos ahí no más y se perdió y se perdió no más...“

(Entrevista Nº5)

En tercer lugar los pescadores atribuyen 
responsabilidades a la comunidad, pre-
cisamente porque esta se encuentra divi-
dida, cosa que dificulta el abordaje colec-
tivo del problema, que según reconocen, 
los afecta a todos.

Asimismo, los relatos también eviden-
cian la responsabilidad que como gremio 
les cabe en este problema. La percepción 
en este sentido es que su reacción no fue 

oportuna. Cuando ocurrió el primer he-
cho que evidenció la contaminación del 
ecosistema marino y los hidrocultivos de 
ostras fueron clausurados, ellos no toma-
ron las acciones legales correspondientes. 
Esto, por temor a que la demanda de los 
recursos disminuyera y la situación em-
peorara. En la actualidad piensan que 
esta decisión fue poco consecuente si se 
consideran las pérdidas y la envergadura 
del problema.

9 La norma diaria  chilena para dióxido de azufre es de 250 mg/m3 N, mientras que para la Organización 
Mundial de la Salud   (OMS) y  los países de la Comunidad Europea es de 125 mg/m3 N y para  Suiza es de 100 
mg/m3 (Consejo Ecológico Puchuncaví – Quintero, 2006).
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“pero sabemos también que quienes han causado perjuicio a los pescadores 
deben pagar por eso, y por eso presentamos demandas concretas, para 
mejorar la calidad de vida y para eso los responsables deben pagar, como en 
caso de hechos puntuales como panimex, o el derrame de hidrocarburos que 
hizo  puerto de ventanas...“

(Entrevista Nº1)

No obstante lo anterior, una vez que to-
man conciencia de las consecuencias y 
del perjuicio, los pescadores, en conjunto 
con parte de la comunidad, se organizan 
para tomar acciones legales con el objeti-

vo de que las partes involucradas es decir, 
las empresas y las instituciones guberna-
mentales correspondientes, asuman sus 
responsabilidades frente a la problemáti-
ca ambiental de las comunas.

Este punto no estuvo exento de controver-
sias. Por una parte, al interior del sindicato 
existía desconfianza respecto de la efecti-
vidad estas acciones, pues se considera-
ban en una situación desfavorable, ya que 
las empresas tienen la capacidad de ase-
sorarse legalmente, mientras ellos no.  Por 
otra, existiría un conflicto de intereses, ya 
que las empresas son una fuente de em-
pleo importante y esto crea tensiones con 
el resto de la comunidad. A pesar de lo an-
terior los pescadores están conscientes de 
que sus derechos habían sido vulnerados 
y de la necesidad de actuar al respecto.

De acuerdo al relato de los pescadores es 
posible establecer cuáles son los actores 
que intervienen en el proceso de cons-
trucción del riesgo en la bahía. La idea del 
riesgo como construcción social, se refiere 
a las relaciones que se configuran entre el 
actual modelo de desarrollo y los regíme-
nes políticos que lo respaldan. Siguiendo 
los planteamientos de Beck (1994), el ries-
go sería el resultado de la propia lógica de 
la sociedad industrial.

Es necesario comprender que, en un esce-
nario de riesgo ambiental, todos los com-
ponentes configuran la vulnerabilidad. 
Es por esto que se introduce la noción de 
estructura de vulnerabilidad, que traslada 
el foco de atención a las relaciones entre 
los distintos actores que intervienen en el 
proceso del riesgo (Rubio, 2012). Dichas 
relaciones son complejas desde el punto 
de vista de la interdependencia, pues la 
capacidad que tenga un agente de nego-
ciar los riesgos, potencia o limita las capa-
cidades de los otros actores.

De esta forma, para analizar la estructura 
de vulnerabilidad en la Bahía de Quintero, 
es necesario poder determinar cuáles son 
los distintos actores involucrados y cuál es 
la capacidad de decisión de cada uno en 
el escenario del riesgo. Pero además se 
plantea la necesidad de introducirse en 
el marco de relaciones de poder y control, 
que limita o posibilita la acción que cada 
actor ejerce sobre el territorio y sobre los 
demás actores. Este concepto cobra ma-
yor relevancia en escenarios donde solo 
un agente es capaz de controlar las va-
riables fundamentales de las amenazas 
(Rubio, 2012). 
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Con respecto a la relación entre las em-
presas, tanto estatales como privadas, y 
la comunidad, Sabatini (1996) considera 
que existe un prolongado conflicto, carac-
terizado por un proceso secuencial donde 
se presentan impactos ambientales, toma 
de conciencia,  organización de la comu-
nidad, respuesta de las empresas y salida 
del conflicto. Las secuencias y salidas del 
conflicto han estado condicionadas por 
el contexto político nacional e internacio-
nal, la situación demográfica y social,  los 
patrones culturales prevalecientes, y por 
el marco legal en que ocurre el conflicto. 
En esta relación conflictiva cuando se ha 
llegado a un equilibrio, éste se debería a 
una extorsión subordinada, en donde la 
comunidad recibe aportes por parte de las 
empresas a cambio de un relativo silencio, 
sobre el problema de la contaminación. 

El accionar conjunto de los pescadores y 
las organizaciones comunitarias se man-
tuvo activo hasta el año 2013. Desde el 
2008 al 2013 se presentaron al menos 40 
denuncias por varamiento de carbón en 
la caleta de Ventanas, sin que las autori-
dades hayan determinado responsables o 
tomado medidas para evitar que se repi-
tiera. Posteriormente, en el año 2014, lue-
go del derrame de petróleo por parte de la 
empresa Enap, el movimiento se amplió 
y se reactivó fuertemente. A pesar de los 
esfuerzos de la comunidad, la situación 
en la actualidad no ha mejorado y por el 
contrario, el movimiento volvió a decaer. 

Lo anterior hace necesario indagar sobre 
las reales posibilidad que tiene la comu-
nidad de enfrentar problemáticas de esta 
índole. El análisis de las dimensiones es-
tructurales de la vulnerabilidad (Sánchez 
y Egea, 2011), sostiene que las desigualda-
des sociales, la falta de oportunidades, el 

deficitario acceso a la protección social y el 
débil empoderamiento de los colectivos, 
son determinantes en la vulnerabilidad 
de las personas y grupos desfavorecidos.

Desde el punto de vista de las estrategias 
de enfrentamiento, este enfoque hace 
énfasis en la comprensión de las condi-
ciones de vida cotidiana de los individuos 
y comunidades, para enfrentar y resguar-
darse de los siniestros o eventos que los 
llevan a una situación de vulnerabilidad. 

En este punto es posible identificar las 
múltiples fuentes de la vulnerabilidad 
(Sánchez y Egea, 2011) de la comunidad 
pesquera:

• Las de  naturaleza estructural. Deriva-
das de las inequidades que se generan a 
partir de relaciones asimétricas de poder 
en el proceso de la toma de decisiones 
respecto del uso del territorio y el tipo de 
desarrollo que se quiere impulsar. 

• Las de naturaleza coyuntural. Por ejem-
plo la priorización de modelos de indus-
trialización en desmedro de la economía 
tradicional y el debilitamiento o inexis-
tencia de la institucionalidad medioam-
biental. 

• Las que se originan a partir de las ca-
racterísticas propias del pescador arte-
sanal. Los pescadores  presentan una alta 
fragilidad relacionada con la actividad 
que desarrollan, que es dependiente de 
recursos naturales, y con pautas cultura-
les que desfavorecen un enfrentamiento 
oportuno de los siniestros o eventos, lo 
que los expone a la pérdida de su sistema 
de sustento, su calidad de vida e incluso a 
alteraciones culturales importantes.
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La idea de la estructura de vulnerabilidad 
sugiere que ésta se construye a partir de 
las diferentes capacidades de los actores 
involucrados en un escenario de riesgo. 
Como se mencionó, en un escenario de 
riesgo todos los componentes se consti-
tuyen en factores que la aumentan, lo que 
quiere decir que la vulnerabilidad es más 
bien un atributo que surge del escenario 
en su conjunto más que en las caracterís-
ticas específicas de sus componentes.

La profunda interdependencia entre los 
elementos y actores que existen en el te-
rritorio, es decir, la estructura de las rela-
ciones que subyacen al riesgo, determina 
la capacidad de negociar los riesgos por 
los distintos actores involucrados. 

El centralismo que se puede observar 
en la toma de decisiones con respecto al 
manejo de las amenazas emanadas de la 
industrialización de la bahía, podría in-
crementar el diferencial de la capacidad 
para el enfrentamiento del riesgo. De esta 
forma los pescadores y la comunidad lo-
cal, no quedan bien posicionados, debido 
a que su poder en la toma decisiones se ve 
limitado y condicionados por el manejo 
centralizado de los factores que determi-
nan y definen las amenazas en la Bahía de 
Quintero. 

Esquema 2. Principales actores involucrados en el conflicto ambiental 
                             de la Bahía de Quintero

ANGEL VIOLETA GUAJARDO ROMERO



97

4. Conclusiones

El deterioro ecológico que han sufrido las 
comunas de Quintero y Puchuncaví se evi-
dencia en su tipificación de zona saturada 
de dióxido de azufre y material particula-
do respirable (Conama, Seremi de Salud y 
Sag, 2007). Pero para poder comprender 
el estado de vulnerabilidad socioambien-
tal en que se encuentra hoy gran parte de 
la comunidad, es necesario comprender 
la conflictiva trama de relaciones que se 
generan en el territorio.

El análisis de los significados comparti-
dos por los pescadores, permite acercarse 
a una manera diferente de comprender 
el concepto de vulnerabilidad, no como 
una característica propia de los indivi-
duos- capaces de llevar una vida expuesta 
y sensible de afectación- sino como una 
construcción compleja forjada a través 
de las relaciones sociales y con el entorno 
(vulnerabilidad socioambiental).

En la profundización de estos significados 
compartidos sobre las transformacio-
nes que acarreó la industrialización de 
la bahía, es posible observar un impacto 
negativo para la actividad pesquera y un 
daño irreparable en los diversos recursos 
forjados al interior de la organización, 
tanto desde el análisis del estado actual 
de la actividad, como desde la percepción 
de los sujetos.

La vulnerabilidad socioambiental, desde 
esta perspectiva, se puede ver incremen-
tada dependiendo del grado de afección 
y daño que puede sufrir una comunidad, 
luego de haber desplegado los recursos 
disponibles para enfrentar la amena-
za. Esta situación  puede volverse crítica 
cuando la capacidad de enfrentamiento 
es limitada y algunos daños se tornan 
irreparables. 

En este sentido, el análisis del fenómeno 
de la pobreza desde una perspectiva mul-
tidimensional, permite comprender los 
distintos aspectos de la vida del pescador 
que se vieron afectados en el proceso de 
transformación de la Bahía y explicar el 
estado en que se encuentra la actividad 
en la actualidad. Esta situación,  afectó la 
dimensión existencial del tener, ya que la 
subsistencia del pescador basada en los 
recursos marinos se hace insostenible y, 
asimismo,  repercute también en la di-
mensión existencial del ser. El pescador 
artesanal, en este sentido, se define como 
un sujeto en el que está presente la tradi-
ción local y familiar, rica en saberes am-
bientales (saberes pesqueros) y cultura-
les. De esta forma, la actividad pesquera 
artesanal se significa como algo más que 
un simple oficio. Implica además una re-
lación más íntima con el medio. Desde 
esta perspectiva, la imposibilidad de se-
guir realizando la actividad, ya sea por la 
falta de recambio generacional o por las 
condiciones ambientales presentes en 
la zona, afecta también la propia identi-
dad de los sujetos, quienes se han visto 
obligados a diversificar el uso de la cale-
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ta hacia actividades de otro tipo. En esto, 
ven cómo una rica tradición que combina 
saberes y haceres se va paulatinamente 
extinguiendo.

La vulnerabilidad socioambiental del pes- 
cador artesanal se expresa de forma evi-
dente en la desaparición o merma de los 
diferentes recursos forjados al interior 
de la organización y está condicionada 
por las relaciones que se establecen con 
los actores con mayor poder de decisión, 
acción y manejo del riesgo en el territorio 
(estructura de vulnerabilidad).

La noción que tiene el pescador de encon-
trarse en una lucha constante por mante-
ner su tradición y defender sus recursos, 
así como muestra lo conflictivo de esta re-
lación con los distintos actores y usos que 
se han definido para la bahía, da cuenta 
además de cómo es posible la activación 
de los recursos sociales, aun en contextos 
en que la vulnerabilidad de las comunida-
des es alta.

En este sentido, la movilización como re-
curso social para el enfrentamiento de los 
problemas socioambientales, en la Bahía 
de Quintero, adquiere matices diferentes 
en comparación con otros casos que se 
pueden observar en nuestro país. Como 
ejemplo, podríamos tomar el caso de las 
movilizaciones en la comuna de Freirina, 
en donde la comunidad se ve obligada a 
organizarse para poder enfrentar la ame-
naza medioambiental proveniente de las 
instalaciones de las empresas Agrosuper. 
Finalmente se logra el objetivo, a pesar de 
las dificultades (INDH, 2012). El caso de 
la Bahía de Quintero es bastante diferen-
te, ya que el problema medio-ambiental 
es de larga data y a pesar de los distintos 
ciclos que ha tenido la organización de la 

comunidad, sus demandas no han tenido 
una respuesta satisfactoria. Una respues-
ta para esta diferencia podría estar dada 
por el hecho de que la comunidad en la 
Bahía de Quintero, debe enfrentar varios 
actores con diferente grados poder de de-
cisión y acción dentro del territorio.

De acuerdo al relato de los pescadores, el 
Estado – Gobierno se presenta como un 
actor clave en el conflicto, pues fija el mar-
co normativo que permite la expansión 
del complejo industrial. El hecho de que 
el Estado – Gobierno sea un actor central y 
con mayor poder de decisión y acción, po-
dría estar perpetuando y volviendo más 
crítica la vulnerabilidad socioambiental 
de la comunidad local. 

La capacidad de intervención y negocia-
ción de la comunidad en las decisiones 
relevantes para el desarrollo local se en-
contraría claramente disminuida. En este 
sentido, se ve mermada la dimensión 
existencial del hacer, al verse coartadas 
las posibilidades de acción y decisión so-
bre su propio desarrollo. Evidentemente 
existen una serie de decisiones tomadas 
por parte del Estado – Gobierno, que han 
afectado el propio desarrollo del terri-
torio, pero que también han vulnerado 
el derecho constitucional de vivir en un 
medio ambiente libre de contaminación. 
Esto resulta paradójico si se considera 
que este derecho fundamental emana de 
la misma entidad que permite su vulnera-
ción de segunda categoría.
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Tras el análisis de la riqueza de recursos 
forjados por los pescadores, del modo en 
que cada uno de estos recursos comienza 
a ser amenazado y del concepto de vulne-
rabilidad, surge la necesidad del desarro-
llo de una mayor cantidad de estudios que 
profundicen en la noción de estructura de 
vulnerabilidad. Tal profundización podría 
expandir la mirada a la estructura supe-
rior dentro de la cual están insertos los 
sujetos y de esta forma trasladar el foco 
de atención a las relaciones que subyacen 
a un escenario de riesgo socioambiental. 
Ello como una forma más amplia de en-
tender cómo se generan y reproducen los 
conflictos socioambientales y cómo estos 
repercuten en la situación de pobreza de 
las personas que habitan los territorios 
afectados.
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Resumen

El presente artículo expone los principales resultados de investigación 
efectuada en el trabajo de tesis del Magíster de Ciencias Sociales, men-
ción Sociología de la Modernización de la Universidad de Chile2. El estu-
dio indagó en los procesos de elección de escuelas por parte de familias 
de clases medias y vulnerables de la comuna de La Florida, específica-
mente en la distinción entre la elección de establecimientos municipa-
les y particulares subvencionados. Los resultados muestran que aparte 
de limitantes económicas y de distancia, en el proceso de elección de 
escuela se produce también un complejo proceso de construcción de 
identidad colectiva, que opera a modo de una diferenciación al interior 
mismo de los sectores populares, donde emerge con potencia la figura 
del “flaite” como personaje amenazante, que marca la posibilidad del 
descenso social para familias que tienen experiencias cercanas a la po-
breza y que por un lado ven amenazadas sus aspiraciones de ascenso 
social y por otro, temen mezclarse y confundirse con el temido “flaite”.

Agradezco los importantes aportes para el desarrollo de este trabajo 
de mi profesor guía de tesis Manuel Canales y mi tutora de Tesis País 
Marlene Mesina; ambos con sus observaciones al texto y conversaciones 
orientaron y enriquecieron ampliamente mi mirada sobre el tema

Palabras claves: Modelo Educativo; Elección establecimientos, Identidad. 

1 Psicólogo Universidad de Chile; el presente artículo está basado en la investigación “Elección de escuela: la 
búsqueda de diferenciación y de identidades en grupos medios de La Florida” Tesis para optar al grado de 
Magister en Ciencias Sociales con mención en sociología de la modernización, Facultad de Ciencias Sociales 
Universidad de Chile. Profesor guía: Manuel Canales, Santiago, 2015.

2 Realizada en el marzo del Proyecto FONDECYT N° 1130430 “El soporte socio-cultural del mercado escolar”
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Introducción

En Chile el modelo de educación tiene 
como supuestos principales la posibilidad 
de elegir entre una gama de oferta educa-
tiva público-privada. En el ámbito priva-
do, el modelo de mercado3 en educación 
implica desde sus supuestos, que las fami- 
lias se comportan como agentes raciona-
les4, capaces de optimizar los beneficios 
obtenidos de la oferta educativa según la 
relación precio/calidad. Esta lógica impli-
caría que los establecimientos que ofre-
cen una educación de mala calidad no 
serían elegidos por las familias, y éstas op-
tarían por mantenerse solo en las escue-
las que ofrecen educación de calidad.  

Desde esta óptica, Chile puede conside-
rarse como un caso emblemático para el 
estudio del modelo de mercado en edu-
cación; por más de 30 años a nivel nacio-
nal se han aplicado de forma sistemática 
y de manera conjunta las principales 
propuestas de los teóricos del modelo de 

mercado educativo, lo que ha transforma-
do el caso chileno en un caso paradigmá-
tico: “(…) una falacia teórica de un economista 
neoliberal (milton friedman) y la escuela de 
chicago, se transformó en un experimento de 
política educativa en un régimen dictatorial sin 
legitimidad” (redondo, 2005.p 5)

En efecto, se han aplicado por 3 décadas 
recomendaciones generales y otras pro-
fundas de este modelo de mercado edu-
cativo, como el financiamiento mediante 
voucher, la competencia entre escuelas, 
la privatización, la libre elección de los 
padres, el copago, la selección de estu-
diantes y la evaluación universal a través 
de pruebas estandarizadas difundidas 
a la opinión pública: “de acuerdo al banco 
mundial y la oecd, se trata quizás del caso más 
radical de aplicación del modelo de mercado a 
la educación escolar” (bellei, 2012.p 10). 

1 En este sentido, la especificidad del caso chileno refiere al mercado como regulador del sistema educativo, 
el cual en el plano teórico concibe como elemento central la competencia entre establecimientos por las 
preferencias de las familias y la libertad de estas para elegir establecimiento educacional para sus hijos. Esto 
supone que las familias deberían elegir las mejores escuelas de acuerdo a un criterio de calidad, lo que obli-
garía a las malas escuelas a mejorar o salir del mercado; el modelo de mercado de educación promueve la 
participación de los privados en la educación y somete a la oferta pública a la misma lógica de competencia 
(Friedman, 1955; Chubb y Moe, 1990; Howell y Peterson, 2006; revisiones empíricas en Ladd, 2003; Levin y 
Belfield, 2006; Witte, 2009; citados por Bellei, 2012).

2 La Teoría de la Elección Racional es una perspectiva teórica general del comportamiento humano y se refiere 
a toda clase de interacciones y situaciones sociales; construida con aportes de variados académicos como 
Arrow, Nash, Schelling, Becker entre otros, tiene como planteamiento central la primacía del interés perso-
nal como fundamento de la acción humana, cuestionando las ideas de interés y voluntad colectiva. Estos 
planteamientos van en contra de las ideas sobre intervencionismo estatal y sostienen que el mercado es un 
método de agregación de preferencias individuales consistente, lógico y autosostenible, lo cual implica des-
cartar conceptos como interés general, pueblo o mayorías al entenderlas como arbitrariedades (Vidal de la 
Rosa, 2008).

JUAN PABLO CAMPS CARREÑO
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El modelo chileno es un verdadero labo-
ratorio de profundización de políticas de 
mercado, que lo convierte en un campo 
de estudio con gran riqueza debido a su 
singularidad, en varios aspectos. Uno de 
ellos es la elección de escuelas por parte 
de las familias bajo este sistema, asunto 
que en Chile se encuentra en una etapa 
inicial de investigación. 

En la investigación realizada sobre la im-
plementación en distintos grados del mo-
delo de mercado en educación en algunos 
países, especialmente del mundo anglo, 
encontramos antecedentes sobre los fac-
tores que intervienen en la elección del 
establecimiento educacional que realizan 
las familias. Esta discusión tiene compo-
nentes referidos a la ciencia política y la 
filosofía política, ya que aborda la tensión 
entre los valores de la libertad e igualdad. 
Lo anterior refleja la oposición entre la 
lógica del mercado como materialización 
de la igualdad y la consideración del de-
recho a la educación como bien público 
(Bellei, 2012).

Desde la economía y la sociología de la 
educación se han estudiado los efectos en 
calidad y equidad educativa producidos 
en los modelos de educación de mercado 
(Carnoy & Mcewan, 2003; Gorard, Fitz, & 
Taylor, 2001; McEwan, 2001; Schneider, 
Schiller, & Coleman, 1995). Sin embargo, 
la mayor parte de la investigación se ha 
desarrollado en EEUU e Inglaterra. Sus 
principales resultados dan cuenta de 
distintas formas de realizar la elección 
de una escuela. Una de las opciones es 
la  relacionada con la clase social de las 
familias, obteniéndose que solo algunos 
sectores de la población con mayor ca-
pital cultural e información realizan una 
elección racional, que optimiza el bene-

ficio en función de las posibilidades dis-
ponibles, mientras que los estratos bajos 
privilegian aspectos más prácticos, como 
cercanía. Por otra parte, en Nueva Zelan-
da y Francia existiría una tendencia de los 
grupos medios a evitar el contacto con 
sectores bajos (Bellei, 2012).

En el contexto latinoamericano, Cecilia 
Veleda ha investigado sobre la elección de 
escuelas en la provincia de Buenos Aires 
por parte de estratos medios y bajos. La 
acción de los padres tiene como propósito 
evitar que sus hijos se expongan a situa-
ciones de violencia, para lo cual excluyen 
escuelas donde asisten niños marginales 
o provenientes de familias con costum-
bres impropias, como uso excesivo de 
garabatos, golpes y agresiones. Según la 
autora esto reflejaría una identidad social 
que se construye desde la negación de la 
pobreza y la necesidad de una diferencia-
ción moral (Veleda, 2003).

La investigación en este campo en Chile 
se encuentra en una etapa inicial y co-
rresponde, principalmente, a una línea 
de trabajo que ha utilizado encuestas y 
conductas observadas en la elección de 
los establecimientos. Estos estudios pre-
sentan resultados que tienen poca con-
sistencia, señalando que la calidad y el 
Simce son factores de gran importancia al 
momento de elegir (Gallego y Hernand, 
2009; Sapelli y Torche, 2012), y por otra 
parte, muestran resultados opuestos que 
arrojan que el Simce y la calidad no son 
un factor relevante (Elacqua y Fábrega, 
2006). Este último estudio mostró que los 
padres no conocían el Simce de la escuela 
que habían elegido, pese a que lo decla-
raban como factor de decisión y la infor-
mación que efectivamente utilizaban 
correspondía a nivel socioeconómico y 
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status social de las familias que asistían a 
la escuela. Según Bellei (2012) la inconsis-
tencia de estos estudios puede relacionar-
se con el poco conocimiento acumulado, 
instrumentos estandarizados con poca 
validez y la deseabilidad social como ses-
go en las respuestas.

En la última década Córdoba (2012), Na-
varro (2004) y Raczynski & Hernández, 
(2011) han realizado estudios cualitativos 
sobre esta materia, los que han sugerido 
que existe una heterogeneidad de prác-
ticas y niveles de reflexibilidad al elegir 
un establecimiento. Las familias pobres 
se guiarían por criterios distintos a la 
racionalidad que el mercado educativo 
supone, privilegiando aspectos econó-
micos, cercanía y evitación de escuelas 
inseguras. Raczynski & Hernández, (2011) 
profundizan en esta temática y proponen 
que la elección que despliegan las fami-
lias tienen sus raíces en su posición dentro 
de la estructura social, el capital cultural y 
económico del que disponen.

Los estudios cualitativos en Chile especi-
fican que la elección de escuelas estaría 
mediada por el capital cultural de las fa-
milias; a mayor capital cultural, las fami-
lias ponen en juego factores académicos, 
de estatus y tradición y a menor capital 
cultural, emerge el tema de la seguridad 
del establecimiento, la confianza y el am-
biente social (Rojas y Falabella en Candi-
na, 2013).

El panorama de los estudios sobre el caso 
chileno muestra hasta ahora un abordaje 
escaso del proceso de elección de diversi-
dad de clases sociales, ya que se ha cen-
trado casi exclusivamente en clases bajas. 
Si consideramos que muchos de los cam-
bios más importantes en la estructura 
social chilena actual se refieren a efectos 
de la modernización neoliberal en nuevos 
sectores medios con altos grados de vul-
nerabilidad, puede sostenerse que estas 
transformaciones deberían manifestarse 
singularmente en el mercado educativo, 
lo que muestra la relevancia de estudiar 
fenómenos referidos a educación en los 
grupos medios-bajos.

En este artículo propongo indagar sobre 
las prácticas de elección escolar de las fa-
milias pertenecientes a sectores medios y 
medios bajos, las que habitan en la comu-
na de La Florida en Santiago y que optan 
por escuelas particulares subvencionadas 
y municipales para sus hijos, así como, 
profundizar en uno de los hallazgos emer-
gentes de la investigación5. La figura del 
flaite como objetivación de las diferencias 
y construcciones identitarias intra clases.   
Tema que en Chile aún es incipiente su 
producción investigativa. En nuestro país 
se ha abordado  con el propósito de esta- 
blecer el origen de este término desde de 
las ciencias del lenguaje (Rojas, 2015) y me- 
diante una investigación que alude al te-
ma en virtud de la investigación referida a 
la construcción simbólica de la posición de 
las clases medias en Chile (Castillo, 2013).

5 Realizada en la investigación “Elección de escuela: la búsqueda de diferenciación y de identidades en grupos 
medios de La Florida” Tesis para optar al grado de Magister en Ciencias Sociales con mención en sociología 
de la modernización, Facultad de Ciencias Sociales Universidad de Chile. Profesor guía: Manuel Canales, San-
tiago, 2015.
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6 Para lograr la saturación de la información se definió una muestra de 11 entrevistas individuales y 2 gru-
pos de discusión, con variedad de casos que aseguraran llegar a la redundancia de información. Las técnica 
grupales permiten conocer los criterios centrales y las técnicas individuales permiten acceder las posiciones 
divergentes.

1. Método

Esta investigación es de carácter cualita-
tivo, pues se propuso como objetivo des-
cribir y comprender los sentidos y racio-
nalidades de un grupo de familias de La 
Florida que eligen escuelas municipales y 
subvencionadas. 

Se optó por abordar cualitativamente el 
objetivo de este estudio considerando 
dos aspectos. Por una parte, la escasez de 
estudios previos sobre el tema en Chile, 
considerando además que el modelo de 
mercado en educación ha generado a lo 
largo de 30 años, cambios importantes 
en la relación de las familias con las es-
cuelas y en los imaginarios e ideas que 
hoy se tienen sobre el proceso educativo. 
Por otra parte se aborda la elección de 
escuela considerada como un proceso 
complejo que, según los estudios previos 
y atendiendo las características del mo-
delo chileno, adquiere un carácter diverso 
según los sujetos, grupos de pertenencias 
y contextos sociales, ya que es posible 
identificar prejuicios y preconcepciones 
que determinan la elección, además de 
condiciones de posibilidad que donde se 
articulan el deseo y el deber.

El presente estudio utilizó dos técnicas 
complementarias para el abordaje de los 
objetivos propuestos: entrevista focaliza-
da y grupo de discusión. Las entrevistas se 
centraron en conocer la forma en que se 

realiza la elección de un establecimiento, 
con la finalidad de comprender cómo el 
sujeto conceptualiza su decisión. Permite 
además, observar los distintos niveles y 
fases del proceso de elección, compren-
diendo el sentido que el sujeto le asigna 
a su acción. El grupo de discusión por 
su parte, facilitó el poder acceder al sig-
nificado intersubjetivo de la decisión, y 
observar el valor social que se le asigna. 
Permitió asimismo, conocer las represen-
taciones sociales sobre lo que se debe o 
no se debe hacer en relación a un tema 
específico (Canales; 2006), a través del 
despliegue de un imaginario grupal sobre 
lo socialmente aceptado.

La muestra del estudio fue de carácter 
estructural. La representación estructural 
considera todas las posiciones relevantes 
que conforman el universo de estudio, lo-
grando la representación de una serie de 
posiciones articuladas entre sí6. De acuer-
do a la literatura sobre estratificación 
social (Atria, Franco y León, 2007; Ruiz y 
Orellana, 2010; Barozet y Fierro, 2011), la 
variedad de los estratos medios queda 
determinada más por aspectos culturales 
y de imaginarios sociales, que por el crite-
rio de ingresos. Los sectores medios están 
altamente expuestos a los cambios re-
cientes en la estructura social. Por lo que 
se consideró necesario representar esas 
distinciones.
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Se seleccionaron hogares de sectores me-
dios y medios bajos, con ingresos familia-
res entre $500.000 y $1.500.000, propios 
de la clase media que habita en La Florida7  
y se establecieron  tres categorías dentro 
de este rango, a saber: ingresos bajos, si-
tuado entre $500.000 y $800.000; ingre-
sos medios, entre $800.000 y $1.150.000; 
e ingresos altos desde $1.150.000 y 
$1.500.000. La mayoría de los sujetos de 
la muestra se situaron en los rangos de in-
gresos familiares bajos y medios.

Aparte de estos criterios, la definición de 
la muestra buscó representar la variedad 
en las decisiones tomadas al elegir una 
escuela: apoderados que optaron por es- 
cuelas municipales y particular-subven-
cionadas, con hijos en la enseñanza básica 
y comenzando la media; hombres y mu-
jeres que eligieron escuelas dentro y fuera 
del barrio, que prefirieron enseñanza pú-
blica de menor y mejor rendimiento y que 
se cambiaron recientemente de barrio.

7 Según estimaciones hechas a partir del Censo 2002, más del 50% de los hogares de la comuna de La Flo-
rida se ubican el segmento socioeconómico C3 y C2, cuyos ingresos mensuales fluctúan entre $400.000 a 
$500.000 y entre $600.000 a $1.200.000 respectivamente. (Adimark 2004). Por otra parte, en la clasificación 
hecha por la Asociación de Investigadores de Mercado a partir de los datos CASEN 2013 (AIM, 2015) el seg-
mento C2 tiene un ingreso per cápita equivalente autónomo que oscila entre $259.000 y $460.000 al mes y 
La Florida sería una comuna que representa típicamente a este sector. Considerando estos antecedentes entre 
otras fuentes, se definió el rango de ingresos de la muestra seleccionada para el estudio.

Se realizaron dos grupos de discusión con 
apoderados de colegios particulares sub-
vencionados, dada la importancia relativa 
de la matrícula particular-subvencionada 
en la zona, cubriendo la heterogenei-
dad de las familias que los escogían: se 
realizó un grupo entre apoderados que 
matriculaban a sus hijos en colegios de 
arancel más bajo (menos de 30 mil pe-
sos) y otro con los que lo hacían en los de 
arancel más alto (más de 30 mil pesos). La 
opción de hacer grupos focales sólo con 
apoderados de particulares subvenciona-
dos se relaciona con la relevancia de esta 
elección en el estudio, considerando que 
son apoderados o familias que optan por 
pagar, pudiendo no hacerlo. Esta decisión 
es la que despierta mayor interés, dada la 
comprensión de la racionalidad que hay 
detrás.

Cuadro 1. Tipo de técnica, según n° de Entrevistas y dependencia
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8 El análisis considerará la diferencia de ingresos entre los sujetos de la muestra según los rangos bajo, medio 
y alto, definidos anteriormente.

9 La tipologización apunta a identificar las formas específicas que puede presentar el discurso en estudio, 
como versiones específicas y concretas de un lenguaje. El análisis se realizó integrando los elementos que 
emergieron en el dispositivo grupal e individual, para contrastar y complementar aspectos estructurales de 
significación que dan sustento a sentidos compartidos con las formaciones específicas y diferenciadoras del 
proceso de elección de escuelas.

El análisis8 de la información se realizó 
mediante codificación (Taylor y Boigdan, 
1987; Martinic, 2006) y tipologización9  
(Ibáñez, 1979). La codificación busca iden-
tificar el conjunto de alternativas y sus va-
loraciones, que forman los componentes 
centrales del discurso que se produce en 
torno a la elección de escuela. 

2. Resultados

2.1. Estrategias para la elección 
de establecimientos

El proceso de elección de un estableci-
miento se sitúa en un marco que limita 
las posibilidades de elección, siendo en 
la práctica una deliberación “en la medi-
da de lo posible”. Lo posible, estaría dado 
principalmente por el costo del servicio 
educativo y por la distancia del estable-
cimiento con respecto al hogar. La capa-
cidad de pago y distancia son temas es-
trechamente relacionados, toda vez que 
el desplazamiento de grandes distancias 
implica mayor gasto en transporte y en 
tiempo. Estos son los dos grandes ejes 
“objetivos” que determinan un campo de 
elección posible, vinculado al dinero y el 
acceso.

Desde el constreñido marco de opciones 
expuesto en el párrafo anterior se identifi-

caron algunas prácticas recurrentes de las 
familias frente a la decisión de optar por 
una dependencia municipal o particular 
subvencionada. Se pudo establecer que 
las redes sociales y la información entre-
gada por personas cercanas resultan muy 
importantes, así como también la imagen 
que los padres construyen de los estable-
cimientos educacionales. Esta imagen no 
se basa en aspectos referidos a la calidad 
educativa, sino al ambiente que perciben, 
al orden, al perfil social de los estudiantes 
y de las familias que conforman la comu-
nidad educativa. Las familias buscan un 
colegio que entregue un ambiente segu-
ro, cálido, “como un hogar”. Emerge en el 
sentido común la asociación del “colegio 
pequeño” a un ambiente familiar, donde 
sus hijos sean tratados de forma persona-
lizada, en el que no se vuelvan invisibles 
en una masa indiferenciada.

El ambiente protector se relacionaría con 
lo cercano, lo conocido, prefiriendo un 
establecimiento cercano al hogar, ojalá 
de pequeñas dimensiones donde todos 
se conozcan. Frente a esto se despliegan 
distintas estrategias de elección: se recu-
rre a fuentes cercanas que conozcan co-
legios, se revisan los cuadernos de hijos 
de familiares o amigos para ver “el nivel de 
exigencia”. Además, se realizan visitas para 
captar la imagen del colegio por fuera, es-
pecialmente cuando salen los estudiantes 
de clases, pues es una buena forma de ha-
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cerse una idea del tipo de niño y familia 
que hay; se observan conductas, aparien-
cias, recursos económicos de las familias. 
También se realizan visitas a los colegios 
en su interior para percibir el ambiente, el 
orden y la infraestructura.

Sea establecimiento municipal o subven-
cionado, la elección considera de forma 
transversal el tema de la seguridad; si se 
elige una dependencia municipal, el perfil 
social de apoderados y estudiantes no de-
be considerarse una amenaza, en térmi-
nos de conductas delictuales o agresivas.

2.2. Elección de escuela 
y búsqueda de identidad 
diferenciada

Las motivaciones y sentidos de la elección 
de escuela se alejan de los supuestos del 
agente racional como motor del mercado 
educativo. En efecto, al no considerarse 
los indicadores de calidad que el sistema 
ofrece para decidir la relación precio-cali-
dad y así optimizar la elección, se aprecia 
la importancia de un complejo y racional 
proceso de búsqueda de diferenciación y 
construcción de identidad.

Al no estar la elección centrada en el Sim-
ce u otros criterios de calidad, se ve que 
el motor principal es la distinción social. 
Este criterio sin embargo, no responde a 
los supuestos con que operaría un agen-
te racional en el marco del mercado. Lo 
que se busca no es calidad educativa, sino 
consolidar una identidad de clase para di-
ferenciarse.

En esta misma línea, se destaca que la 
elección de escuela al estar relacionada 
con la búsqueda del reconocimiento y por 
tanto de identidad, resulta un proceso 
que envuelve a toda la familia, ponien-
do en juego ideales y proyecciones. Es la 
identidad familiar la que se pone en jue-
go en la elección, en función de un ideal 
que une a sus miembros en un proyecto 
a realizarse. Se podría decir entones que 
los padres también eligen una institución 
educativa de la cual también se harán 
parte, en tanto actores de la comunidad 
educativa. Esto explica en parte, el estrés 
y presión que en ocasiones viven las fami-
lias en los procesos de selección que reali-
zan las escuelas. Si bien este no es un fe-
nómeno que se manifiesta con fuerza en 
el segmento estudiado, toda vez que las 
escuelas elegidas por estos apoderados 
no realizan procesos de selección muy 
demandantes, sería interesante indagar 
en este fenómeno para el caso de familias 
que se ven expuestas a procesos de ingre-
so altamente selectivos (donde las escue-
las eligen familias, y no al revés, como lo 
supone el modelo de mercado educativo).

La elección de escuela parece ser com-
prendida entonces, como un proceso que 
define la opción de identidad y la deman-
da de reconocimiento en el contexto de 
una sociedad moderna, cambiante e ines-
table (Bauman, 2002). Racionalidad que 
se contrapone a los supuestos del mode-
lo de mercado y al agente racional, que 
busca optimizar beneficios en un cálculo 
“objetivo” de costo/beneficio, de acuerdo 
al precio/calidad de la oferta educativa. El 
sistema educativo funcionaría así, como 
un mercado de diferenciación y cons-
trucción de identidad, más que como 
un mercado de educación. No se vende 
educación de calidad diversa, sino que se 
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venden distinciones sociales e identidad, 
aspectos centrales en el proceso de cons-
trucción de la subjetividad en un momen-
to histórico, donde este fenómeno se jue-
ga más bien en un plano personal, a raíz 
de la pérdida de protagonismo del esta-
do-nación y las identidades nacionales en 
la construcción de identidades colectivas 
(Bauman, 2010).
 
El sentido más fuerte que aparece en el 
discurso de los apoderados es el de la bús-
queda de una comunidad educativa, que 
posea una visión similar a la que familia 
tiene de sí misma. Inclinándose por esta-
blecimientos donde el perfil social de es-
tudiantes y familias sean análogos al de la 
familia que elige. Existe un complejo jui-
cio sobre lo que se desea para los hijos en 
términos de costumbres y formas de vida, 
estableciéndose la distinción socio-mo-
ral entre gente de “buen vivir” y gente con 
“malas costumbres”, percepciones que se 
asocian a conductas delictuales.

Las familias no eligen el colegio de sus 
hijos considerando de manera relevante 
aspectos referidos a calidad, sea medida 
en indicadores o reflejadas en otros as-
pectos. En la mayoría de los casos, no exis-
te un deseo ni acciones que muestren un 
interés o ideal de subir en la escala social; 
esto implica que las familias no conside-
ran preponderantemente a la educación 
como herramienta de movilidad social 
(por lo menos a la institución escuela), 
sino que ven en ella una posibilidad de 
diferenciación social, al evitar el contac-
to con otros distintos y buscar a quienes 
comparten características similares al 
grupo de referencia. 

Existe una percepción predominante en 
las familias participantes, acerca de que 
la calidad educativa no está a su alcance, 
por costo y selectividad y que la selección 
de alumnos que realizan los colegios exi-
gentes, de buena calidad10, los excluye a 
ellos, por lo que no es considerada como 
una opción para las familias. Por ello, su 
aspiración se circunscribe en primera ins-
tancia a  una carrera técnica para los hijos 
y las carreras universitarias solo son consi-
deradas frente a una capacidad evidente 
de los hijos por llegar a la universidad. En 
tal sentido, las universidades selectivas 
(aquellas que exigen altas calificaciones 
en el sistema escolar y altos puntajes en 
la prueba de selección universitaria) nun-
ca son mencionadas como una opción, 
estando fuera de las posibilidades de las 
familias. Así, lo que se proyecta es una 
trayectoria educativa poco demandante 
para el hijo.

10 Particulares de alto costo y municipales emblemáticos “nacionales” o “comunales”.
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2.3. El flaite como diferencia 

En el marco de este estudio la figura del 
“flaite”11 aparece como un potente e insis-
tente significante asociado a la diferen-
ciación identitaria en los relatos recogi-
dos de las familias participantes. Su figura 
evoca temor y rechazo a amplios sectores 
de la sociedad, condensando significados 
negativos y encarnando lo no deseado. El 
flaite como representación es depositario 
de significados negativos y temidos, cons-
tituyéndose en una imagen en la que se 
proyecta afectos y sentidos que provocan 
rechazo y miedo.

La presencia del flaite se asocia principal-
mente a establecimientos municipales, 
provocando rechazo y estigmatización 
de los colegios municipales no selectivos. 
Esta estigmatización de la educación pú-
blica se relaciona con lo señalado hace 
varios años por Kaztman (2001), respec-
to a  que la disparidad de ingresos en la 
sociedad que se rigen por el mercado, 
genera una segmentación en los servicios 
públicos y privados, lo que profundiza la 
diferenciación social según el acceso que 
se tenga a estos servicios. De este modo, 
se reducen los espacios de encuentro en-
tre sujetos diversos, debilitando la base 
estructural que sostiene la capacidad de 

empatía y los sentimientos de obligación 
moral. Esto disminuye los niveles de tole-
rancia a la desigualdad y resta eficacia a 
los mecanismos de integración (Katzman; 
2001). Así, en este escenario los sectores 
medios tienden a abandonar los servicios 
estatales, que cargan con el estigma de 
estar dirigidos a población vulnerable.

La imagen del “flaite” aparece asociada a 
un sujeto indeseado y amenazante, que 
tiene conductas delictuales y agresivo, lo 
que provoca la necesidad de evitarlo: na-
die quiere que sus hijos estén en colegios 
donde hay jóvenes y/o familias flaites. Es 
un sujeto popular amenazante, se tiene la 
idea de que porta armas y puede amena-
zar a los mismos profesores. El contacto 
con él puede provocar una suerte de “con-
tagio” de las malas costumbres debido a la 
dinámica que se genera con su presencia, 
donde se impone una lógica, que quiebra 
las normas e impone un clima caótico, sin 
regulación de una autoridad. En palabras 
de una apoderada, su hijo llegó a tener las 
mismas conductas, para hacerse respetar, 
por “abacanarse”.

11 Según Rojas (2015) la palabra flaite viene de faite, usado primero en el coa chileno, que lo tomó a su vez del 
español peruano de comienzos del siglo XX, donde existía la variante faiteman que fue tomado del inglés 
fighter o fighter man. El rasgo semántico fundamental de estos términos dice relación con la conducta agre-
siva de un personaje de los barrios bajos y su origen se relacionaría con la presencia inglesa en los puertos 
peruanos. A partir de un análisis etimológico, este investigador descarta la hipótesis elaborada por medios de 
comunicación.  presente en el sentido común contemporáneo sobre la relación del término con un modelo 
de zapatillas usado por sujetos populares urbanos a inicios del siglo XXI en Chile.
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12 Freud hace un profundo análisis del término “siniestro” (en alemán unheimlich, según la traducción de 
López Ballesteros), analizando sus cambios de significado; así muestra que su antónimo (heimlich, que refie-
re a lo conocido) coincide en uno de sus significados con unheimlich, en lo referido a lo oculto, lo clandestino. 
Plantea entonces que “lo siniestro” (unheimlich) incluye a su opuesto en su significado y propone entenderlo 
como aquello que debía estar oculto, pero salió a la luz; lo desconocido (oculto, reprimido) en lo conocido.

En este sentido la figura del “flaite” adquie-
re un papel importante, ya que aparece 
como una imagen depositaria de diferen-
tes significados negativos, lo que puede 
relacionarse con mecanismos psíquicos 
proyectivos. El flaite se muestra como 
una imagen que condensa muchos sig- 
nificados de rechazo, convirtiéndose en 
el depositario de los conflictivos que los 
mismos sujetos proyectan, al rechazarlo.

La identificación proyectiva, es un meca-
nismo de defensa que expulsa fuera del 
sujeto sus propios elementos angustio-
sos. Dispositivo, que fue analizado por 
Freud a propósito de algunos fenómenos 
psíquicos donde el sujeto experimenta 
miedos y rechazo intenso de forma apa-
rentemente irracional. En su texto “lo si-
niestro”12 de 1919 (unheimlich) aborda el 
miedo que provoca “lo desconocido que hay 
dentro de lo conocido”. Lo siniestro enfrenta 
al sujeto a algo familiar que ha sido repri-
mido y retorna a la conciencia, evocando 
una sensación de miedo y peligro, hacien-
do referencia a angustias infantiles que se 
mantienen ante la oscuridad, la soledad o 
la propia imagen frente al espejo luego de 
observarla detenidamente por algunos 
momentos.

Freud plantea que lo siniestro remite a 
la omnipotencia del pensamiento infan-
til y los aspectos reprimidos del sujeto 
que son reanimados por una impresión, 
que parece reafirmar esas convicciones 
primitivas superadas. Se teme por tanto, 

a contenidos reprimidos del sujeto que 
emergen en la vida adulta y se proyectan 
en la oscuridad o la soledad; se proyectan 
angustias personales en “lo siniestro”, re-
presentada por una figura conocida. 

Lo siniestro entonces, es un concepto que 
parece representar la sensación que pro-
voca el flaite en las familias del estudio, 
toda vez que es definido como un suje-
to que está presente en la cotidianidad, 
pero que se quiere evitar; es familiar pero 
desconocido, en la medida que porta una 
moral y costumbres que son distintas y se 
comporta de forma disruptiva. 

En los relatos de los apoderados, se apre-
cia que el flaite asiste a los colegios de 
sus barrios, incluso a veces los padres no 
detectan su presencia, pero ahí están sus 
hijos que advierten la amenaza. Varios re-
latos dan cuenta de hijos que rechazaban 
algunas opciones de escuelas por tener 
flaites entre sus estudiantes. El flaite es 
cercano a su realidad, vive en sus barrios, 
puede estar en los mismos colegios, pue-
de ser incluso un familiar, sin embargo 
provoca miedo y angustia; es familiar y 
angustiante, familiar y desconocido, fa-
miliar y amenazante. El flaite parece ser lo 
siniestro para algunos núcleos, más aún 
si se considera la historia socioeconómica 
de algunas familias que tienen experien-
cias cercanas de carencias y exclusión. El 
flaite refleja el “mal camino” y les recuerda 
a las familias que también ellas tienen la 
opción de tomarlo.
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Así el flaite es una imagen que operaría 
como un mecanismo de proyección para 
depositar lo reprimido (los afectos y signi-
ficados propios que no se pueden tolerar, 
que provocan un conflicto interno que no 
es posible sostener para el sujeto) en el 
otro, en función de mantener la angustia 
alejada de sí mismo y por tanto, contro-
lada.

Entender al flaite como lo siniestro de es-
tas familias, entrega herramientas para 
comprender la diferenciación intra-clase 
que se da en el proceso de elección de 
escuela, toda vez que la movilidad so-
cial no es buscada. Se da por tanto, una 
diferenciación entre un mismo estrato 
social, centrada en un habitus asocia-
do a buenas/malas costumbres. Es una 
distinción sociocultural al interior de la 
clase media, aquella que es vulnerable 
en sus condiciones económicas y que no 
está totalmente integrada a la estructura 
de oportunidades. Es una diferenciación 
socio-moral horizontal, dentro de un mis-
mo estrato: la educación de mercado en 
el Chile actual no ofrece movilidad social 
(entre clases), sino que diferenciación ho-
rizontal (intra-clase).

2.4. El Flaite y la negación
de la alteridad

En relación a los procesos de diferencia-
ción social y construcción de identida-
des colectivas, uno de los elementos que 
más resalta en esta investigación es la 
potencia y la función simbólica que cum-
ple la figura del flaite, como un objeto 
amenazante para los sectores medios y 
vulnerables que constituyeron la mues-
tra estudiada. En efecto, el flaite situado 

como “lo siniestro” (Freud, 1919) para estas 
familias, es una figura conocida, que a su 
vez representa una dimensión desconoci-
da, asociada a una opción de vida al mar-
gen de las normas y legalidad. Camino 
descartado por los grupos medios-bajos, 
que buscan una trayectoria identitaria di-
ferenciada respecto a los sectores bajos, 
con mayores grados de inserción social y 
aceptación de las normas.

Valdivieso (2010), aborda el asunto de 
la identidad chilena en relación al tema 
del mestizaje, considerando algunos ele-
mentos de la realidad latinoamericana, 
refiriéndose al componente central que 
define la identidad nacional desde sus 
inicios. La formación de una sociedad se-
ñorial fundada en la dominación de las 
culturas aborígenes, se ha mantenido en 
la sociedad chilena y se ha traducido en la 
omisión sistemática de la raíz mestiza de 
nuestro ser. Esto ha producido un falsea-
miento constitutivo de la identidad chile-
na y un sentimiento de inferioridad frente 
a la cultura europea y norteamericana, 
la que ha sido emulada -nunca satisfac-
toriamente- e idolatrada por los grupos 
dominantes que desprecian lo autóctono 
(García de la Huerta, 2010). 

En Chile pertenecer a un pueblo originario 
no es signo de prestigio, se desprecia a los 
países con mayor presencia indígena y la 
palabra indio se usa comúnmente como 
insulto; el chileno estaría sujeto a una 
imagen falsa de sí mismo, lo que compli-
ca dar una respuesta a lo que significa ser 
chileno, porque lo que somos no se quiere 
reconocer (La negación del mestizaje en 
la identidad chilena legitima el mito de 
una nación blanca, que no reconoce he-
rencia de pueblos indígenas y por tanto 
los desprecia. La identidad nacional cons-
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truida a partir de la independencia niega 
las culturas originarias y el mestizaje e 
instala el ideal de una identidad occiden-
tal, que trata de asemejarse a la europea o 
norteamericana (Valdivieso, 2010)

Gallardo, Martínez y Martínez (2002) des-
de una perspectiva histórica plantean que 
la construcción de la identidad nacional 
chilena está sujeta a requerimientos es-
pecíficos, que el devenir histórico impone 
a los grupos dominantes; así, se han cons-
truido las figuras del indio y el roto en dis-
tintos momentos, para cumplir la función 
de una alteridad a la que se anula, niega, 
teme y desprecia; una alteridad “siniestra” 
para el mundo popular y el mestizo (y por 
cierto que también para sectores de la so-
ciedad que no son parte del mundo popu-
lar), toda vez que muestra algo familiar y 
conocido, pero que se rechaza y teme por 
representar lo marginal .

Es lógico pensar que sobre la base de esta 
identidad nacional falseada o blanquea-
da (des-mestizada), se han instalado en el 
tiempo, distintos prejuicios hacia quienes 
no cumplen con ese ideal impuesto; si se 
considera que la discriminación en Chile 
se refleja principalmente en el clasismo 
y el racismo (Canales, 2007), queda en 
evidencia la continuidad histórica de una 
identidad negadora de la diversidad, que 
rechaza lo mestizo y lo popular, en tanto 
resultan amenazantes; el flaite en su fun-
ción de lo siniestro podría evocar aspectos 
negados de esa identidad mestiza en su-
jetos que, situados desde la mirada de la 
identidad nacional construida por grupos 
dominantes, buscan ser reconocidos e in-
tegrados. 

En este punto resulta muy revelador el 
fenómeno que muestran las mediciones 
sobre discriminación en Chile denomina-
do Ojos Rubios (Canales, 2012), referido 
a que muchos chilenos se perciben a sí 
mismos más blancos de lo que son real-
mente. Esto significa tener el rubio en la 
mirada, deseando ser otro y falseando la 
imagen propia; esto implica interiorizar 
la mirada del amo (la identidad nacional, 
construida por los grupos dominantes 
desde la independencia en adelante), que 
desconfía y rechaza al mestizo, al indíge-
na, asumiendo como propia la identidad 
de otros. Puede plantearse que el rechazo 
al flaite muestra algo de esos ojos rubios 
que rechazan al otro, en tanto reflejan 
una imagen del propio sujeto, que éste 
trata de negar; los ojos rubios producen el 
rechazo del mestizo al mestizo, que mira 
a través de los ojos de la dominación en el 
contexto de la construcción histórica de la 
identidad nacional.

Al comprender al flaite como figura si-
niestra para las familias de sectores me-
dios-bajos que eligen colegios buscando 
evitarlos, se aprecia la existencia y evo-
lución de un lugar simbólico que se ha 
mantenido en el imaginario, de una figu-
ra social que representa la amenaza al or-
den social y que se constituye como figura 
temida y rechazada. El indio, el roto y el 
flaite se presentan como el devenir histó-
rico de figuras siniestras, ya que han sido 
representadas como amenazantes. Se les 
conoce y se les teme, representan algo 
del pueblo mestizo, pero éste les teme 
porque son la amenaza al orden social, ya 
que muestra opciones de vida al margen 
del mismo.
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La conjunción indio-roto-flaite, como de- 
venir histórico de figuras populares si-
niestras, parece ser un lugar importante 
en la matriz identitaria de la sociedad chi-
lena y tiene una incidencia importante en 
la elección de escuelas por parte de fami-
lias de grupos medios-bajos estudiados 
en esta investigación.

3. Recomendaciones

Esta investigación adquiere importancia 
aplicada en el contexto de la Reforma 
Educacional impulsada por el gobierno 
de Michelle Bachelet13, toda vez que la 
gratuidad de la educación secundaria, 
que se está aplicando progresivamente, 
cambia las posibilidades y condiciones de 
elección de escuela por parte de las fami-
lias. La Reforma Educacional busca el ac-
ceso a toda la población a una educación 
de calidad, especialmente a los sectores 
más desfavorecidos, para posibilitar el 
desarrollo de capacidades que les permi-
tan mejorar sus condiciones de vida; se 
busca generar movilidad social y procesos 
de superación de pobreza, a través del 
acceso a una educación gratuita de cali-
dad, que entregue más oportunidades a 
los ciudadanos. Para esto, se aumentó la 
subvención estatal a los establecimientos 
municipales y particulares subvenciona-
dos, se eliminó el pago de las familias y 
la selección en los establecimientos que 
reciben recursos estatales.

Este estudio arroja luces sobre la relación 
y disposición de sectores de clase media y 
media baja por educarse y mezclarse con 
segmentos de la población que se perci-
ben como pobres o diferentes socio-cul-
turalmente, revelando actitudes e ideas 
que tienen estos sectores hacia la integra-
ción, en el marco de la implementación 
de políticas educativas inclusivas.

En este contexto cabe preguntarse por 
algunas reacciones de apoderados de es-
cuelas particulares subvencionadas el año 
2014 que mostraban su rechazo a la Re-
forma, ya que al eliminar la selección por 
parte de los establecimientos y el pago, se 
abría la posibilidad para que los flaites ac-
cedieran a los mismos colegios que ellos; 
si bien esto no es algo declarado pública y 
explícitamente, el sentido del discurso de 
organismos como la Confepa14 apuntaba 
a evitar la mezcla entre estudiantes y fa-
milias de distintas características, hábitos, 
costumbres y valores. La reforma que se 
plantea viene a cambiar aspectos centra-
les de la institucionalidad de un sistema 
educativo instalado hace 30 años, que ha 
operado en la práctica como un sistema 
de segregación y diferenciación social. 

13 Mensaje presidencial 21 de Mayo 2015. Recuperado de http://www.gob.cl/cuenta-publica/2015/2015_men-
saje_presidencial.pdf.

14 Asociación de padres y apoderados de colegios particulares subvencionados.
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Los resultados del presente estudio mues-
tran a la figura del flaite como la repre-
sentación de lo siniestro para algunas 
familias de grupos medios-bajos. En tal 
sentido, dan cuenta de la resistencia cul-
tural a la integración con ciertos sectores 
marginales. Aspecto que contrasta con la 
implementación de la Reforma Educacio-
nal, ya que abre la posibilidad para que se 
mezclen distintos tipos de familias en co-
legios que hasta ahora segregaban fami-
lias y estudiantes, con perfiles específicos.

El aumento de la diversidad de familias y 
estudiantes que debería producirse con 
esos cambios, impactará en las relaciones 
interpersonales de las escuelas, generan-
do modificaciones en la cultura y con-
vivencia escolar; la mayor diversidad de 
estudiantes y familias presenta el desafío 
de una actualización y ajuste de la cultura 
escolar a una nueva realidad. Aspecto que 
debería ser considerado en los programas 
y políticas referidas a convivencia escolar 
en los establecimientos gratuitos. La con-
vivencia escolar y la dimensión psicoso-
cial son factores muy relevantes, que im-
pactan directamente en la calidad de los 
procesos de enseñanza-aprendizaje, por 
lo que debe ser considerada como campo 
de acción de la política pública para me-
jorar la calidad de la educación dirigida a 
los distintos los sectores de la población. 

A la luz de este estudio, se hace necesario 
que la política pública educativa se haga 
cargo del cambio cultural que debe desa-
rrollarse en las escuelas financiadas por el 
Estado, para que logre una integración de 
todos sus estudiantes y entregar de forma 
efectiva y real mejores oportunidades a los 
estudiantes; el rechazo a la mezcla social 
que este estudio muestra, evidencia la ne-
cesidad del desarrollo de programas e ini-
ciativas que apunten al desarrollo de una 
cultura escolar inclusiva. La diversidad de 
perfiles e identidades que se encontrarán 
en las escuelas gratuitas que cuentan con 
financiamiento público, requiere de po-
líticas, dispositivos e instrumentos que 
faciliten un cambio en la cultura escolar, 
para generar las condiciones necesarias 
para el desarrollo de procesos educativos 
efectivos, que proporcionen mayores opor- 
tunidades de desarrollo a los estudiantes 
y a las familias más vulnerables.
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Resumen

Los noventa fueron una década débil en cuanto a acciones colectivas en 
Chile. En efecto, las transformaciones políticas y económicas producidas 
durante la dictadura modularon una sociedad civil orientada al indivi-
dualismo y la despolitización, y situaron la integración social en un eje 
regulado por el mercado. Por ello, grande fue la sorpresa cuando en 1999 
se instaló una toma de terrenos en la comuna de Peñalolén. Esta acción 
límite evidenció el insuficiente ejercicio del mercado para asegurar la 
integración y levantó una demanda centrada en los aspectos cualitati-
vos de la experiencia de habitar, por sobre la mera consecución del sa-
tisfactor directo, como se planteaba en las políticas habitacionales del 
periodo.

De este modo, considerando los desafíos que impuso desarrollar una 
experiencia colectiva en plena época neoliberal, y las dificultades de las 
inhóspitas condiciones naturales de esta estrategia de acción, la toma 
de Peñalolén no puede ser leída sólo desde una escasez material. Por 
ello se hace necesaria una mirada a los atributos simbólicos de esta ac-
ción, pues en la especificidad de su producción cultural residen las cla-
ves que dan sentido a esta movilización. Conforme a ello, el siguiente ar-
tículo propone explorar2 la producción simbólica que viabilizó la acción 
colectiva de estos pobladores, aproximándose a las prácticas sociales 
movilizadas para alcanzar una integración social como horizonte de lo 
posible; y superando con ello la lectura material –y más evidente- de una 
movilización de sujetos “sin casa”.

Palabras claves: Toma de Peñalolén, acción colectiva, pobladores, pro-
ducción simbólica, territorialidad, comunidad.

1 El presente artículo se basa en la tesis “Las construcciones sociales en la toma de Peñalolén (1999 – 2014). 
Acción, Memoria y Visualidad” para optar al título de socióloga de la Universidad de Chile. Profesora guía: 
Marisol Facuse, Santiago, 2015.  

2 A través de una metodología cualitativa, desplegada al interior del campamento por más de dos años.
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Introducción

Una radiografía a los años noventa en 
Chile tendría entre sus principales zonas 
iluminadas a la generación del “no estoy 
ni ahí”. La frase, popularizada por el famo-
so tenista Marcelo Ríos, hacía referencia 
al desencanto político propio de la épo-
ca post-dictatorial, donde el individua-
lismo y el mercado ya habían avanzado 
de manera perentoria en la esfera social. 
Expresión de ello son los estudios socia-
les del periodo, los cuales se abocaron a 
identificar y definir el tipo de sociedad 
resultante posterior a la instalación del 
modelo neoliberal, constatando en su 
mayoría, una creciente individualización 
y un debilitamiento de los lazos sociales 
(Lechner, 2002). Así, la desconfianza en el 
otro se alzó como la actitud predominan-
te en la sociedad transicional, incorpo-
rándose como táctica para resguardar la 
seguridad y el cuidado entre los chilenos 
(PNUD, 1998).

Una manifestación de lo anterior se pue-
de observar en los sectores populares. En 
efecto, conforme al lugar de la estructura 
social donde se posiciona este grupo, se 
ha observado en ellos, históricamente, el 
despliegue de estrategias colectivas para 
asegurar su sobrevivencia y reproducción 
(Campero, 1987; Baño, 1985). Sin embargo, 
entre las principales herencias de la dicta-
dura en las políticas sociales, se encuentra 
la estratificación social de los grupos fa-
miliares de acuerdo a un puntaje en una 
ficha social. 

Este ordenamiento ha estimulado la com-
petencia dentro del mundo popular para 
acceder a algún tipo de beneficio insti-
tucional (Posner, 2012), “quebrantando con 
ello el vínculo social y filial” de los afectados 
por la situación de pobreza (FSP, 2013. P8). 
Así, se instala entre estas personas, que la 
satisfacción de sus necesidades depende 
de los dispositivos gubernamentales y del 
crédito (Márquez, 2008); propiciándose 
entre los sujetos el despliegue de “perver-
sos ejercicios para demostrar miseria”, y 
de este modo obtener la asistencia esta-
tal (FSP, 2013. P8). Ciertamente, la inclu-
sión de este tipo de prácticas, y otras que 
apuntan en la misma dirección, ha con-
tribuido en la corrosión del tejido social 
característico de estas poblaciones, obsta-
culizándose, a partir de ello, el surgimien-
to de procesos colectivos y comunitarios.   

En este sentido, los noventa fueron espe-
cialmente débiles en términos de accio-
nes colectivas o movilizaciones sociales 
(Garcés, 2004). Luego de diecisiete años 
de dictadura y con una democracia que se 
definió en transición, los actores colecti-
vos fueron apaciguándose entre políticas 
sociales de alcance efectivo (Martucce-
lli & Araujo, 2012). A modo de ejemplo, 
en la demanda habitacional se observó 
un “exitoso” programa de construcción 
de viviendas en términos cuantitativos, 
reduciendo con ello el alto déficit habi-
tacional dejado por el estado autoritario 
(Minvu, 2004). Así, los “sin techo” asumían 
una corresponsabilidad para acceder a 
su vivienda definitiva, debiendo postular 
a un subsidio previo ahorro, además de 
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verse obligados a ubicarse en la periferia 
debido a la liberalización y segmentación 
en el valor del suelo (Minvu, 2013). Con la 
política habitacional incorporada por el 
mundo popular, se potenció el creciente 
individualismo y se postergó la lucha por 
el reconocimiento de la vivienda como un 
derecho fundamental (Goicovic, 1996).

Dado lo anterior, fue sorpresiva para las 
ciencias sociales, la irrupción del movi-
miento poblador en el espacio público 
en 1999, con la toma de Peñalolén (Royo, 
2005). Para entonces, la pregunta por los 
actores colectivos estaba suspendida en-
tre los analistas, como si el orden insta-
lado entre dictadura y Concertación hu-
biese sido aceptado de manera uniforme 
por la sociedad civil. Prueba de ello son 
las investigaciones del periodo, las cua-
les estuvieron dedicadas a “los con techo”, 
desplazando el foco hacia una población 
ya resuelta en su dimensión material 
(Rodríguez y Sugranyes, 2005; Aravena y 
Sandoval, 2008; Ducci, 1997). Por ello, la 
instalación de la toma -a fines de los años 
noventa- daba cuenta no sólo de una de-
manda habitacional insatisfecha, sino 
también de la capacidad de las personas 
para volver a construir un ‘nosotros’, tanto 
conceptual como organizacionalmente 
(Cáceres, 2002).    

De acuerdo con Salazar (2001), el movi-
miento popular debe ser estudiado tanto 
en sus fases de emergencia como en sus 
periodos de “subsidencia”, es decir, de in-
visibilización y repliegue desde el espacio 
público. Los noventa, por tanto, podrían 
ser leídos como momentos de esta última 
expresión,  donde primó lo subjetivo y lo 
privado, no obstante,  un tiempo de au-
to-observación. En perspectiva, es duran-
te estas disposiciones cuando se origina, 

desarrolla y potencia la interpretación co-
lectiva de un malestar, y cuando se cultiva 
una entrada que bien puede concluir en 
una movilización efectiva de sujetos; tal 
como sucedió en Peñalolén. 

Considerando lo mencionado, la toma de 
Peñalolén debe ser leída como un fenó-
meno de improbable ocurrencia, en tanto 
no se inserta en un periodo especialmen-
te activo dentro del movimiento social. 
Se sitúa, más bien, en la cadencia entre la 
“desaparición” y el “estallido” en la acción 
colectiva popular, en particular en su lu-
cha por la vivienda. Así, la motivación de 
este artículo es comprender las formacio-
nes de sentido que constituyeron a esta 
acción colectiva; es decir, el tránsito entre 
el repliegue y la emergencia de esta mo-
vilización. 

A continuación se presentan los resulta-
dos de una investigación realizada entre 
los años 2012 y 2014 al interior del cam-
pamento Peñalolén, cuyo propósito fue 
explorar en la producción simbólica que 
viabilizó la acción de estos pobladores; 
desarrollada en el marco del ejercicio 
concreto de una comunidad, en pleno en-
clave neoliberal. Así, se abordará la trama 
de significados construida por los pobla-
dores, aproximándose al modo en que se 
recuperó el valor de la colectividad como 
práctica para alcanzar la integración so-
cial; y superando con ello la lectura mate-
rial –y más evidente- de una movilización 
de sujetos “sin casa”.
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1. Contexto de la investigación

La toma de Peñalolén es la movilización 
de pobladores más significativa y me-
diática de la que se tiene registro desde 
el retorno democrático. Efectivamente, la 
instalación de casi 2 mil familias (cerca 
de 10 mil personas) en un predio de 23 
hectáreas pertenecientes al empresario 
microbusero Miguel Nasur, impactó in-
tensamente tanto a la sociedad civil como 
a los gobiernos de turno. Sin embargo, 
estos últimos establecieron una distancia 
con el conflicto, definiéndolo como “un 
problema entre privados”3, en evidente alu-
sión a un rol del Estado limitado a regular 
la relación entre distintos actores.  

Gracias a esta apatía estatal, la toma se 
consolidó entre los años 1999 y 2002. Mas 
ante la sistemática indiferencia hacia la 
problemática social encarnada por los 
pobladores y la ausencia de respuestas 
claras, se provocó una creciente desespe-
ración al interior del terreno. Esta situa-
ción fue erosionando al comité “la voz de 
los sin casa”, organización que había coor-
dinado la acción y sostenía la unidad de 
los pobladores dentro de la toma, desen-
cadenando la ruptura absoluta del colec-
tivo en el año 2003. El resultado de esta 

fractura fue el surgimiento de cerca de 30 
nuevas facciones, que dialogaron de ma-
nera particular para definir la resolución 
del conflicto. 

Así, para el año 2004, a través de la inser-
ción del aparato público, se programa la 
salida de casi un 80% de los pobladores 
del campamento de acuerdo a la lógica 
del subsidio, reubicándose la gran mayo-
ría de las familias en distintos terrenos de 
la misma comuna4. Las casi mil personas 
restantes tendrían que esperar más de 
diez años para alcanzar su solución defi-
nitiva. 

En 2012 llegué a realizar mi práctica pro-
fesional como socióloga al campamento 
Peñalolén. El objetivo, en dicho marco, 
era recuperar la memoria colectiva de la 
toma antes que su historia se dispersara 
completamente, considerando la even-
tual erradicación definitiva prometida 
para finales del año 2013. Sin embargo, el 
panorama social con el que me encontré 
fue de una profunda fragmentación rela-
cional, atravesada por la desconfianza, la 
falta de participación y el agotamiento. 
Fueron estas características las que moti-

3 En palabras de Jaime Ravinet, Ministro de Vivienda y Urbanismo (2001-2004): “Este es un caso muy especial, 
porque se trata de una toma de un terreno privado, y si bien tiene un impacto social significativo, es un con-
flicto entre particulares (…) Esa gente va a tener que volver a vivir donde vivían antes…, a menos que tengan 
capacidad de ahorro y de trabajo para buscar una solución”. (Cáceres, 2002: 36).

4 Para mayor información, http://www.lanacion.cl/noticias/pais/alcanzan-acuerdo-para-erradicar-toma-de- 
penalolen/2003-05-10/135123.html.

ISABEL PAZ YÁÑEZ MENA
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5 La idea de entrevista está incorporada por este trabajo en términos situacionales, es decir, “como encuentros 
dirigidos hacia la comprensión de las perspectivas que tienen los informantes respecto de sus vidas, expe-
riencias o situaciones (…) en definitiva son una conversación entre ‘iguales’”. (Taylor y Bogdan, 1987:101). En 
términos de muestra, se realizaron diez entrevistas en profundidad a pobladores que aún residían en el cam-
pamento y que habían llegado a la toma en su etapa fundacional. El contacto inicial fue a través del comité 
habitacional “Los Avellanos”; luego se aplicó la técnica de “bola de nieve” para articular una red de contactos 
al interior del terreno.

varon el ejercicio de reconstrucción de la 
acción pobladora, con el fin de reactuali-
zar los aspectos colectivos y comunitarios 
de la misma movilización. De este modo, 
se contribuiría en la promoción de una 
reflexión que pone en valor los alcances 
y potencialidades del vínculo social, espe-
cialmente relevante en este caso, debido a 
la partida en conjunto que tendrían los úl-
timos pobladores residentes del terreno.     

2. Método

En términos operativos, para hacer hablar 
a la toma de Peñalolén fue pertinente 
apoyarse en un enfoque cualitativo de 
investigación, perspectiva que permi-
tió traducir la práctica interpretativa de 
los pobladores. Esta entrada facilitó una 
aproximación a los significantes de ma-
nera contextualizada, es decir, reducien-
do la brecha polisémica del lenguaje a 
partir del reconocimiento de la trama de 
origen (Villasante, 2000).

Ahora bien, considerando que esta inves-
tigación estaba interesada en explorar en 
la producción simbólica que dotó de sen-

tido a la toma de Peñalolén, fue adecuado 
incluir como técnica de investigación la 
entrevista en profundidad semi-estruc-
turada5. A través de esta estrategia de 
recolección de información, se logró el 
despliegue flexible de reflexiones por par-
te de los pobladores participantes, y una 
aproximación a los sentidos atribuidos 
por los sujetos a su acción. En relación a 
los objetivos de la investigación, durante 
el análisis a las entrevistas se reparó tanto 
en el contenido de la secuencia temporal 
expuesta, como en la justificación de las 
acciones encadenadamente presentadas 
(Ricoeur, 1995). Dicha disposición per-
mitió reconstruir la toma de Peñalolén 
desde su fase más latente y –por qué no- 
subterránea como movilización, hasta su 
emergencia e instalación en la arena pú-
blica y política.

Sumado a lo anterior, para enriquecer aún 
más la mirada sobre los sentidos produci-
dos por los pobladores, el levantamiento 
de la memoria e historia social de la toma 
estuvo acompañado por técnicas proyec-
tivas de investigación. Esta opción me-
todológica fue incluida por dos razones: 
reducir el argumento del olvido, y aplacar 
la idealización con que los sujetos suelen 
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presentarse en el clima de una entrevista. 
De acuerdo a esto, a través de un concur-
so de cuentos y el análisis de material 
visual en conjunto con los pobladores6, 
fue posible registrar información de ma-
nera indirecta, es decir, no concentrada 
rígidamente en los temas de este estudio. 
Así, estas técnicas permitieron acercarse 
a un “estado de cosas, una situación, una 
creación de significado” de los sujetos par-
ticipantes; incitando una aproximación 
más plástica del poblador a su historia 
(Bericat, 2011: P 119). 

3. Resultados y hallazgos

En relación a la presentación de este apar-
tado, es fundamental dar cuenta de la 
producción de significados e interpreta-
ciones compartidas que acompañaron la 
instalación de esta operación colectiva, 
en la medida que constituyen los marcos 
para la acción (Chihu Amparán, 1999). En 
este sentido, para comprender el proceso 
latente (Melucci, 1999) que concluyó en la 
toma de terrenos, debe abordarse la pro-
ducción simbólica que vinculó lo indivi-
dual con el colectivo, en términos que en 
dicha congruencia se demarca una fron-
tera entre el nosotros y los otros (Tarrow, 
1997); posibilitándose la movilización.   
 

6 Técnica de investigación conocida como foto-voz. Para los fines de esta investigación se solicitó a los pobla-
dores interesados en participar en el estudio que buscaran fotos antiguas de la toma de Peñalolén. A través de 
dicha recopilación documental se transitó a un segundo momento, en el cual se pedía a los  pobladores que 
narraran el contexto de esa fotografía, lo que recordaban de ese día, la razón por la cual se había capturado 
ese momento, etcétera. Al apoyarse en esta técnica fue posible facilitar el encuentro de los sujetos con su his-
toria, despertando y detonando sentidos que se encontraban desplazados y empolvados dado el carácter de 
la acción colectiva en la actualidad. Tal como lo señala Infesta, “El uso de imágenes permite investigar aspec-
tos de la realidad social tales como rituales de la interacción, distribución y uso de los espacios, comunicación 
no verbal, actitudes y sentimientos en torno a un problema (…) es la potencialidad para disparar sentidos 
entre quienes observan” (INFESTA, 2005:4).    

En referencia a los resultados y hallazgos, 
es relevante indicar cuáles fueron las 
formaciones de sentido que impulsaron 
esta acción colectiva. Es decir, explorar en 
el estado de cosas previas identificadas 
por los pobladores, y que se alzan como 
universos de significados compartidos en-
tre los sujetos que sostuvieron esta movi- 
lización. Dicha extensión de lo individual 
en lo colectivo constituye el paso previo 
para la movilización, pues da como resul-
tado la desnaturalización de un estado de 
la realidad (en la medida que es compar-
tida), y la organización de quienes lo pa-
decen para transformarlo (Melucci, 1990).
 
En consideración al análisis temático con-
ducido, fue posible detectar tres atributos 
que compartían transversalmente los po-
bladores de Peñalolén al momento de de-
cidir tomarse el terreno, o lo que es igual, 
de pasar de las ideas a la acción: (1) la ne-
cesidad, (2) la territorialidad y (3) la uto-
pía. De este modo, se alcanzaba a resolver 
lo que Cefaï (2011) establece como el “de-
safío simbólico de toda acción colectiva”, 
es decir, alcanzar una unidad consensual 
que se despliega como un “nosotros” en el 
espacio. A través de ello la movilización 
adquiere sentido para todos sus partici-
pantes, pues encarna lo común, tanto en 
su diagnóstico como en el horizonte hacia 
el cual se desea avanzar, vinculándose lo 
particular con el colectivo.
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3.1. La necesidad

“la crisis de esta comuna, y que le afecta mucho a ésta y a otras comunas, 
son los allegados. esa es la gran crisis que tienen muchas comunas son los 
allegados“7

(Pobladora)

“esto que estoy haciendo es por un sueño de poder tener mi casa para no 
tener que vivir de allegado porque de allegado se sufre mucho“8

(Pobladora, concurso de cuentos)

Tal como lo señalan los fragmentos, existe 
una condición común entre los poblado-
res de la toma, identificada como la au-
sencia de un espacio propio para habitar. 
Si bien como allegados contaban con un 
techo, éste no les pertenecía en términos 
legales, cuestión que los exponía a un 
mismo malestar: privación del dominio 
de su experiencia. En efecto, al estar resi-
diendo en una vivienda que no era pro-
pia, quedaban sujetos a las condiciones 
de la familia propietaria que los recibía, 

7 Todos los fragmentos presentados son extractos de las entrevistas y grupos focales realizados entre junio y 
septiembre 2012-2013 en el campamento Peñalolén.  

8 Cita textual extraída del cuento “Proyecto de vida”. Las citas presentadas del cuento fueron modificadas en 
términos ortográficos.  

debiendo apostarse en los márgenes de 
dicha casa para asemejarse al ideal del 
“hogar”. De acuerdo a ello, estas familias 
carecían de un espacio donde ejercer sus 
capacidades de manera completa, aislán-
dose y fragmentando su realización como 
sujetos al no disponer de espacios que 
propiciasen su privacidad e intimidad.   
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“y el cuatro de julio en la madrugada mi hermana me avisa que se realizó 
la toma masiva del terreno de nasur… y ahí cuando me avisa yo dije ‘en esta 
casa estoy viviendo bien, pago las cuentas, pero no era mía’. entonces dije 
‘ya, yo me voy“

(Poblador)

Reafirmando lo anterior, la ausencia de 
propiedad es el elemento de conver-
gencia básico entre los pobladores. Sin 
embargo, el carácter de la necesidad que 
convoca debe comprenderse desde los 
planteamientos de Agnes Heller, en rela-
ción a las necesidades existenciales. Esto, 
en la medida que la vivienda no sólo re-
presenta un bien material, sino que res-
ponde a requerimientos cualitativos de 
la experiencia humana, como es la nece-
sidad de sociabilizar de manera libre den-
tro de un espacio que se presenta como 
propio (Heller, 1996). En este sentido, los 
pobladores demandan tanto necesidades 
fundamentales (subsistencia, identidad, 
protección) como existenciales (asociadas 
al estar y el tener un espacio) (Max-Neef, 
1993), a través de la acción de legitimar su 
pertenencia a un suelo.
  

De este modo, el diagnóstico de necesi-
dad, levantado y compartido entre los 
pobladores de Peñalolén, situaba la expe-
riencia del “hogar” en una operación activa 
que propiciaba la definición de patrones y 
lenguajes propios. Este atributo de la de-
manda, que supera ampliamente la casa 
en sí misma, da cuenta de una definición 
delineada por los mismos actores partici-
pantes de esta experiencia. Ello, conside-
rando que una situación característica de 
la pobreza, -como es el allegamiento-, se 
reinterpretó como una falta de autono-
mía, legitimándose la presión de tomarse 
el terreno para transformar la situación 
dada. Así, esta identificación se asocia a 
un diagnóstico de estrechez económica, 
pero a su vez, a un problema político, y 
por lo tanto, existe el espacio para rebe-
larse ante él.    
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“nuestra idea era quedarnos acá, nuestra mira era quedarnos aquí. 
nuestra mira era luchar por este terreno. nosotros morimos y luchamos 
por este terreno. aquí era nuestra vida. eran las propuestas aquí, aquí nos 
íbamos a quedar’“

(Pobladora)

“fuimos muy críticos en el tema de la cantidad sobre la calidad, sobre la 
emigración de la familia, la desintegración del núcleo. porque si te mandan 
a puente alto cuesta mucho que el hijo vaya a ver a su madre. entonces se 
desintegra… se pierden las raíces cuando te vai a un lugar nuevo (…) 
entonces dijimos ‘bueno, lo primero es decir que la gente que está en el 
terreno va a pelear por quedarse en ese terreno“

(Poblador)

“después, nosotros haciendo un trabajo de chinos, el registro de la gente 
que era de la comuna, era el noventa y ocho por ciento, y el dos por ciento 
era gente que era familiar de gente que vivía en la comuna“

(Poblador)

4.2. La territorialidad

Conforme a los fragmentos presentados, 
el terreno representa la posibilidad de 
alcanzar un título de dominio en Peñalo-
lén, comuna de origen de la gran mayoría 
de los pobladores movilizados. En este 
sentido, la necesidad de la vivienda se 
encuentra vinculada a una demanda de 
identidad de pertenecer a la comuna en la 
cual se han desenvuelto históricamente. 
Así, el acceso a la vivienda está mediado 

por un sentimiento afectivo hacia la co-
muna, complejizándose el carácter de 
esta acción al asociarse a un componente 
territorial y no sólo al fin instrumental. De 
este modo, las dimensiones existenciales 
vuelven a discutirse entre los pobladores, 
quienes instalan en el arraigo territorial 
una demanda por integración y por ser 
reconocidos como participantes de su 
comuna de origen. Esta producción sim-
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bólica refuta los postulados de una polí-
tica habitacional que tendió a expulsar a 
los pobres de los suelos económicamente 
rentables, como lo es el sector sur-oriente 
de la capital donde esta toma se encon-
traba emplazada9. 

De acuerdo a ello, implícita en la defensa 
territorial reside la concepción de dere-
cho, pues el razonamiento construido por 
los pobladores obedece a la lógica de ser 
oriundos del lugar, en la cual su pertenen-
cia se manifiesta en términos empíricos, 
mas no en términos legales. En este senti-
do, la referencia de los pobladores supera 
el lenguaje de lo institucional, y reviste 
en su interior un vínculo simbólico y pa-
trimonial -en relación a sus trayectorias 
histórica-, que es justo que se reconozca 
y proteja. El territorio, por tanto, refiere a 
un “espacio antropológico” (Nora, 2009), 
el cual adquiere especificidad debido a la 
interacción entre el sujeto, las relaciones 
que mantienen y las historias que com-
parten. Por lo tanto, Peñalolén constituía 
para estos pobladores un “universo de re-
conocimiento y significados”, fortaleciéndose 
con ello el sentido de pertenencia (Pérez, 
2009).

Coincidente con ello, se observó entre los 
pobladores una postura crítica al modo 
como los programas de vivienda habían 
cubierto el déficit habitacional, en la me-
dida que éstos privilegiaron lo material 
por sobre otras dimensiones. Así, se ge-
neraron progresivos perjuicios para los 
habitantes de viviendas sociales, resul-
tando, en muchos casos, el remedio peor 

9 Para mayor información referirse a https://www.researchgate.net/publication/274038854_Comodifica-
cion_y_segregacion_socio-ambiental_en_Penalolen_Comprendiendo_su_estructuracion_territorial.

que la enfermedad. En este sentido, los 
pobladores no se movilizaban para cons-
tituir un caso más de la problemática de 
“los con techo”, es decir, para pasar del alle-
gado a una “pobreza equipada” (FSP, 2011); al 
contrario, la acción buscaba transformar 
la definición del problema  desde la insti-
tución, no circunscribiéndose únicamen-
te a la consecución del satisfactor directo; 
la vivienda.

De esta manera, la acción de tomarse un 
terreno es una estrategia más que un fin 
en sí mismo, lo que da cuenta de un acto 
político detrás de esta acción directa. 
Esta imagen se asemeja a lo planteado 
por Castells, “los campamentos son un tipo de 
asentamiento urbano que se caracteriza más 
que por el tipo de vivienda, por los objetivos po-
líticos que se les asignan a sus habitantes. estos 
no sólo apuntan a la reivindicación por la casa 
propia, sino que se le considera como lugares 
de creación de conciencia y de lucha por cam-
bios estructurales” (Castells, 2014:10). Esta 
cuestión también es compartida por Sa-
lazar, quien establece que las clases mar-
ginales han ampliado sus objetivos de 
lucha, complementando la adquisición 
de la vivienda con aspectos que la supe-
ran en términos materiales (Salazar, 2012: 
191). 
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Marcha desarrollada por los pobladores de la toma (imagen facilitada por pobladora Yessica Pino).
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La territorialidad, por tanto, constituyó 
una demanda que dotaba de especifici-
dad a esta movilización, al exigirse pro-
piedad debido al vínculo histórico de los 
pobladores con la comuna de Peñalolén. 
De acuerdo a ello, durante los talleres de 
foto-voz se manifestaba de manera evi-
dente el componente afectivo detrás de 
la territorialidad, en medida que la visibi-
lización de la demanda en el espacio pú-
blico a través de marchas (como se ve en 
la imagen N°1) comprometía a todos los 
pobladores en un nivel más profundo. En 
efecto, la defensa del terreno era también 

una forma de proteger al colectivo que 
habitaba en su interior, entretejiéndose la 
experiencia y necesidad individual con el 
proyecto conjunto. Incluso los pobladores 
participantes en el taller, recordaron que 
mientras algunos vecinos se encontraban 
marchando, otros debían quedarse a de-
fender el terreno de la represión policial. 
Así se desarrolló una experiencia que po-
tenciaba el imaginario de la comunidad 
en la medida que cada poblador se apro-
piaba del proyecto común en el acto de 
resistencia.

“todo esto nosotros fuimos planteándolo (…) lo que nosotros buscamos 
era participar de las políticas habitacionales, hacer nuestras propuestas, 
ser críticos pero también proponer y quedamos de acuerdo (…): ‘o el terreno 
de nasur o aumentar los subsidios para poder comprar estos terrenos“

(Poblador)

“nosotros llegamos con un propósito, una claridad muy abierta. que 
era que nosotros queríamos que nos vendieran el terreno como a quince 
unidades de fomento en cero coma cinco la unidad de fomento“

(Pobladora)

La “utopía”, de acuerdo a lo señalado por 
Zemelman (1997), corresponde a la emer-
gencia de un sentido de futuro, al punto 
de llegada hacia el cual el sujeto avanza. 
De este modo, tal como se observa en los 
fragmentos presentados, se incluye entre 
los pobladores el proyecto de permanecer 
juntos, pues al elevarse el terreno como 
demanda, el ‘nosotros’ alcanza una reali-
dad concreta. Así, se instala la construc-
ción de una comunidad como horizonte 

de sentido, reafirmando al colectivo en la 
producción simbólica. La utopía es   el ob-
jetivo a largo plazo que esta organización 
delineó, consolidando una movilización 
que comprendía acciones en distintos 
niveles. De acuerdo a ello, el alcance del 
satisfactor directo permitiría una relación 
sinérgica con otros niveles de la acción, en 
específico sobre el tejido social y comuni-
tario movilizado.  
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También es posible observar en los frag-
mentos presentados una actualización 
del movimiento de pobladores post mo-
dernizaciones neoliberales. Efectivamen-
te, la trama de sentidos articulada por 
esta acción colectiva conocía la transfor-
mación del valor del suelo ocurrida du-
rante la dictadura, incorporándola en su 
discurso para alcanzar la propiedad del 
terreno. De este modo, los pobladores de 
la toma no esperaban que se les regalara 
el terreno por el solo hecho de pertenecer 
a Peñalolén, más bien movilizaban diver-
sos capitales para que se reconocieran y 
validaran sus necesidades, anhelos y afec-
tos a la comuna, haciéndose partícipes de 
su solución habitacional. Por ello, si bien 
se reconoce el carácter privado del suelo 
–a diferencia del movimiento de pobla-
dores anterior a la dictadura-, se orienta 
el intercambio económico hacia una con-
sumación del colectivo, materializándose 
una cooperación entre pobladores que 
tendrá como fin la apropiación legal del 
terreno para la población.   

3.4. Síntesis

Tal como se lee en la declaración de la 
imagen N°2, la demanda de los pobla-
dores de Peñalolén es por integración y 
dignidad, alzándose una demanda que va 
más de allá una acción puramente utilita-
rista. De esta manera, antecede al alcance 
de la vivienda la satisfacción de las di-
mensiones existenciales, lo que da cuen-
ta de los umbrales fijados por los actores 
movilizados para resolver el estado de la 
toma de terrenos. Esta definición respon-
de a procesos de interpretación propios 
de estos pobladores, quienes constituye-
ron una trama simbólica interesada en 
ocuparse del “nosotros”, tanto material 
como existencialmente. En este sentido, a 
la presión de la toma de terreno se inclu-
yó la medida de la huelga de hambre, que 
mostró la convicción que portaban los po-
bladores en lo que refiere al proyecto y la 
acción que estaban protagonizando.

Declaración de las demandas de los pobladores de la toma
(imagen facilitada por pobladora Carlonina Sanhueza).



134

Conforme a los tres componentes indica-
dos: necesidad, territorialidad y utopía, 
es posible advertir definiciones que se 
corresponden a las tres temporalidades 
de la experiencia humana. En ese sentido, 
la necesidad diagnosticada se inscribe en 
el tiempo presente; la territorialidad es 
la imagen del pasado, por que recoge la 
identidad de los pobladores, el soporte de 
su trayectoria histórica; y la utopía refiere 
a la idea de futuro hacia la que avanzan 
los sujetos. De este modo, es posible infe-
rir que la constitución de la toma de terre-
nos estuvo precedida por la emergencia 
de un vínculo cuya especificidad era in-
tegrar una resolución material, afectiva, 
de identidad y de pertenencia conjunta, 
reforzándose el “entre sí” en el origen de 
esta acción pobladora. 

Así, emerge en esta movilización un ser y 
un estar en el mundo donde se encuentra 
lo individual con lo colectivo, asemeján-
dose a todo proyecto político popular; en 
palabras de Illanes, “en primer lugar, en lo 
popular encontramos “lo individual”, porque 
si hay alguien que se muestre más en carne y 
hueso, más desnudado, más corporizado y exis-
tencializado, este es el hombre y la mujer del 
pueblo. en segundo lugar, en lo popular está 
presente lo colectivo puesto que, sometido el 
pueblo a luchar por su amenazada sobreviven-
cia, no puede desafiar su condición si no es jun-
to a los de su misma clase y condición” (Illanes, 
1993:53). 

De acuerdo a ello, tal como lo indica Ze-
melman (1997), el actor se consagra en el 
proyecto colectivo, facilitando la capaci-
dad de los pobladores de reconocerse a 
sí mismos como partes de la unidad que 
protagoniza la toma de Peñalolén. Por 
tanto, el potencial de esta acción reside 
en detectar elementos que se percibían 

transversalmente en términos individua-
les y que dadas las características del pe-
riodo no habían dialogado en un canal co-
mún. Así, al ser el espacio, el problema y el 
fin colectivo, los pobladores reformulan la 
carencia de vivienda, experimentándola 
como un déficit de comunidad, de inte-
gración y reconocimiento. 

3.5. La producción social del 
espacio en la toma de Peñalolén

Una vez presentados los atributos de esta 
acción, se indicarán los resultados de la 
conjugación de ellos en la constitución 
de la toma de Peñalolén, dando cuenta de 
la cohesión interna alcanzada por los po-
bladores para movilizar sus recursos co-
lectivos y construir una formación social 
territorial. Por consiguiente, se expondrá 
la apropiación del terreno en sí, donde 
se materializan las configuraciones de 
sentido desplegadas anteriormente por 
un lado, además de emerger como una 
evidencia del “entre-sí” alcanzado por este 
colectivo. Cabe indicar que la exploración 
sobre la puesta en práctica de esta acción 
colectiva, y la razón por la cual se incluye 
en el artículo, dice relación con la inten-
ción de construir teoría en función de los 
procesos observados en la realidad, no li-
mitándose al discurso únicamente. 

En este sentido, es fundamental para 
comprender esta acción, el ejercicio de 
la comunidad y el vínculo social. Es  esta 
práctica relacional la que ha otorgado his-
tóricamente especificidad al mundo po-
pular, y que con la instalación del modelo 
neoliberal, se vio debilitada (Posner, 2012; 
Araujo y Martuccelli, 2012). Tal como se 
observó en los atributos previos de la ac-
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ción, la vivienda es un satisfactor en tanto 
se encuentra inserta en una trama mayor 
y de más profundo alcance, donde dialo-
gan sentidos de identidad, territoriales 
y comunitarios. Así, la habilitación del 
espacio es ciertamente una entrada que 
permite experimentar -en perspectiva- la 
magnitud de la toma como proceso de 
creación social. 

Reglamento sostenido por los pobladores durante la toma
(Comité Los Avellanos, facilitada por pobladora Carolina Sanhueza).
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Durante el taller de foto-voz, la foto N°3 
fue especialmente significada por los po-
bladores participantes, quienes recorda-
ron la rigidez en la que se desenvolvieron 
durante los primeros años de la toma. Si 
bien reconocieron que no volverían a un 
régimen así, se sentían orgullosos de la 
suerte de contrato social generado, pues 
coincidieron en afirmar que no conocían  
a nadie, y si no hubiesen tenido una comi-
sión de seguridad estricta, la toma hubie-
se fracasado mucho antes. De tal manera, 
la normatividad social fundada obedece 
a una regulación social, pero también a 
un “deber ser” nuevo, a un posicionamiento 
moral en torno al cuidado del colectivo.

De este modo, la producción simbóli-
ca de los pobladores se ancla en el ideal 
del bien común. En efecto, el logro de 
esta acción pobladora se encuentra en la 
apropiación que cada poblador realiza 
inter-dependientemente del espacio del 
campamento. En este sentido, la consti-
tución de esta toma representa el levan-
tamiento de una frontera política y social 
donde se consagra la cultura popular por 
defecto, es decir, aquella que requiere de 
los otros para asegurar su reproducción 
(Illanes, 1993).

“...teníamos comisión salud que se encargaba de la salud. estaba la 
comisión aseo y ornato, que se encargaba de plantar árboles, ver que cada 
vecino tuviera un área verde en su casa para que pudieran compartir...“

(Pobladora)

Así, “lo común”, identificado como aquellos 
atributos compartidos por los pobladores 
al momento de la instalación, logra fun-
dirse en la emergencia del bien común; 
en otras palabras, un tipo de capital10 que 
debido a su naturaleza compartida, res-
ponsabilizaba y beneficiaba de manera 
equivalente a los pobladores del campa-
mento. Por esto, la habilitación del espacio 
refuerza los sentimientos de reciprocidad 
y colaboración experimentados al inte-
rior del terreno, observándose prácticas 
urbanísticas y sociales que vigorizaban 
la consolidación de un vínculo que per-
mitía la auto-reproducción del colectivo. 

Por tanto, la acción colectiva tras la toma 
de Peñalolén actualizó un repertorio de 
sentidos históricos propios del mundo 
popular, en la medida que se dispusieron 
prácticas y estrategias que aseguraran el 
encuentro social, la solidaridad, el reco-
nocimiento y la interdependencia.

Son estas formas de comprender la expe-
riencia de habitar las que dan cuenta de 
la configuración de un espacio alternativo 
y de resistencia al modelo neoliberal, en 
tanto éste presenta una realidad domina-
da mayormente por criterios económicos. 

10 El “bien común” como capital, se define como aquellos bienes, instituciones, espacios de encuentro  que 
surgen de acuerdo a las necesidades de una comunidad, y por tanto, responden y pertenecen a todos sus 
miembros (Durston, 2000).  
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“lo recuerdo como emocionante porque íbamos a tener agua en 
nuestras casas, había que picar en las noches, que no nos fueran a pillar 
que estábamos haciendo el arranque de al frente, era así como bien 
entretenido… las relaciones en ese tiempo eran muy buenas, en ese tiempo, 
muy buenas, luchando como unidos todos“

(Pobladora)

Túnel para armar la red de cañerías que suministrara agua a las casas de la toma
(imagen facilitada por pobladora Carolina Sanhueza).

Durante el taller de foto-voz, los poblado-
res se emocionaron por el esfuerzo colec-
tivo que significó la construcción de este 
túnel, además de poner en valor el sacri-
ficio que implicó la urbanización y habi-
litación del terreno. En efecto, la mejora 

sustantiva que trajo la red de cañerías a la 
calidad de vida de los pobladores, cohe-
sionó esta acción colectiva, constituyén-
dose el hito más expresivo de los alcances 
y potencialidades de la organización.    
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Tal como fue posible de apreciar durante 
los talleres de foto-voz, la autogestión del 
espacio es una huella profunda de esta 
movilización social, volviéndose un logro 
que reforzó la autoestima, el sentido de 
pertenencia y la identidad del grupo. La 
transformación del territorio en función 
de las necesidades de los actores permitió 
a los pobladores comprenderse como su-
jetos activos y capaces, en la medida que 
eran testigos y productores de los cam-
bios observados en el espacio.

Así, considerando la experiencia de exclu-
sión con la que muchos pobladores car-
gaban debido a su situación de pobreza, 
la potencialidad de esta acción fue reco-
nocer en sus participantes capacidades y 
conocimientos fundamentales para la ha-
bilitación territorial,  indispensables para 
el funcionamiento de la toma. Esta valo-
ración colectiva de los aportes de cada po-
blador conduce hacia un circuito virtuoso, 
donde el bien común se expandía en toda 
ocasión que algún poblador desplegaba 
sus competencias para alcanzar benefi-
cios compartidos.  

Habilitación colectiva del espacio de la toma (imágenes facilitadas por Pobladora Viviana González).
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Como se aprecia en la imagen, hay una 
operación de habilitación del espacio tal 
y como fue tomado, trabajándolo colec-
tivamente de acuerdo a las propias ne-
cesidades. En ella es posible magnificar 
la capacidad orgánica de los pobladores, 
quienes levantaron una población con 
sus manos, a punta de auto-construcción. 
En este sentido, en el taller de foto-voz 
los pobladores actualizaron el recuerdo 
de esos primeros años de habilitación y 
producción espacial, emergiendo una 
memoria protagónica donde los sujetos 
eran los actores centrales de su relato. 
Esta experiencia de autoría e indepen-
dencia de las estructuras y designios 
institucionales emocionaba a los pobla-
dores, pues abrió en ellos una dimensión 
en la que no se sentían pobres.  
 
En efecto, antes de instalarse en el terreno, 
los pobladores portaban una definición 
de pobreza leída únicamente en clave 
económica, y como tal, una ausencia de 
libertad para actuar. La transformación 
del terreno permite a los pobladores ex-
perimentar auto-determinación, es decir, 
una disposición activa frente a sus prefe-
rencias y necesidades, empoderándolos.

De acuerdo a lo anterior, en la producción 
social del espacio se materializa la parti-
cularidad cultural de esta formación co-
lectiva. Evidentemente, la constitución de 
sentidos que resaltaban los aspectos co-
munes y el tejido relacional, a diferencia 
de los valores promovidos por el modelo 
neoliberal, dan cuenta de que la toma de 
terreno era –por sobre todo- una estrate-
gia para alcanzar lo que más adolecían 
estos pobladores: reconocimiento. De 
este modo, en la imagen del bien común 
se reproduce y ensancha un capital inter-
subjetivo, que permite la consolidación 

de la red social –el nosotros- y simbólica –
lo nuestro- que se refuerza mediante esta 
acción colectiva. 

4. Reflexiones Finales

La investigación desarrollada se propuso 
abordar el tema de las acciones colectivas 
en plena etapa neoliberal. Tal como lo se-
ñala Iglesias, las movilizaciones sociales 
son el resultado de reclamos “anclados a 
un contexto”, y por ende, “expresiones de un 
determinado orden social” (Iglesias, 2011). 
De acuerdo a ello, la pregunta que debe 
ser respondida por este estudio es cómo 
la toma de Peñalolén constituyó una de 
las pocas expresiones colectivas observa-
das en los noventa, considerando las res-
tricciones estructurales y la desafección 
social que se observaba en dicho periodo.

En este sentido, la entrada presentada res- 
ponde a una aproximación a los compo-
nentes simbólicos y culturales construi-
dos por esta acción colectiva, permitiendo 
evidenciar el modo como la fragmenta-
ción social y la exclusión fueron reinter-
pretados por los pobladores, volviéndolos 
factores que favorecieron la movilización. 
Conforme a ello, el principal logro de la 
toma de Peñalolén fue su capacidad de 
autoafirmación, es decir, de legitimación 
de sí misma (Pincheira, 2009). A través 
de este ejercicio la toma alcanzó una rea-
lidad -podría decirse- inmaterial, pues 
dotó a sus participantes de un soporte 
de identidad que les permitió “existir para 
el otro, hacerse un lugar en el seno de la so-
ciedad, participar [de ella]” (Márquez, 2001: 
20). En efecto, en una sociedad donde es-
tos sujetos se encontraban invisibilizados 
debido a su situación de pobreza, la toma 
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de Peñalolén irrumpe demandando reco-
nocimiento, integración y comunidad. De 
este modo, la exclusión padecida por los 
pobladores fue también una condición 
de posibilidad para producir una “vocación 
transformadora” (ECO, 1988), tanto del tipo 
de sociedad como del marco de relacio-
nes desplegados bajo su alero.

Así, ante una política habitacional reduc-
cionista, que sólo asignaba una responsa-
bilidad del tipo económica a los sujetos 
postulantes a subsidios, los pobladores 
de la toma de Peñalolén construyeron una 
experiencia que atendió a la multidimen-
sionalidad de los sujetos. Dicha intención 
configuró una frontera de humanización 
con respecto al modelo neoliberal (Har-
vey, 2012), en la medida que se potencia-
ban las definiciones del “ser y el estar”, a 
pesar del “contexto de restricciones” en que 
se encontraban situados (FSP, 2011).  
 
La toma de Peñalolén, por tanto, emergió 
como una unidad de sentido alternativo 
para los pobladores que la constituyeron, 
pues en su interior se practicó el reconoci-
miento y la alteridad; es decir, el vínculo 
social en su esplendor. Dentro de la mo-
vilización levantada por los pobladores 
se observaron  densas tramas simbólicas, 
las que devolvían a sus participantes la 
condición de Sujetos; de hombres, muje-
res y niños que portaban el potencial de 
una identidad y una pertenencia histórica 
(Illanes, 1993; Bengoa, 1996). En palabras 
de Dubet, “es el desarrollo de una capacidad 
de ser… [de construir] centros de resistencia y 
de afirmación de un sujeto cuya acción es un fin 
en sí mismo” (Dubet 1989:544).   

Considerando lo anterior, la constitución 
de un “nosotros” en forma y contenido11 es 
el eslabón entre la subsidencia y el estalli-
do de la toma de Peñalolén. La demanda, 
en consecuencia, no responde sólo a la 
carencia objetivamente percibida, sino 
también a la ausencia de pertenencia, de 
confianza, de lazos sociales que permitie-
ran el alcance de certezas sólidas. Por ello, 
la forma adoptada por esta acción colec-
tiva fue la de realzar lo común, constitu-
yéndose un entramado donde se tejía el 
origen, la historia y el nosotros en miras 
de un proyecto en conjunto (Márquez, 
2008). 

Como es conocido, el  último proceso de 
erradicación ya ha sido efectuado en el 
campamento y es pertinente señalar qué 
fue de las familias que aún residían en el 
terreno, y con las cuales trabajé directa-
mente en el curso de este estudio. Como 
se expuso en el apartado “Contexto inves-
tigación”, los casi mil pobladores restantes 
en el campamento tuvieron que esperar 
otros diez años para alcanzar su solución 
definitiva. Si bien ésta fue a través del sub-
sidio, los pobladores lograron imponer su 
demanda territorial, y esta fue  respetada. 
La institucionalidad asumió el esfuerzo  
de adquirir un terreno en la comuna, para 
ahí por fin asentar su experiencia.

De este modo, el libre despliegue del “ser 
y el estar” en la toma, observado –sobre 
todo- en la producción social del espa-
cio, pudo ser constatado de manera ac-
tualizada en el conjunto habitacional 
construido tras esta movilización. Así, los 
pobladores no sólo se han apropiado de 
sus casas, decorándolas y habilitándolas 

11 En términos de prácticas sociales que unifican los sentidos del grupo humano. 
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según sus necesidades y anhelos; sino 
también, diseñaron los espacios públicos 
de su comunidad, revalorizándose con 
ello el derecho de definir y modular su 
contexto, y rebasando extensamente los 
tradicionales espacios dejados por la ins-
titucionalidad para estos fines en contex-
to de viviendas sociales.   

Por consiguiente, la producción simbó-
lica tras la toma de Peñalolén no sólo se 
quedó en los planteamientos discursivos, 
sino que emergió como una oportunidad 
para que los individuos se re-vincularan; 
recuperaran las confianzas diluidas; y se 
proyectaran pese a el contexto en el que 
se desenvolvían. Es decir, donde se les per-
mitiera ser y estar, sin importar la capaci-
dad de adquisición económica. Son estas 
necesidades existenciales las que en defi-
nitiva movilizaron la acción, pues la toma 
forjó el puente entre lo individual y lo co-
lectivo, tan disociado a partir del avance 
del capital. Así, a modo de resistencia, la 
acción colectiva en Peñalolén reafirmaba 
el “en sí” y el “entre-sí” en todos sus movi-
mientos. 

De acuerdo a ello, cabe preguntarse qué 
tipo de sociedad resultaría si la imagen 
que el Estado devolviera a las poblaciones 
intervenidas no fuera ni la de la estigma-
tización ni la del desposeído. Qué pasaría 
si el Estado reconociera en ellas trayecto-
rias, sueños, saberes y prácticas; si valora-
ra sus tramas de sentido y potenciara en 
ellas el ejercicio del vínculo y la identifi-
cación social como herramienta de inter-
vención. Si el Estado abandonara la idea 
del beneficiario, del asistido o del usuario, 
y  concibiera a las personas como actores, 
-como sujetos activos en la resolución de 
sus necesidades-, qué pasaría.
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Resumen

Este artículo pretende contribuir al conocimiento sobre el comporta-
miento y las concepciones reproductivas de mujeres en el contexto rural. 
El artículo describe cómo, a partir de dos procesos de modernización: la 
reforma agraria (1962-1973) y la liberalización del mercado laboral (1973-
1989), se generaron cambios en los comportamientos y concepciones 
reproductivas de las mujeres. Ambos procesos repercuten en el rol de la 
mujer en la estructura social, económica y al interior de la familia. 

En los resultados y hallazgos, se analizan los efectos de ambos proce-
sos y asimismo, cómo la inserción laboral progresiva de las mujeres del 
campo, las dificultades en el cuidado de los hijos y la violencia obstétrica 
institucional, han impactado en su comportamiento reproductivo y en 
las estrategias desplegadas para hacer frente a este nuevo contexto eco-
nómico y cultural.  

El interés por analizar los discursos de estas mujeres surge a partir de la 
necesidad de comprender cómo se modificaron sus prácticas en el ám-
bito de la reproducción y cómo los recursos que controlan los hogares 
varían en relación a la estructura de oportunidades a la que tienen acce-
so a lo largo del tiempo.

Palabras clave: planificación familiar; reproducción en zonas rurales; 
maternidad; políticas reproductivas; violencia obstétrica.

1 Socióloga de la Pontifica Universidad Católica de Chile. Este artículo fue elaborado en el marco de la tesis de 
postgrado titulada “Cambios en el comportamiento y las concepciones reproductivas en tres generaciones de 
mujeres en el período 1960-2000, en la comuna de El Monte“, conducente al grado de Magíster en Antropolo-
gía de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano. Esta tesis fue defendida y aprobada en el año 2015, 
y su profesora guía fue Ximena Valdés.
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Introducción

Hasta la década de 1950, tanto el esta-
do de gravidez como el parto estuvieron 
asociados significativamente a la incerti-
dumbre, al dolor y a la muerte, dado que 
las tasas de mortalidad materna e infantil 
eran sumamente altas. La atención del 
parto ocurría principalmente al interior 
del hogar y dirigida por parteras.

A partir de la década de los sesenta “el ci-
clo maternal” (el control de la natalidad, el 
aborto, la mortalidad materno-infantil y 
la atención del parto), dejó de ser un pro-
ceso exclusivo de la intimidad femenina, 
dirigido por parteras, para transformarse 
en un problema social, sanitario y esta-
dístico, abordado por la ciencia obstétrica 
(Zárate, 2008).  

Particularmente a partir de 1965 se inicia 
en el ámbito de la salud, una Política de 
Planificación Familiar (PPF) que propuso 
el uso masivo de los métodos anticoncep-
tivos con el fin de evitar abortos y de me-
jorar los indicadores de salud materno in-
fantiles (Rojas Mira, 2009). En las décadas 
de los 70 y 80, en materia de salud repro-
ductiva, se buscó aumentar la población, 
estimulando la suspensión de las activi-
dades de información y educación sobre 
anticonceptivos en consultorios y medios 
de comunicación (Jiles, 1992). Finalmente, 
desde la década de los 90 en el marco de 
la redemocratización de la sociedad chi-
lena, se planteó el desafío de impulsar de 
los derechos sexuales y reproductivos, a 
partir de la Conferencia Internacional so-
bre Población y Desarrollo, realizada en 
1994 en El Cairo.  

Este nuevo enfoque científico desplazó 
la atención del parto desde el ámbito pri-
vado al público. La ciencia obstétrica y el 
poder político se unieron en políticas pú-
blicas que buscaron universalizar la aten-
ción del parto, además de vigilar el cuerpo 
grávido, asumiendo estrategias para dis-
minuir la tasa de mortalidad materna e 
infantil (Zárate, 2009). 

1. Una historia de grandes 
cambios: caracterización de la 
Salud Reproductiva en el período 
1965-2000

El ciclo histórico de 1965 a 2000, se ca-
racterizó por las transformaciones en la 
situación de vida de los campesinos, prin-
cipalmente por la reforma agraria (1962-
1973), y luego por la liberalización de los 
mercados productivos agrícolas, impues-
ta por la dictadura militar (1973-1990). 
Estos fenómenos impusieron transforma-
ciones a la familia rural, que pasó de ser 
una unidad de producción y consumo que 
prescindía parcialmente del mercado, a 
transformarse, en una unidad económica 
que crea algunos alimentos y otros bie-
nes, pero se encuentra en una situación de 
mayor dependencia de los bienes y servi-
cios que ofrece el mercado (Valdés, 2007). 
Los procesos de modernización en el ám-
bito productivo, tienen un correlato en las 
políticas y programas de planificación fa-
miliar, a partir de ello, las mujeres recrean 
concepciones sobre su comportamiento 
reproductivo. A continuación, se identi-
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ficarán tres ciclos políticos de Chile y se 
describirán sus hitos más relevantes des-
de la perspectiva de la salud reproductiva. 

1.1. Ciclo 1965 a 1970. Eduardo 
Frei Montalva y la promoción 
popular a través de la Reforma 
Agraria

La reforma agraria2 buscó modificar tanto 
el sistema de inquilinaje como la jerar-
quía social rígida, autoritaria y paterna-
lista que había marcado la historia social 
de la agricultura chilena y de la sociedad 
rural, para insertarse en un proceso de re-
estructuración de la tenencia de la tierra y 
modernización de la agricultura. Esta po-
lítica pretendía romper con el monopolio 
de la tierra, creando predios familiares 
competitivos que pudieran satisfacer el 
consumo doméstico, alentar la industria-
lización y propagar valores democráticos. 

Fue en parte, un proyecto de moderni-
zación que buscaba construir una nueva 
cultura campesina en la que concurrían 
hombres y mujeres como socios del pro-
greso. Se promovía un modelo de familia 
moderna, en que los hombres campesi-
nos se transformarían en verdaderos pro- 
veedores para los consumidores y pro-
ductores para el país, desarrollando una 
masculinidad más independiente, menos 

2 En 1965 el gobierno de Frei, envió al Congreso un proyecto que contenía la reforma constitucional sobre 
el derecho de propiedad. En efecto, en todo el país, el 9,7% de las propiedades abarcaban el 86% de la tie-
rra agrícola, en tanto que el 74,6% solo disponía del 5,2% de ésta. El gobierno de Salvador Allende, a partir 
de 1970, continuó el proceso de reforma agraria, utilizando los instrumentos legales promulgados en los 
períodos anteriores, con el fin de expropiar todos los latifundios y traspasarlos a la administración estatal, 
cooperativas agrícolas o asentamientos campesinos. Al producirse el golpe de Estado y el consiguiente debi-
litamiento institucional y democrático, se dio por terminado el proceso de reforma.

humillada, más moderna, hasta militante 
(Tinsman 2002). Las mujeres campesinas 
se transformarían en dueñas de casa mo-
dernas: mucho más educadas, capaces de 
criar niños y administrar bienes familiares 
según normas higiénicas y racionales.

En este período, la cantidad promedio de 
hijos por mujer era de 5,35. Ello, en parte, 
porque las mujeres no tenían suficientes 
métodos de planificación familiar. El ac-
ceso a métodos anticonceptivos para las 
mujeres era casi inexistente. El control de 
la reproducción se realizaba, principal-
mente, por medio de remedios caseros 
transmitidos intergeneracionalmente. 
Del mismo modo, el sistema hospitalario 
se encontraba relativamente ausente y 
era reemplazado por el saber vernáculo 
comunitario (Valdés 2007). La atención 
profesional del parto llegaba sólo al 52%, 
y en algunas provincias, no superaba el 
40% (Szot, 2002).

En el caso de la salud de la madre, apro-
ximadamente un 25% de la población 
estaba constituida por mujeres en edad 
fértil (entre los 15 y los 44 años de edad) 
y la tasa de natalidad era extraordinaria-
mente elevada: 36,3 por mil habitantes. 
Sin embargo, la tasa de mortalidad ma-
terna era igualmente alta, alcanzando en 
1965 la cifra de 27,9 defunciones por cada 
10.000 nacidos vivos.
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3 A fines de 1965 el gobierno de Frei Montalva otorgó personalidad jurídica al Comité de protección a la fa-
milia, que se había creado en la década de los 60 por influencia de la International Planned Parenthood Fe-
deration (IPPF) para reducir las elevadas tasas de natalidad, la mortalidad materna y la letalidad por aborto. 
Este organismo pasó a llamarse Asociación Chilena de Protección a la Familia (Aprofa). Cabe destacar que el 
concepto utilizado es de protección y no de planificación, pues se quería mostrar que el efecto buscado de la 
planificación era defender, proteger y resguardar la familia. 

Más de un tercio de las muertes era con-
secuencia del aborto provocado clandes-
tino cuya prevalencia a comienzos de la 
década del 60 era del orden de 32 abortos 
por cada 1.000 nacidos vivos. En 1960 el 
número de mujeres hospitalizadas por 
aborto alcanzó los 57.368 casos. Esto, con-
siderando que solamente llegaban a los 
hospitales los casos más graves. Inves-
tigaciones de la época, arrojaban como 
resultado que cerca de un tercio de los 
embarazos culminaban en aborto y entre 
un 75% y un 90% de éstos era provocado 
(Szot, 2002).

Al analizar la epidemiología de los abor-
tos, se destaca que las mujeres entre los 
20 y 34 años aparecían como grupo más 
vulnerable. Se trataba de mujeres casa-
das, que tenían hasta 3 hijos vivos y que 
pertenecían a los grupos socioeconómi-
cos de menores ingresos (Szot, 2002).

Surgió entonces con fuerza, la necesidad 
de contener las altas tasas de aborto y de 
universalizar la atención profesional del 
parto. Este fue uno de los principales ob-
jetivos del Programa de Planificación Fa-
miliar (PPF) y de su inserción en la política 
de salud materno-infantil a partir de 1965. 

En su origen, el PPF chileno se configuró 
gracias a la red médico-asistencial y a la 
infraestructura que proveía el Servicio 
Nacional de Salud (SNS) y al trabajo rea-
lizado por la Asociación de Protección de 

la Familia (Aprofa)3. A contar de agosto 
de 1965 se diseñó un PPF cuyos propósi-
tos fueron el control del aborto inducido 
clandestino, el descenso de la mortalidad 
infantil y la promoción del bienestar fa-
miliar. Esta política tuvo un componente 
asistencial, otro de investigación práctica 
y por último, uno de entrenamiento al 
personal de salud. Sugería el uso de mé-
todos anticonceptivos, principalmente los 
Dispositivos Intrauterinos (DIU), terapias 
hormonales y la esterilización.

El PPF garantizó el uso de métodos anti-
conceptivos a la mayoría de la población 
del país, extendiéndose incluso al campo, 
lo que constituyó un paso fundamen-
tal para la autonomía reproductiva de 
las mujeres; eso sí, se centró en la etapa 
marital excluyendo a mujeres jóvenes sin 
unión matrimonial. En el ámbito ideoló-
gico, estas políticas reforzaban la compo-
sición de una familia tradicional, hetero-
sexual, biparental y con hijos. 

En su puesta en marcha el PPF fue a tal 
punto eficiente, que sin distinguir eda-
des, nivel de escolaridad, estrato socioe-
conómico, ni residencia urbana o rural, 
provocó grandes mejoras. Los principales 
impactos del PPF fueron reducir el nú-
mero de partos por mujer, en especial, si 
éstos habían sido más de cuatro o cinco 
y fomentar el espaciamiento de los hijos.
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1.2. Ciclo 1979 y 1984. La 
dictadura que dejó sola a las 
mujeres.

Una vez instalado el régimen militar, se 
pusieron en marchas programas y polí-
ticas en el ámbito de la salud. En 1978, la 
Oficina de Planificación Nacional (Ode-
plan4), a través de su Política de Población 
intentó terminar con el PPF. Suspendió 
las actividades de información y educa-
ción sobre anticonceptivos en consulto-
rios y medios de comunicación, autorizó 
el retiro de dispositivos intrauterinos sin 
consulta previa a las mujeres, prohibió la 
esterilización, desestimó la investigación 
y se despreocupó del aborto, que según 
algunas cifras, ascenderían a 150.000 por 
año (Benjamín Viel, Aprofa, entrevista en 
Jiles, 1992). De una plumada, el gobier-
no de la época se propuso barrer con los 
métodos recomendados por el SNS en el 
período precedente, a pesar de su com-
probado grado de eficacia.

Del mismo modo, en su intento por con-
quistar la simpatía de la Iglesia Católica, 
la dictadura valoró a la mujer especial-
mente en su calidad de madre, definien-
do la capacidad de procrear como su fun-
ción social primordial. El ejercicio de esta 
capacidad, en la concepción del dictador 

4 Organismo estatal creado en 1967 con el fin de asesorar al Presidente en “todas las materias que digan re-
lación con el proceso de planificación económica y social” FALTA FUENTE DE LA CITA. Durante la dictadura 
Odeplan fue la agencia estatal para impulsar grandes reformas desde el modelo neoliberal, tales como la 
privatización del sistema de pensiones y de la salud.  

5  El dictador Augusto Pinochet gobernó Chile entre 1973 y 1990. 

6 Pinochet, Augusto, citado en “La mujer y el gobierno militar”, Mujer/Fempress, N° especial: la maternidad, 
página 16.

Augusto Pinochet Ugarte5 era que: “el ho-
gar es como un chile pequeño…la patria nace en 
la familia…se debe unir los conceptos de hogar 
y patria, identificando a la mujer dentro de su 
hogar, en un servicio a chile, y de esa manera 
dignificar las funciones femeninas”6. El régi-
men pretendía impulsar una política pro 
natalista para contar con una población 
numerosa y políticamente controlada; 
planteaba un vínculo natural entre mujer, 
familia y nación, que tenía raíces en los 
proyectos totalitarios (Tinsman, 2009).

Durante el período 1973-1979 ocurrió una 
desestabilización tanto productiva como 
ideológica de la reforma agraria, que lan-
zó una contrarreforma que devolvió más 
de un tercio de la tierra expropiada a sus 
antiguos dueños, derogó el antiguo Códi-
go del Trabajo y generó nuevas y coerciti-
vas relaciones laborales. 

Desincentivó a los trabajadores que bus-
caban la reforma de la agricultura y de 
las empresas, y lo fundamental, cambió 
radicalmente la composición del merca-
do de trabajo: el trabajo temporal creció, 
en detrimento del permanente (Valdés y 
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7 Pese a la concepción imperante respecto de que la mujer debía procrear y vigilar el hogar, la economía de las 
familias no se sustentaba solo con el ingreso masculino, por tanto la mujer debió ingresar al mercado laboral. 

Araujo, 1999). Los salarios bajaron, la de-
manda de trabajo estacional de mujeres 
creció y las familias campesinas se volvie-
ron dependientes tanto de los ingresos de 
hombres como de mujeres7.

La participación de hombres y mujeres 
en el mercado de trabajo constituyó una 
estrategia familiar para hacer frente a las 
nuevas condiciones de vida que impuso 
el régimen neoliberal; con diferente par-
ticipación por sexo a lo largo del ciclo pro-
ductivo, en distintos momentos del ciclo 
de vida de sus miembros y desde tempra-
na edad; en el caso de las mujeres alrede-
dor de los 12 a 14 años (Venegas, 1995, en 
Araujo y Valdés 1999).

Este nuevo escenario laboral en el ámbito 
rural, empujó a las mujeres a desempe-
ñarse en trabajos específicos: un conjun-
to de actividades y faenas del proceso 
agroindustrial en permanente desarrollo. 
Van desde aquellas que se realizan en los 
huertos, hasta las de acondicionamiento 
para la exportación de los productos, en 
las empacadoras. Vale decir, las mujeres 
se incorporan a las labores de la cadena 
agroindustrial. El tipo de labor requerida 
tanto en los predios como en los packing 
– delicada y minuciosa – puede ser reali-
zada por las mujeres sin entrenamiento 
previo, pues forma parte de su socializa-
ción de género (Valdés, 1988, en Araujo y 
Valdés, 1999).

Del mismo modo, en el trabajo durante 
la temporada alta, los turnos de empa-
que a los que accedían las mujeres, dura-
ban hasta dieciséis horas. Trabajaban de 
pie, con escasos recreos y alimentación 
insuficiente. Además, eran sometidas a 
humillantes exámenes de embarazo y, 
en el caso de que éstos resultasen posi-
tivos, eran despedidas. La exposición a 
pesticidas y gases tóxicos incidían en las 
pérdidas de los embarazos, niños nacidos 
muertos o con defectos de nacimiento 
(Tinsman, 2009)  

El correlato que estas nuevas condiciones 
productivas y laborales del campo tuvie-
ron en el comportamiento reproductivo 
de este ciclo, fue la reducción en el índice 
de fertilidad a 2,67 (INE, 2015). 

La inserción de la mujer también ocurrió 
en el ámbito político. En medio de una 
fuerte represión, atomización de la socie-
dad chilena y del desmantelamiento de 
los partidos políticos, las mujeres pugna-
ban no sólo contra el autoritarismo insta-
lado en el Estado sino también aquel que 
caracterizaba ámbitos familiares y priva-
dos de la sociedad chilena.
 
Como parte de la restricción de los dere-
chos individuales, la dictadura obstacu-
lizó el debate sobre derechos vinculados 
a la autonomía, la libertad personal y 
la sexualidad. Esto ocurrió en el ámbito 
constitucional, pues hasta 1989 la ley chi-
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lena permitía el aborto terapéutico, pro-
tegiendo la vida de la mujer embarazada 
que sufría patologías graves. Pero, la ley 
18.826 fue derogada en 1989, señalando 
que los avances de la medicina lo hacían 
innecesario. Pese a que esta intervención 
continúo contando con la aprobación de 
la Asociación Médica Mundial, el Código 
de ética del Colegio Médico de Chile y la 
Sociedad Chilena de Obstetricia y Gine-
cología, la dictadura penalizó el aborto 
terapéutico en 1989, tras largas décadas 
de aplicación en Chile.

1.3 Ciclo 1996 a 2000. Derechos 
sexuales y reproductivos; 
derechos fundamentales y 
universales

En el ámbito de las políticas públicas, el 
Ministerio de Salud en 1994 decidió trans-
formar el tradicional programa de Salud 
Materna y Perinatal en un Programa de 
Salud de la Mujer. Este, sin descuidar las 
acciones de protección del proceso repro-
ductivo con los excelentes indicadores al-
canzados (mortalidad infantil y perinatal, 
mortalidad materna), se propuso agregar 
aspectos de salud no reproductivos (sa-
lud mental, salud laboral, atención en 
el período menopáusico) e incorporar el 
enfoque de género en las actividades pro-
gramáticas8.

La perspectiva institucional señalaba que 
en Chile existía una excelente cobertura 
en control del embarazo y atención profe-
sional del parto, basados en treinta años 
de exitosa experiencia en planificación 
familiar. Sin embargo, persistía como pro-
blema el aborto inducido (considerado 
como signo de demanda no satisfecha de 
la población usuaria)9.

En este período, el PPF ya no es considera-
do exclusivamente en términos de geopo-
lítica y desarrollo, sino como un derecho 
fundamental; reconociéndose así, por 
primera vez, los derechos de las mujeres 
sobre el principio de la igualdad de dere-
chos entre hombres y mujeres. 

El ejercicio de este derecho debe ser ase-
gurado por todos los estados comprome-
tidos con el cumplimiento de los distintos 
tratados y convenciones internacionales 
que los garantizan. Los estados firman-
tes llegaron a un consenso general con 
respecto a los principios que definen los 
derechos sexuales y reproductivos en el 
Programa de Acción de la Conferencia 
Internacional sobre Población y Desarro-
llo (CIPD), realizada en Cairo el año 1994, 
señalando que:

8 Ministerio de Salud, Programa Salud de la Mujer. Serie 01: Programas de Salud. División Salud de las per-
sonas. 1997. Pese al cambio en el nombre del programa, sigue siendo un programa de planificación familiar.

9  Ibíd. Páginas 11-13.
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10 Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, El Cairo, Egipto, 5–13 de 
septiembre, 1994, Doc. de la ONU A/CONF.171/13/Rev.1 (1995). Los derechos sexuales y reproductivos han sido 
reconocidos por los organismos internacionales en numerosas declaraciones y conferencias, particularmente 
a partir de la “Convención sobre eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer” (1979), 
de Naciones Unidas. También, más específicamente, a partir del Protocolo facultativo de dicha Convención, 
firmado en 1999 que permite a las partes firmantes, reconocer la competencia del Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer para examinar las denuncias de particulares. 

“los derechos reproductivos abarcan ciertos derechos humanos que ya 
están reconocidos en leyes nacionales, documentos internacionales sobre 
derechos humanos y en otros documentos aprobados por consenso. estos 
derechos se basan en el reconocimiento del derecho básico de todas las 
parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, 
el espaciamiento de los nacimientos y a disponer de la información y de 
los medios para ello, así como el derecho a alcanzar el nivel más elevado 
de salud sexual y reproductiva. también incluye el derecho a adoptar 
decisiones relativas a la reproducción sin sufrir discriminación, coacciones 
o violencia, de conformidad con lo establecido en los documentos de 
derechos humanos“10

Se pretendió con esto modificar el valor 
social y las concepciones asignadas a la 
sexualidad y la reproducción.

Podemos señalar que a partir de los 90 
las vivencias de la sexualidad se han des-
plazado desde la legitimidad del acto, a 
las consecuencias biográficas del mismo 
y, con ello, desde el plano de las institu-
ciones al plano de los individuos. De esta 
manera, la individualización experimen-
tada en los años 90, conlleva la diversi-
ficación de las trayectorias biográficas y 
sexuales, de modo que las mujeres han 
diversificado sus trayectorias personales. 
Lo que antes se definía de modo homo-
géneo como ser mujer, ahora se ha vuelto 
plural. Las mujeres, progresivamente, van 
abandonando como única fuente de su 
identidad los roles y estilos que tradicio-

nalmente han desempeñado, y van cons-
truyendo trayectorias singulares, diversas 
y hasta controversiales. Ocurre una indi-
vidualización y singularización al mismo 
tiempo, que facilita que las mujeres ins-
talen la búsqueda de placer en la sexua-
lidad femenina (Palma, 2006).

De este modo, a partir de la liberalización 
de las prácticas sexuales, especialmente 
entre adolescentes, y en el marco de cam-
bios de los patrones tradicionales de lo 
masculino y femenino, surge un elemen-
to central para posibilitar el ejercicio de 
los derechos en este campo, se trata de la 
separación entre sexualidad y reproduc-
ción; o bien entre erotismo y fertilidad 
(Casas y Dides, 2007).
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Es así como los significados y las prácti-
cas sexuales de mujeres y hombres ya no 
responden al modelo que formó parte por 
décadas del sentido común. Según Dides 
(2006), se trata de un nuevo camino de 
búsqueda de autonomía de las mujeres.

Estos cambios, repercuten en diversos de-
bates sociales que muchas veces escon-
den concepciones del orden social, su ins-
titucionalización y sus regulaciones. Sin 
embargo, para materializar estos avances 
en el ámbito legal, el desafío principal es 
incorporar en el debate no sólo aspectos 
técnicos o biomédicos (por ejemplo si la 
anticoncepción de emergencia es aborti-
va), sino enfrentar una discusión vigorosa 
sobre el contenido y alcance de los dere-
chos involucrados sexuales y reproduc-
tivos, tanto en el ámbito público como 
privado de salud.

En el contexto rural, es posible sostener, 
a partir de documentos del Ministerio 
de Salud, que “existe evidencia de que la si-
tuación de salud es peor en mujeres de escasos 
recursos o en zonas rurales donde están empo-
brecidas”. En este contexto, y en particular 
a partir de los programas de promoción 
de la salud, aplicados desde la década de 
los 90, es posible sostener que superar la 
pobreza, como se ha realizado en los úl-
timos años, no implica necesariamente 
superar las desigualdades (en cuanto al 
rol de género) entre hombres y mujeres 
(Minsal, 2008).  

2. Método

El enfoque del estudio fue cualitativo y 
tuvo como centro describir y explorar los 
acontecimientos, acciones, normas y va-
lores, desde la perspectiva del sujeto fe-
menino, mediante etnografías. 

En total se realizaron 13 entrevistas a mu-
jeres residentes en la comuna de El Mon-
te, Región Metropolitana. El plan de aná-
lisis consistió en transcribir las entrevistas 
y analizar el discurso presente en ellas. De 
este análisis, surgieron tres categorías que 
permitieron describir el comportamiento 
y las concepciones reproductivas de las 
mujeres entrevistadas. 

La muestra se desagregó en 3 grupos, 
correspondientes a cada una de las tres 
etapas o ciclos de política descritos con 
anterioridad. En el período 1979-1984 se 
realizó una entrevista más, para validar 
los hallazgos en relación a la violencia 
obstétrica. 

Se indagaron aspectos propios del ámbito 
privado de las mujeres, tales como la ne-
gociación de la intimidad, su decisión de 
tener o no hijos y el espaciamiento de los 
embarazos. También se abordaron cues-
tiones relativas a su experiencia en los ser-
vicios de salud y con el mercado laboral. 

Para cumplir con los actuales estándares 
de éticos en investigación social, se solici-
tó a las mujeres su consentimiento infor-
mado para participar en este estudio, por 
medio de una carta firmada. 
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Cuadro 1. Distribución de entrevistas realizadas11

11 Entre paréntesis el año de nacimiento de la entrevistada, luego la ocupación que desempeñaba al momento 
de ser madre y el número de hijos que tiene al momento de la entrevista. La seña V/O, significa que durante 
la entrevista mencionó episodios de violencia obstétrica. 

3. Resultados y hallazgos

A continuación se presentan los principa-
les resultados y hallazgos. Los resultados 
se presentan en tres categorías que des-
criben diferentes shocks que ocurren en 
la vida de las mujeres y que modifican su 
comportamiento y concepciones repro-
ductivas, situándolas en una posición de 
vulnerabilidad.

   

3.1. Comportamiento y 
concepciones reproductivas 
en mujeres que se insertan 
laboralmente

Por cada uno de los ciclos estudiados, las 
mujeres entrevistadas exhiben, más o 
menos, el siguiente perfil laboral y ocu-
pacional:

Ciclo 1965-1970: campesinas y/o asalaria-
das rurales, dueñas de casa y luego algu-
nas trabajaron como temporeras. 

Fuente: Elaboración propia a partir del trabajo de campo realizado entre septiembre y noviembre de 2014.
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Ciclo 1979-1984: consolidan sus ocupa-
ciones como asalariadas, en empleos do-
mésticos, algunas inician emprendimien-
tos familiares. 

Ciclo 1996-2000: acceden a empleos per-
manentes, en algunos casos profesiona-
les, en profesiones vinculadas al cuidado 
de los demás. 

La inserción laboral de las mujeres impli-
ca que ellas despliegan sus activos de ca-
pital humano (sus habilidades y compe-
tencias) para fortalecer y contribuir a los 
ingresos de su estructura familiar. Esto se 
observa particularmente en el caso de las 
temporeras.  

Del mismo modo, la inserción laboral 
de las mujeres, implica un shock al inte-
rior de las familias, lo que se refleja en su 
comportamiento reproductivo. Deciden 
tener menos hijos e incorporan la expec-
tativa que sus hijos obtengan un título en 
la educación superior. Esta misma mujer 
relata que su hija estudia en el vespertino 
del Instituto AIEP Técnico en Enferme-
ría (en Santiago), y que ella, además de 
cuidar a sus nietos en las noches, le da 
$50.000 al mes, para pagar el Instituto. 

En general, las entrevistadas de los tres ci-
clos, destacan la educación como el cami-
no que deben tomar sus hijos, pese a los 
esfuerzos económicos que ello conlleva. 
Para ellas, los activos humanos o capital 

“tenía que llegar al cerro a trabajar, salíamos como a las dos de la 
mañana, no parábamos, trabajábamos día y noche, y después tenían que ir a 
dejarnos a las casas, y después entrábamos a las ocho. me gustaba, pero se 
ganaba poco… poquísimo”. (reflexiona sobre su situación actual)  
“ahora no me siento capaz para salir a trabajar al sol, y andar tanto en la 
humedad, porque trabajaba puro hincada, y acarreando sacos para afuera, 
al hombro” (al preguntarle si algunas de sus hijas trabajó en lo mismo, 
dice): “no, gracias al señor, no”

(Madre en el ciclo 1965-1970)

humano, son claves para que su familia 
pueda movilizarse tanto para el ascenso 
como en la integración social. Las mujeres 
orientan su esfuerzo a la obtención de ac-
tivos financieros, que luego son invertidos 
en la educación de sus hijos e hijas.

Es el mercado el que ejerce una creciente 
influencia sobe las decisiones que toman 
las mujeres en torno a sus activos de capi-
tal humano, pese a que el Estado, por me-
dio de políticas públicas, intenta interferir 
en los complejos mecanismos de repro-
ducción intergeneracional de las desven-
tajas y riesgos sociales que la ausencia de 
educación conlleva. El Estado también se 
encuentra  abocado a fortalecer los recur-
sos educativos, laborales y patrimoniales 
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“a una como mujer la motiva la necesidad de aportar a la casa, en el caso 
mío yo no trabajé cuando los niños estaban chicos, porque mi marido tenía 
un buen trabajo, no teníamos la necesidad de que yo trabajara. por lo tanto 
yo empecé a trabajar cuando el mayor, tenía como quince años, ya estaban 
grandes ya, el segundo tenía como ocho años”

(Madre en el ciclo 1979-1984)

“quería darles educación, alimentarlos bien, educarlos, y darles un hogar 
como corresponde, por lo menos con las mínimas comodidades, entonces 
por eso que me planifiqué tener solo dos hijos”

(Madre en el ciclo 1979-1984)

de los grupos demográficos más sensibles 
a los cambios del entorno (Busso, 2001).

De algún modo, las mujeres significan 
que el modelo neoliberal en lo económico 
tiene un correlato en la educación y ello 
significa que para revertir las desventajas 
intergeneracionales, deberán invertir en 
educación o bien endeudarse para orien-
tarse a dicha meta. 

Como consecuencia de ello, su compor-
tamiento reproductivo se adecúa a sus 
expectativas y tienen menos hijos. El PPF 
es asimilado por las mujeres porque es 
funcional a sus expectativas. Tal como se-

La inserción laboral ocurre para ajustar la 
estructura de oportunidades y los cam-
biantes requerimientos de los canales de 
movilidad e integración social, que re-
quieren para atraer recursos al hogar.

ñala Rosenberg (citado en Gamba, 2009), 
la regulación de la fecundidad femenina, 
mediante la anticoncepción científica 
(hábeas corpus de las mujeres; Fraisse 
1996) es una de las mayores revoluciones 
perdurables del siglo XX. En efecto, la an-
ticoncepción permite a las mujeres de-
cidir en relación a su sexualidad y repro-
ducción, lo cual les otorga mayor libertad 
y circulación social. 

En las entrevistas del período 1979-1984, 
la estrategia a la que recurren es que lue-
go de criar a sus hijos, se dedican a comer-
cializar productos fabricados por ellas. 

Un elemento común que se desprende de 
todos los relatos, es que ellas han realiza-
do esfuerzos para que sus hijos “no vivan 
lo mismo”, que tengan mayores niveles de 
bienestar, al menos material, y que acce-
dan a una estructura de oportunidades 
más robusta que la que ellas tuvieron:
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Agrega que no quiso ser pobre como su 
madre, que tuvo diez hijos. La describe 

“yo creo que las madres tenían pena, porque eran muy fuertes, eran 
campesinas duras, entonces ellas se lo guardaban (la tristeza), pero uno a 
través del tiempo se daba cuenta de que eran mujeres infelices, porque no 
podían darse un gusto como uno, por ejemplo, yo me siento aquí a tomarme 
un helado”

(Madre en el ciclo 1979-1984)

“por avenida los carrera se abrió una guardería, los tenían toda la 
mañana, les daban almuerzo, y los retirábamos en la tarde, antes de irme al 
trabajo, invierno, verano, lloviera, nevara, los dejaba en la guardería, y me 
iba a trabajar y en la tarde los retiraba mi hijo mayor o mis vecinos, que me 
querían un montón y fueron mi red de apoyo”

(Madre en el ciclo 1979-1984)

como una mujer campesina y triste, que 
se levantaba al alba. Comenta:

3.2. Debilitamiento de la 
estructura familiar, cuidado 
de los hijos y disminución del 
tamaño de las familias

Si bien la planificación familiar es posible 
dado el acceso masivo a métodos anti-
conceptivos, las mujeres deben enfrentar 
un tema vital, que es la compatibilización 
entre ser madres, trabajar fuera del hogar 
y el cuidado de los hijos y familiares en-
fermos. 

Tal como señala Jiles (1992), “….si bien los 
anticonceptivos permitieron a la mujer deter-
minar el número y espaciamiento de sus hijos; 
así como separar el derecho al placer, de la 
maternidad obligada, dejaron prácticamen-
te inalterados los modelos conductuales, en 

función de los cuales, hombres y mujeres conti-
nuaron actuando al interior de la familia y la 
sociedad” (p.202).

La red de apoyo a la que podían acceder 
las mujeres para el cuidado de sus hijos, 
es limitada. En general, los jardines infan-
tiles eran escasos y la mayoría de ellas no 
tenía recursos para pagar a una persona 
que cuide a sus hijos. Solo una de las en-
trevistadas contó con una red de apoyo o 
activo social.
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En consecuencia, las mujeres deben bus-
car estrategias para dejar a sus hijos al 
cuidado de alguna mujer de su familia o 

El cuidado de los hijos genera una tensión 
en el rol tradicional femenino. Esto deses-
tabiliza la estructura familiar tradicional, 
ocasionando una gran dificultad para las 
mujeres que desean mantenerse en el 
ámbito laboral.

“era difícil, correr todo el día, hacer una cosa, un evento, terminar, dejar 
gente, partir, volver, ver a mis hijos, encargarme de la casa, era correr, 
porque tampoco me gustaba dejarlos en mano de otras personas, a lo mucho 
los dejaba en casa de una tía, que para mí era como una segunda madre”

(Madre en el ciclo 1979-1984)

“mi suegra después que me casé, me los cuidaba. y después los más 
grandecitos cuidaban a los más chicos, cuando habían problemas y no me 
los cuidaban, yo salía igual a trabajar, todos los días yo tenía que trabajar 
para saber comprarles un juguetito, cualquier cosita, todo lo del colegio”

(Madre del período 1965-1970)

“yo estuve con mi hija hasta los ocho meses y fue muy difícil, no tenía 
familiares que me ayudaran a cuidarla, entonces se me complicó mucho, mi 
empleador tampoco me pagó la sala cuna, por lo tanto yo tuve que ver quién 
me la iba a cuidar… por eso no sé, no me atreví a tener más hijos”

(Madre del período 1996-2000)

bien recurrir a sus hijos mayores. Una de 
las mujeres relata:

Otra entrevistada describe:

Esta dificultad se profundiza entre las mu- 
jeres que fueron madres en el período 1996-
2000. Sus relatos dan cuenta del debili- 
tamiento de las instituciones primordiales  
(familia y comunidad); ocasionalmente 
son apoyadas por sus madres y notan la  
diferencia con las generaciones anterio- 
res. Una de las entrevistadas describe:
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La inestabilidad y el vaciamiento de la 
familia como estructura contenedora, li-
mita el comportamiento reproductivo de 
las mujeres. Si bien estas mujeres tienen 

mayor autonomía personal, enfrentan un 
menor apoyo y redes para el cuidado de 
los niños. Una mujer lo describe de la si-
guiente manera:

“yo creo que como eran las generaciones antiguas de mi abuela o mi mamá, 
uno tiene más autonomía, hay un desarrollo más amplio individual, uno 
ejerce más decisiones personales, no como antes que eran más dependientes 
del marido. hoy en día no, (la mujer) puede desarrollarse sin tener que 
andar pidiendo tanto permiso”

(Madre del período 1996-2000)

La autonomía también se refleja en que 
algunas mujeres que fueron madres en 
el período 1996-2000 son jefas de hogar, 
en particular las que acceden a estudios 
universitarios. En estos casos, la planifi-
cación, la cantidad de hijos que tienen y 
el espaciamiento de ellos, en la mayoría 
de los casos, se relacionan con las expec-
tativas que tienen respecto al futuro de 
sus hijos y con su propio deseo de cursar 
estudios superiores.

En consecuencia, se resiente para ellas 
la legitimidad de la institución familiar 
tradicional y se erosionan los modelos 
de paternidad y maternidad conocidos. 
El modelo económico sigue imponiendo 
condiciones que obligan a la toma de de-
cisiones racionales, lo que se ve reflejado 
en que el promedio de hijos en el período 
es de 2,19 (INE, 2015). 

Observamos en estos casos la manifes-
tación de la pobreza como una situación 
heterogénea, puesto que pese a tener for-
mación universitaria, se enfrenta lo que 
Kaztman (1999) denomina “vulnerabilidad 
a la exclusión de la modernidad”. Es decir, a 

pesar de haber accedido al capital social, 
necesitan resguardarlo. Este nuevo esce-
nario plantea la necesidad de que las mu-
jeres sean beneficiarias de políticas que 
busquen proteger su situación frente al 
deterioro de la unidad familiar.

3.3. Vínculo con las instituciones 
de salud: violencia obstétrica

Durante el desarrollo de las entrevistas 
emergió el concepto de violencia obstétri-
ca. Si bien no fue descrito como tal por las 
entrevistadas, sus relatos eran coinciden-
tes y fue necesario indagar en él y definir-
lo. Para efectos de este análisis lo enten-
deremos como: “la apropiación del cuerpo y 
los procesos reproductivos de las mujeres por 
parte del personal de salud, lo que se expresa 
en tratamiento deshumanizado, un abuso en la 
medicación, y el convertir los procesos natura-
les en patológicos, lo que conlleva una pérdi-
da de autonomía y de la posibilidad de decidir 
libremente sobre sus cuerpos y su sexualidad, 
impactando negativamente la calidad de vida 
de las mujeres” (Pérez D´Gregorio, 2010). 
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“el hospital de talagante12 era mal atendido, por ejemplo, a las mamás 
solteras las trataban súper mal, les decían, que cállate, que no te gustó, 
que aguántate no más. era como mal mirado las personas que tenían hijos 
solteras, o que uno tenía muchos hijos, porque te preguntaban 
¿cuántas críos tienes? tanto, tengo cuatro señorita,
ah ya, ¿y quieres más todavía?”

(Madre del ciclo 1965-1970)

“mi mamita partió a talagante conmigo, me fue a ver, me dejó allá, me dijo 
que tenía que hacer esto, esto otro, que fuera valiente porque si no las 
matronas la retaban, habían unas viejitas que retaban mucho, menos mal 
que ahora no están. decían, ¿no te gustó? ¿no te gustó? ahora aguanta”

(Madre del período 1979-1984)

“yo me quejaba harto, lloré harto, me daban fuerte las contracciones, yo 
lloraba, no era la que se escuchaba más, pero me retaban harto, cuando 
estaba en el parto me decían: ay, ¿no te gustó?, ¿no te gustó?”

(Madre del período 1996-2000)

Un aspecto que sin duda marca la vida 
reproductiva de las mujeres es el parto. La 
mayoría de las entrevistadas tuvo partos 
normales, algunas tuvieron a sus prime-
ros hijos con partos normales y a los últi-
mos con cesáreas y todas las que fueron 
madres en el período 1996- 2000 tuvie-
ron un parto por cesárea. Los relatos son 
siempre emotivos; hay una experiencia 

que casi siempre los atraviesa: la violencia 
vivida en el proceso de parto. 

En la experiencia narrada por las mujeres 
es recurrente recibir malos tratos en la 
atención de matronas durante el parto, 
apelando al mandato bíblico de que las 
mujeres deben parir con dolor.

12 El Hospital de Talagante es el centro asistencial más cercano a la comuna de El Monte en que se entrega 
atención al parto. 
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En los relatos de violencia, es común que 
las entrevistadas se culpen a sí mismas:

En este caso, la violencia afectó el embara-
zo; la entrevistada relata:

Otra entrevistada del mismo período, pe-
se a ser atendida en un centro de salud 
privado, describe violencia obstétrica: 

“yo traté de que fuera parto normal hasta el final, pero no hubo caso, el 
médico se subió arriba de mí, y empujó al bebé que estaba listo para nacer, y 
no me dilaté, no hubo caso, y el médico me dijo, imposible, lo único que nos 
queda es la cesárea, así que a pabellón inmediatamente, pero yo luchaba 
porque fuera un parto normal, porque sabía que la cesárea era una 
operación, yo decía quién va a atender a mi hijito, quiero tenerlo yo”

(Madre del período 1979-1984)

“lo pasé muy mal en el parto, muy mal, terriblemente mal, fue un parto 
súper difícil y después de que sufrí bastante, el médico decidió que me 
hicieran una cesárea, porque yo era muy estrecha, entonces después de lo 
mal que lo pasé, muy mal, quedé muy clara de que no quería tener más 
hijos en muchos años más (fue madre por segunda vez 5 años después), 
quería que pasaran muchos años, que se me olvidara todo lo mal que lo 
había pasado en el parto”

(Madre del período 1979-1984)

“al principio me preocupé, y después como me pusieron tantos calmantes, 
me sentía muy mal, y mi esposo decía que por favor llamaran al doctor y la 
matrona decía que no le podíamos echar a perder la consulta al doctor y 
que ella estaba preparada para recibir la guagüita, y mi esposo se desesperó, 
dijo que hay que llamar al doctor porque yo estaba mal. después de insistir 
bastante llegó el doctor, pero corriendo, y dijo al tiro al tiro la operación 
a pabellón, y me llevaron de urgencia”

(Madre del período 1979-1984)
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Además de la violencia ejercida durante 
la atención del parto, una mujer que fue 
madre en el período 1979-1984 relata que 
cuando fue a dar a luz a su segundo hijo, su 
marido estaba sin trabajo y que la matro-
na dijo que para qué iba a tener otro hijo si 
mi marido no tenía trabajo. Para ella este 
comentario afectó su comportamiento 
reproductivo, y decidió no tener más hijos. 
La violencia que se observa en este caso, 
 se relaciona con “un tratamiento deshumani- 
zado” (Pérez D´Gregorio, 2010), enfatizando 
el control racional en un proceso fisiológi- 
co y propio de la itimidad de las familias.

Un aspecto destacable es que en el grupo 
que dio a luz en el período 1996-2000, 
queda en evidencia el retiro del Estado 
en la provisión de servicios de salud y que 
ahora deben resolverse a través del mer-
cado. Dos de las entrevistadas se traslada-
ron a Santiago para tener a sus hijos, in-
cluso adquirieron deudas para solventar 
el pago del parto, asimismo optaron por 
llevar a cabo los controles prenatales de 
modo particular. 

En general, las experiencias de violencia 
obstétrica tienen en común que ocurren 
en un contexto en el cual la mujer se 
encuentra en una situación de vulnera-
bilidad, subjetiva y no escindida de sus 
emociones. En ese contexto la institucio-
nalidad ejerce sobre ella violencia obsté-
trica; dejando de garantizar un trato a par-
tir de derechos sexuales y reproductivos. 

La idea subyacente es que los distintos dis-
cursos y usos del cuerpo son el reflejo de 
la sociedad, el cuerpo es la metáfora de la 
sociedad, el individuo entra a formar par-
te de la sociedad también a través de su 
cuerpo. Dentro de estos planteamientos el 
control sobre el cuerpo se presenta como 

una forma de control social (Orobitg, 
1999). La institucionalidad pública bus- 
ca singularizar la experiencia de las muje-
res, por tanto el género y la sexualidad no 
son propiedades de los cuerpos, sino pro-
cesos y productos derivados del desplie-
gue de una compleja tecnología política, 
de aparatos tecno-sociales y biomédicos. 
Estas tecnologías producen efectos en los  
cuerpos, los comportamientos y las rela-
ciones sociales en términos de su repre-
sentación social y de la construcción sub-
jetiva (Darré, 2013).

4. Conclusiones

Una vez que las mujeres acceden al PPF, 
éste fue a tal punto efectivo, que a pesar 
de las políticas que intentaron suspender-
lo, el índice de fertilidad decreció en el pe-
ríodo estudiado. En el ciclo 1965-1970 fue 
de 5,35 hijos, en el período 1979-1984 fue 
de 2,67 hijos y en el período 1996 a 2000 
llegó a  2,19 hijos (INE, 2015). La persisten-
cia de esta política permitió disminuir la 
cantidad de hijos, espaciar el tiempo en-
tre uno y otro y sobrevivir a los partos, as-
pecto que era una preocupación de salud 
pública hasta la década de los 60.

Del mismo modo, el PPF es asimilado 
por las mujeres porque es funcional a la 
expectativa de que sus hijos accedan a la 
educación superior. Ellas asumen que el 
modelo neoliberal en lo económico tiene 
un correlato en la educación y ello signifi-
ca que para revertir las desventajas inter-
generacionales, deberán invertir en edu-
cación o bien endeudarse para orientarse 
a dicha meta. En este sentido, el acceso al 
PPF modificó los comportamientos y con-
cepciones reproductivas de las mujeres. 
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Por otra parte, las estrategias que desarro-
llan las mujeres para proteger y desarro-
llar los activos familiares, generan ciertos 
shocks que aumentan el nivel de vulnera-
bilidad de las familias. Los shocks se origi-
nan por una parte con su inserción laboral 
precaria, en el contexto de la liberaliza-
ción de los mercados laborales; y por otra, 
con los modelos conductuales en función 
de los cuales, hombres y mujeres conti-
nuaron actuando al interior de la familia y 
la sociedad en un contexto socio cultural 
patriarcal, en este caso, las mujeres se vin-
culan al cuidado de los hijos. Finalmente, 
la violencia obstétrica institucional, inter-
fiere indebidamente en la intimidad de 
las mujeres y sus familias.

Los recursos que controlan los hogares 
varían en relación a la estructura de opor-
tunidades a las que tienen acceso a lo 
largo del tiempo. Esto es destacable en 
el período 1996-2000, en que pese a que 
las entrevistadas obtienen títulos profe-
sionales, deben hacer frente al debilita-
miento de la estructura familiar, para el 
cuidado de los hijos y la disminución del 
tamaño de las familias. En ese sentido, la 
planificación familiar protege a la mujer 
principalmente en el contexto de la fami-
lia tradicional. Por tanto, deja fuera a las 
adolescentes y mujeres jefas de hogar. 

En cuanto al sistema de salud público, se 
observa que éste ha ofrecido desde 1965 
hasta 2000 cada vez mayores garantías 
en el acceso a métodos anticonceptivos, 
especialmente a través de las pastillas 
anticonceptivas y de los DIU. El período 
1965-1970 está marcado por la inclusión 
de las mujeres a un sistema de salud que 
pretende informar y garantizar el acceso 
a sistemas de planificación familiar. El ci-
clo 1979-1984 se destaca por el deterioro 

del sistema de salud público y al mismo 
tiempo, por el mejoramiento de los indi-
cadores de morbilidad materno-infantil, 
entre otros aspectos por la mejor nutri-
ción de los niños. El período 1996-2000 se 
caracteriza por la exigencia de construir 
una identidad propia en un mundo que 
ofrece múltiples opciones, generando 
mayor libertad (en la mayoría de los casos 
a través del mercado) y por tanto, de ma-
yor incertidumbre sobre las prestaciones 
que ofrece el Estado en materia de salud, 
y en consecuencia, las mujeres recurren al 
sistema privado de salud. 

Al respecto, es posible señalar que la 
reproducción opera como una práctica 
concreta e ideológica cuyos parámetros 
se generan a partir de los contextos eco-
nómicos, sociales y culturales que enfren-
tan las mujeres. En efecto, el cuerpo de 
la mujer tiene un carácter historiográfico 
en tanto es una construcción cultural en 
constante elaboración y valorización, ob-
jeto de representaciones sociales y depo-
sitario de sentido histórico. La reproduc-
ción entonces, es un asunto que si bien 
se discute principalmente en el ámbito 
privado, ocurre y tiene consecuencias so-
ciales y culturales. 

El desafío que esto implica para las políti-
cas públicas es que éstas debieran garan-
tizar un equilibrio entre la capacidad de 
decidir de las mujeres y la implementa-
ción de políticas públicas que las afectan. 
Esto se traduce en resguardar la necesi-
dad de hacer parte a las mujeres de los 
procesos que las involucran. 

En efecto, uno de los principales desa-
fíos es garantizar la atención y cuidado, 
basados en el enfoque de derechos se-
xuales y reproductivos. Diversos trabajos 
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demuestran que el enfoque de derechos 
no se instituye sólo por leyes, decretos o 
programas, sino que resulta de procesos 
de aprendizaje social constante, de la 
socialización y del convencimiento para 
construir una sociedad basada en la cul-
tura del respeto de los derechos humanos 
(Alarcón et al, 2003; González et al, 2005; 
Campos-Navarro, 2007).

Finalmente, resulta interesante indagar 
en algunos temas que se esbozan en este 
artículo, por ejemplo, cómo en el ámbito 
de la reproducción, el aborto sigue como 
un elemento pendiente de las políticas 
públicas. La planificación familiar no de-
biera ser solo decidir cuántos hijos tener y 
cada cuánto tiempo, sino también saber si 
se quiere tenerlos. 
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Resumen

Este texto es una propuesta que presenta elementos teóricos y herra-
mientas metodológicas para describir el estado dental de los adultos 
en Chile y monitorear el efecto de políticas y programas odontológicos, 
en la disminución de las inequidades en salud bucal. En primer lugar se 
describen algunas de las principales iniciativas y documentos que apor-
taron al desarrollo de la epidemiología social en la segunda mitad del 
siglo XX. A continuación, se presenta la importancia de la salud bucal en 
los adultos, el concepto de inequidades y un marco conceptual basado 
en el que desarrolló la Comisión de Determinantes Sociales de la Salud 
Bucal - Organización Mundial de la Salud (OMS), para describir la rela-
ción entre determinantes estructurales e intermedios en la génesis de 
las inequidades en salud bucal. Finalmente, se entrega una propuesta 
de indicadores para medir las desigualdades sociales en salud, que po-
drían ser utilizados para medir el impacto de los programas y políticas 
públicas de salud bucal en Chile. Este artículo se enfocará especialmente 
en caries dental y pérdida dentaria, debido a su alta prevalencia y por su 
fuerte impacto negativo en el aspecto funcional, psicológico y social en 
los adultos. 

Palabras clave: Inequidades, Salud Bucal en Adultos, Caries, Pérdida 
Dentaria, Determinantes Sociales de la Salud.

1 Cirujano–dentista. MSc Patología Oral, PhD Salud Pública. Este trabajo está basado en los antecedentes 
teóricos abordados en la Tesis para optar al grado académico de Doctora en Salud Pública, del Instituto de 
Salud Poblacional “Escuela de Salud  Publica Dr. Salvador Allende G.”, Facultad de Medicina de la Universidad 
de Chile defendida el año 2015.
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Introducción

Los conceptos de desigualdades sociales 
en salud, equidad, inequidad, y determi-
nantes sociales de la salud acrecentaron 
su importancia a partir de la segunda 
mitad del siglo XX (manteniéndose hasta 
nuestros días), debido a la acumulación 
de evidencia que demostraba que, aun 
cuando estaba ocurriendo una mejoría 
en diversos indicadores de salud, como 
el aumento de la esperanza de vida y la 
disminución de la mortalidad por enfer-
medades infecciosas en los países más 
desarrollados, las enfermedades se dis-
tribuían en una marcada gradiente social 
e incluso, las brechas en el nivel de salud 
entre grupos sociales habían aumentado.

Diversas iniciativas internacionales, pu-
blicaciones y movimientos, aportaron 
con sustento teórico para la reflexión 
durante este periodo de tiempo. Entre las 
iniciativas internacionales destacan la de-
claración de Alma Ata en la Conferencia 
Internacional sobre Atención Primaria de 
Salud 1978, que  exhortó a proteger y pro-
mover la salud para todas las personas del 
mundo y reconoció que la grave desigual-
dad existente en el estado de salud de la 
población, era política, social y económi-
camente inaceptable (Declaración de la 
Conferencia Alma Ata, 1978).

Entre las publicaciones destacadas en 
este periodo se encuentra el “informe black” 
publicado por el Departamento de Segu-
ridad Sanitaria y Social del Reino Unido 
en 1980, que mostraba que las enferme-
dades y la mortalidad estaban desigual-
mente distribuidas en la población y que 
las inequidades en los indicadores de 
salud parecían haber aumentado en vez 
de disminuir, desde el establecimiento en 
1948 del Sistema Nacional de Salud en ese 
país, producto de las inequidades sociales 
en ingresos, educación, vivienda, dieta y 
condiciones laborales (Black, 1980). Pos-
teriormente, el libro “social determinants of 
health: the solid facts” (WilkinsonyMarmot, 
2003) impulsado por la Oficina Regional 
para Europa de la Organización Mundial 
de Salud (OMS), generaría una eviden-
cia científica clara y convincente sobre la 
gradiente social en salud, que ha servido 
para que políticos comenzaran a apoyar 
intervenciones orientadas hacia las raíces 
sociales de las enfermedades. En el año 
2005, la OMS puso en marcha la Comisión 
de Determinantes Sociales de la Salud, 
con el objetivo de recopilar las bases cien-
tíficas para plantear posibles medidas e 
intervenciones en favor de la equidad sa-
nitaria y desarrollar un marco conceptual, 
lo que se encuentra plasmado en docu-
mentos como ”subsanar desigualdades en 
una generación” (WHO, 2005-2008).

IRIS ESPINOZA SANTANDER



171

En Latinoamérica, a finales de los años 
60’ y comienzos de los 70’, del siglo XX, en 
un escenario político, económico y social 
diferente al anglosajón había surgido el 
movimiento de Medicina Social y la Salud 
Colectiva, que representan un enfoque de 
epidemiología social pero con diferencias 
teóricas, conceptuales y analíticas. Según 
Morales (2013) la Medicina Social y Salud 
Colectiva “se desarrolla, bajo la influencia  
del pensamiento marxista, la revolución 
cubana, las luchas antiimperialistas y la 
búsqueda de un desarrollo propio garante  
de la soberanía de los pueblos” (Morales- 
Borrero, Borde, Eslava-Castañeda y Con-
cha, 2013, p.2). En este enfoque las rela-
ciones de poder, las dinámicas de acumu-
lación de capital y los patrones de trabajo 
son la base de la denominada Determi-
nación Social en Salud, asimismo incluye 
una visión crítica del positivismo2 en sa-
lud, y de los clásicos criterios de causali-
dad y riesgo utilizados en epidemiología. 

Desde el análisis de los determinantes 
de las enfermedades, el artículo de Rose 
(1985) inicia una discusión relevante en 
el campo de la epidemiología al diferen-
ciar que existirían dos tipos de preguntas 
etiológicas: una que busca determinar 
las causas de los casos, en una aproxima-
ción individual que es probablemente la 
más natural en el ámbito de la formación 
médica, y otra que busca comprender las 
causas de la incidencia a nivel poblacional 
y que debería ser el objetivo central de la 
salud pública. Ambas aproximaciones di-
fieren en su enfoque preventivo, debido a 
que la primera identifica a los individuos 

2 Positivismo: pensamiento filosófico que afirma que el conocimiento auténtico surge de la comprobación de 
las hipótesis a través del método científico.

de alto riesgo para ofrecer un enfoque 
preventivo individual y la segunda, busca 
controlar los determinantes de la inci-
dencia en una población como un todo, 
cambiando la distribución completa de la 
exposición a una situación más favorable. 
Complementando la visión anteriormen-
te mencionada, Schwartz y Diez-Roux 
(2001) analizan que las características de 
la población no pueden reducirse a los 
atributos individuales de cada uno de sus 
miembros (existirían variables del con-
texto grupo), y que las variables sociales, 
como la posición social y el entorno físico, 
pueden limitar la autonomía y modular 
cuánto un individuo puede optar por es-
tar sano o comportarse de una manera 
que mejore su salud.

Se puede resumir que durante la segunda 
mitad del siglo XX se acumuló conoci-
miento suficiente sobre las existencia de 
desigualdades sociales en salud, la rele-
vancia de las causas sociales y se estable-
ció como una prioridad el enfrentar estas 
desigualdades.
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1. Salud Bucal

La salud bucal es una parte indivisible de 
la salud general, y como tal la aspiración 
es que el estado de salud bucal se encuen-
tre en armonía y contribuya al completo 
bienestar físico, mental y social de las per-
sonas. Lamentablemente, los problemas 
bucales son frecuentes, no sólo en Chile 
sino a nivel global. Según Marcenes et 
al.(2013), los problemas bucales afectan a 
3.9 billones de personas y las caries no tra-
tadas en dientes permanentes (con una 
prevalencia global de 35% para todas las 
edades combinadas), sería la condición 
más frecuente según el estudio de Carga 
de Enfermedad Global 2010 (Global Bur-
den Disease (GBD) 2010 Study). Es impor-
tante enfatizar que los problemas bucales 
no sólo se limitan a la caries dental y que 
diversas patologías en encías, mucosa 
oral, glándulas salivales, músculos masti-
cadores y huesos maxilares son también 
una causa frecuente de malestar, dolor y 
discapacidad y en algunos casos, pueden 
tener una consecuencia fatal, como pue-
de ocurrir por ejemplo, frente a complica-
ciones infecciosas graves maxilofaciales 
que no responden al tratamiento o por 
neoplasias malignas, como el carcinoma 
escamoso en cavidad oral detectado en 
forma tardía. 

Una mala salud bucal puede afectar a las 
personas física y psicológicamente, e in-
fluir en la forma en cómo ven y disfrutan 
la vida, hablan, mastican, perciben el sa-
bor de las comidas y sociabilizan. Conse-
cuencias de los problemas dentales como 
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dolor, preocupación y vergüenza pueden 
tener un profundo efecto sobre la calidad 
de vida de las personas (Kandelman, Pe-
tersen y Ueda,2008), pueden limitar la 
opción de conseguir empleo (Hyde, Sa-
tariano y Weintraub, 2006) y el logro de 
movilidad social en los individuos. 

Los problemas dentales no afectan a toda 
la población por igual, y presentan un 
comportamiento semejante a otros pro-
blemas de salud, distribuyéndose en una 
marcada gradiente social. Por ejemplo, se 
ha determinado que una mayor frecuen-
cia de periodontitis y mala autopercep-
ción de salud bucal, coincide con la gra-
diente social de los problemas de salud 
general (enfermedad cardiaca isquémica 
y autopercepción de salud general) (Sab-
bah, Tsakos, Chandola, Sheiham y Watt, 
2007). Con estudios de cohorte (segui-
miento) se ha determinado que un menor 
nivel socioeconómico en la infancia se 
asocia con mayor frecuencia de proble-
mas cardiovasculares, enfermedad perio-
dontal y caries en la edad adulta, mientras 
la movilidad social ascendente lograda en 
el transcurso de la vida, no consigue ate-
nuar y revertir suficientemente los efectos 
adversos de un bajo nivel socioeconómico 
en la niñez (Poulton, 2002). Sin embargo, 
la alta prevalencia de algunas patologías 
bucales, parece haber contribuido a in-
visibilizar estas desigualdades sociales y 
no es poco frecuente en la actualidad la 
creencia por parte de la población, de que 
las caries son inevitables o que la pérdida 
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dentaria sería una condición fisiológica 
producto del envejecimiento de los teji-
dos, como si lo es la canicie o las arrugas 
en la piel.

1.1 Indicadores de caries y 
pérdida dentaria en adultos

La caries dental es la enfermedad bucal 
más común y conocida de la cavidad oral. 
Se puede definir como una enfermedad 
crónica que provoca desintegración de 
los componentes mineralizados de los 
dientes, debido a los ácidos generados 
por bacterias cariogénicas y enzimas de-
gradadoras de matriz extracelular, siendo 
además multifactorial porque influyen 
factores de riesgo genéticos, ambientales 
y del comportamiento. 

Según OMS, la caries dental afecta a 60-
90 % de los escolares en todo el mundo 
y casi a la totalidad de los adultos a ni-
vel global (Petersen, 2005). En Latinoa-
mérica la prevalencia en adultos es de 
95-100%, basado en la revisión de los 
estudios epidemiológicos con muestras 
de representación nacional realizados en 
las últimas décadas (Espinoza, 2015). Sin 
embargo, cuando los epidemiólogos bu-
cales mencionan que la caries afectan a 
casi un 100% de la población de adultos, 
es importante aclarar que corresponde al 
porcentaje de la población con historia 
de caries. Esto ocurre porque el indicador 
epidemiológico más comúnmente usado 
para describir la caries es el índice COPD 
(Klein, Palmer y Knutson, 1935), que co-
rresponde a la suma de dientes con caries 
(C), obturados (O) y perdidos por causa de 
caries (P), lo que representa la acumula-
ción de vida de la enfermedad caries. Un 

individuo con un COPD distinto a cero, es 
decir, quien tiene por lo menos un diente 
con caries, obturado o perdido por caries, 
tendría caries según epidemiólogos buca-
les, aunque podría ser más exacto especi-
ficar  que tiene alguna historia o experien-
cia de caries. 

En la actualidad el COPD se mantiene 
como el indicador más usado para descri-
bir la magnitud de la enfermedad caries a 
nivel poblacional. Sin embargo, es impor-
tante recalcar que este indicador tiene la 
limitación de ocultar las inequidades en 
adultos, cuando es usado para describir 
prevalencia de caries e incluso cuando 
se utiliza su valor promedio, y no es des-
agregado en sus componentes C, P y D. 
Existen críticas al uso de este indicador 
presentes en la literatura, que mencionan 
que la forma en que las personas enfren-
tan los problemas de caries, mas que la 
historia de caries dental medida con el 
COPD, sería indicador de las desigualda-
des sociales en salud (Mejia, Jamieson, Ha 
y Spencer,2014). Steele et al. (2014) anali-
zando los datos de salud bucal en adultos 
en Reino Unido describen que la relación 
entre COPD con medidas socioeconómi-
cas es poco clara y que sólo se demostró 
una gradiente en los grupos de edad más 
jóvenes. En Chile, el promedio de dientes 
pérdidos (P) y dientes obturados (O), mas 
que el valor del COPD, son útiles para de-
mostrar la magnitud de la gradiente so-
cial en salud bucal de los adultos de 35-44 
y 65-74 años (Espinoza, 2015). Lo anterior 
demuestra que en el contexto de pobla-
ción con alta prevalencia de historia de 
caries, como ocurre para adultos en Chile 
y a nivel global, las inequidades en salud 
bucal se demuestran, principalmente, 
en la limitación al acceso a la atención 
odontológica, que ha promovido extraer 
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los dientes en los grupos de una posición 
socioeconómicamente más vulnerable 
o por el contrario, acceder a tratamiento. 
Esto último es visible por la información 
existente sobre el mayor número de ob-
turaciones en los grupos de adultos que 
se encuentran en una posición más favo-
recida en la escala social (Espinoza, 2015; 
Mejia et al., 2014).

Cuando la prevalencia de historia de ca-
ries es alta y el acceso a la atención odon-
tológica es limitada, el principal indicador 
que podemos sugerir y que resume el 
daño bucal en adultos es la pérdida den-
taria. 

La pérdida dentaria en los adultos es re-
flejo de un escaso acceso a medidas pre-
ventivas, progresión de enfermedades 
dentales a una situación irreparable y 
limitación de recursos para financiar tra-
tamientos odontógicos oportunos o pres-
taciones dentales complejas, en la que 
influyen además creencias y valores como 
el miedo a la atención dental. Se han usa-
do diferentes indicadores para describir la 
pérdida dentaria en estudios epidemioló-
gicos: número promedio de dientes pér-
didos, porcentaje con edentulismo (pér-
dida total de los dientes) y porcentaje con 
dentición funcional (mínimo de 20 o 21 
dientes remanentes dependiendo de los 
autores). Además, se ha usado la variable 
inversa como es el número promedio de 
dientes presentes o incluso, el autorepor-
te de número de dientes en boca.

En resumen, la prevalencia de caries me-
dida con el índice COPD no es adecuada 
para analizar las desigualdades sociales 
en salud bucal de adultos, aunque sí re-
sulta útil el análisis de sus componentes 
por separado, especialmente el promedio 
de dientes obturados y de dientes perdi-
dos, que son indicadores que describen el 
acceso a la atención odontológica. 

1.2 Variables sociales en los 
estudios de salud bucal de 
adultos

En Chile, se ha demostrado que los gru-
pos con menor número de años de esco-
laridad y/o menos ingresos tienen mayor 
prevalencia de caries no tratadas o cavita-
das (ENS, 2003), pérdida dentaria (Urzúa 
et al., 2012), pérdida de inserción perio-
dontal (Gamonal et al., 2010), impacto 
negativo de problemas dentales (Espino-
za, Thomson, Gamonal y Arteaga, 2013) 
y mortalidad por cáncer bucal (Ramírez, 
Vásquez-Rozas y Ramírez-Eyraud, 2015). 
El nivel de escolaridad e ingresos perso-
nales o per cápita han sido las variables 
proxy de posición socioeconómica más 
comúnmente utilizadas en estudios epi-
demiológicos de salud bucal, además se 
ha usado la clasificación socioeconómica 
según ESOMAR en la Primera Encuesta 
Nacional de Chile del año 20033 (Ministe-
rio de Salud de Chile, 2004) y el Índice de 
Desarrollo Humano según el Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), para describir la relación con el 
índice COPD en adultos (Espinoza, 2015) 
en las comunas o regiones de Chile.
 

3 ENS -2003.
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A nivel internacional, además de los indi-
cadores clásicos de posición socioeconó-
mica (escolaridad, ingresos y ocupación) 
y los descritos previamente, se ha usa-
do un ranking de nivel socioeconómico 
auto percibido (Guarnizo-Herreño, 2013), 
un índice de privación socioeconómica 
del barrio (Ministerio de Salud Nueva 
Zelandia, 2010) y el coeficiente de GINI 
(Celeste, Fritzell y Nadanovsky, 2011). Re-
cientemente, la última Encuesta Nacional 
de Salud Bucal de Colombia ENSAB IV 
2013-14 adoptó la perspectiva teórica de 
la Determinación Social en Salud opera-
cionalizando clase social, condiciones de 
trabajo, estudio o actividad cotidiana y 
condiciones de consumo, entre otros. (Mi-
nisterio de Salud de Colombia, 2014).

Tanto en Chile como a nivel internacional 
se puede apreciar qué variables explica-
tivas estructurales como género, cultura, 
etnia, contexto político, políticas públicas 
y condiciones laborales han sido esca-

4 Por ejemplo, por el hecho de ser pobres, mujeres, y/o miembros de un grupo privado de sus derechos (por 
causas raciales, étnicas o religiosas).

samente estudiadas para analizar su in-
fluencia en la salud bucal. En el contexto 
latinoamericano se pueden destacar in-
vestigaciones que reconocen grupos vul-
nerables en contextos particulares como 
el estudio que evaluó el nivel de salud 
bucal en un grupo de población desplaza-
da por la violencia en Colombia (Agudelo, 
2008) y en nuestro país estudios sobre 
la salud bucal en etnias como la Mapu-
che-Huilliche (Angel, Fresno, Cisternas, 
Lagos y Moncada, 2010), publicaciones 
que analizan la situación de inmigrantes 
en Chile  (Misrachi, Ríos, Morales, Urzúa, 
Barahona, 2009) y que valoran creencias 
en salud (Misrachi y Sáez,1989 y 1990).

2. Concepto de inequidades e 
inequidades en salud bucal

La inequidad en salud fue definida por 
Whitehead (1992)  como: 

“la presencia de diferencias en salud que son innecesarias y evitables, y que 
además se consideran injustas. así para calificar una situación dada como 
inequitativa es necesario examinar la causa que la ha creado y juzgarla 
como injusta en el contexto de lo que sucede en el resto de la sociedad”

(Whitehead, 1992, página 3)

Braveman y Gruskin (2003) agregan que 
la inequidad en salud situaría de manera 
sistemática a los grupos de la población 
que ya están en desventaja social4, perpe-
tuando su situación. 

El desafío de disminuir las inequidades 
en salud bucal, no es una tarea simple. 
Diversos estudios han demostrado que 
los programas preventivos de higiene 
bucal son menos efectivos en estudian-
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tes de colegios de zonas geográficas con 
mínimos recursos, que las intervenciones 
en estudiantes de zonas geográficas con 
más recursos (Kay y Locker, 1999;Schou y 
Wight, 1994). Una investigación realizada 
en California, Estados Unidos, demostró 
que los niños y niñas que tienen una len-
gua distinta al inglés como idioma origi-
nal en sus hogares, o padres con menor 
alfabetización en salud tienen menor uso 
de sellantes dentales, es decir, no acceden 
a medidas preventivas de caries dental 
(Mejía et al., 2011). Estos resultados ejem-
plifican como programas educativos y 
preventivos bien intencionados para me-
jorar la salud bucal de la población, pue-
den tener limitada efectividad en ciertos 
grupos de mayor riesgo e incluso, podrían 
exacerbar las brechas de desigualdad. La 
detección de cuáles son las barreras para 
el adecuado uso de programas y políticas 
en salud bucal debería ser una investiga-
ción prioritaria en Chile y un insumo para 
reconocer los contextos de vulnerabilidad  
a nivel local y para modificar, reajustar o 
redirigir los programas de salud bucal en 
el tiempo si fuese necesario.

Por otro lado, definir qué diferencias en 
salud son inequitativas, no es tan sencillo 
como puede suponerse. Para los gobier-
nos, diseñadores de políticas e investiga-
dores, es una nueva perspectiva que obli-
ga a priorizar problemas, mientras que 
también se deben seleccionar variables 
sociales adecuadas para cada análisis. 
En forma específica para la situación de 
salud bucal, esto supondría incorporar 
como un objetivo la medición de la des-
igualdad social en el estado dental y defi-
nir metas en el camino de la equidad. Esto 
último implica cambiar la bajada desde 
los Objetivos Sanitarios a las estrategias, 
que actualmente describen sus éxitos en 

la mejoría de indicadores promedio de 
salud. Por ejemplo, para el cumplimiento 
de los Objetivos Sanitarios de la Década 
2011-2020 en Chile los indicadores del 
Objetivo Estratégico son:1) aumentar 35% 
la prevalencia de libres de caries en niños 
de 6 años, y 2) disminuir 15% el promedio 
de dientes dañados por caries en adoles-
centes de 12 años en establecimientos de 
educación municipal (Ministerio de Salud 
de Chile, 2010). Ninguno de estos dos in-
dicadores da cuenta en forma explícita 
que se disminuirán las inequidades en 
salud bucal; además no se considera la 
salud bucal en los adultos.

Es relevante aclarar que dar cuenta de la 
disminución de las desigualdades socia-
les en salud bucal, como de cualquier otro 
indicador de salud, implica una potencial 
fuente de incomodidad para quienes han 
estado a cargo del diseño e implementa-
ción de políticas. Esto, porque tradicional-
mente las metas se han fijado en dismi-
nuir la tasa global o los valores promedios 
de prevalencia de una enfermedad y por-
que disminuir las brechas o las gradientes 
sociales en salud bucal constituyen un de-
safío mayor y más difícil de alcanzar.

También se ha planteado como problema 
la definición de las inequidades, debido 
a que tiene una dimensión ética y moral, 
que corresponde a diferencias que han 
sido evaluadas y juzgadas como evita-
bles e injustas en el contexto de lo que 
está ocurriendo en el resto de la sociedad 
(Whitehead, 1992). Los límites considera-
dos injustos podrían cambiar con el tiem-
po y el proceso de generación de inequi-
dades puede ser diferente según grupos 
de edad y dentro de los contextos.
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Este último planteamiento podría asignar 
al concepto de inequidad un relativismo 
que hace difícil la operacionalización o su 
manejo por  el investigador o diseñador 
de políticas. Sin embargo, quiero incorpo-

Esto significa subrayar la necesidad de 
diagnosticar las injusticias reales en las so-
ciedades contemporáneas; es decir, aque- 
llas que son evitables o remediables.

Para contribuir a clarificar la noción de  
inequidad en salud, Whitehead (1992) 
identifica siete factores determinantes 
principales de las diferencias en salud.  
Los tres primeros factores no serían con-
siderados como inequidades, pero si los 
cuatro últimos:

i. La variación natural, biológica.

ii. El comportamiento elegido libremente 
que daña la salud, como la participación 
en ciertos deportes y pasatiempos.

iii. La ventaja transitoria en salud de un  
grupo sobre otro, cuando un grupo adopta 
primero un comportamiento saludable.

“lo que nos mueve, con razón suficiente, no es la percepción de que el 
mundo sea en poco tiempo completamente justo, lo que pocos de nosotros 
esperamos, sino que hay injusticias claramente remediables en nuestro 
entorno que quisiéramos suprimir o eliminar”

(SEN, 2009. p.8)

rar aquí una frase de Amartya Sen (2009) 
que aparece en el prólogo de su libro “la 
idea de justicia” en el que alude a un con-
cepto de justicia concreta, que toma en 
cuenta su relatividad cultural e histórica:

iv. El comportamiento que daña la salud 
cuando el grado de elección de los estilos 
de vida se encuentra severamente restrin-
gido.

v. La exposición a condiciones no saluda-
bles y al estrés en el trabajo, y en la vida 
diaria.

vi. El acceso inadecuado a servicios esen-
ciales de salud, así como a otros servicios 
de carácter público.

vii. La selección natural o la movilidad 
social relacionada con la salud, lo que in-
cluye la tendencia de las personas enfer-
mas a bajar en la escala social.

Para las personas que no tienen posibi-
lidad de elegir sus condiciones de vida o 
trabajo, es más probable que los resulta-
dos diferenciales en salud sean injustos. 
Por ejemplo, cuando por falta de recursos 
económicos los grupos de menores ingre-
sos tienen mayor probabilidad de partici-
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par en trabajos precarios o vivir en un lu-
gar inseguro o en hacinamiento, o cuando 
por vivir en una zona rural se dificulta el 
acceso a atención médica u odontológica. 
Frente a una limitación física como ocurre 
en el caso de adultos mayores postrados, 
la posibilidad de beneficiarse de pro-
gramas de salud es disminuida, por una 
condición que no es de libre elección. La 
pertenencia a una etnia o la condición de 
inmigrante por otro lado, también cons-
tituyen un factor que puede configurarse 
en una barrera para el uso de programas 
de salud y la adherencia a los tratamien-
tos, cuando los profesionales de salud no 
reconocen ni respetan el marco de creen-
cias o valores para la toma de decisiones. 
El hecho que estas condiciones que de-
terminan la inequidad en salud tiendan 
a agruparse y reforzarse unas con otras, 
favorece que algunos grupos sean más 
vulnerables a enfermar y mantenerse en 
la situación de enfermedad. Para el caso 
de las enfermedades crónicas se agrega 
el hecho de que a medida que aumenta 
la edad se produce una mayor carga de 
daño o secuelas.

La epidemiología del curso de la vida 
aporta en la investigación de la etiología 
y la historia natural de las enfermedades 
crónicas al proponer que las ventajas y 
desventajas se acumulan generando di-
ferenciales en salud a lo largo del ciclo de 
vida (Nicolau, Thomson, Steele y Allison, 
2007)

Para guiar la acción de las políticas y pro-
gramas orientados a  enfrentar las inequi-
dades en salud, el objetivo debería estar 
en crear igualdad de oportunidades en 
salud y reducir las diferencias de salud 
hasta el rango más bajo que fuese posible 
(Whitehead, 1992).

3. Determinantes sociales 
de salud aplicado al estado
de salud bucal

Los determinantes sociales de la salud 
son “las circunstancias en que las personas 
viven y trabajan, incluyendo los estilos de vida, 
las implicancias en salud de las políticas eco-
nómicas y sociales en salud y de los beneficios 
que pueden aportar las inversiones en políticas 
de salud” (Wilkinson y Marmot, 2003. p.5). 
Algunos de los tópicos claves en el estudio 
de los determinantes sociales de la salud 
son el estrés, la exclusión social, las con-
diciones de trabajo, desempleo, soporte 
social, adicción y alimentación saludable.

La Organización Mundial de la Salud 
(OMS) creó en el año 2005 la Comisión 
de Determinantes Sociales de la Salud, al 
observar la necesidad de recopilar  bases 
científicas que sustentaran las decisiones 
políticas. Esta Comisión generó un marco 
conceptual con la finalidad de facilitar su 
visualización, mecanismos de acción y el 
nivel en que actuarían estos determinan-
tes en relación a un problema de salud 
(Solar e Irwin, 2010). A partir del modelo 
propuesto por la OMS, se presenta en la 
Figura 1, una adaptación de dicho modelo 
para señalar los principales determinan-
tes sociales de la salud bucal en Chile. 
En esta figura se han incorporado dentro 
del contexto socioeconómico y político, 
la principal intervención preventiva de 
caries a nivel poblacional que es la incor-
poración de fluoruros en el agua potable y 
los diferentes programas odontológicos y 
garantías de atención en salud bucal GES/
AUGE, que forman parte de las principa-
les estrategias que conforman la políticas 
de salud bucal en Chile.
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Figura N° 1: Marco Conceptual de los principales determinantes sociales de la salud  
                            bucal para el análisis de las inequidades en adultos en Chile

La posición de una persona en la socie-
dad tiene su origen en diversas circuns-
tancias que la afectan, como los sistemas 
socioeconómicos, políticos y culturales. 
Las inequidades en la salud pueden apa-
recer cuando estos sistemas dan lugar a 
una inequitativa distribución del poder, 
prestigio y recursos entre los distintos 
segmentos de la sociedad (World Health 
Organization, 2010) .

La estratificación social determina las 
inequidades en la salud mediante: a) la 
exposición diferencial a los riesgos para 
la salud, b) las vulnerabilidades diferen-
ciales en cuanto a condiciones de salud y 
disponibilidad de recursos materiales, y 
c) las consecuencias -económicas, socia-
les y sanitarias- de la mala salud para los 
grupos y los individuos en una posición 
de mayor o menor ventaja (World Health 
Organization, 2010).

Fuente: Construcción propia a partir de la propuesta de la Comisión de Determinantes Sociales
de la Salud de la OMS (Solar e Irwin 2010).
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Las principales recomendaciones de la 
Comisión de Determinantes Sociales de 
la OMS fueron:

i. Mejorar las condiciones de vida 
cotidianas.

ii. Luchar contra la distribución desigual 
del poder, el dinero y los recursos.

iii. Medición y análisis del problema.

Respecto a la medición y análisis del 
problema en este artículo se presentará 
una propuesta de indicadores para mo-
nitorear el logro de la disminución de las 
desigualdades sociales en salud bucal en 
adultos. 

4. Medición de inequidades 
en salud

Para medir inequidades en salud en pri-
mer lugar se debe identificar un proble-
ma de salud prioritario, luego se debe se-
leccionar el indicador más adecuado para 
describir este problema, posteriormente 
se deben reconocer las variables sociales 
más relevantes que explican este proble-
ma de salud específico (entre las que con-
forman las determinantes sociales de la 
salud), y finalmente se deben elegir indi-
cadores de medición de inequidades; oja-
lá los más simples y comprensibles que 
sean útiles para trasmitir los resultados 
a otros profesionales y a la comunidad en 
general.

Previo a mencionar los principales indica-
dores para medir inequidades en salud y 
aportar con un ejemplo basado en datos 
de salud bucal en Chile, resulta conve-
niente mencionar algunas consideracio-

nes generales relevantes y definir concep-
tos que se detallan a continuación. 

El concepto desigualdad nos habla de “di-
ferencia”, lo que implica la identificación 
de un grupo de comparación. Sin em-
bargo, en el estudio de ciertas variables 
de posición social como etnia o actividad 
laboral, resulta complejo decidir cuál es la 
posición favorecida que debe asumirse el 
grupo de comparación. En ocasiones, no 
existe un orden jerárquico como ocurre 
con las variables “años de escolaridad” o “in-
gresos”, y el orden de las categorías deberá 
basarse en una fundamentación teórica 
que justifique su elección. Como grupo de 
referencia puede usarse el promedio po-
blacional, que es una norma intuitiva na-
tural, describiendo las brechas entre los 
diferentes grupos sociales respecto a este 
promedio poblacional. Otra alternativa 
es comparar el resultado de salud con el 
grupo más sano o favorecido en cada mo-
mento, pero si este grupo es una propor-
ción demasiado pequeña, sus resultados 
pueden ser inestables (Oakes y Kaufman, 
2006).

Por otro lado, se vuelve fundamental cla-
rificar dos conceptos: brecha y gradiente. 
La brecha corresponde a la diferencia en 
la variable de salud/enfermedad entre 
grupos sociales extremos (ejemplo; entre 
los con mayores y menores ingresos), por 
otro lado, como gradiente se entiende la 
diferencia en el nivel de salud/enferme-
dad a lo largo de toda la escala social. 
Existen múltiples inconvenientes y limi-
taciones cuando se seleccionan indicado-
res de brecha o gradiente que deben ser 
considerados en la elección. Por ejemplo, 
cuando se elige expresar las brechas pue-
den quedar invisibles grupos de estratos 
medios que pueden tener una importante 

IRIS ESPINOZA SANTANDER



181

carga de enfermedad. Por otro lado, para 
comparar situaciones en el tiempo, debe 
considerarse que el porcentaje de la po-
blación en un grupo social puede modi-
ficarse en el tiempo o ser históricamente 
o culturalmente muy diferente, por ejem-
plo, si comparamos las inequidades en 
salud bucal de jóvenes, adultos de edad 
media o adultos mayores en relación a 
su nivel educacional, el porcentaje de in-
dividuos con ciertos niveles de educación 
es muy distinto en cada categoría por la 
falta de acceso a educación terciaria, para 
las cohortes de adultos mayores. Aunque 
las medidas de brecha son más sencillas 
de obtener e interpretar, se sugiere com-
plementar con indicadores de gradiente, 
porque la desigualdad generalmente 
afecta, en un grado mayor o menor, a toda 

la población. Los grupos intermedios pue-
den dar cuenta de una carga importante 
de enfermedad o de inequidades depen-
diendo de la variable de salud y, además, 
porque la comparación con el grupo me-
nos aventajado puede contribuir a la es-
tigmatización de este último.

Existen diferentes reportes en los que se 
presentan indicadores para medir inequi-
dades en salud junto a la explicación de 
cómo se calculan; por ejemplo en los artí-
culos de Oakes y Kaufman (2006); Borrell 
(2000); Harper y Lynch (2005) y Schneider 
et al.(2002). 

En la figura 2, se presentan los principales 
indicadores para la medición de desigual-
dades descritos en la literatura referida.

Figura 2. Principales indicadores para la medición inequidades en salud

Fuente: Elaboración propia a partir del artículo de Harper y Lynch (2005)
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Como puede observarse el primer grupo 
de “medidas de desigualdad entre grupos so-
ciales”, corresponden a medidas de bre-
cha, que comparan los grupos extremos 
(o con un grupo de referencia). El segun-
do grupo de “medidas de impacto global” to-
man en cuenta todos los grupos sociales. 
Entre estos últimos, el índice pendiente 
de inequidad y el estimador relativo de 
la pendiente de inequidad corresponden 
a medidas basadas en la regresión, que 
toma en cuenta la distribución total de la 
variable socioeconómica y ponderan por 
el tamaño de los grupos sociales. Ambos 
indicadores se pueden utilizar cuando se 
está dispuesto a asumir, que la relación 
entre los grupos sociales y el estado de sa-
lud tiene una relación lineal, esto es que 
cada ascenso en el grupo social resulta en 
una equivalente ganancia o pérdida de 
salud (gradiente social en salud), y que los 
grupos sociales tienen un orden jerárqui-
co, como ocurre con educación o ingresos. 

5. Aplicación del índice pendiente 
de inequidad en Chile 

Los resultados que exponemos derivan de 
una investigación realizada5 a partir de la 
base de datos de la primera Encuesta Na-
cional de Salud de Chile 2003,  en la que 
se exploró en diversos indicadores6 para 
medir desigualdades en el estado dental 
de los adultos de 21 años y más (Espinoza, 
Thomson y Arteaga 2012)7. En la Figura 3 
se observa el número promedio de dien-
tes en adultos de 21 años y mayores en 
cada nivel de educación (ordenada por 
años de escolaridad formal).

5 Referirse a Espinoza I, Thomson W, Arteaga O. The social gradient in tooth retention in Chilean adults.  90th 
General Session & Exhibition of the IADR and Annual Meeting of the Latin America Region. 20-23 de junio, 
2012. Foz de Iguaçu, Brazil).

6 Productos  presentados en la Reunión Internacional de la International Association for Dental Research 
(IADR) 2012.

7 Espinoza I, Thomson W, Arteaga O. The social gradient in tooth retention in Chilean adults.  90th General 
Session & Exhibition of the IADR and Annual Meeting of the Latin America Region. 20-23 de junio, 2012. Foz 
de Iguaçu, Brazil).
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Figura 3. Número promedio de dientes en adultos de 21 años y mayores 
                      en cada categoría de años de educación formal

Fuente: Elaboración propia a partir de la presentación de Espinoza, Thomson y Arteaga  (2012)

En la Figura 4 se observa la gradiente so-
cial en el promedio de dientes en la po-
blación de adultos de 21 años y mayores 
en Chile (ENS, 2003) según número de 
años de educación formal. En la gráfica 
los círculos representan el tamaño de los 
grupos en cada categoría de la variable 
social (años de educación).
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Figura 4. Pendiente de inequidad basada el número de años de  
                      educación formal para el número de dientes8

8Análisis secundario en adultos de 21 años y mayores examinados en ENS 2003.

Esto se interpreta como un aumento pro-
medio de 18,7 dientes remanentes, IC 95 
% 17,0- 20,4 (p<0,05) entre el punto más 
bajo al más alto de la escala social, medi-
da con los años de educación formal. El 
resultado se puede interpretar de la si-
guiente manera “cuando un individuo hipo-
tético se mueve desde la parte más baja a la más 
alta de la escala social descrita en este ejemplo, 
por el número de años de educación formal, el 
número promedio de dientes remanentes au-
menta en casi 19 dientes”.

Basado en nuestra experiencia utilizando 
el índice pendiente de inequidad (SII) para 
medir inequidades en salud bucal y coin-
cidiendo con la opinión expresada por  
Regidor (2004), podemos recomendar es-
te indicador cuando el interés es describir 
la gradiente social en salud. El indicador 
tiene la ventaja de estar ajustado por el 
tamaño de los grupos sociales y por lo 
tanto, permite comparar gradientes en el 
tiempo, aun cuando se presenten diferen-
cias en la distribución porcentual en los 
grupos sociales. Por otro lado, como pue-
de apreciarse su interpretación es clara y 
fácilmente comprensible.
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Conclusiones

Analizar las inequidades en salud bucal 
en adultos no es una tarea simple debido 
a que la situación del estado dental de los 
adultos ha sido invisibilizada por su alta 
prevalencia, por los indicadores dentales 
de historia de caries inadecuados para 
adultos con alta prevalencia de la enfer-
medad y porque, en general, la disminu-
ción de las desigualdades sociales aún no 
se incorpora en forma explícita entre los 
objetivos estratégicos de salud bucal en 
Chile. Resulta compleja asimismo, porque 
tensiona al investigador y/o al evaluador 
de programas y políticas en salud bucal 
a adscribirse a un marco teórico concep-
tual y lo obliga a definir al menos tres 
herramientas mínimas, para monitorear 
el avance en el logro de la disminución 
de las inequidades en salud: 1) elegir los 
indicadores dentales apropiados para 
describir una situación de salud/enfer-
medad bucal en adultos, cuidando que 
no enmascaren las inequidades, 2) selec-
cionar variables sociales explicativas y su 
método de aproximación tanto en el nivel 
individual como en el contexto barrio, 
comuna, región, país, etc., y 3) definir los 
indicadores para describir la magnitud 
de las inequidades, si se prefiere describir 
brecha entre grupos sociales, el impacto 
potencial o la gradiente social.

En la introducción de este trabajo se plan-
teó como objetivo entregar conceptos 
claves y herramientas para monitorear el 
efecto de las políticas y programas de sa-
lud bucal. Algunas de las recomendacio-
nes que se pueden resumir son: reconocer 
la limitación de la prevalencia de historia 

o experiencia de caries como indicador 
global para monitorear inequidades en 
salud bucal de los adultos y usar los valo-
res de los componentes del índice COPD 
desagregados y especialmente, conside-
rar variables que reflejan el acceso a la 
atención odontológica como dientes ob-
turados y dientes perdidos. 

Respecto a las variables sociales, el nivel 
educacional e ingresos han sido tradicio-
nalmente las variables proxy de posición 
socioeconómica más usadas para este 
grupo de edad, sin embargo, se sugiere 
incorporar la variable ocupación y varia-
bles sociales del contexto geográfico de la 
comuna de residencia o del barrio, lo cual 
podría capturar factores de riesgo com-
partidos en la comunidad, barrio y fami-
lia de desigualdades sociales, acercarse a 
comprender valores culturales y clarificar 
adecuaciones en las políticas o programas 
de salud bucal dependiendo del nivel lo-
cal. La relación entre la salud bucal de los 
adultos con otros determinantes sociales 
como etnia y género no han sido suficien-
temente estudiadas. 

Finalmente respecto a los indicadores 
para medir inequidades, la pendiente de 
inequidad (SII) es un indicador simple de 
calcular y de fácil de comprensión, que 
permiten monitorear en el tiempo las in-
equidades en salud y ajustarse por el po-
tencial cambio de tamaño de los grupos 
sociales.
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Resumen

En este artículo se presenta una revisión teórica sobre la evaluación 
de programas sociales, así como una discusión acerca de su quehacer 
práctico, centrada en la identificación de los problemas y barreras que 
dificultan su implementación. A partir de estas reflexiones, se propone 
un Modelo de Evaluación Integral que fue aplicado en un programa de 
microemprendimiento implementado por una organización no guber-
namental chilena. Los resultados de esta aplicación, más allá de consta-
tar los efectos del programa, permitieron reflexionar sobre las oportuni-
dades y desafíos que se presentan al momento de realizar evaluaciones 
utilizando este modelo.
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Introducción

En Chile han habido importantes avances 
en materia de reducción de la pobreza, 
registrándose para el periodo comprendi-
do entre 1990 y 2013 una disminución de 
aproximadamente 30 puntos porcentua-
les (FSP, 2013). Si bien esto ha sido conse-
cuencia, en gran medida, al crecimiento 
económico del país, también han cum-
plido un importante rol los organismos 
especializados y una política social focali-
zada en mejorar la calidad de vida de las 
personas que se encuentran en esta situa-
ción, particularmente al reducir “la pobreza 
dura ligada al hambre, el analfabetismo, a la 
muerte temprana y a una existencia sin techo 
seguro” (FSP, 2013, p.6). No obstante, aún 
quedan desafíos pendientes, siendo uno 
de ellos la preocupación por la calidad 
de los programas sociales que se imple-
mentan para abordar esta problemática, 
lo que releva la necesidad de contar con 
sistemas de evaluación robustos y perti-
nentes.

Así, la evaluación cumple un rol crucial 
al ofrecer recomendaciones para per-
feccionar los programas (Briones, 2008; 
Valadez & Bamberger, 1994), generar re-
flexiones para futuros diseños (Olavarría, 
2007; Stufflebeam & Shinkfield, 2007), 
instalar buenas prácticas en las institu-
ciones (Wholey & Hatry, 1992), conseguir 
financiamiento y tomar decisiones políti-
cas (Bouzas, 2005). Además, la evaluación 
contribuye a movilizar la discusión sobre 
el quehacer en el ámbito social en general. 
En este sentido, un sistema de evaluación 
adecuado puede repercutir directamente 
en el bienestar de las personas a quienes 

están dirigidos los programas sociales de 
intervención en pobreza. Por ello, resulta 
fundamental tener programas basados 
en evidencia, donde la evaluación debie-
ra ser una acompañante constante de los 
programas sociales que se implementan, 
aportando luces sobre sus procesos y re-
sultados de manera integral, más allá de 
corresponder a un control de gestión.

En este marco, la evaluación de progra-
mas sociales puede entenderse de múl-
tiples maneras, según el foco que se elija. 
Por ejemplo, puede concebirse para verifi-
car el cumplimiento de objetivos o metas 
(Valadez & Bamberger, 1994), para anali-
zar la estructura y funcionamiento de un 
programa (Briones, 2008), o para detectar 
resultados previstos o efectos inespera-
dos (Ballart, 1992; Fernández-Ballesteros, 
1996). Dichas acciones evaluativas per-
mitirían a su vez conocer la utilidad de un 
programa (Rossi, Freeman & Lipsey, 1999), 
establecer un juicio de valor sobre este 
(American Evaluation Association, 2004), 
y tomar decisiones al respecto (Weiss, 
1975). 
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1. Evaluación de programas 
sociales

Desde una perspectiva histórica, es en el 
ámbito educacional donde se impulsó 
la evaluación de programas (Aguilar & 
Ander-Egg, 1992).  Es posible rastrear in-
vestigaciones con un énfasis evaluativo a 
partir de 1930 gracias al trabajo realiza-
do por Tyler en Estados Unidos (Smith & 
Tyler, 1942), quien contrastó los objetivos 
de programas educacionales con la me-
dición de sus resultados (Stufflebeam & 
Shinkfield, 2007). Sin embargo, debido a 
un periodo de crisis y recesión mundial, 
la evaluación no entró en auge sino hasta 
1960, momento en que hubo mayor inver-
sión en evaluación, tanto en Estados Uni-
dos como en Europa, y se comenzó a exigir 
rigurosidad en las estrategias utilizadas 
para la constatación del cumplimiento de 
las metas planteadas por los programas 
(Rossi, Freeman & Lipsey, 1999). Para ello, 
se privilegió una aproximación analítica 
utilizando métodos cuantitativos, sur-
giendo numerosos modelos, como la eva-
luación de impacto causal (Campbell & 
Stanley, 1963) y la evaluación formativa y 
sumativa (Scriven, 1980). Dichos modelos 
nutrieron los aportes actuales realizados 
desde la econometría, que considera a 
los programas como un “laboratorio social” 
(Baker, 2000). 
 
Hacia 1970 se comenzaron a cuestionar 
estos modelos, por considerarlos limita-
dos al no incluir la perspectiva de las pro-
pias personas participantes sobre el valor 
del programa, y con ello, surgieron nuevas 
propuestas basadas en métodos cualitati-
vos (Ballart, 1992). Los modelos más em-
blemáticos provienen nuevamente desde 

la educación, destacando la evaluación 
responsiva (Stake, 1973), la evaluación 
iluminativa (Parlett & Hamilton, 1972) y 
la evaluación de tipo naturalista (Guba, 
1978). No obstante, a estos modelos se 
les criticó por ser poco rigurosos y dejar 
de lado aspectos relevantes de los progra-
mas, como la constatación de metas, sin 
aportar a la toma de decisiones. 

Así, ante las limitaciones encontradas en 
ambos paradigmas de evaluación se de-
sarrollaron, aunque en menor medida, 
modelos que empleaban métodos mix-
tos (Bouzas, 2005), como el modelo de 
utilización focalizada (Patton, 1978). Sin 
embargo, también estos modelos resulta-
ron  cuestionados, esta vez, por la falta de 
integración de sus resultados, puesto que 
se observó muchas veces un uso secunda-
rio (Aguilar & Ander-Egg, 1992; Valadez & 
Bamberger, 1994) o errado de los métodos 
cualitativos (como en Plewis & Mason, 
2005). Ahora bien, muchos de los mode-
los de evaluación suelen ser complejos 
técnicamente o difíciles de implementar 
porque requieren demasiada tecnología, 
recursos y tiempo (Olavarría & Figueroa, 
2012). 

Al comparar el desarrollo de la evalua-
ción en Estados Unidos y el mundo con el 
caso chileno, se puede constatar que esta 
ha sido una tarea más bien reciente en el 
ámbito social. Al rastrear evaluaciones de 
programas sociales implementados por 
el Estado, los documentos encontrados se 
sitúan  mayoritariamente en las últimas 
dos décadas, lo cual es coincidente con el 
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impulso que ha tenido el accionar social 
en este periodo (Olavarría & Figueroa, 
2012). Dichos documentos corresponden, 
principalmente, a reportes financieros, 
del cumplimiento de metas y, en menor 
medida, a evaluaciones de impacto de 
corte experimental, solicitadas general-
mente por la Dirección de Presupuestos 
del Ministerio de Hacienda. Sin embar-
go, a pesar de los avances en materia de 
evaluación, todavía hay escasa evidencia 
acerca de los resultados y funcionamien-
to de los programas sociales, tanto a nivel 
nacional como latinoamericano (Briones, 
2008; Cardozo, 2006; CEES, 2012; Olava-
rría & Figueroa, 2012).

Al mirar de manera global evaluaciones 
locales y extranjeras, es posible sistemati-
zar sus principales limitaciones. Primero, 
las evaluaciones suelen ser parciales, pues 
no consideran la perspectiva de todos los 
actores involucrados, tienden a ser in-
vestigaciones sobre temas acotados y no 
usan buenos indicadores. Respecto a esto 
último, las variables que se establecen, 
normalmente de manera externa, suelen 
ser más bien genéricas o muy reducidas, 
y no dan cuenta de manera fiel sobre los 
efectos de los programas. Otra importan-
te limitación es que no se ha incluido la 
dimensión subjetiva asociada a la partici-
pación en los programas sociales de ma-
nera sistemática en la evaluación, lo cual 
representa una contradicción, puesto que 
los modelos teóricos a la base de muchos 
programas –que tienen una visión com-
pleja y multidimensional de la pobre-
za– declaran un componente psicosocial 
desde el cual sí se considera relevante la 
experiencia subjetiva de las personas (FSP, 
2010; Narayan, 2000; PNUD, 2012).
 

De esta forma, la evaluación de progra-
mas corresponde a una tarea a la que no 
siempre se le ha otorgado la centralidad 
y dedicación que merece, lo que produce 
una serie de problemas. Las evaluaciones 
pocas veces se traducen en un aporte real 
a los programas, cumpliendo más bien un 
rol de fiscalización (asociado a la susten-
tabilidad del programa, por ejemplo, en 
la rendición de gastos) o de verificación 
(relacionado al cumplimiento de metas, 
por ejemplo, el número de personas aten-
didas) (Arenas & Berner, 2010, Valadez 
& Bamberger, 1994). Asimismo, suelen 
ofrecer recomendaciones genéricas que 
no permiten realizar cambios concretos 
en los programas (MIDEPLAN, 2006). 
Además, al tener escaso conocimien-
to acerca de los programas no se puede 
aprender de ellos, lo que impide ofrecer 
un servicio de calidad (Guba, 1978; Who-
ley & Hatry, 1992). No tener información 
disponible también obstaculiza la toma 
de decisiones políticas y económicas res-
pecto a los programas sociales (Stuffle-
beam & Shinkfield, 2007), lo que puede 
repercutir en la dificultad de conseguir 
financiamiento y poner en riesgo la con-
tinuidad de los mismos. Todo esto se re-
laciona con un tema ético ineludible: si se 
trabaja con población en riesgo, que me-
rece intervenciones de máxima calidad, 
es una negligencia no chequear que los 
programas sean efectivos. Esto perpetúa 
los problemas sociales, se cometen los 
mismos errores y se replican programas 
ineficientes. 
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2. Barreras para la evaluación de 
programas sociales

Dado lo anterior, cabe preguntarse: ¿por 
qué siendo la evaluación una acción tan 
importante, no se realiza con la sistemati-
cidad y rigurosidad que se requiere?  Des-
de la revisión empírica y teórica, así como 
desde la experiencia práctica en el ámbito 
social, es posible plantear que esto ocurre 
porque existen dificultades al momento 
de evaluar, que se constituyen en una se-
rie de barreras.

Barreras de formación y lenguaje. La 
interacción entre personas de diferentes 
disciplinas, a menudo hiperfocalizadas, 
puede reducir las posibilidades de cola-
boración y restringir el trabajo multidis-
ciplinario, lo que limitaría el alcance de la 
mirada evaluativa.

Barreras metodológicas y de diseño. Lo 
primero se manifiesta en la clásica divi-
sión entre métodos cuantitativos y cua-
litativos, desavenencia histórica tanto en 
sus marcos paradigmáticos como en el 
estilo de trabajo cotidiano de los equipos 
(Cook & Reichardt, 2005; Dávila, 1995; 
Sandoval, 1996), que puede llevar a una 
elección superficial del método ya sea 
porque “está de moda” o porque es lo que 
maneja el equipo. Lo segundo se expresa 
en replicar diseños de evaluación exitosos 
sin adecuarlos a los programas o al no 
considerar la evaluación desde su inicio, 
lo que puede llevar a la improvisación 
y falta de prolijidad. Además, como las 
evaluaciones suelen ser complejas técni-
camente, puede crearse una dependencia 
hacia los evaluadores externos restrin-
giendo la continuidad de las mismas. 

Barreras de los actores y su interacción. 
Los diversos actores implicados suelen 
manejar concepciones distintas sobre la 
evaluación, los aspectos a evaluar y cómo 
evaluarlos, según el rol que ocupen en las 
instituciones. Así, se observa una distan-
cia entre técnicos (policy makers o ejecu-
tores de programas), evaluadores (acadé-
micos o consultores internos/externos), y 
los equipos de los programas (que pue-
den ver la evaluación como un trabajo 
adicional) (Briones, 2008).
  
Barreras de contextualización. Alude a 
la distancia que algunos evaluadores es-
tablecen con los programas y sus partici-
pantes (Bebbington, 2005), con una pre-
caria o nula inserción en el terreno, que 
produce una lejanía del “campo” a evaluar, 
y no permite llegar a conocer característi-
cas básicas e importantes de los progra-
mas, participantes o el contexto, y que 
pueden influir en la evaluación.

Barreras de poder. Dada la confluencia 
de instituciones al momento de evaluar, 
pueden haber “agendas” particulares invo-
lucradas, así como una “utilización política” 
de la evaluación (Weiss, 1975). Por ejem-
plo, al decidir no evaluar por el “riesgo” que 
pueden contener los resultados u optar 
por mostrar solo algunos de estos. Un hito 
que amenaza la realización y continuidad 
de las evaluaciones son los cambios de 
autoridades y/o contrapartes, y con ello 
de los intereses institucionales, tanto en 
el mundo público (asociado a los perio-
dos presidenciales) como en el privado 
(por la rotación del personal). 
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Barreras económicas. Estas afectan de 
manera muy importante las posibilida-
des reales de evaluar los programas so-
ciales (Valadez & Bamberger, 1994). Rea-
lizar una evaluación de calidad implica un 
costo financiero que varía según el tipo 
de evaluación y que es vital de conside-
rar cuando existe un marco de restricción 
presupuestaria. Por ejemplo, elegir entre 
una metodología cuantitativa o cualita-
tiva involucra, en términos económicos, 
diferencias no menores relativas a los re-
querimientos humanos y logísticos para 
llevarlas a cabo. Además, la dependencia 
de  financiamiento externo, que conlleva  
fondos de los cuales muchas veces no se 
tiene certeza, puede significar que se vean 
alterados los tiempos y focos de la evalua-
ción.

Barreras operativas. Existes múltiples ba-
rreras asociadas al quehacer práctico de 
la evaluación, por ejemplo: la burocracia 
de las instituciones (que se expresa en 
una rutina de convenios y contratos que 
se dilatan y acuerdos que en ocasiones 
no se cumplen), impedimentos de los 
distintos actores para reunirse y trabajar 
en conjunto (ineficiencia de las reuniones 
y falta de reflexión en torno a la evalua-
ción), dificultad en el acceso efectivo al 
campo (trabajo en terreno y contacto con 
las personas participantes), y falta de ca-
pacitaciones de quienes realizan labores 
de recogida de datos.

Todas estas barreras se pueden convertir 
en amenazas para la evaluación, que pro-
vocan tensión y frustración, lo que se pue-
de extender a los distintos actores involu-
crados, como el equipo de evaluación, las 

instituciones y las personas participantes. 
El modelo propuesto en este artículo in-
tenta hacerse cargo de estos problemas 
y barreras, ofreciendo una aproximación 
compleja y profunda a los programas 
sociales, pero a la vez siendo factible de 
realizar.  

3. El modelo propuesto

A partir de la revisión teórica antes seña-
lada y considerando la práctica de evalua-
ción, se propone un Modelo de Evaluación 
Integral3 sustentado en tres fundamentos 
y organizado en ocho fases que permiten 
concretar el proceso de evaluación. En 
cuanto a sus fundamentos, estos son:

3.1. Fundamentos del modelo

Integrar la evaluación con la intervención. 
La evaluación debiera acompañar desde 
el inicio a los programas sociales, nutrién-
dolos en su formulación, retroalimentán-
dolos durante el proceso y valorándolos 
al final, en la línea de lo señalado por 
varios autores (por ejemplo, Aguilar & 
Ander-Egg, 1992; Matos, 2005; Valadez & 
Bamberger, 1994). Esto motiva a que du-
rante la implementación del programa 
y del proceso de evaluación, se generen 
reflexiones útiles para realizar ajustes y 
recomendaciones, sin ser necesario espe-
rar hasta el final de ambas acciones. Este 
tipo de resultados ayuda a perfeccionar 
los programas, pues permite constatar 
aquello que se está haciendo bien y refor-

3 Este modelo se describe en extenso en la tesis doctoral sobre la cual se basó este artículo (Daher, 2015).
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zarlo, así como aquello que requiere de 
correcciones.  Con respecto a esto último, 
es importante considerar los alcances de 
los cambios propuestos de modo  que no 
modifiquen las condiciones de evalua-
ción. Para evitar que posibles ajustes en la 
intervención interfieran en captar resulta-
dos desde la evaluación, es recomendable 
que dichas correcciones se realicen una 
vez terminado el ciclo de intervención, 
con miras además a realizar modificacio-
nes en próximas evaluaciones.

Integrar métodos cualitativos y cuanti-
tativos. Esto permite captar elementos 
claves de los programas tanto desde la 
experiencia subjetiva de sus participan-
tes, como al registrar resultados objetivos. 
Ambas dimensiones son importantes, 
en especial si se busca conocer el funcio-
namiento y los efectos de un programa 
(Raczynski, 2002), para lo cual es nece-
sario lograr una mayor compatibilidad y 
triangulación entre las aproximaciones 
cualitativas y cuantitativas (Pardo, 2011). 
En efecto, si se acepta que la naturaleza 
de los resultados de los programas so-
ciales no es exclusivamente cuantitativa 
ni cualitativa, se hace necesario poner 
en conversación ambas aproximaciones, 
posibilitando así un análisis  que permita 
acercarse a una comprensión más profun-
da de los programas evaluados.

Integrar las voces de diferentes actores 
relevantes. Usualmente los sistemas de 
evaluación se orientan a medir los logros 
objetivos sobre las personas, dejando de 
lado las valoraciones que estas hacen 
respecto de su participación en el pro-
grama evaluado, así como también las 
de otros actores relevantes  que podrían 
contribuir en una visión interdisciplinaria, 
multiestamental y aplicada que asegure 

la utilidad de los hallazgos (por ejemplo, 
agentes de intervención, coordinadores 
y directivos) (Briones, 2008). Lo anterior 
es fundamental si se considera que todas 
las personas involucradas tienen algo que 
aportar para comprender el programa 
y sus resultados (Montero, 2006) y, por 
tanto, es necesario complementar mi-
radas y triangular la información desde 
distintas perspectivas (Cornejo & Salas, 
2011; Denzin, 1970; Sisto, 2008). De esta 
manera, el modelo propuesto asume que, 
para que efectivamente haya un puente 
entre evaluación e intervención, es fun-
damental involucrar al equipo de trabajo 
de la institución y reivindicar la voz de sus 
participantes. Ello no solo permite dar 
un sentido a la evaluación del programa, 
sino también comprometer a quienes lo 
ejecutan o son sus destinatarios  en su 
comprensión y mejoramiento, para lograr 
mayores aprendizajes.

3.2 Fases del modelo

Considerando los  fundamentos ya descri-
tos, el modelo propuesto sigue una serie 
de fases que permiten concretar una mi-
rada integral y enfrentar las dificultades 
detectadas en el ámbito de la evaluación. 
Estas fases son diagramadas en la Figura 1 
y explicadas a continuación. 
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Figura 1. Fases Modelo de Evaluación Integral

Fase preparatoria. Su objetivo es realizar 
un acercamiento preliminar para conocer 
el programa y sus actores, los resultados 
que busca y adecuar la evaluación a las 
particularidades de dicho programa. Esta 
fase se puede realizar desde una aproxi-
mación cualitativa por medio de entre-
vistas, grupos focales o Reuniones Eva-
luativas con los distintos actores. Ayuda a 
contestar la pregunta ¿cuál será el sentido 
de esta evaluación?, permitiendo levantar 
aspectos de interés y pensar sobre la posi-
ble relación entre dichos aspectos.

Fase de diseño. Su propósito es delimi-
tar el diseño de la evaluación, haciendo 
énfasis en lograr una mirada integral del 
programa y sus efectos, lo que obliga a 
plantearse varias preguntas que es nece-
sario abordar reflexivamente con los dis-
tintos actores implicados: ¿Qué evaluar?, 
detectando variables y dimensiones de 
análisis. ¿Cómo evaluar?, al contemplar 
estrategias para la recolección de datos 
cuantitativos y la producción de datos 
cualitativos. ¿Cuándo evaluar?, asociado a 
la temporalidad de la evaluación. ¿A quié-

Fuente: Elaboración propia.
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nes evaluar?, que variará según el tipo de 
programa y las preguntas que se tengan. 
Y, para efectos de este modelo de evalua-
ción también es fundamental la pregunta 
¿quiénes evalúan?, pues permite derivar 
tareas de la evaluación a las personas que 
ejecutan el programa y, por tanto, instalar 
capacidades y enriquecer los resultados 
a partir de sus experiencias en el proceso 
evaluativo. Además, es necesario realizar 
una reflexión sobre aquello que permite 
asegurar buenas prácticas en la evalua-
ción, asociado a los aspectos éticos.

Fase de construcción de instrumentos. 
Su finalidad es construir los instrumentos 
de la evaluación. Para los instrumentos 
de medición cuantitativos se debe seguir 
el procedimiento tradicional de elabo-
ración de escalas o cuestionarios, o bien, 
seleccionar instrumentos estandarizados 
que se adecuen a la evaluación. Por otro 
lado, se deben generar los guiones te-
máticos de entrevistas y grupos focales o 
pautas de observación, cuidando siempre 
la realización de ajustes durante el proce-
so, para lograr abarcar más aristas de los 
fenómenos relacionados al programa. 
Es necesario asegurar la rigurosidad de 
los registros (por ejemplo, digitación y 
grabación) y capacitar a las personas im-
plicadas en esto, donde la elaboración de 
un Manual de la Evaluación es prioritaria. 
También es importante el considerar los 
registros administrativos de los progra-
mas, particularmente cuando se cuenta 
con un control de gestión (por ejemplo, 
número de beneficiarios y sus caracterís-
ticas, acciones o actividades realizadas, 
tasa de deserción, entre otros).

Fase de recolección inicial. El objetivo 
de esta fase es establecer una línea base 
cuantitativa. Se aplican los instrumentos 

de medición a las personas participan-
tes al iniciar las actividades. Una vez sis-
tematizados los datos, se debe analizar 
complementándolos con la información 
obtenida previamente de manera cualita-
tiva. Un aspecto ético es aprovechar esta 
instancia inicial para informar a las per-
sonas participantes sobre la evaluación, 
así como explicarles su importancia y ase-
gurarles la confidencialidad, incluyendo 
una mención explícita que la decisión o 
no de participar en la evaluación no tiene 
ni tendrá ninguna consecuencia sobre la 
participación en el programa.

Fase de monitoreo. El propósito de esta 
fase es realizar un monitoreo de la evalua-
ción en proceso. En esta se pueden soste-
ner Reuniones Evaluativas con los actores 
involucrados en la evaluación, con miras 
a resolver asuntos prácticos de la misma, 
realizar ajustes y complementar la inter-
pretación de los primeros resultados des-
de la perspectiva de las distintas personas 
implicadas.

Fase de recolección final. Su finalidad es 
determinar, por medio de la aplicación 
de instrumentos cuantitativos, la línea 
de salida del programa para conocer los 
efectos esperados. Así también, se busca 
identificar, por medio de la producción de 
datos cualitativos, resultados no espera-
dos, facilitadores u obstaculizadores de la 
intervención, entre otros fenómenos inte-
resantes que puedan emerger. .

Fase de seguimiento. Esta fase es opcio-
nal, pero se sugiere realizarla dado que 
los tiempos en que ocurren los cambios 
debido a los programas, no siempre son 
inmediatos, así como para observar si los 
efectos detectados se sostienen tras la 
intervención. Se pueden aplicar métodos 
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cualitativos y cuantitativos. Esta fase tam-
bién ayuda a profundizar en fenómenos 
identificados en el análisis de las fases 
anteriores.

Fase de análisis integral. Su objetivo es 
lograr una mirada holista del programa y 
una discusión integrada de sus resultados 
y procesos, centrada fuertemente en las 
implicancias prácticas de lo encontrado y 
en dar recomendaciones concretas. Esto 
se puede hacer por medio de Talleres de 
Análisis Participativos con el equipo de la 
institución que implementa el programa, 
así como sumar a las personas partici-
pantes en las interpretaciones realizadas 
a modo de inter-analistas. Es importante 
realizar estos talleres  durante todo el pro-
ceso de la evaluación y no solamente al 
final. Además, se sugiere llevar a cabo una 
Evaluación de la Evaluación, que consiste 
en reflexionar junto con la institución y 
sus funcionarios/as acerca del acto com-
pleto de evaluar, sus facilitadores y obsta-
culizadores. Ello busca hacer mejoras en 
caso de realizar evaluaciones sucesivas. 
También es importante considerar los 
Hitos Reflexivos que han surgido durante 
el proceso de evaluación y que permiten 
realizar ajustes, redefiniciones y cuestio-
namientos sobre la evaluación misma, la 
intervención y la institución.

Devolución y difusión constante. Según 
este modelo, la devolución deja de ser un 
acto único y final, al constituirse en un pro-
ceso permanente y de reflexión continua 
con el equipo y las personas participan-
tes. Con ello, los informes y publicaciones 
elaborados, así como  la presentación de 
resultados, no debieran estar destinados 
exclusivamente a la institución ejecutora 
del programa, sino también a un público 
más amplio perteneciente al ámbito so-

cial, la academia y creadores de políticas 
públicas. Siguiendo las consideraciones 
éticas de trabajar con población en riesgo, 
también es importante la socialización de 
los resultados con los y las participantes 
del programa.
 
Finalmente, un punto crucial a tener en 
cuenta es que, si bien de este modelo se 
definió un marco general que incluye 
ciertas fases, resulta importante realizar 
ajustes en dos líneas al momento de im-
plementarlo. Primero, la institución que 
decida aplicarlo debe adaptar el modelo 
a la realidad de los programas que pre-
tende evaluar. Segundo, en caso de man-
tener un proceso de evaluación continúo 
de los programas, el modelo tiene que ser 
flexible y receptivo a los posibles cambios 
realizados al diseño u objetivos de los 
programas producto de las evaluaciones 
previas, así como considerar en las eva-
luaciones sucesivas posibles focos intere-
santes a profundizar. 

4. La factibilidad del modelo: un 
ejemplo de su aplicación

La aplicación del Modelo de Evaluación 
Integral se realizó en Acción Emprende-
dora ( www.accionemprendedora.org), 
organización no gubernamental chilena 
que ofrece instancias de formación a mi-
croemprendedores en situación de vulne-
rabilidad social y/o económica desde el 
año 2002. Respecto al diseño de sus cur-
sos, estos se enfocan en entregar habilida-
des técnicas, así como en el desarrollo de 
habilidades personales (Acción Empren-
dedora, 2013). 

http://www.accionemprendedora.org
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A partir de la revisión de la literatura es-
pecializada y las Reuniones Evaluativas 
sostenidas con actores de la institución, el 
objetivo general de esta evaluación que-
dó definido como: analizar de manera in-
tegral los resultados asociados al desarro-
llo de los negocios, así como su relación 
con las habilidades técnicas y habilidades 
personales, en personas participantes de 
un programa de microemprendimiento 
basado en capacitaciones. Para ello, se 
siguieron todas las fases contempladas 
por el Modelo de Evaluación Integral. La 
aproximación cuantitativa fue de tipo 
cuasi-experimental. La aproximación 
cualitativa tuvo un alcance descriptivo y 
relacional siguiendo los postulados de 
la Teoría Fundamentada (Strauss & Cor-
bin, 2002), y fue complementada con el 
dispositivo de análisis Encuentro-Con-
texto-Temas (Daher, 2015). La evaluación 
duró dos años. 

Desde la aproximación cuantitativa, se 
aplicó un instrumento de medición en 
tres momentos: línea base, línea de sali-
da y seguimiento. Desde la aproximación 
cualitativa, se produjeron datos al inicio y 
al final de la intervención.

Para la recolección de datos cuantitativos 
se elaboraron escalas para las variables 
que se deseaban captar, adaptando ins-
trumentos que ya eran utilizados por esta 
organización. Estas escalas fueron Desa-
rrollo del Negocio (Ingreso por Ventas, 
Estado del Negocio, Formalización y Ho-
ras de Dedicación), Habilidades Técnicas 
(Gestión del Negocio, Aspectos Legales 
y Tecnologías de la Información) y Ha-
bilidades Personales (Empoderamiento 
Psicológico y Características Empren-
dedoras). El indicador Alfa de Cronbach 
obtenido en la línea base fue de 0,89 y 

0,90. Además, se aplicó un cuestionario 
de datos sociodemográficos y de caracte-
rización del negocio. 

Para la producción de datos cualitativos se 
realizaron 16 Conversaciones Evaluativas 
Grupales (CEG), en la línea de lo plantea-
do por Canales (en Durston & Miranda, 
2002). Se elaboraron guiones temáticos 
que tuvieron modificaciones de acuerdo 
a los fenómenos que eran interesantes de 
indagar a lo largo de la evaluación.  Por 
ejemplo, las características del proceso de 
emprender, el caso de mujeres en mayor 
vulnerabilidad y el rol de las personas que 
facilitaban las capacitaciones.

En las actividades de recolección de datos 
cuantitativos participaron 398 personas 
que pertenecían a cinco centros de em-
prendimiento ubicados en Antofagasta, 
Santiago, Valparaíso, Concepción y Coro-
nel. Coincidentemente con los registros 
de la organización, la media de edad de 
los/as participantes fue 43,5 años (con un 
rango de 22 a 74 años, DE=10,88), con-
tando en su mayoría con educación es-
colar completa (33,7%, con 11,6 años de 
educación en promedio, DE=3,19), siendo 
principalmente mujeres (84,4%). No se 
observaron diferencias por curso. 

Con respecto a las instancias de produc-
ción de datos cualitativos, participaron 98 
personas en total. Estas personas tuvieron 
características similares a quienes consti-
tuyeron la muestra cuantitativa. Además, 
se realizó una Evaluación de la Evaluación 
donde participaron 15 funcionarios/as de 
la organización (encargados de cada cen-
tro de emprendimiento e integrantes del 
equipo central). 
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En la recogida de datos participaron acti-
vamente funcionarios/as de la organiza-
ción, tanto en la aplicación de las escalas y 
su digitación, así como en la moderación 
de Conversaciones Evaluativas Grupales. 
Para ello, se elaboró un Manual de la Eva-
luación y todas las personas fueron ca-
pacitadas siguiendo estas instrucciones. 
Además, se realizaron Reuniones Evalua-
tivas y Talleres de Análisis Participativos 
con integrantes de la institución conti-
nuamente.

En todas estas instancias se consideraron 
las normas éticas dispuestas por la Ame-
rican Psychological Association (APA, 
2010) y la Comisión Nacional para la In-
vestigación Científica y Tecnológica de 
Chile (Lira, 2008). Además, se contó con 
la aprobación del comité de ética de la Es-
cuela de Psicología de la Pontifica Univer-
sidad Católica de Chile y la autora tenía la 
certificación ética para investigación con 
seres humanos otorgada por el Collabora-
tive Institutional Training Initiative o CITI 
Program (www.citiprogram.org).

4.1. Principales resultados

A continuación se presenta una síntesis 
de los principales resultados de la eva-
luación. Luego, se exponen los resultados 
asociados al modelo de ecuaciones es-
tructurales. Dichos resultados se desarro-
llan en extenso en la tesis doctoral sobre 
la cual se basó este artículo (Daher, 2015). 

Se llevó a cabo un análisis de la varianza 
de medidas repetidas con Habilidades 
Técnicas como variable de respuesta, 
encontrándose un efecto del tiempo 
de medición [F(1, 392)=96,187; p<0,01; 
np2=0.20], donde los puntajes fueron 
mayores en la línea de salida [M=1,77; 
DE=0,03] que en la línea base [M=1,58; 
DE=0,02], ocurriendo un mejoramiento 
global en el tiempo. Esto coincide con lo 
mencionado por las personas participan-
tes, para quienes fue muy importante ad-
quirir Habilidades Técnicas, entendidas 
como aquellos conocimientos y prácticas 
que les permitieron tener un mejor mane-
jo de sus emprendimientos y que fueron 
fundamentales para lograr consolidarlos. 
Según estas personas, los cursos se tradu-
jeron en el “empujón” que necesitaban para 
aprender y ordenar sus emprendimien-
tos: 

“uno tiene que buscar primero aprender, tener conocimientos. eso hay que 
tenerlo claro, a qué venimos, que es a aprender y que nos enseñen cosas 
nuevas para ordenar nuestros negocios”

(CEG 13, Participante 5)

http://www.citiprogram.org
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“soy una mujer emprendedora. tengo ganas de hacer cosas que quizás 
por mucho tiempo no me sentí capaz. pero nunca es tarde en la vida para 
aprender, emprender y superarse. acción emprendedora me ha servido para 
conocer mis debilidades y mis aptitudes, me he dado cuenta que soy una 
mujer luchadora y que con el tiempo voy a ser una empresaria... creer en 
nosotros mismos es lo principal, tener esa garra de poder decir ‘yo puedo 
hacerlo’, porque yo sí lo hago”

(CEG 13, Participante 1)

“primero que nada aprendí a sacar mis costos reales, aprendí a valorar 
mi producto, me atreví a mostrar más mi producto y me di cuenta que el 
producto era bueno, por lo que podía cobrar más. entonces, subí mis valores 
[refiriéndose a los ingresos del negocio]”

(CEG 1, Participante 8)

Se llevó a cabo un análisis de la varianza 
de medidas repetidas con Habilidades 
Personales como variable respuesta. Se 
detectó un efecto estadísticamente sig-
nificativo del tiempo de medición [F (1, 
392)=17,209; p<0,01; np2=0,04], ya que 
en la línea de salida el puntaje fue ma-
yor [M=4,31, DE=0,03] que en línea base 

En cuanto al Desarrollo de Negocio, a par- 
tir del análisis de la varianza de medidas 
repetidas para la variable respuesta de 
Ingresos por Ventas, se encontró un 
efecto estadísticamente significativo del 
tiempo de medición [F (1, 391)=10,083; 
p<0,01; np2=0,03], siendo mayores los 

[M=4,19, DE=0,03], dando cuenta de un 
cambio global positivo. Este aumento en 
las Habilidades Personales fue natural-
mente expresado por los y las participan-
tes de la intervención como un cambio 
en su apreciación personal, así como en 
su posicionamiento como personas em-
prendedoras:

ingresos en el seguimiento [M=$307.598, 
DE=44.482] que en la línea base [M= 
$191.124, DE=27.395]. Esto fue coincidente 
con los datos cualitativos, donde un par-
ticipante comentó acerca del proceso que 
implica subir sus valores y, por lo tanto, 
aumentar sus ingresos:
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Por motivos de espacio no se reportan los 
resultados de Estado de los Negocios, For-
malización ni Horas de Dedicación. 

De estos resultados destacó la relación 
positiva entre Habilidades Técnicas y Ha-
bilidades Personales con el Desarrollo del 
Negocio, expresado por los Ingresos por 
Ventas. Para ello, se realizó un análisis 
de ecuaciones estructurales. Para probar 
este modelo se utilizaron los datos obte-
nidos de los cursos en la línea de salida. 
El método de estimación fue Maximun 
Likelihood. Respecto al ajuste general del 
modelo, se constató que algunos indica-
dores fueron adecuados mientras que en 
otros no se alcanzaron valores aceptables 
[n2 (553, N=398)=1457,33; p<0,01, normed 
chi-square NC=2,6; root-mean-squeare 
error of approximation RMSEA=0,064; 
comparative fix index CFI=0,86; non-nor-
med fit index NNFI=0,85; goodness fit 
index GFI=0,82]. Ahora bien, se confirmó 
que todas las relaciones hipotetizadas 
funcionaron bien, es decir, los indicadores 
que representaban a las variables antes 
mencionadas fueron medidos adecua-
damente y las variables estructurales se 
relacionaron significativamente.

Dado lo anterior, se podría interpretar 
que al contar con mejores competencias 
técnicas y personales mayor es el creci-
miento del emprendimiento. Asimismo, 
se encontró una asociación entre las ha-
bilidades técnicas y personales, lo que 
podría implicar que el aprender posibilita 
adquirir recursos personales (lograr un 
mayor empoderamiento psicológico e 
instalar características emprendedoras) y, 
a su vez, estos recursos sitúan a las perso-
nas en una posición de mayor apertura al 
conocimiento (en este caso, sobre gestión 
del negocio, aspectos legales y tecnologías 
de la información), potenciándose ambas 
mutuamente. Todo esto permite vislum-
brar que, tan importante como apoyar 
el desarrollo de los emprendimientos, es 
también entregar conocimientos para su 
adecuada administración y potenciar a la 
persona que emprende, ampliando la mi-
rada desde el negocio hacia el emprende-
dor/a y sus competencias. 

Lo anterior fue altamente consistente con 
lo compartido por las personas partici-
pantes en las conversaciones. En la Tabla 
1 se presentan viñetas que manifiestan la 
relación o asociación entre dichas varia-
bles y que inspiraron este modelo.
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Tabla 1. Viñetas Ilustrativas de la relación entre las variables

MARIANNE DAHER GRAY



205

5. Impresiones sobre la 
aplicación del modelo desde los 
actores involucrados

A partir de las Reuniones Evaluativas, Ta-
lleres de Análisis Participativos y la Eva-
luación de la Evaluación fue posible sis-
tematizar las impresiones de los actores 
involucrados sobre la aplicación del mo-
delo, produciéndose Hitos Reflexivos que 
permitieron superar los problemas y ba-
rreras detectados en el quehacer evaluati-
vo y descritos en los apartados anteriores.

Con respecto a los problemas de la eva-
luación, se constató que esta forma de 
evaluar fue un aporte real al ofrecer una 
comprensión profunda del programa y 
entregar recomendaciones concretas, 
lo que posibilitó tomar decisiones y así 
asegurar la calidad de las intervenciones. 

Así, conversar sobre las implicancias de 
los resultados de la evaluación, no solo 
desde el efecto estadístico sino desde la 
explicación que las propias personas par-
ticipantes y los funcionarios/as de la ins-
titución le daban, permitió pensar acerca 
de los contenidos de la intervención. Por 
ejemplo, se decidió incluir asesoría legal 
dentro de los cursos de manera más in-
tencionada, considerando los contenidos 
señalados como relevantes por las pro-
pias personas participantes y, para ello, se 
realizaron convenios con escuelas de de-
recho de universidades chilenas con el fin 
de instalar un estudio jurídico. Respecto a 
lo anterior se comentó lo siguiente: 

“participante 1: gracias a esto podemos ver si hay mejoras, podemos 
sustentar lo que estamos haciendo, y si nos estamos equivocando nos 
podemos dar cuenta también. participante 2: entonces, yo creo que para 
nosotros ahora es mucho más fácil poder orientarnos, ‘acá debe haber 
una mejora porque aquí se muestra que en verdad no se está entregando lo 
que se debería entregar’ [refiriéndose a las capacitaciones]. entonces, nos 
orienta mucho”

(Evaluación de la Evaluación)

Además, la evaluación ofreció insumos 
para que la institución se mirara a sí mis-
ma, por ejemplo, sobre su misión y sus 
prioridades, pues inicialmente no se tenía 
contemplado el desarrollo de los nego-
cios como un objetivo explícito a lograr y 

solo se estaba enfocada en la transmisión 
de conocimientos, motivando esto a su 
reformulación. 
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“también fueron súper importantes los cuestionamientos que se originaron 
a partir de estos resultados. fue como decir ‘¡oh, esto está pasando acá!’ 
y preguntarse ‘¿por qué?’. por ejemplo, te ayuda a entender el perfil de ese 
microempresario que está llegando y los problemas que ese microempresario 
trae asociados. entonces, ayuda justamente a ver nuestra oferta de 
capacitaciones. creo que de todas formas es beneficioso”

(Taller de Análisis)

Respecto a las barreras de la evaluación, la 
aplicación de este modelo permitió abor-
darlas de la siguiente manera. Se promo-
vió el trabajo con personas de distintas 
disciplinas, lo que posibilitó superar la 
barrera de formación y lenguaje, expresa-
da en la distancia que se establece entre  
profesionales. En este caso, si bien al inicio 
fue complejo “entenderse”, en la medida 
que avanzó la evaluación se fue constru-
yendo un lenguaje común desde donde, 
por ejemplo, para una psicóloga fue po-
sible comprender nociones relacionadas 
al “mundo de los negocios”, así como para un 
ingeniero aquellas asociadas a las “habili-
dades personales”.
 

La mirada integral que promueve el mo-
delo facilitó la reflexión sobre la pertinen-
cia de los métodos que se querían em-
plear, considerando sus aportes y riesgos, 
así como posteriormente poniendo en in-
teracción los resultados provenientes de 
distintas fuentes de información. De esta 
forma, se abordó la barrera metodológica 
y de diseño por medio de la complemen-
tariedad de estrategias, lo que enriqueció 
el trabajo evaluativo, y generó una mirada 
holista del programa y sus efectos. A su 
vez, esto ayudó a profundizar y compleji-
zar  el conocimiento que la organización 
tenía sobre el programa. Un funcionario/a 
lo explicó de la siguiente manera: 

La aplicación del modelo generó un ver-
dadero trabajo en equipo, que permitió 
abordar las barreras entre actores y su 
interacción, acercando así la brecha esta-
blecida por la posición institucional. Esto 
ocurrió en la medida en que se formalizó 
la inclusión de los diversos actores rela-
cionados en la evaluación en reuniones 
y talleres de análisis, entre otros. Esto 

permitió conciliar opiniones, intereses y 
visiones, nutriendo la evaluación desde 
dentro. Ahora bien, ello fue posible gra-
cias a que dichas actividades se basaron 
en el respeto, la confianza y la validación 
del trabajo mutuo. Un integrante del 
equipo central de la institución mencionó 
al respecto:
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“lo que facilitó sin duda el proceso fue la coordinación del equipo. al 
inicio estuvimos bien descoordinados, pero al fin logramos coordinarnos 
en la distribución de esta labor y no dejarle solamente al encargado de 
la evaluación de resultados la aplicación de los instrumentos. eso facilitó 
enormemente el proceso”

(Reuniones Evaluativas)

“a mí me parece que lo que vimos ayer [presentación de resultados en un 
taller de análisis] nos sirvió para tomarse más en serio para qué sirve la 
evaluación. yo sabía que los instrumentos eran importantes, pero no me 
lo tomaba tan en serio. ahora, creo que a todos nos quedó bien claro y 
se le dio mayor importancia. (…) en definitiva, a pesar de los tropiezos 
[refiriéndose a la situación inicial de estrés], se logró generar un 
aprendizaje y ahí están los resultados”

(Evaluación de la Evaluación)

Otro punto rescatable respecto a la apli-
cación de este modelo de evaluación 
fue que, al instalar un estilo de trabajo 
colaborativo, implicando activamente a 
los actores en la recogida de datos y re-
portando los resultados parciales de la 
evaluación sin esperar a su término, se 
ganó mayor comprensión y se entendió el 

Además, el acto de participar en la eva-
luación, independiente de la tarea que 
se cumplió o el rol que se tenía, generó 
una concientización en los actores invo-
lucrados. Esto movilizó a la organización 
y sus dirigentes a instalar la evaluación 
como una práctica habitual. Esta impli-
cación en la evaluación también facilitó 
la continuidad de la misma, aun cuando 
funcionarios/as claves de la institución 
renunciaron o fueron sustituidos, mane-
jando las barreras de poder que surgen en 
estos casos.

sentido de la misma. Ello generó  mayor 
compromiso y apoyo mutuo, superando 
así la barrera de contextualización debido 
a la falta de inserción y conocimiento so-
bre el campo al momento de evaluar. Así 
lo declaró una de las persona encargadas 
de aplicar el instrumento cuantitativo:

Asimismo, al instalar capacidades en el 
equipo de trabajo –contando con espa-
cios de asesoría externa solo si esta es re-
querida– redujo los costos asociados a la 
evaluación, haciéndola posible de man-
tener en el tiempo. Ello permitió superar 
las barreras económicas que presentaba 
la institución al respecto.

Por último, conversar sobre el proceso de 
evaluación produjo ajustes operativos so-
bre la misma, por ejemplo, hacer mejoras 
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“con la incorporación de la evaluación de los resultados yo creo que hay 
un antes y un después en acción emprendedora. sin lugar a dudas es un 
avance gigante y el trabajo ha sido potente, los resultados son interesantes 
y nos tranquilizan. me hace decir que todo este esfuerzo ha valido la pena. 
nos potenció a movilizarnos como organización”

(Evaluación de la Evaluación)

en el instrumento (de diseño y lenguaje) 
y afinar la coordinación entre los diversos 
actores (desde las personas que aplicaban 
las encuestas o moderaban las conver-
saciones, hasta el director de la organi-
zación y financistas). Se validó la elabo-
ración del Manual de la Evaluación y los 
espacios de capacitación como instancias 
fundamentales para entender su impor-
tancia, disminuir la ansiedad asociada a 
implementar algo desconocido e instalar 
el hábito de evaluar dentro de su accionar 
cotidiano. Todo ello permitió hacerse car-
go de las barreras operativas típicas de la 
evaluación. 

Por su parte, las personas participantes de 
la intervención tuvieron una muy buena 
acogida y disposición durante toda la eva-
luación, estaban muy deseosas de com-
partir sus experiencias y hacer comenta-
rios sobre el programa. Ellas apreciaron 
el rol protagónico que tuvieron durante 
la evaluación, no solo al ser consultadas 

De esta forma, la aplicación del modelo 
tuvo una evaluación general positiva por 
parte de los actores involucrados. Tanto 
funcionarios/as de la institución como 
participantes de las intervenciones se-
ñalaron que les hacía sentido esta forma 
de evaluar. Así, fue una sensación común 
entre los integrantes de la organización 
la satisfacción con el proceso implemen-
tado, pues generó  un respaldo sobre su 
accionar. Estas personas expresaron que 
los resultados aportaron a mejorar la in-
tervención y a crecer como institución, lo-
grando grandes aprendizajes que susten-
tan su labor y actúan como un elemento 
motivador y orientador, validando con 
ello la importancia de evaluar: 

por las capacitaciones, sino también al 
preguntarles por su valoración sobre el 
programa y sus opiniones sobre los faci-
litadores, obstaculizadores y recomenda-
ciones para mejorarlo. Así, las personas 
participantes realizaron grandes aportes 
sobre el programa y dieron sugerencias 
concretas. Una persona señaló al respecto: 

MARIANNE DAHER GRAY
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“ha sido buena experiencia conocerlos [refiriéndose a acción 
emprendedora], el que siempre estén pendientes de nosotros, de los que 
pasamos por aquí, es bueno. es bueno que hagan este seguimiento y que 
uno quede en la base de datos. le permite a uno devolver la mano. en este 
caso ustedes requieren de esta información, ya que hay un curso detrás, 
y uno también puede cooperar [refiriéndose a la posibilidad de ofrecer 
recomendaciones de mejora]”

(Reunión Evaluativa)

6. Reflexiones finales

La pobreza es un asunto complejo y ur-
gente de abordar que exige interven-
ciones de calidad, para lo cual se torna 
crucial evaluarlas. Sin embargo,  siendo 
ampliamente reconocida la importancia 
de la evaluación, existen problemas y ba-
rreras que dificultan su aplicación y que 
hacen necesario el desarrollo de modelos 
capaces de hacerse cargo de la compleji-
dad creciente del fenómeno la pobreza 
y de las estrategias que se emplean para 
abordarlo. 

El modelo propuesto da respuesta a di-
cha complejidad al integrar la evaluación 
con la intervención, rescatar la dimensión 
objetiva y subjetiva por medio del uso 
complementario de métodos, e incluir la 
voz de los distintos actores involucrados, 
particularmente de las propias personas 
participantes y ejecutores de los progra-
mas. Ahora bien, se considera que el ma-
yor beneficio de este modelo es que, sin 
transar una mirada profunda sobre los 
programas y sus resultados, es factible de 
realizar, y está dentro de las posibilidades 
reales de organizaciones pequeñas y sin 
fines de lucro. Sin embargo, queda el de-
safío de aplicar este modelo en el contex-
to de los programas que hacen parte de la 

política social del Estado, invitándoles a 
considerar esta mirada integral.
 
Para concluir, respecto al primer funda-
mento del modelo propuesto –integrar la 
evaluación con la intervención–, se puede 
señalar que la intervención se vuelve más 
integral en la medida que la evaluación 
la modela con esa mirada. Esto releva la 
importancia de llevar a cabo un proceso 
de evaluación que va retroalimentando 
a la intervención en el curso de la misma 
y que intenciona una mirada sobre esta, 
más allá de sus resultados, posibilitando 
cambios a futuro. Se trata, entonces, de 
un tipo de evaluación que da relieve al 
fenómeno evaluado, en la que los resul-
tados no se reducen a un juicio sobre el 
éxito o el fracaso del programa, sino que 
matizan dicha valoración indicando ade-
más aquellos aspectos que sobresalen o 
que modifican la intervención. 

Así, la aproximación propuesta permite 
mostrar las dinámicas que adquieren los 
relieves del fenómeno, esto es, las varia-
ciones en los programas de acuerdo a sus 
contextos de realización, tipos de perso-
nas que participan, así como las condicio-
nes sociales, culturales, políticas e históri-
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cas que determinan su implementación. 
En conjunto, el distinguir las diferentes 
dimensiones de los programas y sus va-
riaciones contribuyen en una compren-
sión integral de los mismos, permitiendo 
la potenciación de los aspectos que apor-
tan a su efectividad.
 
En cuanto al segundo fundamento –in-
tegrar métodos cualitativos y cuantita-
tivos– si se considera que, hoy por hoy, 
los programas sociales de intervención 
en pobreza suelen operar bajo una con-
cepción multidimensional de la misma, 
considerando tanto los aspectos objetivos 
o tangibles de la pobreza, así como los 
aspectos subjetivos o intangibles de ésta 
(Raczynski, 2002), se hace necesario el uso 
de metodologías de evaluación que reco-
jan dichas dimensiones. Esto se traduce, 
más a allá del uso paralelo de métodos 
cualitativos y cuantitativos, en un posi-
cionamiento donde ambas dimensiones 
están imbricadas en la comprensión de 
los fenómenos. Por ello, se apela más bien 
a la integración de métodos para consta-
tar cómo estas dimensiones se entrelazan 
y dan cuenta de manera profunda sobre 
el programa y el fenómeno de la pobreza 
sobre el cual opera.
 
Por último, en relación al tercer funda-
mento –integrar las voces de diferentes 
actores relevantes–, las personas al ser 
consideradas como agentes activos y no 
meros “sujetos de investigación” se van em-
poderando y formando en el proceso de 
evaluar, estableciéndose una distancia 
con el paradigma analítico cartesiano 
(Montero, 2006). Así, a las personas parti-
cipantes de los programas se les ve como 
agentes competentes que se encuentran 
en una situación que pueden superar y 
desde ahí tiene sentido incluir su pers-

pectiva en la evaluación. Esto último dice 
relación con la restitución del derecho 
básico de las personas de levantar su voz 
y ser consideradas en asuntos que incum-
ben sus propias vidas, como lo es parti-
cipar en un programa social. Además, al 
incorporar a los agentes de intervención y 
el equipo a cargo de los programas, estos 
pueden dar su opinión sobre la evalua-
ción y sus implicancias, generar interpre-
taciones y proponer análisis adicionales, 
potenciando su aplicabilidad.
 
Todo esto demuestra que  evaluar no es 
solo ejecutar un diseño, sino que pensar y 
re-pensar sobre la marcha y reflexionar a 
partir de los resultados sobre la interven-
ción y la institución. Esta corresponde a 
una poderosa herramienta de la evalua-
ción integral, entendida también como 
un tipo de Investigación Acción Partici-
pativa (Durston & Miranda, 2002), donde 
las personas participantes no solo son los 
usuarios y usuarias de los programas sino 
también quienes están a cargo de estos y 
de quienes dependen las futuras modifi-
caciones. Así también, queda el desafío 
extender el uso del modelo propuesto en 
programas que están en su fase de diseño, 
a modo de evaluación diagnóstica, insta-
lándose como una estrategia que permita 
co-construir las intervenciones desde los 
territorios, atendiendo a lo que las perso-
nas realmente necesitan y la sabiduría de 
quienes trabajan día a día con estas.

De esta manera, promover la evaluación 
integral de programas sociales permiti-
rá avanzar a una etapa de mayor com-
plejidad en la evaluación, en la que será 
posible obtener una comprensión más 
amplia de los fenómenos que subyacen 
o emergen de los programas. Gracias a la 
evaluación es que se pueden acercar las 

MARIANNE DAHER GRAY
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“buenas intenciones” a una estrategia facti-
ble y pertinente de superación. Si bien el 
camino de la evaluación integral tiene sus 
vicisitudes, también conlleva grandes be-
neficios. Retomando la perspectiva ética 
señalada al inicio, trabajar con personas 
en situación de pobreza exige ofrecerles 
intervenciones de máxima calidad, para 
lo cual es necesario saber si dicha entrega 
cumple con esta exigencia. Ello es posible 
de recoger con este tipo de evaluación. Se 
espera, por tanto,  que este modelo sea 
de utilidad para distintas instituciones 
y programas sociales de intervención en 
pobreza, y que lo puedan ajustar  a sus 
propias necesidades, para así asumir el 
desafío de captar la complejidad a la base 
de los programas y del fenómeno de la 
pobreza que se busca abordar. 
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Resumen

Este artículo presenta los principales hallazgos y resultados de un traba-
jo de análisis comparativo, efectuado sobre la etapa del diseño de dos 
programas sociales: el programa Puente de Chile y el programa Mi Bono 
Seguro de Guatemala, donde se revisó si los mismos cumplían las di-
mensiones establecidas por los estándares internacionales y se verificó 
si su diseño está basado en el enfoque de derechos sociales.

Dicho análisis, arrojó aspectos que pueden representar una amenaza 
para el cumplimiento de derechos sociales, relacionados con ausencia 
de políticas complementarias, la exigencia de requisitos inadecuados, 
el cese definitivo de beneficios, entre otros. Por otra parte se evidencian 
otros aspectos, que por su configuración llevarían a propiciar su cumpli-
miento, como son: el reconocimiento legal de los derechos sociales, la 
creación de mecanismos de exigibilidad directa, la participación de los 
beneficiarios en toma de decisiones, entre otros. 

Palabras clave: Derechos Sociales; Enfoque de Derechos; Programas 
Sociales; Protección Social; Programas de Subsidios Condicionados, Po-
breza.

1 Trabajo de tesis “Análisis Normativo de los derechos y garantías sociales y su incidencia en las Políticas Públi-
cas de Protección Social. Potenciales Riesgos y Oportunidades. Estudio de Caso: Chile – Guatemala”, aprobado 
en diciembre de 2014, para optar al grado de Magister en Gestión y Políticas Públicas, Facultad de Ingeniería 
Industrial, Universidad de Chile. Profesor Guía: Rodrigo Martínez.
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Introducción

Los derechos sociales son derechos hu-
manos vinculados a la satisfacción de las 
necesidades básicas de las personas en 
ámbitos como el trabajo, la alimentación, 
la salud, la vivienda, la seguridad social y 
la educación o un nivel de vida adecua-
do. Su exigibilidad y cumplimiento varía 
de un país a otro, según se encuentren 
reconocidos y se hayan establecido pro-
cedimientos y mecanismos para hacerlos 
valer. Estos derechos están reconocidos 
específicamente en el Pacto de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 1966 
(en adelante PIDESC), del cual países 
como Chile y Guatemala son parte.2

Los derechos sociales, al igual que el res-
to de los Derechos Económicos Sociales y 
Culturales (DESC), se caracterizan por la 
progresividad con la que deben ser imple-
mentados. El artículo 2 del PIDESC, esta-
blece que los estados parte se comprome-
ten a lograr progresivamente, mediante 
medios apropiados, la plena efectividad 
de los DESC. Respecto a esto, el Comité 
de los DESC ha hecho interpretaciones, 
señalando que este principio no significa 
que los estados no deban proceder con 
celeridad y lograr resultados positivos 
(Mendiola, 2009).

Por lo anterior, se espera que el Estado, en-
tre cuyas responsabilidades está promo-
ver el bien común, diseñe e implemente 
políticas de protección social, para aten-
der las principales necesidades de la po-
blación en materia de ingresos mínimos 
y acceso adecuado a servicios de salud, 
educación, trabajo decente, entre otros; 
independientemente del tipo de Estado 
que se proclame (republicano o monár-
quico constitucional, solidario o subsidia-
rio, liberal o de compromiso, etc.).

En este contexto, cabe preguntarse ¿cuá-
les son los potenciales riesgos y oportuni-
dades para el cumplimiento de los dere-
chos sociales derivados del diseño de las 
actuales políticas sociales?

Para responder a esta pregunta se hace 
necesario, revisar la legislación de dere-
chos y garantías sociales, y el cómo están 
recogidos estos derechos, así como anali-
zar los instrumentos para hacerlos valer 
(reglamentos, normas procedimentales, 
procesos administrativos y judiciales, ins-
tituciones, etc.), en países con diferentes 
enfoques de protección social. Establecer 
si la estructura y diseño de sus políticas 
sociales, coinciden con la base legal de 

2 En el 2008 se aprueba el Protocolo Facultativo del PIDESC, en el cual se crea la Comisión de Derechos Eco-
nómicos y Sociales, cuya competencia se extiende a recibir y examinar comunicaciones presentadas por per-
sonas o grupos de personas que aleguen ser víctimas de una violación por un estado parte, de cualquiera 
de los derechos económicos, sociales y culturales reconocidos por el Pacto. Esto significa que por primera 
vez, los derechos económicos, sociales y culturales pueden ser justiciables a nivel internacional, a través del 
mecanismo de denuncia.



218

derechos sociales. Esto, a través de la revi-
sión del marco regulatorio de las políticas 
públicas que contienen y orientan progra-
mas sociales. 

En este estudio de caso, se observan las 
políticas de protección social de dos paí-
ses, Guatemala y Chile. En el primero las 
políticas son más bien de protección, 
asistencia y acceso a la promoción y en el 
segundo se distinguen un sistema de pro-
tección social en general más garantista.3 
Analizados los contextos legales e institu-
cionales en materia de derechos sociales 
de cada país, se profundiza en el análisis 
normativo del programa “puente” para el 
caso de Chile, y el programa “Mi bono se-
guro” de Guatemala.

Dicho análisis parte considerando, que el 
cumplimiento de derechos sociales, con-
lleva la realización de ciertas dimensio-
nes establecidas, específicamente, en las 
Observaciones Generales emitidas por el 
Comité de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales, que consisten en disponibi-
lidad, accesibilidad, durabilidad, calidad, 
asequibilidad, participación y exigibilidad, 
 a lo cual refiere el enfoque de derechos. 

Este enfoque de derechos es conocido 
como el marco conceptual para el pro-
ceso de desarrollo humano, que desde el 
punto de vista normativo está basado en 
las normas internacionales de derechos 
humanos, y desde el punto de vista ope-
racional está orientado a la promoción y 
la protección de los derechos humanos 
(OACNUDH, 2006). Empezó a instalarse 
en países de América Latina a principios 
de los años 2000. Algunos ejemplos son 
el Plan Acceso Universal con Garantías 
Explícitas, el sistema de protección social 
en Chile y la reforma del sistema de salud 
en Colombia. El enfoque de derechos en 
las políticas de protección social pretende 
darles sustento y fortalecerlas, contribu-
yendo a definir con más precisión las obli-
gaciones del Estado frente a los ciudada-
nos sujetos de derechos.4

En los últimos años ha habido avances y 
aportes significativos sobre la operacio-
nalización del enfoque de derechos en 
políticas públicas, y en algunos países, 
un mayor acercamiento en cuanto a su 
puesta en marcha, a través de políticas y 
programas sociales. No existe una formu-
la específica y única para su aplicación, ya 

3 La Comisión Económica para América Latina y el Caribe - CEPAL, ha clasificado a los países de América Lati-
na según el enfoque de protección social. Ha identificado que países como Ecuador, Guatemala, Honduras, 
Paraguay, Perú y República Dominicana tienen principalmente un enfoque de protección como asistencia y 
acceso a la promoción; en Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica y Uruguay un enfoque de protección social como 
garantía ciudadana; y para Bolivia, Colombia, El Salvador, México y Panamá un enfoque intermedio entre el 
primero y el segundo enfoques (Cecchini y Martínez, 2011).

4  Establecido en las Observación Generales Nº 12, sobre el derecho a una alimentación adecuada; Observa-
ción General Nº 13, sobre el derecho a la educación; Observación General Nº 14, sobre el derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud; Observación General Nº 4, sobre el derecho a una vivienda adecuada; Ob-
servación General Nº 18, sobre el derecho al trabajo; Observación General Nº 19, sobre el derecho al trabajo, 
todas del Comité de los DESC.
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que hay que considerar el contexto legal, 
social, económico y cultural de cada país.5

Por otro lado, también se ha avanzado 
en el reconocimiento legal de derechos 
sociales. En Guatemala, la Constitución 
Política de carácter protector y garantis-
ta de los mismos, reconoce, protege y en 
algunos casos garantiza los derechos so-
ciales, como es el caso del derecho a la 
salud. Mientras que en otros países como 
Chile, este reconocimiento y protección se 
ha ampliado más bien, en la legislación 
ordinaria; así por ejemplo existe la Ley N° 
19.966 que establece el referido Régimen 
de Garantías en Salud, relativas al acceso, 
calidad, protección financiera y oportuni-
dad con que deben ser otorgadas las pres- 
taciones asociadas a un conjunto priori-
zado de programas, enfermedades o con-
diciones de salud señaladas en dicha ley.

En cuanto a los procedimientos de recla-
mación directa para hacer efectivo los 
derechos sociales, tanto Chile como Gua-
temala, al igual que el resto de la mayoría 
de países de América Latina, enfrentan 

serias dificultades, ya que no tienen re-
gulados procedimientos específicos para 
hacer exigibles estos derechos. Por lo que 
ambos países han acudido a hacer uso e 
interpretación de otros mecanismos lega-
les para reclamar su cumplimiento.6

Sin embargo, este reconocimiento no 
debe entenderse como precondición para 
la puesta en marcha de políticas diseña-
das con un enfoque de derechos, ni como 
garantía inmediata de su incorporación 
(Cecchini y Martínez, 2011). Así si el dere-
cho a la alimentación no está consagrado 
en la Constitución y en ninguna otra ley, 
esto no significa que no puedan empren-
derse políticas y programas adecuados 
para garantizar la alimentación. Dichos 
programas no necesitan de un funda-
mento legal que los respalde para que 
puedan existir. Lo cual a su vez, no signi-
fica que su reconocimiento no sea impor-
tante, ya que tal reconocimiento obliga a 
su cumplimiento por parte del Estado y 
provee su exigibilidad al titular. 

5 La CIDH ha definido tres tipos de indicadores, partiendo del modelo de indicadores propuestos en el ámbito 
de la ONU en el Informe sobre Indicadores para Vigilar el Cumplimiento de los Instrumentos Internacionales 
de Derechos Humanos. Indicadores estructurales buscan medir la disponibilidad del Estado para implemen-
tar los derechos sociales. Relevan información para evaluar cómo se organiza el aparato institucional y el sis-
tema legal del Estado para cumplir las obligaciones asumidas por el Estado en instrumentos internacionales; 
indicadores de proceso buscan medir la calidad y magnitud de los esfuerzos del Estado para implementar 
los derechos, a través de la medición del alcance, la cobertura y el contenido de las estrategias, planes, pro-
gramas, o políticas u otras actividades; e indicadores de resultado que buscan medir el impacto real de las 
estrategias, programas, intervenciones del Estado. (CIDH, 2008).

6 La actual Constitución Chilena consignó escasamente derechos sociales, los que quedaron fuera del alcance 
del recurso de protección. En Guatemala, tampoco se han creado mecanismos directos y específicos en ma-
teria de exigibilidad de derechos sociales, pero existe la acción constitucional de Amparo que es un medio 
de reclamación, aplicable a todo ámbito en el que una persona se siente afectada o amenazada en el incum-
plimiento de un derecho. Por lo que en este caso, importa el reconocimiento de los derechos sociales a nivel 
constitucional para poder hacer uso de esta acción. 
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7 Esta matriz es una adaptación resumida, en base a las matrices de derechos sociales elaboradas por Moreno 
(2004) y que sistematiza los criterios expuestos por el comité de DESC, en cada una de sus Observaciones 
Generales sobre los derechos del pacto de los DESC.

El presente estudio está dividido en tres 
partes. La primera revisa las dimensiones 
sociales en la etapa del diseño de los dos 
programas sociales referidos, en una es-
pecie de test, cuya ausencia o presencia de 
dichas dimensiones lleva a concluir sobre 
aspectos esenciales para el enfoque de de-
rechos en este tipo de programas. Luego, 
se realiza un balance global del enfoque 
de derechos presentes en los programas y 
se hace referencia a la sostenibilidad del 
cumplimiento de derechos sociales y fi-
nalmente, se presentan las conclusiones 
divididas en riesgos y oportunidades para 
el cumplimiento de derechos sociales.

1. Método 

La metodología utilizada es cualitativa – 
descriptiva. Se delimitó el estudio de caso 
a dos programas sociales en dos países 
latinoamericanos: programa Puente de 
Chile y programa Mi Bono Seguro de Gua-
temala, cuyos enfoques son diferentes. 
Esto a partir de la clasificación que ha he-
cho La Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe - CEPAL en cuanto a los 
enfoques de protección social en América 

Latina, y las características más relevantes 
de las políticas implementadas. En Chi-
le, los programas sociales han tenido en 
general, un enfoque de protección social 
como garantía ciudadana. En Guatemala, 
el enfoque ha sido más bien de protección 
como asistencia y acceso a la promoción 
(Cecchini y Martínez, 2011).

La información y los datos que se presen-
tan a continuación fueron obtenidos a 
partir de fuentes de información secun-
daria e información primaria y mediante 
cinco entrevistas por cada programa a 
personas involucradas en la gestión y eje-
cución de los mismos. Los instrumentos 
que se aplicaron para la realización del 
análisis propuesto consistieron en mapas 
de proceso del diseño de los programas 
sociales, cuadros comparativos y princi-
palmente una matriz de dimensiones. 
Dicha matriz desarrolla por cada derecho 
social (alimentación, educación, salud, 
vivienda, trabajo y seguridad social) los 
criterios de accesibilidad, durabilidad, 
calidad, disponibilidad, asequibilidad, 
participación y exigibilidad.7
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Tabla 1. Matriz resumida de las dimensiones de los Derechos Sociales

Fuente: Elaboración propia en base a las Matrices de derechos sociales presentadas por Leonardo 
Moreno en su tesis doctoral Garantías Sociales en Políticas de Vivienda en Chile y España.
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El análisis de este trabajo se limitó al di-
seño de los dos programas mencionados, 
para lo cual se precisaron como fases: la 
formulación sustantiva, la definición del 
alcance de las prestaciones y de las insti-
tuciones involucradas y la emisión de la 
Ley, reglamento o disposición normativa 
que crea el programa8. En cada una de 
estas fases se espera que se cumplan las 
dimensiones de los derechos que preten-
den proteger los programas relacionados.

2. Hallazgos y resultados: 
análisis del cumplimiento de las 
dimensiones de derechos sociales 
en el diseño de los programas

El cumplimiento de derechos sociales, 
conlleva la realización de ciertas dimen-
siones establecidas específicamente en 
las Observaciones Generales emitidas 
por el Comité de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales, las que los Estados   
deben tener en cuenta, para el pleno cum-
plimiento de los DESC.9 A continuación 
se analiza, si los dos programas sociales 

Puente y Mi Bono Seguro, que declaran 
tener enfoque de derechos, efectivamen-
te cumplen con los estándares y dimen-
siones presentados en la matriz anterior, 
en su etapa de diseño.

2.1. Programa Puente. Chile

El programa Puente se instaló a principios 
del 2000 como un componente del Siste-
ma de Protección Social Chile Solidario, el 
cual constituyó una estrategia de inter-
vención psicosocial, que brindaba apo-
yo integral a familias en condiciones de 
extrema pobreza, para que lograran sa-
tisfacer sus necesidades básicas, a través 
de la generación de ingresos económi-
cos superiores a la línea de indigencia, y 
activaran las habilidades necesarias para 
su integración a las redes locales disponi-
bles. (FOSIS, 2004a). Los objetivos de este 
programa han sido paulatinamente sus-
tituidos por el actual programa Ingreso 
Ético Familiar.

8 Para el análisis de dichas fases, en el Programa Mi Bono Seguro, se consultó el Plan de Gobierno de Guatema-
la 2012-2016, el Manual Operativo del Programa, y el Acuerdo Ministerial No. 05-2012 del Ministerio de Desa-
rrollo de fecha 7 de mayo de 2012, que lo creó. Para el Programa Puente, se consultó principalmente la Serie de 
Estudios sobre el Programa Puente publicados por FOSIS, institución que administró y asistió técnicamente 
el Programa; así como la Ley No. 19.949 del Congreso Nacional, que creó el Sistema de Protección Social Chile 
Solidario; y su reglamento el Decreto No. 235 emitido por el Ministerio de Planificación y Cooperación.  

9 Las que interesan para el presente estudio son las siguientes: Observación General Nº 12 del Comité de DESC, 
sobre el derecho a una alimentación adecuada; Observación General Nº 13 del Comité de DESC, sobre el de-
recho a la educación; Observación General Nº 14 del Comité de DESC, sobre el derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud; Observación General Nº 4 del Comité de DESC, sobre el derecho a una vivienda 
adecuada; Observación General Nº 18, sobre el derecho al trabajo; Observación General Nº 19, sobre el dere-
cho al trabajo.
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El programa Puente buscaba resguardar 
el derecho a un nivel de vida adecuado, en 
las dimensiones de salud, educación, vi-
vienda y trabajo, además la identificación 
de la persona y el resguardo al derecho a 
ingresos mínimos; esto atendiendo a un 
conjunto de condiciones mínimas que el 
propio programa plantea. En este sentido, 
el análisis de las dimensiones se realiza 
considerando estos derechos en su con-
junto. 

En relación a la accesibilidad, el progra-
ma estaba dirigido a las personas en ex-
trema pobreza y que según la Ficha de 
Protección Social10 tuvieran un puntaje 
igual o menor a 4.213 puntos 11. 

Es posible señalar que la dimensión de 
accesibilidad sigue presentando debili-
dades. Esto debido a que por un lado, el 
porcentaje de la población cubierta aún 
sigue siendo menor; y por el otro, que las 
condiciones mínimas para asegurar un 
piso básico a las familias en situación de 
vulnerabilidad, no alcanzan a cubrir los 
mínimos establecidos por los estándares 

10 La Ficha de Protección Social fue reemplazada por el Registro Social de Hogares desde el 01 de enero de 
2016, con el objetivo de apoyar la postulación y selección de beneficiarios de las instituciones y organismos 
del Estado que otorgan prestaciones sociales. Información Obtenida de http://www.registrosocial.gob.cl/ re-
gistro-social/que-es-el-registro-social/, recuperada el 17 de Junio de 2016.

11 Este puntaje es muy bajo considerando que una familia puede estar en un rango de 2.000 a 20.000 puntos, 
y las familias que obtienen menos de 8.500 puntos están en el grupo del 20% más vulnerable. Las que obtie-
nen menos de 11.734 puntos están en el grupo del 40% más vulnerable.  Por lo que el programa atendió a una 
pequeña parte de la población considerada en situación de vulnerabilidad.

12 En el año 2009 se ampliaron las condiciones mínimas de 53 a 79, entre las que se incorporan condiciones 
mínimas relacionadas a la discapacidad al interior de las familias, el Plan Auge y la capacitación diferenciada 
para los Apoyos Familiares, según las diversas problemáticas presentes en familias que pertenecen a etnias, o 
lideradas por mujeres; así como la escolaridad para los niños que trabajan.

13 El Programa Puente cuenta entre sus objetivos, que al momento del egreso, “al menos 70% de las familias 
haya logrado el conjunto de condiciones mínimas”, según información disponible en www.programapuente.cl 

internacionales. Por ejemplo, en el dere-
cho a la educación, se resguarda el acceso 
a la educación primaria. Sin embargo, no 
se refiere a condiciones mínimas como la 
accesibilidad material en la educación, la 
localización geográfica o acceso a tecno-
logía moderna12. FOSIS. (2004c).  

La durabilidad del programa quedó de-
finido por 24 meses (según la Ley No. 
19.949 que estableció el Sistema de Pro-
tección Social Chile Solidario), en los que 
las familias tendrían que alcanzar a cubrir 
las condiciones mínimas establecidas por 
el programa, asumidas en el contrato de 
ingreso al mismo (FOSIS, 2006a). La du-
ración y periodicidad si bien están clara-
mente definidas, se cuestiona el hecho de 
que en el periodo en el que se prestan los 
beneficios, no todas las familias logren 
alcanzar las condiciones mínimas esta-
blecidas13. Por otra parte, se dispone de un 
período de tiempo muy corto para los de-
rechos que se pretenden proteger, consi-
derando que la salud, educación, vivienda 
y trabajo son derechos más permanentes 
en la vida del ser humano.  Por otro lado, 

http://www.registrosocial.gob.cl/ registro-social/que-es-el-registro-social/, recuperada el 17 de Ju
http://www.registrosocial.gob.cl/ registro-social/que-es-el-registro-social/, recuperada el 17 de Ju
http://www.programapuente.cl.
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14 En entrevista a Ghia Gajardo, Jefa Departamento de Estudios, Evaluación y Gestión del Conoci-
miento de  FOSIS, indica que: “…cuando la gente termina se siente súper sola, porque dos años acom-
pañadas y después solas con miedo, y claro egresó pero no puede volver, yo creo que ahí a lo me-
jor el diseño careció un poco de esta posibilidad de que la familia pudiera tocar la puerta a alguien; 
dependía mucho también del vínculo entre el apoyo que a lo mejor era una fortaleza y una debilidad…”.  

15 Léase: FOSIS. Serie: de reflexiones desde el Puente: Cuadernillo de trabajo No. 3.Las condiciones mínimas 
para la construcción del Puente. Santiago de Chile, 2004. Paginas 47 - 56.

según entrevista realizada14, el quiebre 
que se produce en algunas de las familias 
al cortar de una sola vez el apoyo psicoso-
cial, significa perder un soporte que había 
sido indispensable.  

En el diseño de este programa es impres-
cindible la disponibilidad y calidad en 
la oferta, ya que por su naturaleza es la 
oferta pública la que debe acercarse a las 
familias, esto debido a que el programa 
Puente es parte de un sistema que pre-
tende asegurar o garantizar el acceso a las 
prestaciones ofrecidas por distintos pro-
gramas específicos y así generar un piso 
de inclusión (Cecchini y Martínez, 2011). 

Según información proporcionada por 
personal de Fondo de Solidaridad e In-
versión Social (FOSIS) y Ministerio de 
Desarrollo Social en entrevistas realiza-
das, se crearon convenios y compromisos 
intersectoriales con diferentes entidades 
públicas a efecto de conformar un siste-
ma de oferta programática, para los be-
neficiarios del programa Chile Solidario 
y específicamente, del programa Puente. 
Estos convenios fueron más de veinte y 
permitían dar un acceso privilegiado o 
preferente a estas familias beneficiarias, 
desde cobros mínimos por trámites ad-
ministrativos, hasta atención rápida en 
servicios públicos como la salud. Es hasta 
el año 2009 que se crea la Ley Intersecto-
rial de Protección Social, que genera una 

estrategia más sofisticada de gestión de 
recursos públicos para poner a disposi-
ción de las familias focalizadas una mayor 
cantidad de oferta preferente.

Igualmente se fortalecieron algunas ins-
tancias de coordinación regional y provin-
cial para la prestación de servicios públi-
cos. Esto refleja el esfuerzo realizado para 
lograr esa conectividad entre las familias 
y los servicios públicos, que les permita 
lograr satisfacer necesidades y el cum-
plimiento de sus derechos. Sin embargo, 
algunos estudios han reflejado la insufi-
ciencia de estas políticas complementa-
rias, en unos ámbitos más que en otros, 
como trabajo e ingresos mínimos. 

En relación a la participación de las fami-
lias, éstas son percibidas como actores, 
con capacidades e iniciativas, pero tam-
bién con carencias. No hay una participa-
ción directa de las familias beneficiadas 
en el diseño, sin embargo a través de los 
estudios posteriores que ha realizado 
FOSIS, bajo la Serie de estudios sobre el 
programa Puente (2006), se ha podido re-
coger percepciones y manifestaciones de 
los beneficiarios, lo que ha permitido la 
retroalimentación y adaptación del pro-
grama. En este programa, la participación 
de las familias beneficiadas tiene mucha 
importancia en el proceso de la ejecu-
ción, que por tratarse de un programa 
de intervención familiar, la conversación, 
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comunicación y tareas realizadas por la 
familia y el apoyo familiar brindado, son 
fundamentales para el logro de las condi-
ciones mínimas que el programa plantea 
alcanzar para cada familia (FOSIS, 2006a).

Las Municipalidades fueron invitadas a 
ser parte del programa, mediante la fir-
ma de un convenio de colaboración y el 
diseño e implementación de un modelo 
de operación y gestión del programa, lo 
que permitió aumentar una participación 
más descentralizada.  

La asequibilidad por su parte, tiene que 
ver también con la suficiencia de recursos 
para la adecuada disponibilidad de esta-
blecimientos, bienes y servicios para los 
beneficiarios titulares de derechos. La Ley 
de creación del Sistema Chile Solidario y 
su reglamento, señalan que se identifi-
cará la cobertura anual de beneficiarios, 
según la disponibilidad de recursos con-
sultados en la Ley de Presupuestos.   

En relación al principio de actualización, 
si bien no está contemplado en el diseño 
del programa original, la implementa-
ción y la ejecución del programa Puente 
se fueron actualizando por los cambios 
y demandas de las familias. Esto fue po-
sible gracias a las revisiones constantes, 
procesos de retroalimentación desde las 
comunidades beneficiadas y avances de 
las tecnologías de información. (FOSIS, 
2006). 

En relación a la adaptabilidad, puede 
mencionarse el hecho de que en el dise-
ño inicial del programa no se contempló 
la adaptabilidad cultural para las fami-
lias de las comunidades mapuches. Esta 
adaptación se tuvo que hacer en el cami-
no, según comenta Gabriela Munita, Jefe 
de la Unidad de Apoyo a la Implementa-
ción, del Ministerio de Desarrollo Social, 
“el tema de la adaptabilidad cultural, se tuvo 
que hacer en el camino, se llegaba a la pobla-
ción mapuche y no se podía entrar a ver a la 
familia si no pasaba por el lonco, esto fue un 
proceso de aprendizaje…”16

2.2. Programa Mi Bono Seguro. 
Guatemala

El programa Mi Bono Seguro, creado en 
el año 2012, constituye uno de los cinco 
programas que ha emprendido el actual 
gobierno como parte de su política social 
para dar cumplimiento al Plan de Gobier-
no 2012 - 2016.17 Estos programas funcio-
nan de manera aislada, es decir, no con-
forman, en sentido estricto, un sistema de 
protección social. 

Este programa ha declarado estar orien-
tado a la reducción de la pobreza rural, 
enfocado principalmente hacia hogares 
en pobreza y/o extrema pobreza18, facili-
tando condiciones que apoyen la ruptura 
del círculo intergeneracional de la pobre-
za, a través de la formación de capital hu-

16 Entrevista realizada el 4 de noviembre de 2014, Ministerio de Desarrollo Social, Santiago.
17 El resto de los programas son Mi Bolsa Segura, Comedores Seguros, Beca Segura, Escuelas Seguras.
18 Según la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida realizada en 2014, la incidencia de pobreza en el área 
rural en Guatemala alcanzó el 76.1%, mientras que la pobreza en el área urbana registró un 74.5%. Del total 
de la población, 23.4% viven en extrema pobreza.
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18 Se consultó el Plan de Gobierno de Guatemala 2012-2016, el Manual Operativo del programa, y el Acuerdo 
Ministerial No. 05-2012 del Ministerio de Desarrollo Social de fecha 7 de mayo de 2012.

mano. Se integra como un programa de 
transferencias monetarias condicionadas, 
que promueve la demanda de los servi-
cios de salud y educación, por las familias 
usuarias del programa; además de la pro-
moción del desarrollo infantil temprano, 
matrícula, asistencia y permanencia esco-
lar, de niños y adolescentes entre los seis 
a quince años. Este programa promueve 
específicamente los derechos a la salud y 
educación. 

Según establece el Manual Operativo del 
Programa, la accesibilidad está determi-
nada por el instrumento de focalización 
denominado Test Aproximado de Medios 
de Vida – PMT (Proxy Mean Test) basado 
en la Encuesta de Condiciones de vida –
ENCOVI- de 2006. Como criterio comple-
mentario utiliza el método de Necesida-
des Básicas Insatisfechas.

Sin embargo, el programa tiene rasgos de 
discriminación para acceder a sus benefi-
cios, que se reflejan en la falta de criterios 
idóneos y objetivos de elegibilidad.  Por 
ejemplo no permitir el acceso a este bene-
ficio por el hecho de trabajar en el Estado, 
ser comerciante de negocio o transporte 
o estar empleado, es crítico. Un escenario 
común en Guatemala, es una trabajado-
ra de casa particular que gana menos de 
cien dólares al mes y es madre soltera de 
tres hijos (menos que la tasa de natalidad 
en Guatemala); el hecho de estar emplea-
da no le permite acceder al bono, a pesar 
de vivir en situación de pobreza. Se pue-
de afirmar que hay discriminación por su 
condición laboral. (Manual Operativo del 
Programa Mi Bono Seguro, 2013).  

En cuanto a la durabilidad, el diseño del 
programa y la normativa que lo crea, no 
tiene duración ni periodicidad definida 
para gozar de sus beneficios.  Esta situa-
ción genera incertidumbre para los usua-
rios en relación a la continuidad de los 
beneficios y posibles interrupciones, en 
el cumplimiento de los controles de salud 
y/o asistencia escolar. Por otro lado, hay 
que tener en cuenta que si lo que busca 
este programa es proteger los derechos 
a la salud y educación por sí solo, esto re-
sulta complejo por la limitación temporal 
que plantea, que dificulta que se instale 
en el usuario la continuidad de gozar de 
estos derechos de forma autónoma, por 
lo que el alcance de este programa es un 
mero incentivo para promover el acceso a 
salud y educación.

En cuanto a la disponibilidad para ejercer 
el derecho a la salud, existen los Centros 
de Salud Comunitarios y Hospitales Na-
cionales, que prestan los servicios básicos 
gratuitos de vacunación y tratamiento de 
enfermedades comunes. Sin embargo, la 
disposición y calidad de estos servicios es 
muy precaria. Los servicios públicos en 
salud no alcanzan a cumplir la demanda 
de la población. Esto también dificulta 
en alguna medida, que se pueda cumplir 
fácilmente con la corresponsabilidad en 
control de salud. El reciente informe de 
la Procuraduría de Derechos Humanos 
señala que entre los principales hallazgos 
del monitoreo está el desabastecimiento 
permanente de insumos médicos, quirúr-
gicos y reactivos de laboratorio, además 
de la falta de vacunas en los centros de 
Salud y déficit en recursos humanos. Se-
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gún dicho estudio, un único hospital es el 
que sostiene la red del país, ya que el resto 
de hospitales, 44 en total, no cuenta con 
los laboratorios e instalación adecuada, 
considerando que el 60% de la población 
acude a salud pública. (Procuraduría de 
los Derechos Humanos, 2014).

En similar situación se encuentra la edu-
cación. No se cuenta con escuelas en to-
das las comunidades rurales, es necesario 
trasladarse a cabeceras municipales o 
comunidades aledañas para poder asis-
tir. Lo cual no significa que sea imposible 
cumplir con la asistencia escolar, pero si 
la dificulta. Resulta complejo, cuando a 
la par no se crean las condiciones necesa-
rias para que los menores en edad escolar 
puedan acceder fácilmente. El informe 
anual sobre la situación de Derechos Hu-
manos en Guatemala del año 2013, señala 
que casi 1.7 millones de personas (29%) 
quedaron excluidos del sistema educativo 
nacional durante 2012, lo que demuestra 
que una enorme cantidad de la población 
en edad escolar no se incorpora al sistema 
educativo formal del país.  (Procuraduría 
de Derechos Humanos, 2013).

Por lo tanto, promover la salud y edu-
cación por medio del incentivo de una 
transferencia monetaria no es suficiente 
para pretender la realización de estos de-
rechos. En necesario construir políticas, 
programas y estrategias a nivel nacional 
que eleven la cobertura y calidad de estos 
servicios. Al final, el bono monetario esta-

rá siendo utilizado para alimentación en 
el mejor de los casos.  

Durante el proceso de diseño del progra-
ma puede notarse que no hay participa-
ción por parte de los ciudadanos y pobla-
ción beneficiaria, para aportar e intervenir 
en la toma de decisiones. El programa se 
encuentra centralizado a las autoridades 
superiores del organismo ejecutivo, a tra-
vés del Ministerio de Desarrollo20.Los mi-
nisterios de Salud y Educación apoyan en 
la verificación de corresponsabilidades.

Por otro lado, debido a la pluriculturali-
dad y multilingüismo que caracteriza a 
Guatemala, es necesario que todos los 
procesos de los Programas Sociales im-
plementados sean adaptados y adecua-
dos a las condiciones culturales, étnicas, 
sociales, económicas y lingüísticas de los 
y las usuarias del programa. Especialmen-
te en materia de denuncias y acceso a la 
información. La pertinencia lingüística es 
ineludible, ya que sin ella los procesos no 
podrían llevarse a cabo. Este programa no 
ha sido adaptado a la realidad cultural y 
ética de Guatemala. (Ochaeta, Reyna y Sa-
betian, 2013). 

Por último, el programa tiene presupues-
to fijado, sin embargo la propia norma 
que crea el programa señala que la co-
bertura de los beneficios del programa 
está sujeta a los recursos asignados. Por 
lo tanto, la escasez de recursos limita la 
completa realización de la dimensión de 

16 Según empleados del Ministerio de Desarrollo Social de Guatemala, entrevistados durante el mes de no-
viembre de 2014, informaron que durante el proceso de diseño del programa, no hubo participación directa 
de la población objetivo, pues el esquema fue tomado de programas anteriores que tampoco tuvo este tipo 
de participación.  
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asequibilidad, en tanto que para dere-
chos como la salud y educación no se des-
tina presupuesto suficiente, de manera 
que los titulares de derecho puedan gozar 
de establecimientos, bienes y servicios en 
materia de salud y educación.

3. Balance global del enfoque de 
derecho en los programas

En el siguiente cuadro se resume el aná-
lisis de los dos programas analizados, se-
gún los estándares provenientes del enfo-
que de derechos.

Tabla 2. Enfoque de derechos

Fuente: Elaboración propia
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Para el caso del programa Puente, los ti-
tulares de derechos declarados son los 
miembros de las familias que viven en 
condiciones de pobreza y extrema pobre-
za. Así, resulta necesario resaltar, la im-
portancia de una revisión individual a los 
miembros de la misma y la especificación 
de los derechos que se busca promover, 
proteger y garantizar en cada integrante 
según su etapa de desarrollo.

En lo concerniente al programa “mi bono 
seguro”, según la normativa que lo crea, 
busca proteger los derechos a la salud, 
nutrición y educación; e identifica como 
titulares de derecho, a los niños entre 0 y 
6 años, entre 6 y 15 años, y a las mujeres 
embarazadas o en estado de lactancia.

En relación al carácter de la prestación, 
cabe referirse brevemente a la discusión 
incorporada sobre las condiciones para 
acceder a ciertos beneficios que impone 
este tipo de políticas sociales, específi-
camente los PTC21; ya que si bien buscan 
proteger algunos ámbitos de la vida de 
una persona para contribuir a su realiza-
ción integral, imponen ciertas condicio-
nes para su cumplimiento, lo cual limita 
el ejercicio de un derecho que el Estado 
debe proteger. Todo el sistema de dere-
chos humanos, del cual países como Chile 
y Guatemala son parte, protegen y pro-
mueven una serie de derechos sociales sin 
discriminación ni restricción alguna. 

Es por ello, que muchos consideran que 
la realización de los derechos no debería 
estar sometida al cumplimiento de condi-
cionalidades porque vulneraría el princi-
pio de la no discriminación. Sin embargo, 

para otros, imponer condicionalidades no 
vulnera los derechos bajo una concepción 
de ciudadanía, que implica derechos y 
obligaciones en un marco de correspon-
sabilidad en el cual la condicionalidad 
puede ser interpretada como un incentivo 
para fomentar actitudes responsables a 
largo plazo, como lo ha señalado la CEPAL 
en varias publicaciones (Rangel, 2011). En 
ese mismo sentido, señala Valencia, que 
las condicionalidades también pueden 
ser vistas como tutelaje de los individuos 
por parte de las autoridades, a través de la 
exigencia de cumplimiento de responsa-
bilidades y del requerimiento de modifi-
cación de conductas, como una especie 
de taylorismo social. (Valencia, 2008).

El cuadro se refiere a las dimensiones que 
son cumplidas y a las que son conculca-
das en los derechos que cada programa 
pretende proteger. En el caso de Chile, 
se alcanzan a cubrir ciertas dimensiones 
para ciertos derechos. Para Guatemala, 
no es posible establecer que el derecho a 
la salud o educación se están resguardan-
do, ya que ninguna de sus dimensiones 
alcanzan a ser cubiertas.

4.Sostenibilidad en el 
cumplimiento de derechos 
sociales

Para hablar de sostenibilidad en el cum-
plimiento de los derechos sociales, se 
debe partir considerando, básicamente, 
que los ciudadanos, sujetos de derechos 
conozcan a qué se tiene derecho; que 
las políticas y programas sociales ten-

21 Programa de Transferencias Condicionadas.
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gan un enfoque de derechos (realización 
de todas sus dimensiones) y que lleven 
aparejados mecanismos de exigibilidad 
para cumplimiento de los mismos, por 
lo tanto incluidos en el diseño estructu-
ral, institucional y presupuestario. Esto 
apunta a tener capacidad presupuestaria 
para enfrentar las demandas sociales. Sin 
embargo, la sostenibilidad de este tipo de 
políticas sociales, también tiene relación 
directa con el cumplimiento de derechos.

Cabe preguntarse, ¿Cómo puede ser sos-
tenible el cumplimiento de los derechos 
sociales, sin necesariamente acudir a la 
ampliación presupuestaria? Para que tal 
realización sea factible, es necesario acu-
dir a las instituciones, la judicialización, 
la exigibilidad; cuyo diseño, estructura y 
sistematización incorpore la realización 
efectiva de los derechos sociales, de ma-
nera transversal e inherente a sus acti-
vidades y funcionamiento. Es un círculo 
vicioso si se considera que el fortaleci-
miento institucional requiere de recursos 
económicos. Sin embargo, puede hablar-
se de diseño efectivo, coordinación, alian-
zas estratégicas, eficiencia en el uso de los 
recursos y prioridad en la atención de las 
demandas sociales. 

Por ejemplo, la disponibilidad en el de-
recho a la salud. Es necesario contar con 
centros médicos y hospitalarios accesi-
bles para la población que no puede pa-
gar servicios privados, o bien, facilitar el 
acceso a un seguro social. Sin embargo, 
el diseño de las políticas públicas socia-
les, puede contemplar otros mecanismos 
(además de la eficiencia y calidad en el 
gasto social, coordinación, fortalecimien-
to institucional), dirigidos a dar cumpli-
miento a derechos sociales. Si se trabajan 
los factores extensivos: alimentación y 

nutrición, agua limpia y potable, condi-
ciones sanitarias adecuadas en el lugar de 
trabajo, educación e información sobre 
salud, incluida salud sexual y reproduc-
tiva, como medidas de prevención de en-
fermedades, mediante políticas sociales 
con enfoque de derechos; se propiciaría 
su cumplimiento.

Es necesario resaltar, que no se puede de-
jar toda la carga al Estado, aunque este 
sea el “sujeto obligado”; debe existir una 
coordinación entre Estado, sociedad y 
mercado, a través de consensos amplios 
y concretos. Invertir en el cumplimiento 
de los derechos sociales. Así por ejemplo, 
capacitar a los trabajadores, sobre segu-
ridad e higiene en el trabajo o facilitar el 
acceso a seguro social, entre otros.

5. Conclusiones 

Del análisis de los programas estudia-
dos y la discusión planteada en este do-
cumento, se concluye que el diseño de 
dichos programas no alcanza a cubrir los 
requerimientos mínimos teóricos y prác-
ticos, para considerar que los mismos 
tengan un enfoque de derechos. En con-
secuencia, es posible identificar algunos 
riesgos y oportunidades de los elemen-
tos expuestos anteriormente, que de ser 
corregidos o potenciados, contribuyen a 
mejorar el diseño de este tipo de progra-
mas, para el cumplimiento de derechos 
sociales.  
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5.1. Riesgos que amenazan o 
conculcan cumplimiento de 
derechos sociales

Como quedó establecido, para el caso de 
Chile, no obstante de tener mucho avan-
ce en el tema de las políticas sociales, aún 
hace falta realizar ciertos esfuerzos para 
seguir tecnificando el tema del enfoque 
de derechos en sus políticas públicas. En 
Guatemala, dada la corta experiencia que 
se tiene en el tema de programas sociales, 
sus políticas en este sentido son débiles y 
carecen de elementos suficientes que per-
mitan dar una mayor y mejor cobertura 
en derechos sociales. 

A continuación se identifican debilidades 
comunes en el caso Chileno y Guatemalte-
co, debido a que los riesgos identificados 
en el programa Puente, también pueden 
ser aplicables para el caso de Guatemala, 
los cuales no se derivan directamente de 
sus actuales programas sociales, pero en 
el camino que le hace falta por recorrer en 
el tema de políticas sociales, resulta per-
tinente ir previendo estos aspectos, para 
mejorar el diseño de sus políticas sociales.

5.1.1. La falta de pertinencia 
cultural y lingüística en las 
políticas sociales puede conculcar 
el ejercicio de ciertos derechos

Las políticas sociales deben estar dotadas 
de pertinencia cultural, lingüística y de 
género. Latinoamérica, se caracteriza por 
su diversidad cultural, étnica y lingüísti-
ca, por lo que es necesario que todos los 
procesos de los programas sociales imple-
mentados sean adecuados a las condicio-

nes de cada grupo particular, que atienda 
a sus condiciones culturales, étnicas, so-
ciales, económicas y lingüísticas de los y 
las usuarias del programa. Especialmen-
te en materia de denuncias y acceso a la 
información, la pertinencia lingüística es 
ineludible, ya que sin ella los procesos no 
podrían llevarse a cabo.

5.1.2. Criterios de focalización 
mal diseñados pueden propiciar 
la discriminación

Los criterios de acceso o focalización de 
programas sociales, si bien han servido 
para que efectivamente los beneficios 
lleguen a quienes viven en peores con-
diciones entre la población en extrema 
pobreza, esto puede propiciar discrimi-
nación si no se diseñan cuidadosamente y 
no atienden a la pobreza desde una pers-
pectiva multidimensional. Ya que quie-
nes viven en una relativa mejor condición 
económica, pueden no estar accediendo a 
muchos servicios básicos, lo que los exclu-
ye de gozar plenamente sus derechos.

Es necesario hacer alusión brevemente 
a la actual discusión de la focalización 
versus universalización. El punto princi-
pal de discusión ha radicado en que la 
focalización contraviene la universalidad 
que caracteriza a los derechos humanos. 
Sin embargo, hay que considerar que la 
focalización es el mecanismo por el cual 
se busca que las personas que no pueden 
acceder a la realización de sus derechos 
por si solos, el Estado pueda facilitarles el 
acceso, en todas sus dimensiones, logran-
do así, la universalidad de los derechos 
de este grupo de personas. La posición de 
la CEPAL al respecto, ha sido argumentar 
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que la focalización es un instrumento 
para reducir las desigualdades y optimi-
zar la distribución de recursos, mientras 
que la universalización de la protección 
social es el objetivo último (Cecchini, Fil-
gueira, Martínez, y Rossel, 2015).

5.1.3. La no participación en el 
diseño de programas sociales 
de las personas e instituciones 
involucradas con su ejecución, 
dificulta el logro de sus objetivos

Como quedó establecido en el punto uno 
de este documento, en ninguno de los 
programas hubo participación por parte 
de los beneficiarios en el diseño de los 
mismos. No obstante, la participación en 
el diseño de diferentes actores involucra-
dos en la ejecución del programa, permite 
prever posibles errores con los que pudie-
ran encontrarse en su ejecución, debido 
a que una participación activa en diseño 
de la operatividad, requisitos, beneficios, 
protocolo de atención y otros, por parte 
de las personas que están más cerca de la 
realidad que se busca enfrentar, facilitaría 
la realización de los objetivos del progra-
ma de que se trate.22

5.2. Oportunidades que 
potencian cumplimiento de 
derechos sociales

Del análisis de los dos programas socia-
les, se identifican ciertas oportunidades 
respecto a fortalezas ya instaladas o por 
instalar, las que pueden conducir hacia 
mejores resultados, el cumplimiento de 
objetivos y de derechos sociales.

5.2.1. Ratificar el Protocolo 
Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales 
representa incorporar al 
sistema legal mecanismos de 
responsabilidad del Estado 
respecto al cumplimiento de 
estos derechos

Tanto Chile como Guatemala son estados 
firmantes de dicho instrumento, pero aún 
no lo ratifican. El Protocolo Facultativo 
establece la competencia del Comité de 
los DESC para recibir y examinar comuni-
caciones presentadas por personas o gru-
pos de personas, que acusen ser víctimas 
de una violación por un Estado parte, de 
cualquiera de los DESC reconocidos por el 
PIDESC, fortaleciendo la capacidad de las 
personas para reclamar estos derechos, 
no sólo ante el sistema internacional, 
sino también a nivel regional y nacional, 

22 La Fundación para la Superación de la Pobreza ha señalado que no se puede superar pobreza sin el invo-
lucramiento activo y crecientemente empoderado de los afectados. Así visto, se considera que la mayor rele-
vancia de la nueva generación de políticas esté fundada en el diálogo social y la participación, como prácticas 
que estén al centro de la gestión en todas las etapas, desde el diseño o adaptación territorial hasta sus fases 
de implementación y evaluación. (Fundación para la Superación de la Pobreza, 2013).
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fomentando el desarrollo de recursos 
efectivos.  Por lo que la ratificación de este 
instrumento representa una oportunidad 
de seguir avanzando en el desarrollo y 
cumplimiento de estos derechos.

5.2.2. Las alianzas con 
municipalidades y el 
involucramiento de las 
comunidades beneficiarias como 
parte importante en el logro 
de objetivos de los programas 
sociales, propicia la participación

La incorporación de los municipios en la 
gestión del diseño y ejecución de los pro-
gramas resulta relevante. Los gobiernos 
locales suelen conocer mejor la realidad 
de la comunidad a beneficiar, existe ma-
yor cercanía y confianza de la población 
hacia sus autoridades locales, lo que per-
mite aumentar la participación directa de 
la población beneficiada y por lo tanto, 
mejorar los resultados. Así por ejemplo, 
en el Programa Puente, la ejecución y ges-
tión estuvo a cargo de las municipalida-
des; sin embargo, no fueron consideradas 
instancias de participación e involucra-
miento de las personas que componen 
su población objetiva, en el diseño del 
mismo. En este caso, la creación de espa-
cios específicos (grupos focales, grupos de 
discusión, encuestas, foros temáticos, co-
mités de usuarios u otras), hubiese permi-
tido recoger las percepciones, opiniones e 
ideas de los participantes para la retroali-
mentación y toma de decisiones.

5.2.3. El componente de apoyo 
psicosocial es relevante para 
interconectar a las familias 
excluidas socialmente con la 
oferta pública, asociada al 
ejercicio de sus derechos

La intervención de una persona capacita-
da que se acerca a cada familia como apo-
yo a sus necesidades y carencias más bá-
sicas, de forma personalizada y humana, 
tiene un impacto significativo en la fami-
lia; por un lado, le permite saber y conocer 
los derechos que tiene y por otro, contri-
buir para que éstos se hagan efectivos, fa-
cilitando el acceso a los servicios públicos.  

5.2.4. La incorporación de 
mecanismos de reclamación 
directa en el diseño de políticas 
sociales, propicia la exigibilidad 
de derechos sociales

Debido a la debilidad institucional que 
presenta la exigibilidad de los DESC en 
general y en los programas sociales es-
tudiados en particular, es pertinente que 
el diseño de los programas sociales se 
acompañe de mecanismos de reclamo 
y denuncia directa, por incumplimien-
to de los derechos sociales asociados a 
este tipo de programas. Esto perimiría ir 
adaptando y actualizando desde abajo, 
la exigibilidad de los derechos sociales 
que ha quedado limitada y rezagada. Lo 
cual no significa que no sea importante 
introducir a nivel de las leyes ordinarias, 
mecanismos administrativos y judiciales 
para su exigibilidad, pero representa una 
oportunidad de avance, mientras se legis-
lan procesos formales de exigibilidad. 
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5.2.5. Contar con indicadores 
cualitativos para evaluaciones 
permite destacar resultados 
positivos y priorizar líneas 
de intervención para el 
cumplimiento de derechos

Generalmente los programas sociales tie-
nen asociados indicadores cuantitativos 
para la presentación de resultados y eje-
cución presupuestaria, sin embargo, se ha 
trabajado poco con los indicadores cua-
litativos, que permiten destacar  buenos 
resultados que no son visibilizados como 
por ejemplo el empoderamiento de la 
mujer, la mayor dinámica familiar, mayor 
autoestima familiar, logro de cierto grado 
de autonomía, etc.  En la medida que se 
conozcan mejor los resultados obtenidos, 
esto permitirá priorizar áreas en las que 
sea necesario fortalecer acciones para el 
cumplimiento de derechos sociales.24

Finalmente, de esta investigación surgen 
posibles investigaciones futuras, que re-
sultarían pertinentes para seguir avan-
zando en el tema de políticas sociales con 
enfoque de derechos, así como  continuar 
con el análisis de las dimensiones sociales 
en la etapa de ejecución (protocolos de 
atención, entrega de la prestación o servi-
cio, etc.). Si bien, en el diseño puede pre-
verse su cumplimiento, en la ejecución, 
debido a factores de gestión y coordina-
ción, podrían estarse conculcando. 

22 En el caso de Chile, se realizaron una serie de evaluaciones cualitativas al Programa Puente y Chile Solidario, 
con una gran amplitud y diversidad de enfoques en la evaluación (21 evaluaciones realizadas por MIDEPLAN, 
FOSIS, CEPAL, OIT). No obstante, el Informe de Sistematización de Evaluaciones Cualitativas del Programa 
Puente y el Sistema de Protección Chile Solidario, revela algunas falencias de los estudios en general, asocia-
dos a la claridad, pertinencia, coherencia, problemas de información, de metodología, entre otros; también 
destaca resultados positivos relacionados al aumento de expectativas de los beneficiarios en cuanto a supe-
ración personal, el desempeño del operador, mecanismos de sostenibilidad de intervenciones, entre otras. 
(Trucco, D. Y Nun, E., 2008).

EMELY JOAN LÓPEZ
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Resumen

La discusión que se expone a continuación se desprende de una investi-
gación que tuvo por objetivo describir y analizar los significados de can-
ciones de Hip-hop creadas por  jóvenes usuarios de programas terapéu-
ticos provenientes de sectores excluidos, vulnerados y marginados de la 
ciudad de Arica.  Esta investigación se efectuó a través de un análisis cua-
litativo de las canciones. Se entiende el Hip-hop (Rap) como la cultura 
que los jóvenes perciben más cercana, cuyos valores y roles internalizan, 
y además utilizan como medio para comunicar lo que les acontece. 

Al analizar el contenido de las canciones se evidencian aspectos signi-
ficativos, importantes para los procesos terapéuticos de los jóvenes. Es-
tructuras de integración, como la motivación, la consciencia de daño y 
la esperanza, se complementan con temáticas alusivas a su identidad, 
a sus expectativas, a sus experiencias, y al rol de voceros que ellos cum-
plen, al denunciarlas injusticias sociales en las que sus familias, comuni-
dad y ellos mismos se ven envueltos y al trabajar temas tanto personales 
como sociales asociados a la situación de pobreza.

Palabras clave: Hip-hop, sectores excluidos, estructuras de integración, 
identidad, pobreza.

1 El presente artículo se basa en la Tesis: “Análisis de canciones de Hip-hop creadas por usuarios PAI-PR Los 
Olivos y PAIC Nacho Vergara”, para optar al grado de Licenciada/o en Psicología de la Universidad de Tarapacá. 
Profesores Guía: Gregorio Cayo Ríos y Pamela Zapata Sepúlveda, Arica. 2014. 



240

Introducción

El presente artículo aborda la vulnera-
bilidad social, a partir de la experiencia 
realizada en la ciudad de Arica en el norte 
de Chile, con adolescentes usuarios de los 
programas PAI y PR2. Estas intervenciones 
consisten en programas de rehabilitación 
de drogas y centros para el cumplimiento 
de condenas por faltas a la Ley de Respon-
sabilidad Penal Adolescente, que desarro-
llan su quehacer por medio de talleres de 
Hip-hop. Dichas intervenciones buscan 
propiciar el desarrollo de espacios lúdicos 
de encuentro con la propia historicidad y 
con el otro, en la elaboración de experien-
cias de vulneración.

Tras una investigación bibliográfica en tor-
no al modelo utilizado por la instituciona-
lidad pública y privada en el trabajo con 
niños, niñas y adolescentes provenientes 
de contextos vulnerables, aislados, mar-
ginados, e involucrados en infracciones 
a la ley y consumo de drogas, se detecta 
una historia de carácter castigador, puni-
tivo y asistencialista en el país (Ramírez, 
F, 2009). Estos niños y niñas pasaron de 
no tener derechos y ser considerados de-
lincuentes en los años 20, a ser vistos dos 
décadas después como sujetos de dere-
chos. Esta nueva visión, aunque un avan-
ce, supone una postura pasiva frente a sus 
derechos, una pérdida de autonomía y da 

2 Los programas ambulatorios intensivos (PAI) y los programas residenciales (PAI-PR) abordan casos de com-
plejidad en adolescentes de ambos sexos, que hayan sido sancionados bajo la aplicación de la ley 20.084 
sobre responsabilidad penal juvenil, y que a su vez presenten consumo de drogas perjudicial. Ambos progra-
mas son ejecutados por la Corporación de Formación Laboral al Adolescente (CORFAL), en convenio con el 
Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol SENDA).

origen a una cultura jurídico-social que 
vincula indisolublemente la protección 
con algún tipo de incapacidad (Ramírez, 
F, 2009). Esta problemática comienza 
a cambiar 50 años después, cuando en 
1990 Chile firma la Convención sobre los 
Derechos del Niño (CIDN) y se empieza a 
trabajar en dirección a considerar al niño, 
niña y adolescente como sujeto activo de 
derechos, los cuales el Estado se obliga a 
respetar. Este hito es el inicio de la bús-
queda por poner fin a las políticas mera-
mente asistenciales o de beneficencia por 
parte de la institucionalidad pública.

Este cambio de perspectiva es crucial en 
lo que respecta a los derechos de los ni-
ños, niñas y jóvenes, pues significa que 
comienzan a ser percibidos como agentes 
importantes en los procesos sociales, con-
cebidos con un rol activo y vistos como 
protagonistas en la construcción de sus 
historias. Cuando esto se considera e inte-
gra, y se involucra a los jóvenes desde la 
niñez en dichos procesos, se contribuye a 
la creación y al desarrollo de una ciudada-
nía más participativa e integral. 

A partir de la nueva perspectiva, la línea 
de acción de trabajo se torna hacia la rein-
serción, rehabilitación y en menor medi-
da, al castigo punitivo. Sin embargo, este 
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giro hacia la reinserción y rehabilitación 
de los niños, niñas y adolescentes, tiene 
un efecto poco favorable en los usuarios 
que participan de los programas terapéu-
ticos, puesto  que los  perciben  como poco 
cercanos, invasivos y para nada persona-
lizados. Por el contrario, se observa que 
solo ocasionan altos niveles de ingresos y 
reingresos a los mismos centros terapéu-
ticos.

En este sentido, el joven, en primera ins-
tancia, sería marginado por un sistema 
que destruye el tejido solidario básico. 
Max-Neef (1993) plantea que esta mar-
ginación se asienta en la crisis de lo po-
lítico, una crisis que se ve agudizada por 
la ineficacia de las instituciones políticas 
representativas frente a la acción de las 
élites del poder financiero y por la falta 
de control que la ciudadanía tiene sobre 
las burocracias públicas. De esta manera, 
se va empobreciendo el potencial social 
participativo, lo que contribuye grave-
mente al aumento de la pobreza. Ello, 
puesto que desde la mirada del mismo 
autor, como consecuencia de una brutal 
injusticia social en la actual  sociedad de 
mercado, aceptada pasivamente, se con-
figura un  aislamiento social generado, 
precisamente, por la concentración de los 
recursos en un grupo gobernante y por la 
nula integración activa en la participación 
ciudadana de los jóvenes, en cuanto a la 
promulgación de leyes que les competen 
directamente.

Cabe señalar que en este artículo se pre-
fiere no hablar de rehabilitación o rein-
serción social. La sociedad de mercado 
es sumamente segmentaria y desigual, 
y un grupo no menor ha debido pagar el 
costo del progreso enajenado. Tal como lo 
plantea Moffat (2000), serían las familias 

de menor ingreso y con menor acceso a 
recursos las que sufren con mayor intensi-
dad la desintegración del núcleo familiar, 
por lo tanto son los jóvenes de esas fami-
lias los que son expuestos a la vulneración 
y marginalidad:  quedan sin una familia 
contenedora, aprendiendo de la sobrevi-
vencia callejera, inmersos en el consumo 
de drogas, la delincuencia, la explotación 
sexual infantil, o la permeabilidad a gru-
pos disociales, y finalmente, con una pre-
caria red de apoyo, inadecuada para  un 
sano desarrollo.

En lo social, la creciente fragmentación 
de las identidades socioculturales, la falta 
de integración y comunicación entre mo-
vimientos sociales, la creciente exclusión 
social y política, y el empobrecimiento de 
grandes masas, han hecho inmanejables 
los conflictos en el seno de las sociedades, 
mucho más en  la familia, puesto que im-
posibilitan las respuestas constructivas 
desde los aparatos institucionales (Max-
Neef, 1998). 

Dado lo anterior, la tarea que realizan los 
programas terapéuticos con el Hip-hop 
como herramienta complementaria a la 
terapia, es una entrada al mundo simbó-
lico de la palabra como instrumento de 
concientización del entorno, la memoria 
y la planificación de la propia identidad, 
cuando el mundo social se encuentra 
en crisis. Desde las palabras de Alfredo 
Moffat: “el planteo terapéutico incluye una 
filosofía o ideología del ser humano, vamos a 
aclarar que nuestra propuesta tiene que ver 
con la elaboración de las experiencias vividas 
para que estas adquieran sentido y armen un 
proyecto de vida, desde la elección vital del jo-
ven, ayudarlo en directa co-relación a parirse 
a sí mismo, a elegir su vida. esto es opuesto a las 
formas represivas en salud mental: ‘tú serás 
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como nosotros queremos, o serás castigado 
(psiquiátricos, residencias). también existe una 
forma suave de llevar el tratamiento al mismo 
final, son las formas adaptativas: ‘tú serás 
como nosotros queremos, porque es más civili-
zado ser así’… (escuelas y demás rehabilitacio-
nes sociales)” (Moffat,2000, P.1.).

La cita expuesta nos da cuenta que  las 
técnicas, herramientas, o la misma línea 
de acción empleada para el trabajo con 
jóvenes de estas características, se tornan 
insuficientes, ya que responden más bien 
a procesos de sociabilización y de norma-
lización. En dichos procesos, esas mismas 
normas marginaron y excluyeron a estos 
jóvenes: de ahí nace la necesidad de in-
dagar sobre nuevas formas de trabajo, 
donde el Hip-hop surge como una he-
rramienta de trabajo que se percibe por 
los adolescentes como cercana y cotidia-
na, una subcultura de la cual muchos se 
sienten parte. Además, encontramos en 
el Hip-hop un material rico en contenido 
individual y social, ya que muestra aspec-
tos del mundo interno de los jóvenes, así 
como otros acerca de su visión respecto 
de su entorno y la sociedad, con lo que 
se potencia su motivación, asistencia y 
adherencia en sus propios procesos tera-
péuticos.

1. Marco teórico

Barrios excluidos, aislamiento
y marginalidad

Max-Neef plantea que el aislamiento y la 
marginación destruyen la identidad de 
las personas, causan pérdida de afectos 
y generan sentimientos de culpa, a me-
nudo acompañados de intentos de auto 

aniquilación. Además, “la frustración de 
los proyectos de vida producto de una into-
lerancia política aniquiladora de la libertad, 
destruye la capacidad creativa de las personas, 
lo cual conduce lentamente y con profundo 
resentimiento, a la apatía y pérdida de la auto-
estima”. (Max-Neef, 1998, P. 47).

Las personas, según la misma concepción, 
son seres con necesidades múltiples e in-
terdependientes. Las necesidades huma-
nas están delimitadas y son las mismas 
en todas las culturas, lo que cambia son 
los medios utilizados para satisfacerlas. 
La relación entre necesidades y satisfacto-
res, debe entenderse como un sistema de 
interrelación e interacción, en donde ya 
no se trata de relacionar necesidades sólo 
con bienes y servicios, sino con prácticas 
sociales, tipos de organización, modelos 
políticos y valores que repercutan sobre 
la forma en que se expresan estas nece-
sidades. Es por ello que el desarrollo hu-
mano también debe entenderse como un 
proceso de transformación, íntimamente 
ligado a las oportunidades de autorreali-
zación de las personas como individuos 
o dentro de un grupo. Se hace necesario 
ver también las necesidades como po-
tencialidades y no como carencias, pues 
motivan, movilizan y comprometen a las 
personas. La satisfacción de estas nece-
sidades implica una autodependencia y 
participación a nivel personal y colectivo. 
(Max-Neef, 1998).

Katzman (2001), propone en su enfoque 
sobre aislamiento social, que  la fuerte po-
lítica económica ha traído la segregación 
laboral, segregación de servicios públicos 
como la educación y segregación residen-
cial para las clases más bajas, restringien-
do los espacios de encuentro entre las 
distintas clases sociales y aumentando 
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las desigualdades de acceso a oportuni-
dades. En cuanto al salario, se observa un 
aumento significativo de las diferencias, 
según las clases y por sobre todo, que 
afectan los activos de capital social indi-
vidual, capital social colectivo y capital 
ciudadano. Ello representa un alto riesgo 
para poblaciones como la adolescente, 
con un consumo severo de pasta base, 
que, por sus condiciones de alto daño 
biopsicosocial, la expone a una mayor ex-
clusión y pobreza. 

Origen del Hip-hop

Una revisión bibliográfica permitió re-
correr los orígenes de Hip-hop,  los con-
textos en que este emerge, los valores y 
ramas que componen esta reconocida 
cultura urbana. Es así como el Hip-hop 
nace a fines de los años sesenta, en Nue-
va York, en el barrio del Bronx, a partir de 
la suma del apresurado y desenfrenado 
crecimiento social-urbano y  la ejecución 
de poderosas políticas neoliberales, que 
colmaron a la ciudad de contradicciones 
sociales que se evidenciaron en el cons-
tante enfrentamiento entre clases socia-
les, surgiendo así, los primeros barrios 
periféricos, que segregaron y estigmati-
zaron a los habitantes de menos recursos 
(en su mayoría descendientes de familias 
de africanos esclavos o ex- esclavos), lejos 
del centro de la ciudad. (Tijoux, Facuse y 
Urrutia. 2012).

Los roles reconocidos por los integrantes 
de este movimiento se dan de acuerdo a 
las habilidades de cada joven, donde des-
tacan los bailarines de break dance, grafi-

teros, Dj y Mc (maestros de ceremonia), 
estos últimos encargados de transmitir 
el mensaje identitario en las letras y com-
posiciones de sus canciones. “estos roles 
tienen directa relación con las cuatro ramas 
que componen la cultura hip-hop, que son el 
grafiti, dj´s, break dance y los mc cantantes de 
la cultura”. (Cooper. 2007).  

El Hip-hop en Chile

El Hip-hop llega a Chile en los años ochen-
ta, con los primeros hiphoperos jóvenes 
que salían a bailar break dance, “quebrán-
dose”3 en el centro de Santiago. Así tam-
bién el grafiti aparece como expresión en 
los muros y en las calles. A pesar de ser re-
chazados por la sociedad de la época, los 
jóvenes siguieron expresando este mo-
vimiento. Aparecen los primeros grupos 
de música Hip-hop, los “panteras negras” 
y “makiza”, y con ello el Hip-hop toma un 
carácter más estructurado, adoptando la 
definición de arte popular callejero en los 
años 90 (Tijoux, Facuse y Urrutia. 2012).

El movimiento llega a un Chile que vive 
bajo la dictadura militar, en un marco de 
terror, de desaparecidos, torturados, exi-
liados y asesinados. Llega como vehículo 
de expresión y liberación para jóvenes in-
tranquilos, violentados directa o indirec-
tamente con la contingencia del país, con 
miedo a transmitir y comunicar lo que les 
estaba pasando.

Los primeros temas o aspectos que toca-
ban los Mc chilenos daban cuenta al resto 
del país de la vulneración de derechos, 
de la exclusión, pobreza, alcoholismo y 

3 Haciendo alusión a movimientos corporales al ritmo de la música.   
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embarazo adolescente, entre otros  pro-
blemas que afectaban a los jóvenes per-
tenecientes a poblaciones periféricas de 
las ciudades. Hacían, además, una crítica 
al modelo capitalista, al colonialismo cul-
tural y psicosocial, a la educación y a las 
experiencias de vida en estos barrios peri-
féricos. (Cooper. 2007). El Hip-hop pasa a 
ser ese germen liberador de consciencias, 
que les entrega un espacio de libre expre-
sión, utilizando el baile como herramien-
ta de combate para resolver diferencias 
con grupos rivales en batallas de baile, 
como una alternativa positiva en rempla-
zo a la violencia. Y el Hip-hop como una 
manera de combatir (Moraga y Solorzano, 
2005).

Las letras de las canciones que estaban 
llenas de carga emocional, social, de exi-
gencias de justicia, eran las que caracteri-
zaban a estos primeros grupos chilenos, 
quienes venían a dar voz a los sin voz e in-
formar sobre lo que no aparece en los me-
dios de comunicación. A su vez el grafiti 
de connotación política o brigadas mura-
listas como la Brigada Muralista Ramona 
Parra4, toma mayor protagonismo que 
otros grafitis, debido a la contingencia del 
país, ya que expresaban la oposición a la 
dictadura con los tintes de sus pinceles.

En los años 90 el Hip-hop era conside-
rado como arte popular callejero, y dada 
la organización y gran adherencia de los 
y las jóvenes a este movimiento, alcanza 
mayor apoyo y reconocimiento por parte 
de la comunidad y por algunos entes de 
la autoridad.  

A partir del 2000 el Hip-hop como cultu-
ra urbana, empieza ser fuente de organi-
zación social en jóvenes y comunidades 
barriales, quienes adoptan esta cultura 
como forma de vida, como un proyecto 
social, donde los protagonistas logran 
adaptarse a un medio adverso, a través de 
“un modelo discursivo, flexible y contradicto-
rio, que transgrede reglas, como el hip hop”, 
(Tijoux 2012, P.6), privilegiando la concep-
ción integral del ser humano, en su plano 
individual y colectivo. Los jóvenes logran 
ser actores reflexivos para enfrentar po-
líticas oficiales que no los consideran o 
simplemente los excluyen. A partir de 
estos años se potencia el Hip-hop como 
herramienta social y de lucha.

Es así como el Hip-hop en el Chile, de esta 
era, se posiciona como un movimiento 
contracultural emergente, que porta con-
sigo una importancia tal que se adscribe 
como un fenómeno en movimiento, en 
constante reinterpretación y definición. 
“se presenta como parte de nuevas formas de 
asociaciones juveniles urbanas en el marco de 
un racional empático opuesto a la globaliza-
ción de las actividades y dinámicas sociales”. 
(M. Moraga, 2005 Pp. 1).

A nivel individual, el Hip-hop funciona 
como herramienta que facilita la elabo-
ración simbólica de experiencias de vida 
de los jóvenes con mayor vulnerabilidad 
y exclusión, ya que es una subcultura ur-
bana, con un estilo de música relaciona-
do con realidades que hacen referencia 
a contextos marginales, donde hay po-
breza, violencia y vulneración cotidiana 

4 La Brigada muralista Ramona Parra, nace en 1968 al alero del Partido Comunista de Chile, adoptando el 
nombre en honor a una joven militante de dicho partido asesinada durante una protesta realizada en la Plaza 
Bulnes en Santiago el 28 de enero de 1946.
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de derechos humanos fundamentales. 
Asimismo, guarda mucha relación con el 
mundo de la calle y los jóvenes institucio-
nalizados que muchas veces han pasado 
por situación de calle, reconocen esta 
subcultura urbana como cercana. (Ma-
mani, Medina &Peralta, 2010).

Hip-hop y pobreza en Chile,   
investigaciones previas

Si bien no se ha llegado a un consenso en 
cuanto al significado de la palabra Hip-
hop, su traducción al inglés quiere decir 
Hip; en onda y Hop; saltar, por lo que su 
traducción podría entenderse como “salir 
adelante”. (Tijoux, Facuse Y Urrutia, 2012 
Pp.4).

Es por estas razones que los jóvenes, que 
viven en sectores periféricos de la ciudad, 
sienten la necesidad de expresar sus sen-
timientos sobre el mundo que viven con 
miras a salir de un espacio que los ahoga, 
por lo que toman el Hip-hop, como un ve-
hículo para dar a conocer la realidad que 
les ha tocado vivir, sus sentimientos y los 
sueños que tienen por delante. Los jóve-
nes urbanos expresan cantando, su com-
prensión sobre la realidad de la calle, por 
medio de un movimiento contracultural 
que emerge de la necesidad de expresar 
lo que sucede día a día en los barrios más 
vulnerables.

Muchos jóvenes se enorgullecen de ser 
capaces de contar sus historias a través 
del Hip-hop, ya que a menudo habla de 
la realidad de la calle, y así dar voz a los 
temas que podrían ser de otra manera 
silenciados. Esta forma de expresión, les 
da a los jóvenes la oportunidad de de-
cir y adquirir formas de reconocimiento 
que normalmente se les niegan, como la 

atención, el respeto y la voz. (Simmons & 
George, 2001).

Olavarría plantea que en Chile el Hip- 
hop funciona como un proyecto social y 
demuestra una adaptación a un medio 
adverso, a través de “un modelo discursi-
vo, flexible y contradictorio, que transgrede 
reglas” (Tijoux 2012, P.5), privilegiando 
la concepción integral del ser humano 
(Olavarría. 2002). Así también Moraga y 
Solorzano (2005), entregan un ejemplo 
en la ciudad de Iquique donde los jóvenes 
vivencian el Hip-hop como una opción de 
vida y contracultura, de actores reflexivos 
para enfrentar políticas oficiales que no 
los consideran o simplemente los exclu-
yen. Dentro de esta misma línea Pedro 
Poch, aborda al Hip-hop desde una pers-
pectiva histórica, como “una herramienta de 
organización social y lucha”. (Poch, 2011: 25), 
en donde reconocerse como joven Hip-
hop, implica la internalización de valores, 
usos y costumbres que comparten los jó-
venes de esta cultura, adquiriendo estos 
de forma paulatina, al identificarse con 
el movimiento musical mediante interac-
ciones sociales primarias. (Cooper. 2007)

El movimiento Hip-hop en el Chile de 
esta era se posiciona como un movimien-
to contracultural emergente, que porta 
consigo una importancia tal, que se ads-
cribe dentro de las directrices académicas 
como un fenómeno en movimiento, en 
constante reinterpretación y definición. 
“se presenta como parte de nuevas formas de 
asociaciones juveniles urbanas en el marco de 
un racional empático opuesto a la globaliza-
ción de las actividades y dinámicas sociales”. 
(M. Moraga, 2005, P.1).
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El Hip-hop es una forma de expresión y 
funciona como herramienta que facilita la 
elaboración simbólica de experiencias de 
vida de los jóvenes con mayor vulnerabili-
dad y exclusión, ya que es una subcultura 
urbana, con un estilo de música relacio-
nado con realidades que hacen referencia 
a contextos marginales, donde hay po-
breza, violencia y vulneración cotidiana 
de derechos humanos fundamentales, 
guarda mucha relación con el mundo de 
la calle, y los  jóvenes institucionalizados 
que muchas veces han pasado por situa-
ción de calle, reconocen esta subcultura 
urbana como cercana. (Mamani, Medina 
& Peralta, 2010).

En cuanto, al posible rol terapéutico de la 
música y más aún del Hip-hop, autores 
como Tyson, en su obra Hip-hop The-
rapy, concluye que los profesionales del 
área social pueden encontrar el éxito en 
la conexión y la relación que logren crear 
con los jóvenes, explorando junto a ellos 
el contenido social, cultural y político de 
sus experiencias, a través de la creación y 
estudio de las letras de Hip-hop. (Tyson. 
2003)

2. Metodología  

El estudio sobre el que se basa este artí-
culo fue de tipo cualitativo y descriptivo. 
El material de análisis estuvo conformado 
por 20 canciones de Hip-hop creadas por 
seis jóvenes, de género masculino, ubi-
cados en un rango etario de 15 a 19 años, 
que eran usuarios activos de los progra-
mas terapéuticos para el tratamiento 
de la drogadicción y el cumplimiento de 
una medida accesoria, por faltas a la Ley 
de Responsabilidad Penal Adolescente 

(LRPA). Ambos programas forman parte 
de la red de colaboradores del Servicio 
Nacional de Menores (Sename) de la Re-
gión de Arica y Parinacota.

A partir del material descrito, se realizó un 
análisis cualitativo del contenido temáti-
co de las canciones creadas, a través del 
software Nvivo 10. Con  dicho análisis se 
elaboró una matriz con cuatro dimensio-
nes principales e iniciales: Adolescencia, 
Consciencia, Experiencia de calle y Estruc-
turas de Integración, a partir de las cuales, 
emergieron categorías que dieron paso a 
los hallazgos señalados en las siguientes 
líneas. 

3. Hallazgos ¿Qué se encontró?

Dentro de los hallazgos obtenidos en el 
análisis de las canciones de los adoles-
centes, se  encontraron significados que 
responden a dimensiones relacionadas 
a procesos terapéuticos, que posibilitan 
mayor adherencia, asistencia y motiva-
ción a los programas y que aluden de 
forma significativa a sentirse identificado 
con la cultura Hip-hop y más aún con la 
música Hip-hop. En sus letras se descri-
be al Hip-hop como un compañero en el 
recorrido diario y reflexivo de sus expe-
riencias de vida, dejando de manifiesto 
los valores que incorporan de esta cultu-
ra como: el respeto, el compañerismo, el 
apoyo, la crítica, la auto-critica, respecto 
a sus propias vidas, haciendo referencia 
a aspectos relacionados con mantener la 
fe, la fuerza y seguir adelante, expresando 
así un compromiso de cambio, de perse-
verancia y de lucha para continuar a pesar 
de todo.
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Se observa, cómo estructuras de integra-
ción como la consciencia adquieren real 
relevancia, ya que es un proceso a través 
del cual los jóvenes realizan la abstrac-
ción de su realidad y le dan un significado 
a través de símbolos, que son traducidos 
luego en palabras. Esta capacidad de abs-
tracción les permite comprender, diferen-
ciar e interiorizar los símbolos externos, 
diferenciarse dentro de su entorno y dar 
cuenta de lo que sucede a su alrededor, 
en sus experiencias más cercanas, expre-
sando un pensamiento crítico social, en el 
cual los jóvenes ponen en juicio la infor-
mación que reciben, reconocen aquellos 
símbolos que los representan y aquellos 
que rechazan, a través de un carácter 
contestatario. Estas experiencias y/o crí-
ticas son internalizadas y posteriormente 
traducidas en narraciones vívidas que les 
permiten realizar el ejercicio de reflexión 
frente a sus propias situaciones.

Así también aparece la perseverancia 
como la fuerza que mantiene a los jó-
venes en la lucha, impulsándolos a no 
decaer, a pesar de las dificultades, esta 
fuerza de carácter íntimo implica seguir 
adelante por convicción propia sin impor-
tar en lo que diga el resto.

Todos estos conceptos son reconocidos 
como aspectos psicológicos significati-
vos para los procesos terapéuticos, en 
especial  la consciencia de daño, deja de 
manifiesto que existe un reconocimiento 
de la problemática que viven estos jó-
venes, como el consumo de drogas y las 
consecuencias en su salud y en su entor-
no social, donde se narran experiencias 
mayoritariamente de consumo de pasta 

base, tanto personales como de sus pares 
adolescentes y los efectos que generaron 
en su vida cotidiana y en su entorno próxi-
mo5 , como la deserción escolar, un quie-
bre en la relación con su familia, además 
del deterioro físico.

La motivación aparece como un estímulo 
que provoca en ellos actitudes positivas, 
como la creatividad para realizar sus can-
ciones, la asistencia a los programas de 
tratamiento o establecimientos educacio-
nales, lo que expresa también sus deseos 
de generar buena relación con su familia y 
entorno cercano, con la voluntad y fuerza 
personal como factores que los impulsa a 
mantenerse.  También se menciona a la 
esperanza en referencia a aspectos rela-
cionados con mantener la fe, la fuerza y 
seguir luchando, dejando de manifiesto 
un compromiso de cambio en sus vidas.

Por último aparecen dimensiones relacio-
nadas con la necesidad de elaborar y ma-
nifestar un consejo. Estas dimensiones 
plasman la necesidad de tomar decisio-
nes y formar parte de su desarrollo, de ob-
tener una mejor posición dentro de su co-
munidad. Estos consejos son percibidos 
como posibilitadores en el mejoramiento 
de sus habilidades, una mayor compren-
sión del entorno, un incremento en su 
autoestima, nuevas destrezas y experien-
cias como participes y líderes de su vida, 
lo que les permite reconocerse  también 
como contribuyentes a la comunidad for-
taleciendo la alianza social.

5 Tanto familiar como a nivel poblacional.
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4. Discusión ¿Qué significan 
dichos hallazgos?

Al analizar el contenido temático de estas 
canciones, se encuentra un rico contenido 
que da a conocer el mundo interno de los 
adolescentes, su auto-percepción, mo-
tivación, sueños y temores. Además de 
profundizar en cómo ven el mundo que 
los rodea, como evalúan el entorno en el 
cual les tocó vivir y crecer, y cómo hacen 
frente a la adversidad con los recursos que 
poseen, a través de la creación musical 
mediante el Hip-hop. En las canciones de 
Hip-hop se encuentra un contenido que 
tiene directa relación con objetivos plan-
teados por las instituciones terapéuticas, 
ya que otorga a los jóvenes un espacio 
libre para su expresión, a través del cual 
estos logran auto-contenerse y comunicar 
información que en contextos de oficina o 
box no se lograrían.

4.1 Hip-hop como herramienta 
de expresión urbana

 Los adolescentes participantes de esta 
investigación perciben el Hip-hop como 
cotidiano, cercano y propio, donde la es-
critura rítmica de las canciones de hip hop 
es utilizada como un vehículo mediante el 
cual comunican gran parte de su mundo 
interno. Les permite la exteriorización de 
sentimientos, la canalización de sus emo-
ciones, la organización de los significados. 
Así, le dan sentido a sus experiencias, al 
mundo, a los otros y a ellos mismos. En 
este sentido se plantean el desarrollo de 
la subjetividad consciente y reflexiva, que 
posibilita transformar su percepción de 

la realidad, asumiendo su presencia y su 
potencia como creadores de realidades, 
validando sus propias historias, compar-
tiendo sus marcos de referencia y auto-re-
conociéndose como narradores de sus 
propias historias, elaborando conceptos e 
imaginarios sociales, a través de los cuales 
se manifiestan, se comunican, y se sien-
ten parte de un todo, desarrollando así el 
sentido de pertenencia.

El Hip-hop como cultura urbana otorga a 
los jóvenes un espacio de contención, en 
el cual el Rap se torna una herramienta 
clave para la reflexión y parare-pensar sus 
experiencias más difíciles de sobrellevar, 
la reorganización de sus ideas al respecto 
y la verbalización de las mismas, generan-
do así motivación dentro de los jóvenes, 
lo que constituye para más de alguno la 
razón de levantarse día a día, lo que los 
mueve a continuar en su lucha al signifi-
car y re-significar de forma positiva la rea-
lidad en que viven.

5. Conclusiones

En la presente investigación se trabajó en 
la creación de un vínculo cercano, entre 
los investigadores y un grupo de adoles-
centes de dos centros terapéuticos de la 
ciudad de Arica que realizan talleres de 
Hip-hop, donde los adolescentes trabajan 
en sus propias composiciones musicales. 
Esto, con la finalidad de tener acceso a las 
letras de sus canciones y realizar entrevis-
tas abiertas, con el objetivo de conocer sus 
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contenidos, las temáticas que abordan en 
sus canciones, lo que significa hacer Hip-
hop para las vidas de los adolescentes y 
cómo se acompaña el proceso terapéu-
tico por el cual están pasando. Lo que se 
buscó fue poner el foco de atención en las 
fortalezas de los adolescentes, en cómo 
enfrentan y abordan sus necesidades, y 
no en las debilidades que pudiesen tener. 

El proceso de elaborar sus canciones les 
permite adquirir experiencia y confian-
za en sí mismos, por lo cual es necesario 
y recomendable involucrar a los jóvenes, 
a través de una participación genuina y 
efectiva que, bien como Max-Neef plan-
tea, “en la medida en que las necesidades com-
prometen, motivan y movilizan a las personas y 
sus intereses son también potencialidad y, más 
aún, pueden llegar a ser recursos” (Max-Neff, 
1993 P. 49-50).

La posibilidad de considerar a estos recur-
sos permite intencionar satisfactores en 
conexión con las necesidades de los jó-
venes, posibilitando diferentes formas de  
ser,  tener,  hacer y estar en sus contextos 
sociales de vida. (Max-Neff, 1993)

Es por lo anterior, que se sostiene que per-
tenecer a la cultura urbana Hip-hop, es un 
fuerte factor protector y una herramienta 
psicoeducativa útil para establecer una 
estrategia de intervención con jóvenes en 
alto riesgo psicosocial ya que influye en su 
concepción de identidad. (Mamani y Me-
dina, 2010)

Del mismo modo, se considera de suma 
importancia tomar en cuenta nuevas al-
ternativas pico-educativas que estén más 
familiarizadas con esta población de alta 
demanda, con el fin de generar distan-
ciamiento de prácticas que perpetúan 

miradas prejuiciosas o estigmatizadoras 
y hacer visible el discurso de historia de 
vida. Ello por medio del Hip-hop como 
una herramienta de expresión del mundo 
interno y vivencias del adolescente, que 
no tiene voz en la construcción de polí-
ticas públicas juveniles actualmente en 
Chile,  las cuales están mostrando gran 
dificultad en generar una inserción social 
efectiva  (Chuartz, 2012).

De ahí que es relevante indagar nuevas 
formas de abordaje y en este sentido el 
Hip-hop aparece como una herramienta 
de trabajo que es percibida por los ado-
lescentes como cercana y cotidiana, poco 
invasiva, propia de una subcultura de la 
cual muchos se sienten parte. Además, 
presenta un material rico en contenido 
simbólico individual y social, ya que en-
trega aspectos del mundo interno de los 
jóvenes acerca de su visión respecto a su 
entorno y la sociedad, potenciando su 
motivación, asistencia y adherencia en 
sus propios procesos terapéuticos. Per-
mite realizar un trabajo que parte desde 
el propio interés del joven, que entrega al 
Hip-hop, el rol de un acompañante en el 
camino terapéutico.

La presente investigación invita a profun-
dizar la línea de estudio, comprendiendo 
que esta es la primera aproximación al 
tema en un contexto local, que aborda el 
Hip-hop como herramienta terapéutica. 
De igual manera se insta a nuevos inves-
tigadores sociales, a tomar en considera-
ción los fenómenos que están sucediendo 
a nivel local, en cuanto a nuevas alternati-
vas de trabajo en el ámbito de la Psicolo-
gía Clínica Comunitaria.
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En intervenciones de este tipo se sugiere 
considerar las particularidades de cada 
sujeto o grupo de sujetos en un contex-
to comunitario a la hora de elaborar un 
plan de trabajo o intervención. A través 
de estas particularidades, se abren sus 
mundos internos, permitiendo el ingreso 
a conocer otras realidades, lo que muchas 
veces demora en contexto clínicos, por la 
resistencia del sujeto o la falta de cercanía 
del terapeuta con su realidad.

Finalmente se destacan aspectos a forta-
lecer en los procesos psico-educativas de 
jóvenes insertos en procesos terapéuticos 
relativos al consumo problemático de 
drogas y alcohol:

• El carácter de obligatoriedad que exige a 
los jóvenes asistir a programas especiali-
zados, enviados por orden del tribunal de 
familia, en la gran mayoría de los casos, 
lo que dificulta el vínculo terapéutico con 
los jóvenes. La conformación de un víncu-
lo terapéutico óptimo con los profesiona-
les a cargo se vuelve fundamental, puesto 
que es allí donde depositan su motiva-
ción, espíritu de lucha y esperanzas en el 
proceso de rehabilitación en el caso de 
consumo de drogas. 

• La rotación de los profesionales que tra-
bajan en esta área es muy elevada, lo cual 
dificulta el avance de los jóvenes en sus 
procesos de trabajo, ya que deben volver a 
repetir toda la historia cada vez que llega 
un nuevo profesional. 

• A esto debemos sumarle la focalización 
que se le da solo al individuo, dejándose 
de lado el trabajo con su barrio, su esqui-
na, su población, por lo que no se consi-
dera la percepción del joven respecto del 
mundo que lo rodea, su visión de la vida, y 
como enfrenta la realidad que le toca vivir 
día a día.

Por último, se hace un llamado a los estu-
diantes de las áreas sociales y académicos 
a que se interesen en el desarrollo de in-
vestigaciones en esta área, a partir de las 
manifestaciones propias de los sectores 
marginados y excluidos, por medio del 
arte y la música.
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Resumen

El presente artículo se basa en una investigación que buscó identificar 
de qué manera la situación calle y el consumo de drogas ilícitas influyen 
en la proyección de vida en adolescentes de la comuna de Arica, partici-
pantes del programa piloto Calle Niños, impulsado por el Ministerio de 
Desarrollo Social, y ejecutado por la Corporación Servicio Paz y Justicia. 
Los  resultados están relacionados con las percepciones que tienen los 
adolescentes sobre su situación de calle, su consumo de drogas, sus es-
trategias de subsistencia, además de sus proyecciones de vida a corto y 
mediano plazo. 

A partir de los hallazgos se incorporan los enfoques teóricos de vulnera-
bilidad y exclusión social para dar cuenta del fenómeno calle en niños, 
niñas y jóvenes. Se concluye con un abordaje de las políticas públicas 
que intervienen en estas problemáticas emergentes, considerando que 
la realidad de calle en Chile no es un fenómeno social nuevo y descono-
cido, sino que queda bastante por construir desde las políticas públicas 
de forma pertinente. 

Palabras clave: pobreza, situación calle, consumo de sustancias ilícitas, 
proyección de vida, políticas sociales.

1 El presente artículo se basa en la Tesis: “Influencia de la situación de calle en la proyección de vida de adoles-
centes que presentan consumo de drogas ilícitas en la comuna de Arica”, para optar al Título Profesional de 
Trabajador(a) Social y al Grado Académico de Licenciado(a) en Trabajo Social de la Universidad Santo Tomás. 
Profesor guía: Carlos Gallardo Ravanal, Arica, 2013.
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pación de la investigación base y al programa Tesis País por la oportunidad de socializar el fenómeno calle 
en niños.  
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Introducción 

Desde la perspectiva de la Red Calle 
(2003), se define a las personas en situa-
ción de calle como aquellas que pernoc-
tan fuera de un hogar establecido como 
una vivienda fija, quedando así en lugares 
públicos o privados, incluyendo a per-
sonas que alojan en caletas, residencias 
nocturnas de pago o gratuitas, o en servi-
cios de alberge temporal. Por otro lado, la 
definición establecida por parte del Servi-
cio Nacional de Menores (Sename, 2004), 
realiza un desglose de términos, en el cual 
diferencia a niños “de la calle” y niños “en la 
calle”, refiriéndose por “de la calle” a los ni-
ños y jóvenes que viven en esta situación, 
solventando sus necesidades básicas por 
sus propios esfuerzos. En cuanto al térmi-
no “en la calle” se refiere a aquellos niños y 
jóvenes que presentan una permanencia 
en calle de manera intermitente, con el 
objetivo de realizar trabajos informales, 
regresando luego a sus hogares.

La situación de la población de calle está 
invisibilizada debido a que tanto el Censo 
Nacional como la Encuesta Nacional de 
Caracterización Socioeconómica (Casen) 
se aplican en hogares y, por tanto, no con-
sideraban a las personas en dicha situa-
ción (MDS 2011). Los jóvenes menores de 
18 años revisten especial importancia, de-
bido a que no logran ser considerados en 
esta problemática, transcurriendo perío-
dos considerables en que las políticas de 
inclusión establecidas no logran abordar 
e incluir a los jóvenes en situación de calle, 
para avanzar en soluciones sostenibles en 
el tiempo. 

El primer Catastro Nacional de Personas 
en Situación de Calle (Mideplan, 2005) 
abarcó a las 80 comunas más habitadas 
del país, arrojando como resultado 7.254 
personas en esta situación a nivel nacio-
nal, entre las regiones con mayor inciden-
cia de la problemática: Metropolitana, 
Biobío y Valparaíso. 

Posteriormente, según las cifras del se-
gundo catastro ejecutado el año 2011 
(MDS 2011), la cifra aumentó en un 69%, 
contabilizándose a 12.255 personas en si-
tuación calle. En dicho catastro, la pobla-
ción menor de 18 años, ascendió a 742 ni-
ños, y se establecieron como  principales 
causas asociadas a su situación de calle, 
los  problemas con la familia, el consumo 
de drogas y los problemas económicos. 
Las regiones de Los Ríos, Magallanes y Ay-
sén aparecen como las regiones con ma-
yor incidencia de personas en situación de 
calle menores de 18 años. 

Los jóvenes en pleno desarrollo vital sue-
len incorporar los aprendizajes que obtie-
nen en esta etapa de la vida, construyen-
do pilares importantes para su futuro. En 
esta etapa de la vida, la ingesta de drogas 
ilícitas puede transformarse en un pun-
to de inflexión en la trayectoria de vida 
de los jóvenes. La prevalencia en el con-
sumo de estupefacientes de este grupo 
etario puede mantener una continuidad 
en el tiempo, acarreando en algunos ca-
sos graves un correlato de situación de 
calle para niños y jóvenes aun en etapa 
de crecimiento, afectada principalmente 
por las condiciones de vulnerabilidad de 
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las familias de las cuales provienen en su 
gran mayoría.  

Con el objetivo de contribuir al bienestar 
y promoción del desarrollo psicosocial  
de niños, niñas y adolescentes que se en-
cuentran en situación de calle, y con el fin 
de proteger sus derechos o, de prevenir, 
reparar o mitigar su vulneración, tanto a 
nivel individual, familiar y comunitario 
(MDS 2016), se desarrolló el Programa 
Piloto Calle Niños, Niñas y Adolescentes 
en Situación de Calle “iyana” de la XV re-
gión de Arica y Parinacota. Este programa 
abordó distintas temáticas, a través de la 
intervención psicosocial, como alterna-
tivas de reinserción socio familiar y pro-
yecto de vida (MDS 2016). A partir de tal 
experiencia, se desarrolló la presente in-
vestigación con jóvenes participantes de 
dicho programa, que presentan consumo 
de drogas de carácter experimental y ha-
bitual, y cuyas edades fluctúan entre los 
14 a 17 años.

Así, se buscó conocer las expectativas que 
tienen los adolescentes, considerando de 
qué manera influyen la situación de calle 
y el consumo de drogas en sus proyeccio-
nes de vida, visualizada a corto y media-
no plazo. Se estimaron para ello algunas 
características que se atribuyen a los jóve-
nes como la autoconciencia, la búsqueda 
de identidad y el sentido de pertenencia. 
Y también se consideró  el ambiente que 
influye en las conductas de los jóvenes, de 
modo de obtener un conocimiento más 
cercano para una posterior estrategia de 
intervención profesional. 

Un estado de desventaja afecta en dos 
sentidos analíticos a una persona: el lado 
interno ligado al desarrollo y competen-
cias de habilidades sociales, capacidades 
cognitivas y conductuales; y el lado exter-
no, representado por el nivel de acceso a 
información, redes sociales e institucio-
nales,  sean de carácter público o privado. 
Además,  la calidad de prestaciones de 
las mismas, afecta de forma considerable 
a los jóvenes en situación de calle. Asi-
mismo, la vulnerabilidad y la exclusión 
social que afectan a los niños y jóvenes,  
determina escenarios donde es imperio-
so acercarse a la problemática desde el 
punto de vista de quienes la sufren, con 
miras a avanzar en posibles soluciones a 
este flagelo.

De los antecedentes señalados nace la in-
terrogante de investigación: ¿de qué ma-
nera la situación de calle en adolescentes 
con consumo de drogas entre 14 a 17 años, 
perteneciente al programa piloto Calle 
Niños de la comuna de Arica,  influye en 
su proyección de vida?

Antecedentes sobre políticas públicas en 
la materia

Dentro de las políticas públicas del país 
para abordar la situación de riesgo y vul-
nerabilidad social en niños, niñas y ado-
lescentes y sus familias, el Sename a través 
de su Departamento de Protección de De-
rechos ejecuta la política de promoción, 
prevención y reparación de derechos, de 
acuerdo a tres niveles de complejidad2: el 
primero refiere a la protección universal 
relacionada a la integración; el segundo 

2 La complejidad es utilizada como concepto que ayuda a entender la gravedad de las vulneraciones que 
sufren los niños, niñas que llegan a la red Sename.
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nivel focaliza la protección y prevención 
de situaciones de vulnerabilidad y riesgo, 
ya sea deserción escolar, consumo no pro-
blemático de drogas y alcohol o violencia 
intrafamiliar (VIF); y por último, el nivel 
de mayor gravedad, que se encuentra 
orientado a la reparación, ya sea por mal-
trato grave, explotación sexual comercial, 
situación de calle, consumo habitual de 
drogas y explotación laboral.

En la región de Arica y Parinacota se en-
cuentran algunos programas que entre-
gan subvenciones a colaboradores acredi-
tados por Sename quienes se identifican 
en la siguiente figura:

Tabla 1. Participación de los niños en situación de calle en Red Sename 
                   en la ciudad de  Arica

Fuente: Elaboración Propia
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1. Metodología

La investigación tiene una base cualitati-
va, es decir,  estudia la realidad en su con-
texto social, reconociendo e interpretan-
do los aspectos significativos relatados 
por los jóvenes, de entre 14 y 17 años, que 
se encuentran en  situación de calle con 
presencia de consumo de drogas ilícitas 
tales como marihuana (THC) y pasta base 
(PBC). Se propuso conocer la influencia 
que existe entre la situación de calle y el 
consumo de drogas sobre su proyección 
de vida. Bajo esta premisa, se enmarca 
en un paradigma “fenomenológico”, que 
permite otorgar descripciones a los signi-
ficados de los fenómenos que los jóvenes 
definen y actúan en consecuencia de su 
cotidianidad. 

A su vez, la investigación es de tipo des-
criptiva y narrativa, considerando el pri-
mero, para explicar y valorar los escenarios 
cotidianos que legitiman la obtención de 

información; y el segundo, para recaudar 
y analizar las experiencias y percepción de 
los jóvenes frente a la temática de situa-
ción de calle y consumo de drogas, basán-
dose en el lugar donde se desenvuelven, 
residen u ocurrieron las experiencias.

Para la obtención de información se optó 
por la realización de entrevistas indivi-
duales semi-estructuradas y observación 
no participante en actividades tales como: 
talleres, salidas recreativas y visitas domi-
ciliarias realizadas por el Programa Calle 
Niños de la ciudad de Arica, y  en medios 
cotidianos en donde se desenvuelven los 
jóvenes con mayor naturalidad.

La unidad de análisis estuvo compuesta 
por diez adolescentes, de una totalidad de 
veinte usuarios del Programa Piloto Calle 
Niños de la ciudad de Arica, de acuerdo a 
la siguiente figura: 

Figura 2. zona de aplicación de entrevistas y cantidad de jóvenes por sector

Fuente: elaboración propia según los antecedentes entregados por el Programa Piloto Calle Niños “Iyana”, de 
la ciudad de Arica, 2013.
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2. Resultados y hallazgos

Según lo visto, las proposiciones y alcan-
ces de las aspiraciones personales no se 
logran cumplir debido a que existe un 
vínculo progresivo e inconsciente relacio-
nado a las drogas y al consumo de estas, 
donde grupos pares y adultos que desa-
rrollan actividades nocivas influencian 
a los entrevistados. Asimismo, posibles 
vulneraciones para el desarrollo perso-
nal, asociadas a la permanencia fuera del 

hogar, tales como: deserción escolar, ex-
plotación sexual y laboral, enfermedades 
trasmisión sexual, embarazo y paternidad 
adolescente, como conductas antisociales 
y como estrategia de anclaje y validación 
hacia el grupo sociabilizador, entre otras, 
están presentes en la cotidianeidad de los 
adolescentes.

“mala, porque es fome estar así, yo he dormido en la calle de chico, antes de 
llegar a la fundación, cuando vivía en antofa, ahí aprendí  a valérmela por 
mí mismo”

(E.3) (Hombre, 17 años)

“marihuana, bacán, porque en otros países es legal, pero no igual, yo 
consumo poco, además libera una hormona en nosotros, que nos relaja, 
que no sé cómo se llama, estoy consciente de eso. depende la droga, es que 
en mis palabras, a mí el vicio no me vacila, yo lo vacilo (…)”

(E.1) (Mujer, 17 años)

”me da lo mismo, no toy` en la calle, si me vengo a la casa cuando quiero. 
igual ya no paso acá…toy` en la rosa esther (el entrevistado refiere a 
población de la ciudad de arica) con los cabros”

(E.5). (Hombre, 17 años)

¿Cómo visualizas el consumo de drogas 
que presentas?

¿Cómo visualizas la situación de calle?
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“está malo, pero usted no sabe lo que se siente cuando dan ganas, igual 
cuesta como que el cuerpo pide”

(E.6) (Hombre, 16 años)

“naa`… yo cacho que estudiar, el servicio antes lo quería, y seguir 
vendiendo, en una de esas me voy pa` arriba”(el entrevistado refiere a 
recinto penitenciario de la ciudad) 

(E.5) (Hombre, 17 años)

“supongo en ese tiempo voy a estar terminando mi carrera, voy a vivir sola 
con casa, con las comodidades que ahora no tengo; ropa, con una pareja 
estable que dure harto tiempo. me imagino con hijo pero como a los 30”

(E.2) (Mujer, 14 años)

Existen altas posibilidades de que la pro-
blemática persista, producto de las expe-
riencias y significancias que le atribuyen 
los entrevistados, quienes naturalizan de 
este modo la realidad de calle, visualizan-
do una determinada proyección como 
“utopía”. Ello, debido a que no presentan 
constancia e iniciativas para progresar 

Contrariamente, desde otra mirada, se 
puede reconocer que los jóvenes exterio-
rizan sutilmente visiones propias y comu-
nes que suelen plantearse las personas 
del mismo grupo etario. Es decir, las aspi-
raciones que presentan los jóvenes en la 
actualidad, que se encuentran orientadas 

en sus trayectorias de vida, desaprove-
chando de esta manera sus habilidades 
personales y el apoyo de redes,  sean ins-
titucionales o sociales que se encuentran 
medianamente a su disposición, lo que 
conlleva a anular acciones que permitan 
alcanzar expectativas a corto y mediano 
plazo.

a fortalecer sus conocimientos a través de 
la educación, el deseo de independencia 
laboral y estabilidad económica, quedan-
do superada la etapa de la adolescencia y 
adquiriendo una posición de adulto auto-
suficiente.

¿Qué aspiraciones de vida contemplas? 

¿Qué aspiraciones de vida contemplas? 
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2.1. Importancia del enfoque de 
vulnerabilidad y exclusión social 
para comprender la problemática 
niños en calle 

Dentro de la investigación, se entiende 
que la situación de calle se concibe desde 
contextos de pobreza y vulnerabilidad, y 
se vive en una situación riesgosa definida 
por circunstancias específicas, de orden 
políticas, sociales, económicas, culturales 
y familiares, y que repercuten a temprana 
edad. De esta forma quedan expuestas 
conductas riesgosas como el hábito de 
consumo de sustancias ilícitas y situacio-
nes sociales contingentes para la etapa 
de la niñez y adolescencia. Ello genera en 
los niños, niñas y sus familias (muchas de 
ellas en la misma problemática calle y con 
presencia de consumo de drogas), una 
desventaja social, ante las necesidades y 
demandas propias para el bienestar per-
sonal, el enfrentamiento a la situación de 
calle y las problemáticas encadenadas a 
la misma, en donde no siempre se tienen 
las capacidades o habilidades para influir 
y modificar dicha condición. 

Las políticas públicas, para erradicar el 
estado transitorio de pobreza y vulnera-
bilidad en el país, afianzan una red insti-
tucional de apoyo a la integración social, 
generando mecanismos para la amplia-
ción de las oportunidades, instaurando 
dentro de la oferta programática calle, el 
Programa Piloto Calle Niños. De este  se 
desprende de una visualización significa-
tiva de jóvenes bajo la mayoría de edad, 
que pertenecen a grupos familiares en 
dicha problemática. Antes de la iniciati-
va de implementación de la oferta “mo-

mentánea” al fenómeno calle niños, los 
jóvenes involucrados al fenómeno calle, 
experimentaban un estado de peligro de 
vulneración de derechos básicos orienta-
dos a la supervivencia desarrollo y pro-
tección, en donde como es señalado en  
la Declaración de los Derechos del Niño 
(Naciones Unidas, 1951) las autoridades 
del país deben proteger al niño y garanti-
zar su desarrollo pleno - físico, espiritual, 
moral y social. 

Desde el enfoque de Exclusión Social, los 
adolescentes en situación de calle con 
consumo de drogas ilícitas, son excluidos 
de la sociedad a partir de su institucio-
nalización a temprana edad, producido 
principalmente porque provienen de  fa-
milias con características disfuncionales, 
ya excluidas. Ellos “heredan” esta condi-
ción y luego el sistema educacional, por 
sus conductas transgresoras, los vuelve a 
excluir del contexto escolar, dado  su bajo 
nivel de adaptabilidad. Con ello no consi-
guen la integración con sus pares según 
su etapa etaria, ya que normalizan  con-
ductas cíclicas de consumo de drogas ilí-
citas y se focalizan en trabajos informales 
como limpieza de autos, tráfico de drogas 
o comercio sexual, para poder sobrevivir 
bajo sus propias condiciones y finalizan-
do en situación de calle. 
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En cuanto a políticas para la inclusión de 
jóvenes insertos en la temática calle, el 
Estado materializa su respuesta median-
te algunos programas incluidos en la red 
de colaboradores certificados de Sename, 
abarcando la integración familiar y social 
(ver figura N° 7). Por otro lado el Ministe-
rio de Educación otorga una oferta pro-
gramática vinculada a la integración, con-
vivencia y deserción escolar, (ver figura N° 

8), y por último, se destaca el programa de 
análisis de esta investigación, Programa 
Calle Niños,  dependiente del Ministerio 
de Desarrollo Social. 

Finalmente de acuerdo a los enfoques 
considerados para abordar las políticas 
sociales y de pobreza sobre el fenómeno 
calle presente en menores de edad, se es-
tablece el siguiente cuadro comparativo. 

Figura 3. Matriz análisis entre enfoques y problemática calle niños

Fuente: elaboración propia.
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3. Recomendaciones

Las prácticas institucionalizadas que han 
debilitado los lazos sociales que tuvieron 
los niños, niñas y jóvenes en situación de 
calle, requieren la incorporación de polí-
ticas de protección social que apunten a 
combatir las vulnerabilidades que enfren-
tan las familias en el plano psicosocial. Las 
políticas deben estar orientadas a generar 
mayor integración y oportunidades, des-
de una visión integral en que se avance en 
pertinencia de condiciones, considerando 
las trayectorias de vida de las personas en 
situación de calle.

La incorporación de las políticas de pro-
tección social enfocadas a menores de 
edad en situación de calle, es fundamen-
tal desde su diagnóstico, ya que si bien 
existe un catastro general de calle, es ne-
cesaria la incorporación de la población 
de niños, niñas y jóvenes presentes en 
cada región, incluyéndose en un próximo 
censo estadístico, de modo de generar 
intervenciones de acuerdo a las caracte-
rísticas, necesidades y contexto propios 
de cada niño, niña y jóven, recogiendo las 
expectativas propias señaladas por ellos. 
Así también, es recomendable poseer una 
modalidad descentralizada, de manera 
de poder dotar a las regiones de recursos 
materiales, humanos y financieros en pro 
de la superación de la situación de calle y 
las problemáticas encadenadas a esta, se-
gún el espacio geográfico.

Específicamente en la región de Arica y 
Parinacota a diferencia de otras regiones, 
existe un alto nivel de consumo y micro-
tráfico de drogas, al ser una zona limítrofe 
entre países con altas tasas de  ingreso, 
tránsito y tráfico de drogas, y se presenta 
un clima cálido en comparación de otras 
regiones, lo que favorece a los adolescen-
tes la permanencia en el circuito calle. 
Esta situación particular de la región se 
debe tener en cuenta.

Por otro lado, bajo la premisa de derecho 
a una vida sana y segura3, se percibe un 
vacío dentro del proceso de rehabilita-
ción de consumo de sustancias licitas e 
ilícitas, en donde la oferta programáti-
ca residencial en la región, se centra en 
aquellos individuos menores de 18 años, 
que presenten antecedentes delictivos, 
condicionando a aquellos que no presen-
tan actos fuera de la ley para poder optar 
a un proceso de rehabilitación intensivo 
acorde a la complejidad del tipo y nivel 
de consumo. Así también, se identifica la 
inexistencia de una red de salud enfocada 
al área de desintoxicación, contemplando 
la brecha demográfica de la región y la si-
tuación económica que presenta el grupo 
familiar o de apoyo de los niños, niñas y 
jóvenes para financiar gastos asociados al 
traslado.

3 Artículo 33 de la Declaración de los Derechos del Niño: Los niños tienen derecho a la protección contra el uso 
ilícito de los estupefacientes y sustancias sicotrópicas y contra su participación en la producción y el tráfico 
de esas sustancias.
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A partir de lo señalado con antelación, 
se sugiere la permanencia del programa 
calle niños, como oferta programática, ya 
sea por parte del Ministerio de Desarrollo 
Social a través del sistema de seguridad 
social y oportunidades, o que se replique 
el funcionamiento del programa especia-
lizado en niños de la calle (PEC); proyecto 
fiscalizado por parte del Sename y eje-
cutado por organismos colaboradores y 
acreditados.

La relevancia desde el Ministerio de De-
sarrollo Social, se asienta en la erradica-
ción de la pobreza y la exclusión social 
mediante su oferta programática de calle, 
la cual consiste en integrar a la población 
más vulnerable de nuestro país, a través 
del programa piloto calle niños, el cual 
debe establecer su permanencia conside-
rando la cantidad de jóvenes inmersos en 
situación de calle catastrados durante el 
año 2012 que ha ido acrecentándose en la 
región  de Arica y Parinacota, lo que se ve 
reflejado en la plaza de intervención del 
programa piloto desde su implementa-
ción a la fecha4.

El periodo de ejecución del proyecto pilo-
to de intervención para poder generar vin-
culación y posteriormente modificar con-
ductas nocivas y de vulneración, es menor 
al periodo en que los jóvenes fluctúan en 
situación de calle y consumo de drogas, 
que abarca entre uno y siete años, natura-
lizando de este modo la situación de calle. 
Si bien se presenta un avance significativo 
en la vinculación con las redes de apoyo, 
no se cumple con los estándares mínimos 
de egreso como son; la regularización 

y permanencia en el área educacional; 
normalización de controles en la red de 
salud; y vinculación y fortalecimiento de 
relaciones con adultos responsables sig-
nificativos, que entreguen las condiciones 
básica de habitabilidad para finalmente 
suprimir la permanencia del circuito calle.
Para cumplir con los estándares míni-
mos de egreso, es necesario realizar  un 
diagnóstico exhaustivo de cada niño, en 
donde se deben plantear las siguientes 
orientaciones:

i. Interés superior del niño en el centro 
de las intervenciones: de esta forma la in-
tervención forja la prevalencia de los de-
rechos del niño por sobre otros intereses, 
garantizando un desarrollo integral y una 
vida digna. 

ii. Por otro lado, considerar a  las familias 
como contexto relevante de intervención: 
desplegando acciones para fortalecer 
la superación de las problemáticas que 
presenta y su acceso a redes de inclusión 
social. 

iii. Enfoque de sistema ecológico: em-
pleando un proceso de intervención 
integrador, abarcando a las familias co-
sanguíneas, adultos significativos, esta-
blecimiento educacional, red de salud, 
grupo de pares positivos y espacios de 
recreativos que inviten al buen uso del 
tiempo libre en los niños y niñas.

Desde otro prisma, la intervención de ni-
ños en situación de calle, podría ser apo-
yada y/o ejecutada por el Sename a través 
de sus programas especializados con Ni-

4 Plaza inicial del programa piloto calle NNJ periodo 2012, cantidad de 20 usuarios, plaza correspondiente al 
periodo  2015 cantidad de 25 usuarios.
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ños, Niñas y/o Adolescentes en Situación 
de Calle (PEC),  implementados en otras 
regiones, tales como; Región Metropolita-
na (Florida, Peñalolén, Puente Alto, Reco-
leta, Renca) y región de los Lagos (Puerto 
Montt), considerando que es la entidad 
estatal encargada de la protección de de-
rechos de los menores.

Concluyendo con los enunciados, se con-
sidera necesario contemplar servicios 
especializados de acompañamiento pro-
pio para abarcar las necesidades básicas 
de los jóvenes. Así se debe identificar la 
necesidad de resguardo de los derechos 
de cada niño, ya sea en establecimientos 
educacionales o servicios de salud, que 
identifiquen y generen estándares de ca-
lidad propicia, sin transgredir el cumpli-
miento al derecho de protección contra 
toda forma de discriminación. Por otro 
lado, se recomienda contar con profesio-
nales especialistas en diversas áreas para 
una intervención integral de los niños, 
niñas y adolescentes que se encuentran 
participando de la oferta programática de 
la red Sename y Senda, de modo tal, que 
se pueda abordar desde diversas perspec-
tivas el  fenómeno social calle y por sobre 
todo, recoger las expectativas que ge-
neran los mismos niños, niñas y jóvenes 
en la construcción de las intervenciones. 
Para ello se precisa un versado en proble-
máticas de mediana y alta complejidad, y 
de esta forma, que evite que los jóvenes 
sean sobre intervenidos. Y por último, 
generar instancias de promoción, dando  
a conocer a la comunidad el fenómeno 
calle, para evitar los prejuicios que produ-
cen aislamiento y desagregación social al 
grupo etario.

Considerando la etapa de la adolescen-
cia y las complicaciones en su desarrollo, 
es relevante mencionar que el apoyo que 
se destine en este período es esencial por 
la presencia de proyecciones de vida, las 
cuales anhelan concretar a corto plazo. 
Ello está ligado al cumplimiento de la 
mayoría de edad en lo que respecta a la 
finalización de estudios obligatorios. En 
cuanto al mediano plazo visualizado a 
los 25 años de edad, se acentúa el interés 
por la estabilidad familiar y laboral. Se 
reconoce dentro de ambas proyecciones 
el cese de la situación de calle y el con-
sumo de drogas. Los jóvenes poseen un 
nivel de desventajas tanto internas como 
externas: se proyectan las primeras como 
el bajo nivel de desarrollo de las habili-
dades, capacidades y el conocimiento al 
acceso de información; y las segundas, 
en  la importancia del apoyo de la fami-
lia, considerando a esta como la primera 
institución sociabilizadora que debiera 
resguardar y cubrir las necesidades bási-
cas de los niños, niñas y jóvenes. 
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